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    PRÓLOGO
  


  
    Este libro pretendía en origen detallar las reformas estructurales necesarias para superar la crisis de la economía española. Al poco de comenzar me encontré con que los problemas políticos y constitucionales eran tan profundos que sin resolverlos, al menos parcialmente, sería muy difícil que nuestra economía volviera a crecer.
  


  
    Las reformas políticas necesarias afectan a la independencia del poder judicial, a la jefatura del Estado, a los partidos políticos y a la organización territorial del Estado. Para abordarlas sería necesario modificar la Constitución de 1978.
  


  
    Los partidos políticos son la institución que peor funciona y más problemas plantea. Por extensión, la crisis afecta a las personas que se dedican a la política. Tengo la suerte de conocer a muchos políticos y ser amigo de ellos. Son austeros, honrados y dedicados a su trabajo. Gracias a ellos nuestra democracia se ha mantenido a pesar de la voladura de la Constitución. Ellos son las primeras víctimas de la perversión del funcionamiento de los partidos políticos.Y sólo si se rebelan contra sus actuales dirigentes y son capaces de articular un proyecto de reforma constitucional que pueda ser votado en referéndum tendremos una oportunidad para escapar del círculo vicioso que provocan el populismo, el regionalismo y el nacionalismo separatista, que ha destrozado el orden legal que supuestamente respetan, pero al que en la práctica ignoran.
  


  
    Las reformas económicas que analizo son las más urgentes para cumplir con el objetivo de reducir el déficit público al 3% del PIB en 2013 y evitar que nos caiga encima la espada de Damocles de la suspensión de pagos. La reforma del sistema de financiación autonómica tiene un doble objetivo. El primero, político, limitar la irresponsabilidad y el populismo de nuestros partidos; y el segundo, económico, poner barreras a la extensión de un Estado de Bienestar que no podemos financiar con nuestros actuales recursos económicos. La reforma del mercado de trabajo pretende que los 4,6 millones de parados puedan emplearse adecuando sus salarios a la productividad de cada empresa. La reforma del sistema de pensiones, que haya una relación entre lo cotizado en la vida laboral y las pensiones de jubilación. La reforma del sistema financiero tiene como objetivo recapitalizar el sector, para que tenga capacidad económica para asumir las pérdidas que se derivan de una política errónea de financiación a promotores y constructores, y dar salida, posteriormente, al stock de propiedades inmobiliarias invendidas existente en el mercado para, de esta forma, normalizar la actividad crediticia con el resto de la economía.
  


  
    Quizá no he prestado suficiente atención a los problemas que nos ha causado una integración precipitada en la Europa monetaria, la Europa del euro, que ha favorecido la inestabilidad monetaria y la irresponsabilidad fiscal de los países miembros. Los problemas del euro nos perseguirán en los próximos años, pues se han puesto de manifiesto carencias institucionales insalvables derivadas de los actuales tratados europeos. No sabemos cuál será el desenlace. El euro es un problema para los países periféricos pero también para Alemania y Francia, hasta tal punto que todos, los más pigs y los más poderosos, se tienen que blindar ante sus inesperados e inevitables bandazos. Por eso el objetivo de la política económica de los países miembro no puede ser otro que reducir el déficit público cueste lo que cueste. En el caso de los más endeudados para evitar la suspensión de pagos, y en el de los más fuertes para tener recursos públicos con los que evitar la bancarrota de sus sistemas financieros nacionales.
  


  
    No he abordado otras reformas sin las cuales tampoco superaremos los efectos de la actual crisis política y económica. Me refiero a la del sistema educativo, tanto en lo que se refiere a la educación secundaria como a la universitaria. El actual sistema de organización territorial sigue sin poner remedio a que en media España, la España del paro, más del 40% de los varones no terminen la Educación Secundaria Obligatoria. Tampoco me he detenido en la reforma del funcionamiento del Estado clásico, el que atiende a la seguridad personal, la justicia, las instituciones penitenciarias y la policía. Los países más desarrollados y con mayores niveles salariales siguen siendo atractivos para la inversión, nacional y exterior, no sólo por la productividad de sus sistemas económicos, sino porque la seguridad jurídica que garantizan a todos compensa una menor rentabilidad de las actividades económicas. España empieza a ser una anomalía, porque combina salarios en promedio altos con inseguridad jurídica y un funcionamiento mediocre de las instituciones fundamentales que hacen que un país sea moderno. No lo he hecho porque he dado prioridad a las reformas más urgentes.A las reformas que pueden evitar una catástrofe y que nos pueden permitir, si se hacen seriamente, estar en disposición de abordar esos otros problemas estructurales de España como país.
  


  
    Para escribir este libro he pedido información y opiniones a muchas personas, entre ellas a Javier Gómez de Liaño, Mariano Zabía, Juan Brunel, Gregorio Izquierdo,Alberto Nadal, Ricardo Martínez Rico y Pilar Platero. Las conclusiones y las opiniones finales son sólo responsabilidad mía. Finalmente quiero agradecer su paciencia para descifrar mis manuscritos y su diligencia para atender mis requerimientos, siempre urgentes, a Yolanda Hernández y a Paloma Vidal.
  


  


  
    Capítulo I
  


  
    LA CONSTITUCIÓN DE 1978. LA REFORMA POLÍTICA
  


  
    
  


  Introducción


  
    España sufre una crisis política y económica. Los partidos políticos, atrincherados en la falta de control por parte del poder judicial, han provocado la ruptura del orden constitucional y ahondado la crisis económica hasta tal punto que es muy difícil aplicar una política económica que tenga en cuenta simultáneamente la necesidad de hacer reformas estructurales, la de respetar los acuerdos con la Unión Europea y la Unión Monetaria Europea, y la de poner límites al gasto de las autonomías. La clase política se ha convertido en una casta, que puede ser nacional, autonómica o local, gobernante o no gobernante, y ha impulsado la financiación presupuestaria de unos sindicatos y una patronal que defienden prioritariamente los intereses de sus equipos directivos. Todas esas castas se nutren de los presupuestos de las distintas administraciones públicas. Hay otras castas, como la financiera, aparentemente independiente de los presupuestos, rica y privada, pero que no puede sobrevivir sin el apoyo del Estado, que hay que explicitar en momentos como el que vivimos. La crisis económica, causada en última instancia por una política de dinero barato y por la falta de regulación y control del sistema financiero por parte de los bancos centrales de los principales países desarrollados, se tradujo en España en un incremento de los créditos bancarios mucho mayor que el experimentado en la mayoría de los países del área euro y en la formación de una enorme burbuja inmobiliaria.
  


  
    Superar esta crisis económica va a resultar muy difícil, porque el desplome de la actividad ha producido una sustancial pérdida de empleo y un enorme déficit público. Un déficit estructural que tiene su origen en la forma en que se ha interpretado el texto constitucional en lo referente a las competencias de las autonomías y su financiación, que no controla el Estado, a pesar de que la Constitución lo preveía, así como de un sistema tributario que descansa en la actividad del sector de la construcción y en las transacciones inmobiliarias.
  


  
    El de 1978 fue quizá el único texto constitucional posible, pero al cabo de más de treinta años sus deficiencias están afectando a la supervivencia del Estado Español. La Constitución de 1978 fue el resultado de un pacto entre los principales partidos políticos españoles para pasar del franquismo a la democracia. Fue un pacto de renuncia a la venganza por parte de todos, vencedores y vencidos en la Guerra Civil, con una amnistía general y otra específica para los criminales de ETA, instrumentada mediante indultos para los autores de delitos de terrorismo. Fue un pacto hecho desde la memoria histórica, para no repetir el pasado, en el que se reconocía a España como nación (artículo 2, «La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la nación española»), aunque matizado por la existencia de «regiones y nacionalidades». Un término, este último, a medio camino entre la nación y las tradiciones de algunos territorios que habían disfrutado en el pasado de autonomía limitada y, más cercanamente, durante la II República y la Guerra Civil. Una situación que para otras, como Álava y Navarra, se respetó incluso durante el franquismo.
  


  
    La Constitución es tan clara como contradictoria en lo que se refiere a las competencias del Estado y las autonomías, pues junto a la lista de las competencias exclusivas del Estado, que figuran en el artículo 149, permite, en su artículo 150.2, su traspaso a las autonomías mediante la aprobación de una simple ley orgánica; es decir, una ley que cuente con el apoyo de la mitad más uno de los miembros del Congreso de los Diputados. Con cautelas jurídicas, pues sólo se pueden transferir las facultades «que por su propia naturaleza sean susceptibles de transferencia o delegación». Esta posibilidad introducía el riesgo de ruptura de la unidad nacional si el Tribunal Constitucional interpretaba esa caución con una ideología no ya de carácter federal, sino confederal. Un riesgo evidente, pues tanto el poder judicial como el Tribunal Constitucional podían convertirse, en buena medida, en apéndices de los partidos políticos.
  


  
    La Constitución permite que los partidos políticos controlen el poder judicial y el Tribunal Constitucional. La Constitución descansa desproporcionadamente en la actuación responsable de los partidos políticos. Aunque menciona la necesidad de que funcionen con democracia interna (artículo 6, «… su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos»), no pone ningún medio para garantizarla. Por si esas concesiones no fueran suficientes, no limita su financiación con cargo a los presupuestos públicos y permite financiar, también con fondos presupuestarios, las campañas electorales. Hasta tal punto que un uso prudente de dichos fondos permitiría a los partidos no depender en absoluto de las cuotas de sus afiliados ni de donaciones de terceros para funcionar. Esa generosa política de financiación tuvo por objetivo evitar que los partidos tuvieran la tentación de acudir a la financiación ilegal utilizando fraudulentamente su control sobre el gasto público de las administraciones. Con esas premisas los casos de financiación ilegal de los partidos son hoy incomprensibles. Si sigue habiendo corrupción es porque los partidos políticos no están, en la práctica, controlados por ninguna institución pública. Su impunidad es absoluta. Ese poder se ha traducido en un crecimiento desmesurado del gasto de autonomías y ayuntamientos, que se utiliza por las distintas instancias de los partidos para consolidarse en las diferentes circunscripciones territoriales.
  


  
    Son problemas reconocidos y analizados por políticos, juristas y constitucionalistas, que no se han podido atajar porque exigirían la revisión del texto constitucional, lo cual depende también de los partidos políticos. La Constitución sólo se ha modificado mínimamente en 1992 para permitir el voto a los residentes en España en las elecciones municipales, no sólo de los nacionales de la Unión Europea, sino de los del resto del mundo. Una reforma sustancial, que afectara al texto completo o al Título Preliminar, al capítulo segundo o al Título II, que hacen referencia a España como nación, a los derechos individuales y a la Corona, requerirían el procedimiento del artículo 168, lo que implica el voto previo positivo de tres quintos de los miembros del Congreso de los Diputados y del Senado, la disolución de las cámaras, la celebración de un referéndum y nuevas elecciones. Por el contrario, la Constitución permite la reforma del resto de su texto con un procedimiento más sencillo, que es el que se utilizó para la reforma del artículo 13.2 a que se ha hecho referencia. El propio Título VIII, el que más nos afecta, que se refiere a la «organización territorial del Estado», puede modificarse, de acuerdo al artículo 167, si lo proponen al menos tres quintos de los miembros de cada una de las cámaras, con la posibilidad final de que bastara esa mayoría cualificada en el Congreso y la simple mayoría absoluta en el Senado. Y sólo habría que someterlo a referéndum si lo solicitara una décima parte de una de las cámaras. Es decir, el acuerdo entre el PP y el PSOE podría ser suficiente, incluso sin referéndum ni, por supuesto, necesidad de disolver las cámaras.
  


  
    Antes de la aprobación de la Constitución, la ley electoral de 1976 había fijado el reparto del poder entre los partidos nacionales y los nacionalistas como paso previo a las primeras elecciones democráticas. Ningún partido, aun con mayoría absoluta, ha querido modificarla, a pesar de ser preconstitucional. La ley electoral de 1976 es la auténtica «constitución» para los partidos.
  


  
    Otras constituciones, como la estadounidense, se redactaron para defender la libertad personal frente a los poderes públicos. La española hace descansar esos derechos en la buena voluntad de los partidos políticos, amparando sus posibles cambios de estrategia sobre lo que «quiere decir» la Constitución. Esos cambios se han producido mediante la interpretación del texto por unos miembros del Tribunal Constitucional elegidos con criterios políticos por los partidos. De los doce miembros del Tribunal Constitucional (artículo 159), cuatro son elegidos por el Congreso y cuatro por el Senado, por mayoría de tres quintos; dos los designa el gobierno y otros dos el Consejo General del Poder Judicial. Todos por un periodo irrepetible de nueve años, que se amplía indefinidamente si los partidos políticos no logran un acuerdo para renovarlos por esa mayoría estipulada de tres quintos en el momento en que cumplen sus mandatos. No es tema sencillo dilucidar cuál es el mejor sistema de elección de los miembros de un tribunal de esas características. En la mayoría de los países esa función la ejerce el correspondiente Tribunal Supremo, con lo que el problema de cómo elegir a los miembros de éste se vuelve a plantear, con dos diferencias significativas respecto a nuestro sistema: los elegidos suelen ser jueces profesionales y sus nombramientos son vitalicios. Es evidente que en la elección de estas personas deben intervenir los representantes políticos elegidos por la población. La diferencia entre nuestro sistema de elección, que se apoya en las decisiones de los partidos, y los de otros países, en los que esos representantes políticos han sido elegidos directamente por el voto popular, se refleja tanto en la ideología de los miembros de ese Tribunal Supremo con responsabilidades constitucionales (pues suelen resultar elegidos los que en sus sentencias e interpretaciones de la ley coinciden con la ideología del jefe del Estado o de la mayoría parlamentaria), como en la importancia que tiene el examen de las cualidades personales de los candidatos. Todo ello unido a que ese examen es público y los congresistas o senadores que participan en el proceso tienen que responder ante sus electores por las decisiones tomadas. Lo evidente es que nuestra Constitución se puede cambiar, de hecho, mediante las correspondientes sentencias interpretativas del Tribunal Constitucional. Sin apelación posible. Sin respuesta de los votantes.
  


  
    Los pactos de los partidos nacionales, PP y PSOE, con los partidos nacionalistas para lograr las mayorías necesarias a la hora de elegir a los miembros del Tribunal Constitucional y del Consejo General del Poder Judicial han asegurado a los nacionalistas, representados en exceso en el Congreso por la ley electoral de 1976, una influencia decisiva en ambas instituciones, que han utilizado para interpretar la Constitución de acuerdo con sus tesis federales o confederales, a cambio de apoyar al gobierno español de turno cuando éste no tenía suficiente mayoría parlamentaria. Los acuerdos entre los representantes elegidos por los partidos nacionalistas y los del PSOE se han facilitado porque la corriente ideológica que defiende el federalismo, estricto o extremo, en el PSOE tiene tanta tradición como la jacobina. Al tiempo que ha aumentado la influencia de las secciones o federaciones autonómicas del PSOE, que se identifican cada vez más con las posiciones de los partidos nacionalistas de algunas de las autonomías. El poder de interpretar la Constitución en todas las ocasiones en las que el gobierno español dependía de pactos con los partidos nacionalistas para poder seguir gobernando ha sido una constante, en la práctica, desde 1993.
  


  
    La Constitución de 1978 no consagra la independencia del poder judicial. En el momento en que se redactaba, los jueces, que eran los del franquismo, despertaban una gran desconfianza entre los partidos de izquierda y los nacionalistas. Inicialmente el grueso de la designación de los miembros del CGPJ, que es el órgano de gobierno del poder judicial según el artículo 122.2 de la Constitución, se hacía por los jueces y magistrados (doce de un total de veinte, más el presidente del Tribunal Supremo), pero la Constitución previó la posibilidad de modificar el sistema de designación en el sentido en el que se ha expuesto. Esa posibilidad la utilizó el PSOE en 1985. Según la nueva ley orgánica, de 1 de julio de 1985, los doce miembros elegidos entre jueces y magistrados pasaron a ser votados por el Congreso y el Senado entre los propuestos por las «asociaciones» de jueces. Los otros ocho miembros los eligen directamente el Congreso y el Senado entre «abogados y otros juristas de reconocido prestigio». En todos los casos la mayoría necesaria es de tres quintos en el Congreso y en el Senado. Tanto el poder judicial (el Consejo General del Poder Judicial), como el propio Tribunal Constitucional, desde esa fecha han estado formados por personas elegidas en función de su afinidad política. Para los partidos políticos lo relevante no ha sido nunca ni el prestigio personal, ni la formación, ni la experiencia de los candidatos. Lo fundamental ha sido impedir que un poder judicial independiente pudiera poner en riesgo su propio poder. Poder para interpretar las leyes, incluyendo la Constitución, y poder para sancionar las conductas ilegales de los partidos.
  


  
    Los jueces y magistrados son, a nivel personal, independientes y responsables de sus actos, pero el funcionamiento de los juzgados y los tribunales, desde el de menor orden hasta el Tribunal Supremo, dependen del poder ejecutivo. El gobierno nacional y los gobiernos autonómicos deciden cuántos juzgados hay de cada materia, cómo se financian, qué personal tienen y cómo se designa a esos funcionarios administrativos. Por su parte, los sindicatos intervienen en la selección del personal de cada juzgado, aplicando los criterios que les interesan. Ni los jueces ni los magistrados tienen capacidad para decidir quiénes son sus subordinados, ni qué juzgados habría que reforzar, ni qué inversiones hacer, ni con qué presupuesto cuentan, ni qué sistema informático se instala, ni si ese sistema es compatible con los de otros juzgados, ni con los de otras autonomías. Los jueces y magistrados tienen el poder de dictar sentencias. El Ministerio de Justicia y las consejerías de Justicia de las autonomías, junto con los sindicatos, son los que ponen límites a esa capacidad, y los que aseguran o impiden el ejercicio de la función judicial.
  


  
    La Constitución, en definitiva, permitió la transición a la democracia y el reconocimiento de las libertades fundamentales de los españoles, pero no consagró ni la separación estricta de poderes entre el ejecutivo, el legislativo y el judicial, ni la independencia de éste. Al cabo de más de treinta años podemos afirmar que una Constitución de consenso ha resultado tan insegura como otra que podría haber sido de ruptura con el pasado. Si el texto de la Constitución se hubiera discutido abiertamente y no pactado en aspectos fundamentales por los representantes de UCD y PSOE, se podría haber reformado el sistema de elección de jueces y magistrados; se podría haber reformado, en definitiva, el sistema judicial y se le podría haber garantizado la independencia, consagrando la división de poderes. Aunque está visión, a toro pasado, es probablemente injusta y optimista, pues no se puede olvidar que en ese momento el poder del ejército y la virulencia del terrorismo separatista impedían hacer tabla rasa del pasado. Los partidos mayoritarios de entonces, la UCD, en la que se integraron los franquistas evolucionados, los políticos liberales, conservadores y parte de los socialdemócratas, y el PSOE, que representaba los valores de la Europa socialdemócrata, desconfiaban de los jueces, de las iniciativas populares, de los cambios de opinión del electorado y de un Consejo General del Poder Judicial y un Tribunal Constitucional independientes.
  


  
    La Constitución, interpretada por una larga serie de sentencias del Tribunal Constitucional, ha bendecido la transferencia de competencias «exclusivas» del Estado a las autonomías: unas veces a impulsos del PSOE, otras del PP, y otras a instancias de los partidos nacionalistas, en alianza coyuntural con el PSOE o el PP. La primera ilegalidad de orden constitucional consentida por la justicia fue la interpretación del resultado del referéndum que tuvo lugar en Andalucía en 1980, dándolo por aprobado, aunque fuera derrotado en una provincia, la de Almería, en contra de lo que disponía el artículo 151.1. En este caso una ley orgánica posterior reinterpretó como positiva una decisión popular que, legalmente, rechazó lo propuesto en referéndum. En 1993, tras perder el PSOE la mayoría absoluta en las elecciones de ese año, se alcanzaron acuerdos para transferir muchas de las competencias exclusivas del Estado a la autonomía catalana y, simultáneamente, al resto. En 1996, es el PP el que, para poder gobernar, amplia las transferencias, como pago al apoyo de CiU y PNV. Política que se continúa en 2000, a pesar de contar el PP con mayoría absoluta. En 2004, el gobierno de Rodríguez Zapatero, en colaboración con partidos secesionistas como Esquerra Republicana y Convergencia i Unió, impulsa la redacción de nuevos estatutos de autonomía, con competencias aún mayores, algunas claramente inconstitucionales, a costa de las del Estado nacional.
  


  
    La Constitución de los Estados Unidos está redactada para garantizar que la libertad individual no se vea constreñida por el poder del Estado. Por eso vela por la separación de poderes y somete al ejecutivo y al legislativo al control de un poder judicial independiente. Si el partido político gobernante quiere enmendarla puede hacerlo, pero tiene que convocar un referéndum, que debe contar con la aprobación del Tribunal Supremo, para asegurar que el posible cambio en el texto constitucional no ponga en riesgo las libertades individuales y el Estado nacional.
  


  
    La Constitución de la República Popular China reconoce los derechos individuales de sus nacionales, pero según la interpretación que el Partido Comunista Chino haga de esos derechos. No existe separación de poderes: el ejecutivo, el legislativo y el judicial están subordinados al Partido Comunista Chino. El PCCH interpreta los derechos de sus nacionales con subordinación a lo que entiende que son en cada momento los intereses generales. Ese poder absoluto ha permitido que el Estado Chino pase del comunismo a una suerte de nacionalsocialismo tras el cambio de política económica de 1978, decidido por el partido, controlado en ese momento por Deng Xiaoping. A partir de ese momento comienza un desarrollo económico acelerado, capaz incluso de superar crisis como la actual gracias a la ciega obediencia de todos los agentes económicos y sociales a las decisiones del partido. Por eso China es el paradigma de los que creen en la ingeniería social. Por eso China, aunque sea un Estado nacionalsocialista, un Estado fascista de hecho, es un ejemplo para los comunistas de todo el mundo, porque para ellos es la prueba de que los gobiernos totalitarios pueden mejorar el nivel de vida de la población sin democracia ni separación de poderes. Sólo sería necesario que todo el poder residiera en la «vanguardia del proletariado», en el órgano de dirección del Partido Comunista.
  


  
    En España los derechos individuales se subordinan a los intereses de los partidos políticos, que están de hecho legitimados para interpretar la Constitución. Esa defensa de la partitocracia, que se sigue haciendo hoy, como el sistema político menos malo para España, se fundamenta teóricamente en el convencimiento de que nuestra historia demuestra que la democracia puede fracasar si los partidos políticos, controlados por una élite responsable, permiten demasiada independencia, sin subordinarlos a la disciplina de los partidos, a los políticos. Esto es lo que ocurriría, según ellos, si fueran elegidos directamente por los electores. Aquí se mezclan el temor al populismo—que representó el partido de Lerroux—, a las personalidades independientes—que podrían no aceptar una mínima disciplina de partido, tal y como ocurrió en los partidos conservadores durante los primeros treinta años del siglo XX—, y el miedo al separatismo en el País Vasco y Cataluña. La Constitución de 1978 confiaba en que la existencia de partidos políticos muy protegidos pudiera superar los problemas del separatismo exacerbado, que terminó en el cantonalismo de la I República y los enfrentamientos entre clases sociales, azuzados por el socialismo revolucionario, el anarquismo y el comunismo durante la II República. Se optó por otro modelo, el del reformismo de Cánovas, que preveía la alternancia en el poder de los conservadores y los progresistas. Sistema que a su vez se inspiró en el despotismo ilustrado del siglo XVIII, pero con concesiones a los partidos nacionalistas, para que pudieran gobernar en sus respectivas autonomías dentro, se suponía, de unos límites constitucionales muy grandes y con posibilidad de ampliarlos si fuera necesario.
  


  
    La democracia de partidos no ha funcionado como se previó en 1978. El Estado Español ha perdido competencias exclusivas y los partidos políticos se han convertido en una partitocracia que impide el derecho de los ciudadanos a ser representados adecuadamente en el Congreso y el Senado, y en la que la ausencia de democracia interna en los partidos ha producido un sistema de selección perversa de dirigentes, que expulsa a los más capaces y a los que pretenden cualquier reforma política o económica.
  


  
    La descomposición territorial está muy avanzada. La separación entre los tres poderes tradicionales se ha difuminado. Hoy coexisten la España unitaria, que es la que recauda la mayoría de los impuestos, pero que gasta poco de lo que ingresa en políticas nacionales, con la España autonómica, en la que las diecisiete autonomías ejercen extensísimas competencias. En España conviven un Estado unitario reducido, un Estado federal previsto en la Constitución, pero no declarado, y un Estado confederal, incompatible con la misma. No habría nada que oponer a este fenómeno disgregador si hubiera sido aprobado por los españoles en un referéndum con todas las garantías previstas en la Constitución. Pero el cambio se ha producido a través de las sentencias y los silencios del Tribunal Constitucional, siguiendo las instrucciones de los partidos con mayoría en ese tribunal en cada momento.
  


  
    Ese poder de los partidos políticos, junto con un periodo de trece años en el que la economía ha crecido sostenidamente, y en el que un sistema tributario muy elástico desde el punto de vista fiscal ha multiplicado los ingresos públicos, se ha traducido en cambios en la estructura del Estado, y en la adopción de políticas de gasto público que hoy se revelan como impedimentos casi insuperables para reequilibrar nuestra economía. También se ha producido una pérdida de prestigio de instituciones fundamentales del Estado constitucional, cada vez más despreciadas por los ciudadanos de todas las ideologías. Nuestros problemas, políticos y económicos, se han conjugado, entremezclado y confundido hasta el punto de que es muy difícil enfrentarse a los económicos, que nos presionan con casi 5 millones de parados en estos momentos, con suficientes garantías de éxito, sin resolver al mismo tiempo los políticos o, al menos, parte de ellos.
  


  
    Los problemas políticos—aunque muchos tengan contenido económico—y económicos que a mí me parecen más significativos afectan a la Jefatura del Estado, que ni arbitra ni modera; a la desmembración del Estado central por la vía de la cesión de competencias exclusivas a las autonomías y por la de la aprobación de nuevos estatutos, comenzando por el de Cataluña—sobre el que el Tribunal Constitucional ha tardado cuatro años en dictar sentencia—, que se suman a las cedidas a la Unión Europea y a la Unión Monetaria Europea; a la incomprensible cesión a los sindicatos de casi todo lo referente al mercado de trabajo; y a un nuevo intervencionismo público en la economía—que es consecuencia, en parte, de un sistema tributario mal diseñado, que ha multiplicado los ingresos públicos, con carácter excepcional e irrepetible, desde el año 2000 hasta el año 2007—que ha impulsado políticas de gasto público que no son financiables en la actualidad, incluyendo la extensión del Estado de Bienestar a impulsos de la irresponsabilidad fiscal de las autonomías, hasta un punto en que es incompatible con nuestra capacidad económica y con el Tratado de Maastricht. Todo lo cual no habría sido posible sin la degeneración de la clase política.
  


  
    
  


  La corrupción de los partidos políticos


  
    La tercera preocupación de los españoles, según las encuestas del CIS de finales de 2009 y principios de 2010, son los políticos como clase, como casta. Una reacción lógica, proporcional al efecto que su actuación ha provocado en el nivel de vida de la mayoría de la población y al conocimiento de los niveles de corrupción personal e institucional de gran parte de la clase política.
  


  
    El deterioro de nuestros partidos, del PSOE y del PP, de los nacionalistas, los secesionistas y los de la extrema izquierda, se pone de manifiesto en el proceso de selección de sus dirigentes. La primera preocupación de los dirigentes es el control interno de sus propios partidos, la depuración de sus disidencias internas. El ejercicio del poder por parte de los partidos gobernantes, cada uno en el ámbito de sus competencias territoriales, se ha convertido en un ejercicio de despotismo, facilitado por la dilución de la separación de poderes. Los partidos políticos no respetan las leyes. Si las leyes interfieren en el ejercicio de sus competencias, se modifican. O se interpretan por el propio ejecutivo, a sabiendas de que ni el legislativo ni el judicial se opondrán a ese ejercicio desviado del poder.
  


  
    Durante muchos años el felipismo ejerció un poder desmedido. A nivel autonómico, tanto el PNV en el País Vasco como CiU en Cataluña tenían comportamientos igualmente desmedidos e inconstitucionales. El PSOE se apoyaba en su gran respaldo popular y en las mayorías absolutas que tenía en el Congreso, y legislaba y gobernaba dando por supuesto que «Montesquieu ha muerto»—es decir, la separación de poderes—, e interpretando su mandato político como una licencia para cambiar la sociedad al margen de las leyes. El PNV y CiU justificaban su comportamiento en que representaban supuestamente los derechos de las «nacionalidades», por encima de los derechos de las personas que residían en esas autonomías. La falta de respuesta por parte del poder judicial y del Tribunal Constitucional—cuya independencia desapareció frente a los partidos políticos—envalentonó a los políticos españoles. Hoy asistimos al atropello, o a la interpretación interesada, de las leyes por parte de la liberal Aguirre, del conservador Camps, de los socialistas andaluces y manchegos, del tripartito catalán y del progresismo universal incalificable que representa Rodríguez Zapatero. De Rajoy no hay referencias en ningún sentido. Con una diferencia respecto a lo que ocurría hasta hace pocos años. Hasta hace relativamente poco tiempo el Partido Socialista y los nacionalistas apelaban a la historia para justificar su comportamiento externo y de control interno. Ahora creen que ya no es necesario justificarse. Las élites de los partidos—aunque cambien como consecuencia de fracasos electorales—saben que una vez alcanzado el poder en sus respectivos partidos pueden depurarlos de opositores y que es muy difícil que cualquier otro partido de ideología similar llegue a consolidarse en sus respectivas circunscripciones electorales. Tienen un doble blindaje, jurídico y económico.
  


  
    Esto es más cierto en el ámbito de las autonomías, que se financian básicamente de transferencias financieras de la administración central y que pueden engañar con más facilidad a los votantes de sus circunscripciones apelando al supuesto maltrato al que les someten los gobiernos nacionales, sean de su propio partido o del contrario. Los votantes en las elecciones autonómicas nunca tienen que analizar si sus impuestos se han utilizado correctamente, porque no entienden—ni se les explica—cómo se financian las autonomías. Ante los votantes los gobiernos autonómicos aparecen como proveedores de servicios públicos gratuitos, como inversores en infraestructuras, como constructores de viviendas sociales, como garantizadores del mantenimiento de precios reducidos en los transportes, o como las administraciones que les garantizan servicios básicos como la educación y la sanidad sin apenas gasto personal o familiar.
  


  
    A nivel local los alcaldes se quejan de su desamparo financiero por parte de las autonomías y del gobierno de la nación. Una queja que no tiene tanta justificación como parece, porque también reciben transferencias financieras sustanciales de las otras administraciones. Pero la ausencia de fondos no ha impedido las políticas populistas de los alcaldes. Aunque no tienen competencias ni obligaciones jurídicas, hacen política social en sus municipios y en el exterior. Su falta de fondos la han resuelto, hasta hace poco, con ingresos extraordinarios derivados del sector de la construcción, de la recalificación de suelo, de la modificación de los planes generales de urbanismo o de acuerdos especiales con los promotores. Y cuando esos ingresos no eran suficientes, con la subida de los impuestos y tasas municipales y acudiendo al endeudamiento o a acumular deudas, declaradas y no declaradas, con sus proveedores.
  


  
    No es una casualidad que la administración local sea la más corrupta, pues su limitación de ingresos impositivos la ha suplido con todo tipo de artimañas urbanísticas, con acuerdos ocultos con los promotores, que muchas veces esconden, exclusivamente, corrupción personal. Lo que subyace a esa política municipal de mayor gasto público, de impulso incontenible por la realización de obras, necesarias o no, por la prestación de servicios sociales, por la promoción de la cultura, por el apoyo a las organizaciones no gubernamentales para que desarrollen sus actividades en el ámbito municipal o en el exterior, no es la búsqueda del bienestar de los habitantes del municipio, ni la mejora de los servicios básicos —que habitualmente se descuidan—, sino el deseo de afincarse en el poder, de ser más independientes, más inatacables políticamente, de los grupos dirigentes de los partidos nacionales o autonómicos. Quieren ser, ellos también, nomenklatura inamovible. El nivel de deuda del Ayuntamiento de Madrid, más alto que el de la mayoría de las autonomías, es el mejor ejemplo de esa política populista que encarna su alcalde, Alberto Ruiz Gallardón.
  


  
    El despotismo desemboca en corrupción. Corrupción social, pues para mantener el liderazgo se considera necesario comprar voluntades de distintos grupos, y eso requiere disposiciones legales individualizadas. Corrupción política en la designación de cargos, pues se prefiere a los incondicionales sobre los más competentes. Y corrupción política: ya no hay ideales, ideologías o proyectos de cambio. Se acabó el pensar en el futuro, en las consecuencias de las decisiones legales, administrativas o económicas que podrían mejorar la situación económica, política o social del país a largo plazo, aunque resultaran o pudieran resultar negativas en las siguientes convocatorias electorales. ¿Cuál es la ideología del PSOE, del PP, de IU, de los partidos nuevos, como UPyD, y de los nacionalistas no directamente secesionistas? El PSOE se refugia en una mayor libertad para abortar, el federalismo extremo, el anticlericalismo y en un sistema educativo sectario, igualitario y poco exigente. El PP, en la defensa de lo que ataca el PSOE, con precaución para no herir los sentimientos nacionalistas en el País Vasco y Cataluña, y teniendo cuidado de no criticar el trato excepcional de favor del que disfrutan los trabajadores eventuales agrarios en Extremadura y Andalucía. Así, pasa de negarse a aceptar la «deuda histórica», por ejemplo, con Andalucía, a exigir que se pague con dinero, en lugar de con «solares valorados a precios excesivos». Izquierda Unida dice seguir siendo comunista. Y lo dice sin sentirse avergonzada. UPyD dice defender los principios nacionales abandonados por el PSOE y el PP, pero me temo que por oportunismo antes que por convicción. CiU se refugia en la independencia «cuando toque» de la nación catalana; lo mismo que defendía Esquerra antes de llegar al poder en Cataluña.Y lo mismo que defiende el PNV en el País Vasco.
  


  
    ¿Dónde queda la defensa de la Constitución? ¿Dónde han quedado la lucha contra la corrupción, la separación de poderes, la independencia del poder judicial y el cumplimento de las leyes? ¿Dónde la igualdad entre los españoles? ¿Dónde el cumplimiento de los acuerdos internacionales, que nos obliga a controlar el déficit público en el seno de la Unión Europea y la Unión Monetaria Europea? ¿Dónde la defensa de la libertad personal frente a los poderes públicos? ¿Dónde el gobernar al menor coste posible? ¿Dónde la democracia interna de partidos, sindicatos y asociaciones empresariales a que obliga la Constitución? ¿Dónde la obligación de buscar financiación convenciendo a sus afiliados, en lugar de colgarse de los Presupuestos Generales del Estado?
  


  
    Yo creo que, en gran parte, esa pérdida de valores y de ideología es el fruto de no tener que buscar legalmente ingresos para mantener sus estructuras. Disponer de subvenciones ilimitadas ha destruido su necesidad de justificarse ante sus afiliados y simpatizantes y ha arrastrado, a continuación, sus convicciones. Es probable, incluso, que no sean conscientes de hasta qué punto han intervenido la economía, distorsionando la competitividad y reducido la eficiencia económica. Esta nueva fase intervencionista la iniciaron los gobiernos del PP, que dieron por sentado que la entrada en el euro garantizaba la eliminación de los ciclos económicos, y que no tuvieron en cuenta la excepcionalidad de gran parte de los ingresos tributarios.
  


  
    El exceso de ingresos tributarios se tradujo en un nuevo tipo de intervencionismo y en la extensión del Estado de Bienestar. En la peor de las políticas populistas, se redujeron artificialmente los precios de la electricidad creando un déficit de tarifa; se acometió la construcción de infraestructuras que no tenían rentabilidad económica; y se extendieron las prestaciones sanitarias, incluso comprometiéndose a eliminar los tiempos de espera. La preocupación por el sistema educativo se centró en la financiación, no en la calidad ni en la disciplina. El empleo público en las autonomías se incrementó sin las exigencias a que obligaba la tradición en la administración central.
  


  
    Cuando comienza la crisis actúan, como estaba previsto en las leyes, los denominados «estabilizadores automáticos»; es decir, se reducen los ingresos tributarios y aumenta el gasto público, sobre todo para transferencias sociales. Ese automatismo genera un déficit público que ayuda a compensar la caída cíclica de la actividad económica. Lo que nadie esperaba era que el déficit público, en lugar de aumentar hasta un 5% o un 6%, como mucho hasta un 7% u 8% del PIB, después de tener en cuenta la adopción de medidas fiscales de apoyo a la actividad, se incrementara hasta el 11,2% del PIB en 2009. Lo que quiere decir que el déficit estructural, es decir, el déficit que se producirá en los presupuestos de las administraciones públicas cuando termine el ciclo decreciente y comience a crecer la economía, aunque sea con tasas reducidas, sería de alrededor del 5% del PIB, excepto si se hicieran todas las reformas de gasto público a que se ha comprometido el gobierno para llegar al 3% del déficit en 2013. Es decir, tenemos un sistema de ingresos tributarios y unas obligaciones de gasto público, comprometido por las correspondientes leyes, que se traducen en que la diferencia entre la recaudación por todos los conceptos y el gasto, aumentado por decisiones políticas en 2008 y 2009, que alcanzó los 118.000 millones de euros en 2009. En un ejercicio posibilista de incremento de ingresos impositivos y de reducción de gastos, que se desarrolla en los capítulos III y VIII, resulta que, con las reformas en curso, difícilmente se alcanzará el 3% de déficit público en 2013. La cifra se acercará al 5% del PIB. Lo que obligará a tomar decisiones políticas mucho más complicadas de lo que se supone.
  


  
    Los partidos políticos no le han dado importancia ni al déficit estructural, ni a los compromisos internacionales, ni a nuestras leyes, hasta que la comunidad internacional ha llamado al orden al presidente del gobierno. Los autodenominados progresistas se han apoyado en el keynesianismo para defender los déficits. Los autodenominados conservadores y liberales han defendido lo imposible, la reducción del gasto público, pero siempre que las medidas que se tomaran no aumentaron los impuestos, ni se redujeran los derechos sociales, ni se prolongara la vida laboral, ni se calcularan de una forma más realista las pensiones de jubilación. Son planteamientos populistas y tercermundistas. No son conscientes de lo que implica pertenecer al área del euro, ni lo que la globalización supone de competencia internacional. Sus planteamientos son que, pase lo que pase, siempre serán necesarios los partidos políticos.Y que aunque la renta per capita se reduzca y el desempleo se dispare, siempre se necesitará a los políticos de los partidos. Y que lo mismo que han administrado la prosperidad, administrarán la miseria.
  


  
    El planteamiento desde el mes de mayo de 2010 es mucho más prudente por parte del gobierno y de la oposición. El euro se ha convertido en una amenaza para todos los países miembros y España es el país que puede precipitar una crisis global en la eurozona. Desde mayo de 2010, tanto el gobierno como la oposición saben que vivimos en el filo de la navaja, al borde de la suspensión de pagos.
  


  
    
  


  La inoperancia de la Jefatura del Estado


  
    La primera de nuestras instituciones, la Jefatura del Estado, también tiene responsabilidad en el proceso de vaciamiento constitucional. Nuestro rey no ha sabido distinguir entre la defensa de la Corona, que es para el rey la defensa de su familia, y la defensa de la Jefatura del Estado. El rey, según el artículo 56.1, tiene unos poderes constitucionales muy limitados, pero «arbitra y modera el funcionamiento regular de las instituciones». El rey no ha advertido a la clase política de que estaba dinamitando el espíritu y la letra de la Constitución. La comprensible preocupación del rey por consolidar la monarquía le ha hecho olvidar que la primera de sus obligaciones era la defensa de la Constitución. Durante todo el proceso de deterioro institucional, la Jefatura del Estado ha permanecido en silencio. El rey ha creído que podría conservar la monarquía para su familia aunque la institución que él dirige, la Jefatura del Estado, no cumpliera con las obligaciones que le impone la vigente Constitución. En su descargo hay que decir que el Tribunal Constitucional ha terminado por vaciar de contenido el mandato de arbitrar y moderar, pero una actuación decidida, clara y expresa por parte del rey, denunciando la situación, podría haber hecho reflexionar a los partidos políticos, que son los que controlan las sentencias del Tribunal Constitucional. La decisión política del rey, la de asistir impávido, con su silencio, a la deriva de nuestro sistema democrático hasta su transformación en una partitocracia, lejos de consolidar la monarquía la ha debilitado hasta el punto de que es hoy casi irrelevante.
  


  
    La forma en que Juan Carlos de Borbón llegó a ser rey no es ajena a ese desvío constitucional. Enfrentado a su padre, el conde de Barcelona, acertó probablemente al creer que la monarquía sólo volvería a España si él, como príncipe heredero, juraba los Principios Fundamentales del Movimiento. Cuando muere Franco se cumple lo dispuesto en las leyes fundamentales del franquismo y Juan Carlos de Borbón se convierte en rey de España. Para borrar su pecado original—que compartía con la inmensa mayoría de los españoles—, nuestro rey destaca, en su primera declaración institucional tras la muerte de Franco y su proclamación como jefe del Estado, que es no sólo rey de España, sino de todos los antiguos reinos de la nación española. No acepta que la España unitaria de la monarquía sea la misma que la de Franco. Prefiere, en sus proclamas, ser rey de «las Españas», como lo fueron los Austrias, a ser rey de una España unitaria, como lo fueron los reyes de su familia, que lucharon contra el carlismo para unificar política y jurídicamente la nación española. La exaltación del papel de la Corona como institución a través de la cual se produce la unidad de España, le permite desempeñar un papel no previsto en la Constitución, que se ha ido haciendo más importante a medida que la unidad política nacional se resquebrajaba con el crecimiento del poder de las autonomías y su actividad legislativa diferenciadora. La relación entre el rey y Jordi Pujol es el mejor ejemplo de lo que quiero decir. Al ex presidente de la Generalitat siempre le interesó resaltar los lazos históricos que existían entre la Corona y el Reino de Aragón, parte del cual era la actual Cataluña. El rey, por su parte, creía que le convenía potenciar ese pasado antes que actuar como jefe del Estado de acuerdo con la Constitución de 1978. Ambos tenían intereses aparentemente comunes, a pesar de que CiU siempre ha defendido la independencia de Cataluña «cuando toque». Ante los españoles se presentaba la Corona como la institución que garantizaba la unidad de España. Aunque en realidad se trataba de dos tipos diferentes de unión política, la prevista en la Constitución y otra inventada, en la que las autonomías y, en todo caso, los antiguos reinos de España, se independizaban, no formalmente, pero sí por la ampliación de sus competencias de todo orden, mientras la Corona se erigía en la institución que garantizaba la unidad política española. Pero ése no es el papel de la monarquía en la Constitución de 1978. El rey es ante todo jefe del Estado, y sus obligaciones son las que figuran en el texto constitucional. La Corona no es la institución que asegura la unidad de España. Ese papel corresponde a la Jefatura del Estado, que se ejerce por intermediación de la monarquía. Una monarquía creada ex novo y legalizada por medio de un referéndum votado afirmativamente por la mayoría de los españoles.
  


  
    La pretensión del rey de tener una doble legitimación, la histórica y la constitucional, le ha debilitado para ejercer su papel como jefe del Estado. Y su temor a no tener tiempo para consolidar la nueva monarquía en un sistema democrático le ha afectado negativamente frente a los gobernantes de la izquierda y los nacionalistas, ante los que parece sentirse en la obligación permanente de justificarse. No es una casualidad que sus relaciones hayan sido mejores con Felipe González y Rodríguez Zapatero que con Aznar y con Suárez. Juan Carlos I nunca ha tenido en consideración a los partidos políticos conservadores nacionales ni a sus votantes, dando por supuesto, equivocadamente, que eran por naturaleza monárquicos. Hoy, al cabo de treinta y dos años de orden constitucional, lo que terminan por echar en falta muchos españoles es un jefe del Estado que arbitre y modere y que ayude a la gobernación de España, no a un monarca preocupado por no incurrir en las iras de los partidos de la izquierda y de los nacionalistas.
  


  
    El Estado Español es, políticamente, una monarquía parlamentaria con un jefe del Estado que tiene poderes para arbitrar y moderar mucho más limitados de los que pretendía tener el propio rey cuando comenzó a redactarse la Constitución.A lo largo del proceso constituyente los poderes del rey se fueron limitando, en especial los que hacían mención a su papel como responsable último de las fuerzas armadas, aunque textualmente el artículo 62.4 dice que «corresponde al rey […] el mando supremo de las fuerzas armadas». El intento de golpe de Estado de 1981 es, en parte, fruto del sentimiento de una parte sustancial del ejército, que no quería desaparecer como la institución que garantizaba la unidad política de España (la Constitución dice textualmente, en su artículo 8.1, que «las fuerzas armadas […] tienen como misión […] defender su integridad territorial y el ordenamiento constitucional»). Los militares veían en peligro esta unidad por decisiones como la legalización del Partido Comunista, el fracaso de la lucha contra el terrorismo separatista tras dos amnistías para delitos de sangre, y la ambigüedad de los partidos políticos nacionalistas. También influyeron los sentimientos encontrados del rey, que no quiso renunciar a tiempo a su protagonismo como impulsor—que lo fue—de la instauración de un régimen democrático en España. Hasta tal punto interfirió en el gobierno de Adolfo Suárez, que no es posible entender su dimisión sin la actuación real, que fue para los golpistas una indicación de que contaban con el apoyo del rey ante lo que se interpretaba como una política de cesiones políticas del presidente del gobierno ante el nacionalismo separatista. Su oposición al golpe militar del 23 de febrero de 1981 fue definitiva para derrotar a los golpistas y consolidó el apoyo popular a la Corona, pero también provocó el temor de los partidos políticos a su limitado poder constitucional. A partir del momento en el que el PSOE gana abrumadoramente las elecciones de 1982, el rey deja de arbitrar y moderar, temeroso de sufrir el rechazo de una izquierda que había logrado en las urnas un poder absoluto. Confiaba en que su aceptación como rey por el PSOE consolidaría definitivamente la monarquía.
  


  
    La monarquía parlamentaria se transformó así en el régimen de un partido, hasta que el PSOE perdió la mayoría absoluta y el régimen se convirtió definitivamente en una partitocracia. El presidente del gobierno, que es el título con el que jurídicamente se identifica en la Constitución al jefe del gobierno, es en la práctica, además, jefe del Estado.
  


  
    No hay muchos países modernos en los que la Jefatura del Estado la ejerza un monarca sin poder y en los que, por tanto, los jefes de gobierno sean también, de hecho, jefes del Estado. El Reino Unido, los Países Bajos, Bélgica, Noruega o Suecia tienen ese tipo de estructuras políticas que funcionan eficazmente en algunos, mientras en otros, como Bélgica, no lo hacen en absoluto. Hay otros regímenes republicanos parlamentarios en los que el jefe del Estado es una figura meramente representativa, sin poder político, como Alemania o Italia. En España se combina una monarquía parlamentaria tradicional, en la que el rey ha dejado en la práctica de ser jefe del Estado, con un sistema político en el que no está consagrada la separación de poderes, y unos partidos políticos con una estructura jerárquica, pero cada vez más descentralizada, que anula la democracia interna. Están ayunos de relaciones con los electores, que no intervienen nunca en la selección de los políticos que les representan en el Congreso, el Senado, el gobierno e, indirectamente, en el orden judicial. Estas características definen un sistema político confuso, en el que conviven lo constitucional y lo inconstitucional, en el que la legalidad y la aplicación de lo dispuesto en algunas leyes que afectan al ejercicio del poder por los partidos políticos no está garantizada, pero en el que se mantiene la paz interna, aunque haya sido a costa de la inoperancia de muchas instituciones y de la dificultad de adoptar políticas nacionales que afecten a todas las administraciones.
  


  
    La instauración de una nueva monarquía en España, aunque ocupada por la familia Borbón, fue la mejor solución para pasar del franquismo a la democracia. Sólo Juan Carlos I era capaz de hacerse respetar por las fuerzas armadas, contrarias, en una significativa proporción, a una Constitución que les privaba de su poder—que fue la garantía última del régimen de Franco—, y por los políticos encuadrados en los partidos mayoritarios, incluido el socialista —que todavía vivía en el marxismo, que creía en la planificación y que tenía dudas sobre la economía de mercado—.También hay que tener en cuenta en este proceso al propio Partido Comunista —que se había travestido de demócrata, nacional y monárquico para poder participar en las elecciones—, y los partidos nacionalistas —que aceptaron que no era el momento de reclamar la independencia—. La actuación del rey, desde la muerte de Franco hasta las primeras elecciones democráticas de 1977, y la aprobación de la Constitución, le convirtió para la mayoría de los españoles—al margen de lo que pensaran las fuerzas armadas y los partidos políticos—en un jefe del Estado legítimo y respetado, con mayor apoyo popular que ninguna otra personalidad política.
  


  
    La monarquía de Juan Carlos I sigue siendo, a pesar de todas las vicisitudes, una de las instituciones políticas más valoradas por los españoles. Una percepción que no se tiene ni entre la clase política ni en la mayoría de los medios de comunicación.A este juicio, mucho más negativo del que se suele exponer públicamente, contribuyen las acusaciones de corrupción, que nunca han sido contestadas, ni directa ni indirectamente, por la Casa Real. Una política que es efectiva para el grueso de la población, pero que daña, y mucho, el prestigio de la monarquía.
  


  
    
  


  El Estado federal


  
    La deriva de la democracia española hacia un régimen de partidos, en el que el jefe del Estado es una figura decorativa, obliga a replantearse el papel de la monarquía parlamentaria. Las experiencias republicanas han sido nefastas para España, pero hay que buscar una fórmula para escapar de un régimen de partidos que nos condena a la inoperancia, a la selección de los peores y a la corrupción.
  


  
    La única opción en estos momentos, la más práctica, menos traumática y que posiblemente contaría con el apoyo de la mayoría de los españoles, sería acercarnos al sistema británico de monarquía parlamentaria, en la que el poder de los partidos está moderado por los vínculos directos de los electores con sus representantes en la Cámara de los Comunes, a los que eligen directamente, aunque corresponda a los partidos la selección previa. Tampoco los ingleses, de entre los miembros del Reino Unido, están muy satisfechos con su régimen de selección de candidatos, y parece que van a optar por modificar la actual representación directa, moderándola con un sistema proporcional que permita la presencia de los partidos con amplia implantación nacional pero incapaces de lograr mayorías en un número suficiente de circunscripciones electorales. La otra reforma que parece imprescindible es la de convertir a España en un Estado federal, en el que cada autonomía recaude sus tributos y tenga un conjunto de competencias conocido e inalterable. En este ámbito el Estado central conservará las competencias suficientes para poder instrumentar una política fiscal y de reformas del funcionamiento de las instituciones cuando sea necesario. Hago la propuesta de un Estado federal consciente de las dificultades que entraña. La experiencia española con el Estado de las Autonomías es que la descentralización extrema ha sido el caldo de cultivo para el cantonalismo y la corrupción. Pero prefiero creer que esos caracteres son el resultado de la irresponsabilidad fiscal. Ni yo ni nadie puede tener garantías de que un Estado federal con un gobierno central fuerte vaya a funcionar. El espectáculo permanente del PSOE, ahora con Rodríguez Zapatero, incitando a incumplir la Constitución, obliga a ser pesimista. Pero no creo que se deba dar marcha atrás en el tipo de sistema territorial que tenemos, que es el de un Estado federal, aunque sin responsabilidad fiscal. Excepto si se produce una situación de insumisión constitucional, como la que proponía el PNV de Ibarreche y ahora el tripartito catalán apoyado en Rodríguez Zapatero. Si la Constitución deja de respetarse, incluso formalmente, porque las sentencias del Tribunal Constitucional no se cumplen, el orden legal habrá desaparecido. En este caso, tendremos que esperar a que algún partido político denuncie la situación y consiga el apoyo mayoritario de los españoles para redactar una nueva Constitución.
  


  
    Si a la mayoría de los españoles no les importa vivir en un Estado en el que no se cumplen las leyes, a los que nos importa nos quedarán tres opciones: el exilio interior, el exterior o el activismo partidario. Estoy seguro de que habrá propuestas mucho más elaboradas, que podrían solucionar, al menos parcialmente, nuestros problemas políticos. A lo que me niego es a creer que la historia no ha terminado en ninguna parte, excepto en España.
  


  


  
    Capítulo II
  


  
    EL MODELO ECONÓMICO ESPAÑOL
  


  
    
  


  Introducción


  
    ¿Hay un modelo económico español? Si lo hubiera podría modificarse, tal y como pretendía la nebulosa y olvidada ley de economía sostenible del gobierno de Rodríguez Zapatero. Una ley que supuestamente se iría desplegando a lo largo de 2010. Inesperadamente, para muchos 2010 está siendo en cambio el año de la realidad. No porque nuestros líderes políticos hayan reflexionado, sino por imposición de Estados Unidos, la Unión Europea y el Fondo Monetario Internacional.
  


  
    Yo no creo que exista ni haya existido nunca un modelo económico español, excepto durante la autarquía. La economía que tenemos es simplemente heredera y consecuencia de distintos factores que, haciendo una grosera simplificación, histórica y económica, podríamos identificar con los siguientes:

    
      
        1. Situación geográfica. Al sur de Europa, con un clima y unas costas que permiten el desarrollo del regadío para muchos cultivos, el turismo de sol, playa, golf, deportes náuticos y el asentamiento de extranjeros en mucho mayor número, incluso, que antes de la actual crisis. España, junto con otros países del sur de Europa, podría ser la Florida—no la California—del continente. Un modelo, el de Florida, que está sufriendo una crisis similar a la española, por excesos en el sector de la construcción en relación a la demanda potencial. Pero un modelo excelente de desarrollo, con el ocio como punta de lanza del crecimiento.
      


      
        2. Una orografía complicada. Una orografía que durante siglos, y hasta hace relativamente poco, ha dificultado, por coste y tiempo, las relaciones comerciales entre las distintas regiones españolas, impidiendo la formación de empresas de un tamaño similar al europeo y dificultando la competencia.
      


      
        3. Una escasa densidad de población. Hasta el año 2000 la población era de 40 millones de habitantes, apenas 79 habitantes por km2. La inmigración ha elevado la población hasta los 46 millones de habitantes y la densidad a 90 habitantes por km2 en 2010, que sigue siendo muy baja. Hay grandes diferencias entre las autonomías españolas. Sólo en las más prósperas, Madrid, País Vasco y Cataluña, la densidad de población es un factor de crecimiento, sobre todo en la primera.
      


      
        4. Un enorme número de municipios, 8.108. Sólo hay una gran área metropolitana, la Comunidad de Madrid, que tiene más de 6 millones de habitantes y una densidad de población de más de 700 habitantes por km2. Hay una segunda, mucho menor, en torno a Barcelona. En 2001 un estudio de la Fundación del BBVA, con datos del INE, y sobre una población de 40,8 millones de personas, concluía que el proceso de urbanización, que se había desarrollado desde principios del siglo XX, se había detenido a partir de principios de la década de 1980, y que los movimientos de la población habían pasado de ser interprovinciales y emigratorios a intraprovinciales. El proceso de concentración urbana se paralizó—aunque esto no lo dice el estudio—, como consecuencia de decisiones políticas. La ruptura del proceso de concentración fue una consecuencia directa de la creación y desarrollo del llamado Estado de las Autonomías. Las autonomías, como entidades políticas cuasi independientes, se consideraron responsables del mantenimiento de todos los municipios que eran parte de su territorio. Se fijaron como objetivo que todos los municipios disfrutaran de los servicios públicos más elementales y de transferirles, de alguna manera, los recursos financieros suficientes para que nadie tuviera que emigrar. Ese estudio no recoge la distribución de los 6 millones de inmigrantes que llegaron a España entre 2001 y 2010, aunque sabemos que se han concentrado en los núcleos urbanos más desarrollados, si bien un número indeterminado, pero relativamente pequeño lo ha hecho en pueblos y zonas no urbanas para trabajar en el sector agrario. En los dos cuadros que figuran a continuación se puede ver cómo ha evolucionado el asentamiento de la población española en el siglo pasado. En definitiva, para lo que nos interesa, en 2001 el total de habitantes (sobre una población de 40,8 millones) que residía en pueblos de menos de 10.000 habitantes (el límite para ser considerado pueblo y no ciudad) alcanzaba el 23,7% de la población española, 9,67 millones de personas. En la actualidad, aunque el porcentaje se haya reducido, el número total no parece haberlo hecho.

        
          Téngase en cuenta que el Estado y las autonomías han tenido a bien garantizar, en todos los municipios, unos servicios mínimos a todos los residentes. Unos servicios que son prestados por el Estado, las autonomías o las entidades locales (seguridad, educación, servicios médicos y farmacéuticos, justicia, red viaria, servicios sociales, funciona- miento de los propios ayuntamientos o pedanías), o por empresas privadas, con las correspondientes concesiones administrativas o contratos de prestación de servicios para el suministro de agua, carburantes, electricidad, teléfonos y redes de saneamiento, entre otros. Ese elevado número de personas que viven en poblaciones muy pequeñas contrasta con el reducido empleo agrario, apenas 835.000 personas en toda España, en el primer trimestre de 2010, algo menos del 2,3% de la población ocupada, y ayuda a comprender el coste que supone para las administraciones públicas en su conjunto esa organización territorial y las dificultades para que prospere, en los municipios más pequeños, cualquier negocio, por la ausencia de economías de escala, comerciales, o industriales, o para la prestación de muchos de los servicios a los que se ha hecho referencia. Una característica que España comparte con otros países de la periferia del sur de Europa. Nuestro caso es probablemente más grave que el de otros países, pues la organización política territorial, desarrollada sobre la base de diecisiete pequeñas autonomías y dos ciudades autónomas, empeñadas en mantener o crear sus propias señas de identidad para diferenciarse del resto, se ha traducido en la adopción de políticas destinadas a sostener esa población en esos pequeños municipios mediante todo tipo de gastos. El éxito político de las autonomías se ha medido sobre el baremo de mantener población y municipios. Costara lo que costase.
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          Gráfico I. Porcentaje de municipios de España por tramos de población (1900-2001)
        


        
           

        


        


        
          Fuente: La localización de la población española sobre el territorio. Un siglo de cambios, dirigido por Matilde Mas y Francisco Goerlich, Fundación BBVA e INE.
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          Gráfico II. Porcentaje de habitantes de los municipios de España por tramos de población (1900-2001)
        


        
           

        


        


        
          Fuente: La localización de la población española sobre el territorio. Un siglo de cambios, dirigido por Matilde Mas y Francisco Goerlich, Fundación BBVA e INE.
        

      


      
        5. De la autarquía a la apertura al exterior. Esos rasgos distintivos, junto con la Guerra Civil y un sistema autárquico forzado inicialmente por el aislamiento internacional, que mantuvo su vigencia hasta 1959 y sólo se fue liberalizando y abriendo al exterior lentamente, conforman un proceso que comienza con el Plan de Estabilización y termina entre tres y cinco años después de nuestra incorporación a la Unión Europea, en 1986, lo que explica una gran parte de nuestra actual estructura productiva. El sistema autárquico, que consagró los privilegios de las entidades financieras, de los productores de alimentos, de cereales, productos hortofrutícolas y ganado—vigentes, algunos, desde comienzos de la Edad Moderna—, así como los de los industriales establecidos, a partir de mediados del siglo XIX, en el PaísVasco, Cataluña y algunas otras provincias, como Málaga, dieron lugar a un tejido industrial peculiar, formado por monopolios públicos para el suministro de bienes y servicios considerados básicos, así como por pequeñas empresas, con escasas posibilidades de aumentar su productividad dada la ausencia de economías de escala y una estructura de altos costes de producción que se sostenían por la aplicación de aranceles proteccionistas y la falta de competencia interna. Los consumidores españoles, por su parte, nunca tuvieron opciones. La ideología corporativista del primer franquismo, que se mantiene hasta el fracaso absoluto del sistema autárquico, se tradujo también en la fundación de empresas nacionales de propiedad pública para suministrar bienes que no podían importarse por la permanente carencia de divisas del régimen. Por otra parte, hubo sectores privados muy protegidos. Sobre todo el financiero. Los bancos canalizaron la casi totalidad del ahorro y la inversión privados y buena parte de los públicos. Y en su momento crearon conglomerados industriales y comerciales apoyados en su capacidad de financiación, de la que carecía el resto de los sectores económicos. El otro sector protegido por el régimen franquista fue el de la construcción. En los años de autarquía nacen las principales empresas constructoras, que tenían la misión de transformar España con obras públicas. El Estado franquista se autodefine como «el Estado en obras». La apertura al exterior, a partir de 1959, se plasmó en una política activa de atracción de inversiones directas de empresas extranjeras a las que se ofrecía un mercado atractivo, con altos precios y todavía muy protegido, interna y externamente. Fue el caso de la industria del automóvil, la química, la nuclear y la productora de bienes de equipo y de consumo duradero, entre otras. Esas inversiones extranjeras no están muy lejos en el tiempo; las últimas grandes inversiones en el sector del automóvil son de finales de la década de 1970 y principios de la de 1980, cuando todavía era posible conceder todo tipo de subvenciones e incentivos por parte de las administraciones públicas, porque no teníamos las limitaciones que después nos impuso, una vez integrados, la Unión Europea. Por otra parte, la apertura potenció el primero de nuestros sectores productivos, el turismo, que contó con apoyos financieros e inversiones en infraestructuras. Y también se prestó especial atención a las exportaciones, pues ningún gobernante podía olvidar lo que significaba carecer de divisas. La muerte política del régimen se produjo antes de 1959, al fracasar todos los intentos de desarrollo autárquico por falta de divisas. Hasta la entrada en la Unión Europea hubo, pues, cuatro sectores privilegiados: el bancario, el de la construcción, el turismo y las exportaciones.
      


      
        6. Las crisis del petróleo y la reestructuración industrial. Las crisis del petróleo, la de la década de 1970 y la de principios de los ochenta, provocaron la desaparición de una parte sustancial del tejido industrial autárquico que se había ido formando en las décadas anteriores. La siderurgia, los astilleros y la minería son sólo la punta del iceberg de una industria en crisis. Toda la industria, diseñada sobre la base de una energía barata, se reconvirtió, lo que significó la desaparición de empresas, la pérdida de puestos de trabajo y la necesidad de acometer fortísimas inversiones en los sectores que no desaparecieron para poder sobrevivir. No se trató de un fenómeno puramente español: el resto del mundo desarrollado, y el que se encontraba en vías de desarrollo, también tuvo que adaptarse. En el caso de España, la transformación de energía barata a costosa no modificó sustancialmente la estructura. Simplemente hizo desaparecer algunos sectores y obligó a todas las empresas a ser más productivas y a reducir los excesos, que en ese momento todavía eran significativos, de mano de obra empleada. Durante los años en los que sufrimos la gran crisis, desde 1975 hasta 1994—con una breve fase expansiva de 1986 a 1990—, la productividad de la economía española creció considerablemente, pero sobre la base de la eficiencia de las empresas existentes, capaces de producir más, o lo mismo, con muchos menos empleados. En todo ese periodo, de casi veinte años, el empleo total en España se mantuvo en torno a los 12 millones de personas (según los criterios de la antigua EPA), mientras el resto se apuntaba en el registro de desempleados o desaparecía como mano de obra activa. La falta de demanda de trabajadores tuvo en parte como causa la intervención sindical, que impidió la reducción de los salarios reales hasta el nivel necesario para que el paro pudiera ser absorbido por las empresas. Pero había una nueva alternativa para los desempleados: las prestaciones y subsidios de desempleo, que hicieron crecer los déficit públicos y el endeudamiento.Ya no era necesario emigrar. El Estado incrementó las subvenciones a los que perdían su empleo por medios directos e indirectos. Un proceso que continuó hasta 1994. Hasta ese año hubo margen para que el sector público pudiera endeudarse y afrontar los gastos de la reestructuración industrial y los gastos sociales necesarios para transferir recursos a los desempleados. Un margen que era inicialmente amplio, pues cuando comienza la transición política el endeudamiento público era muy reducido. Los límites de esa política de gasto público se alcanzaron en 1994, cuando el paro sobrepasó el 24% de la población activa y la deuda pública se disparó hasta alcanzar el 68% del PIB en 1996.
      

    

  


  
    
  


  La política económica y monetaria desde 1869 hasta 1998


  
    Durante los ciento veinte años en los que la unidad monetaria española fue la peseta, los desequilibrios internos y externos se reflejaron, como en cualquier país, en el último precio de la economía, el valor de su moneda, su tipo de cambio en relación con el de las monedas de los otros países.
  


  
    Las crisis económicas, fiscales y monetarias que se sucedieron en momentos especialmente duros, políticos y económicos, como el final de la I República, la de los años veinte—que coincidió con el final de la I Guerra Mundial—, la gran depresión de 1929—que se superó sin demasiadas dificultades porque la peseta, finalmente, no se integró en el patrón oro—, el final de la II República y la Guerra Civil, el final de la autarquía (1957-1959), el ajuste del Plan de Estabilización, las subidas del precio del petróleo y, finalmente, las provocadas por el primer intento de integración de las monedas europeas—entre ellas la peseta—en una moneda única a principios de la década de 1990, se saldaron con reducciones del valor de nuestra moneda, con devaluaciones de la peseta.
  


  
    La mayor parte de esas continuas devaluaciones fueron la consecuencia inevitable del comportamiento del sector público, que gastaba más de lo que ingresaba y que, cuando se superaba el nivel de déficit y de endeudamiento que los mercados consideraban excesivos, provocaba una huida de capitales que sólo se cortaba cuando la moneda perdía un porcentaje de su valor. Hubo también momentos en los que la fortaleza de la economía se tradujo en revalorizaciones de la peseta. El último de esos procesos fue el que tuvo lugar entre 1988 y 1992, una situación extraordinaria que llevó al límite uno de los últimos gobiernos de Felipe González en un vano intento de disciplinar el gasto público y hacer frente a las reivindicaciones sindicales. Ya sabemos cómo terminó el descontrol del gasto público y la excesiva apreciación de la peseta, con cuatro devaluaciones entre 1992 y 1995, las últimas antes de la integración de la peseta en la moneda única a finales de 1998, con efectos el 1 de enero de 1999.
  


  
    La causa última de algunas de las devaluaciones de la peseta en sus ciento veinte años de historia fue, en algunas ocasiones, el sector privado, por ceder a las presiones sindicales para subir los salarios por encima de la productividad, o por una política de inversiones excesivas, o por incrementar los precios de bienes y servicios producidos en régimen de monopolio. Todos estos procesos terminaron, lógicamente, en subidas de precios que el Banco de España podía financiar o no. Cada vez que lo hizo, la inflación se consolidó y las devaluaciones se hicieron inevitables.
  


  
    Fueran las causas los déficit públicos o los excesos del sector privado, el resultado final eran unos precios excesivos, no competitivos con los del conjunto de países con los que comerciábamos, y eso se traducía en déficit de la balanza de pagos por cuenta corriente y acumulación de deuda externa, o en reducción de las reservas de divisas. La mayoría de las veces las crisis las provocaba el gobierno, que para sufragar sus déficit públicos acudía a la financiación, directa o indirecta, del Banco de España, que monetizaba la deuda comprando títulos del Tesoro o imprimía directamente billetes de curso legal.
  


  
    La tragedia de las devaluaciones de la peseta no fueron, en contra de lo que se cree, las pérdidas que sufrieron los que habían invertido en activos españoles, fueran nacionales o extranjeros. Con todo tipo de excepciones, por supuesto. A fin de cuentas, los inversores últimos en activos españoles—distintos de los que lo hicieron en bonos y obligaciones—, los accionistas de las empresas, sabían que una devaluación les permitiría recuperar la competitividad exterior, lo que se podría traducir en la recuperación o el mantenimiento del mercado exterior y en la conservación de los márgenes de rentabilidad interna, pues la competencia foránea y la interna se mitigaban.
  


  
    La tragedia fue que un proceso de devaluaciones de más de ciento veinte años determinó la estructura del sector financiero, la del resto de los sectores económicos, el comportamiento del sector público, el de las autoridades monetarias, el de los sindicatos y el de los empresarios. Todos sabían que en último extremo, cuando la pérdida de competitividad de la economía era insostenible, sobrevenía una devaluación, acompañada o no de reformas, y que el que mantuviera su liquidez y la financiación bancaria podría sobrevivir y prosperar.
  


  
    Por eso en las crisis con devaluaciones nunca hubo protestas de las grandes industrias, los grandes comerciantes o los agricultores. Sólo era necesario que los beneficios de los siguientes años fueran lo suficientemente altos como para compensar las pérdidas que había provocado la crisis previa.
  


  
    El conocimiento de que los desequilibrios internos y externos podían resolverse—al menos en parte—con devaluaciones impulsó muchas veces políticas económicas irresponsables. En algunas ocasiones —la más llamativa fue quizá la de 1975—, no se tomaron las medidas de política económica necesarias para evitar una repetición del proceso. Después de una devaluación se incrementaban el turismo extranjero y las exportaciones de bienes, que ganaban o recuperaban mercado exterior, mientras se reducían las importaciones de bienes y de algunos servicios, pues no podían competir con los producidos internamente en España al nuevo tipo de cambio de la peseta. La recuperación económica, si ocurría rápidamente, aplazaba la necesidad de hacer reformas. La pérdida de valor de la moneda era el reflejo de un empobrecimiento del país, que se distribuía entre toda la población, propietarios y asalariados, aunque los que más sufrían eran los que tenían remuneraciones salariales no revisables o rentas fijas de capital.
  


  
    A los gobiernos no les gusta tener que consentir una devaluación, porque esa medida conlleva obligatoriamente, si se quiere actuar con un mínimo de coherencia, la adopción de medidas de corrección de los comportamientos que provocaron los desequilibrios que terminaron en crisis y devaluación. La política monetaria ortodoxa que acompaña a una devaluación pasa por reducir la oferta monetaria, dificultar la concesión de créditos bancarios, subir los tipos de interés, reducir el gasto público en inversiones y en gasto corriente, permitir que se incrementen los precios de bienes básicos—si se hubieran mantenido bajos artificialmente—y subir los impuestos. El efecto inmediato de esas medidas fue siempre la reducción del crecimiento económico, el cierre de empresas que dejaban de recibir créditos bancarios y el aumento del desempleo. Resultaban especialmente afectadas las empresas que suministraban bienes y servicios para satisfacer la demanda interna y las que no contaban con suficientes recursos y liquidez propios. Pero en un plazo relativamente corto, entre 12 y 18 meses, el sector exportador y las nuevas inversiones, que al nuevo tipo de cambio volvían a realizarse, impulsaban al alza el crecimiento. Comenzaba un nuevo ciclo económico.
  


  
    Y sin embargo, a pesar de las crisis, las devaluaciones y las reformas incompletas—al margen del paréntesis de la Guerra Civil y del aislamiento internacional, que afectó tanto a nuestra economía que la renta per capita de 1936 no se recuperó hasta 1953, así como a la locura autárquica—, nuestra economía creció, la renta per capita aumentó y el país se fue modernizando. Parecía como si las devaluaciones no tuvieran importancia; como si la pérdida de valor de los activos en cada proceso devaluatorio no tuviera consecuencias económicas duraderas.
  


  
    Esos ciclos, esa política de stop and go en terminología anglosajona, provocados por excesos monetarios previos de los gobiernos, consentidos y financiados por el Banco de España al aceptar, de buen o mal grado, las instrucciones del gobierno proporcionando dinero de alta potencia a los bancos, que a su vez concedían créditos a tipos de interés demasiado bajos a las empresas y alas familias, tenían, sin embargo, costes. Unos costes que se reflejan en la estructura económica de nuestro país.
  


  
    
  


  Las fortalezas y debilidades del sector financiero español hasta la entrada en el euro


  
    Los gobiernos y los gobernadores del Banco de España han protegido el sistema financiero español por encima de cualquier otra consideración. La repetición de los ciclos económicos, provocados por excesos monetarios previos del conglomerado que representaban el gobierno, el Banco de España y el sistema financiero, se tradujeron en políticas que terminaban necesariamente en devaluaciones y en apoyos—simultáneos—a la banca, para evitar que las pérdidas de valor de sus activos, derivadas de las crisis, las devaluaciones y las medidas restrictivas de acompañamiento, afectaran a su liquidez y a su solvencia. El sistema financiero español, como el de cualquier otro país, siempre ha sido la cadena de transmisión de los excesos de las políticas económicas de los gobiernos y el receptor de todas las ayudas necesarias para evitar su quiebra. Ello no implicaba salvar a todos. A unos se les ayudaba y a otros no. Por razones básicamente económicas, pero también políticas. La forma de solucionar los problemas era siempre la misma: la autoridad monetaria decidía quién sobrevivía y quién no, quién compraba a quién, a qué precio y en qué condiciones, y quién dirigía las instituciones resultantes. Y con qué ayudas públicas. El paradigma de ese intervencionismo, salvador y arbitrario, ha sido Mariano Rubio, primero subgobernador y después gobernador del Banco de España durante una de las fases más complicadas de nuestra historia económica. El actual sistema financiero, con sus virtudes y sus debilidades, es el resultado de la política de Mariano Rubio: conservadora, controladora, desconfiada de los instrumentos financieros complejos, obediente a la autoridad monetaria y excesivamente confiada en el valor supremo de las garantías reales, en suelos o en edificaciones.
  


  
    El carácter del sector, oligopolístico, financiado básicamente con depósitos obtenidos de su tupida red de oficinas, protegido de la competencia externa, generador de grandes beneficios, detentador del supremo poder de ser el único financiador del resto de la economía, ha tenido consecuencias muy negativas para la economía española. Lo peor han sido los criterios económicos del sector financiero para decidir qué empresas y qué sectores económicos debían desarrollarse en España. La segunda consecuencia negativa ha sido que el sector financiero ha atraído y asimilado a los profesionales españoles más brillantes, porque paga mejor y porque les permite participar en el ejercicio de un poder, casi sin límites, sobre el resto de la economía productiva española.
  


  
    Durante buena parte del siglo XX, en cualquier caso hasta las crisis del petróleo, la banca formó su propio grupo de empresas, financieras y no financieras. Sólo la banca, además del Estado, contaba con el capital y la liquidez suficientes para acometer nuevos proyectos de inversión cuando surgían oportunidades de negocio. En tiempos de crisis recurrentes, la banca sólo salvaba a sus empresas, a las de sus amigos y a las que le indicaba el gobierno. Finalmente, recordemos una obviedad: la banca ha sido muy mala seleccionando proyectos de inversión y gestionando empresas, porque nunca ha entendido cómo funcionan las empresas que no son puramente financieras.
  


  
    Los cambios bruscos de política monetaria hacían muy difícil la supervivencia de otros tipos de entidades financieras distintas de la banca—la shadow banking de los sistemas anglosajones—, que no recibieron nunca el apoyo del Banco de España en momentos de escasa liquidez. La consecuencia es que este tipo de empresas financieras no bancarias no se han desarrollado en España. No han podido aportar financiación ni canalizar inversiones, ni colocar otros productos financieros no bancarios entre sus potenciales clientes, las familias y las empresas españolas. Esas actividades han sido, en la práctica, monopolizadas por la banca, que es y sigue siendo el principal canalizador del ahorro privado y el único financiador de la economía española. En otros países, como Estados Unidos y el Reino Unido, las entidades financieras no monetarias—que son las que han sufrido más la actual crisis por equivocaciones fundamentales en el tipo de productos financieros que han diseñado y colocado entre sus clientes—, han sido fundamentales para la financiación global de la economía. En España, la banca no ha dejado ni un resquicio para su actuación. En España, las empresas, o tienen financiación bancaria o se tienen que financiar con fondos propios que, a su vez, deben gozar de liquidez. En España, hasta el capital riesgo está controlado por los bancos.
  


  
    Otra consecuencia de la pérdida de valor de la peseta es que nunca se desarrolló un mercado de bonos y obligaciones para las empresas, mientras siempre hubo inversores finales que apostaron por empresas determinadas. Lo que era imposible era que hubiera inversores en valores de ese tipo, pues era evidente que había muchas posibilidades de que perdieran valor en términos de otras divisas. En la práctica, sólo se colocaron en los mercados bonos, obligaciones y otros instrumentos a largo cuando se emitían en divisas (no en pesetas) y con la garantía del Estado Español.
  


  
    El sector financiero en 1998, a las puertas del euro, era rentable y eficiente. En 1998, la parte bancaria del sistema financiero español era un subsector que se había fusionado en entidades mayores, controlado y regulado estrictamente por el Banco de España. Era un sector eficiente, informatizado, rentable, que sabía operar en un entorno de altos tipos de interés y liquidez escasa, que ya se había deshecho de su cartera de participaciones empresariales y que contaba con equipos humanos solventes, bien pagados y acostumbrados a financiar economías con crisis estructurales.
  


  
    Por su parte, el sector de cajas de ahorro apenas había participado en la financiación de empresas, de familias, o del comercio, y tenía poca experiencia en las transacciones internacionales. Hasta finales de la década de 1970 las cajas se limitaban, legalmente, al negocio de la financiación hipotecaria, con más independencia de las autoridades autonómicas de la que tienen en la actualidad. Una situación de relativa libertad para los gestores, tanto por el tipo de negocio que llevaban a cabo como porque las autonomías no habían adquirido el poder y la prepotencia de la que disfrutan en la actualidad.
  


  
    
  


  La evolución del resto de sectores económicos antes de la entrada en el euro: la creación de empleo


  
    El Plan de Estabilización de 1959, monitorizado y financiado por el Fondo Monetario Internacional y por el Banco Mundial, tenía por objetivo terminar con la autarquía, permitir que los precios desempeñaran su papel de asignadores de recursos y abrir la economía al exterior. La modernización y la mayor eficiencia generaron un enorme excedente de mano de obra en la agricultura, los servicios y la industria. El plan funcionó extremadamente bien, aunque la influencia del intervencionismo keynesiano ralentizó y dificultó el proceso de normalización con la aprobación de los Planes de Desarrollo, un remedo francés de la planificación soviética. En la década de 1950 el desempleo se resolvió por el único camino posible, la emigración, que a su vez se convirtió en el segundo generador de divisas de nuestra economía tras el turismo.Ya se ha mencionado que las crisis del petróleo provocaron un proceso de reestructuración industrial y de gran crecimiento del paro que esta vez se palió con protección social en lugar de con emigración.
  


  
    Desde entonces hasta junio de 2010 la economía española se ha caracterizado por convivir con una enorme bolsa de parados, de entre 1,8 millones y 4,6 millones de personas que, en la mejor situación, en 2007, suponían algo más del 8% de la población activa, y en los peores el 24% (1994) o el 20% a principios de 2010. La llegada de alrededor de 6 millones de inmigrantes entre 2001 y 2010 no desvirtuó esa característica, pues esos trabajadores sustituyeron a la mano de obra de origen nacional en los sectores en los que, por su baja remuneración o por su dureza, los españoles—que se beneficiaban de la mayor riqueza familiar y de la protección pública—no querían trabajar, como la agricultura, la construcción, los servicios turísticos de todo tipo, el servicios doméstico y hasta la prostitución. Por eso el paro siguió siendo un rasgo definitorio de la estructura económica española.
  


  
    Hace tiempo que los historiadores económicos han identificado los factores que determinan el crecimiento: el primero, un factor indeterminado (definido por el Nobel de economía, Robert M. Solow), relacionado con la educación, la formación y el progreso científico y tecnológico. El resto son los factores clásicos: las infraestructuras, la densidad de población, el sistema político, el nivel de corrupción, los recursos naturales y los factores geográficos, las tradiciones empresariales y la movilidad social. El conjunto de todos esos factores determina la existencia de instituciones sociales, políticas o económicas—en el sentido que les da Douglas North—que facilitan o impiden el desarrollo.
  


  
    En las fases de crecimiento de los dos últimos ciclos, en los periodos 1986-1990 y 1994-2007, se ha creado mucho empleo en los sectores relacionados directamente con la demanda interna, pero muy poco en los que tienen que competir internacionalmente, con excepción del turismo, aunque en éste juegan no sólo la capacidad para competir, sino el clima y la situación geográfica. Cada vez que la demanda interna se estanca o retrocede, el desempleo se dispara. Cada vez que los residentes en España restringen su consumo, o dejan de comprar viviendas o la subida de precios repercute en la llegada y en la inversión residencial de turistas extranjeros, el desempleo crece desmesuradamente.
  


  
    El año 1995 es un buen ejemplo de las fortalezas y debilidades de la economía española. Después de cuatro devaluaciones y un déficit público que se había desbocado desde 1990-1991, una deuda pública que se incrementó hasta el 68% del PIB en 1996, con millones de parados, la economía española estaba, una vez más, en disposición de hacer los esfuerzos económicos necesarios para seguir creciendo, pues la barrera al desarrollo que habían significado unos precios y salarios muy altos en relación con nuestra competitividad y, por supuesto, con los de nuestros principales socios y competidores, había desaparecido.
  


  
    La economía española volvía a ser competitiva, nuestro sector exterior estaba en equilibrio, teníamos un nivel de Formación Bruta de Capital Fijo (FBCF) de alrededor del 22%, que financiábamos totalmente con nuestro ahorro interno, y el déficit del sector público había comenzado a moderarse, tanto por la vía de las reformas como gracias a los ingresos tributarios que generaba una economía nacional que crecía moderadamente, pero con una inflación muy alta, alrededor del 6% anual.
  


  
    En ese año, en 1995, la última legislatura de Felipe González, el gobierno y la oposición del PP de José María Aznar podían haberse sentado a discutir cómo hacer para lograr que nuestra economía continuara creciendo sin perder el equilibrio exterior, sin tensiones inflacionistas, creando empleo, y con un gasto público que fuera sostenible. No lo hicieron. No lo hizo el gobierno socialista de Felipe González en el periodo 1994-1996, ni el primero de Aznar en sus dos primeros años de gobierno, de 1996 a 1998. En solitario, el PSOE de Felipe González hizo en 1994 una auténtica reforma laboral y del sistema de protección social; se redujo el intervencionismo público y se comenzó a privatizar empresas públicas, al tiempo que se reconocía el déficit público que había supuesto la gestión de Solchaga. El gobierno de Aznar, en sus dos primeros años, embridó el gasto público y redujo el déficit, ayudado por los ingresos fiscales que se derivaban de una economía que había vuelto a crecer pero que, sin embargo, seguía siendo inflacionista.
  


  
    La otra gran decisión del primer gobierno de Aznar fue pactar con los sindicatos, que los gobiernos de Felipe González habían sufrido, pero a los que habían desmantelado. Una política cortoplacista, inspirada en el deseo de ser considerado un gobierno de centro, que ha resultado nefasta para la economía española. Las otras reformas fueron auténticas: privatización de casi todas las empresas públicas (lo que, por otra parte, privaba a los sindicatos de sus bases para poder paralizar el país en momentos de confrontación social) y reformas fiscales. Todo ello junto con una política autonómica aún más descentralizadora que la del PSOE y que analizaremos en otro capítulo.
  


  
    En ese momento, como en otros ciclos similares, el último de los cuales había sido el del año 1986, la economía española tenía un sistema productivo relativamente moderno, con algunos sectores muy competitivos, pero con limitaciones históricas que se concretaban en la falta de iniciativas empresariales suficientes para emplear a los parados—en parte con muy poca formación pero en otra buena proporción con formación y conocimientos suficientes—, y en la falta de flexibilidad del mercado laboral para poder adecuar los salarios reales de los demandantes de empleo a lo que podían soportar los empresarios.
  


  
    La repetición, en la crisis actual, de altísimas tasas de paro en Extremadura, Andalucía, Canarias, Baleares, Castilla-La Mancha, parte de Valencia y Murcia, y mucho más reducidas en el norte y centro de España, es un indicador de que los factores estructurales que determinan el nivel de actividad, el empleo y el desempleo siguen creando realidades muy diferentes en los diversos territorios españoles.
  


  
    En 1995, que es ya un año de recuperación económica, el empleo total fue, al final de ese ejercicio, de 13,7 millones de personas según la EPA. El paro alcanzaba todavía los 3 millones de personas.
  


  
    La estructura económica reflejaba la existencia de una serie de sectores fuertes competitivos y bien capitalizados: el turístico, el del automóvil y componentes, el de la industria agropecuaria, el de la química, el de bienes de equipo y el de la construcción. Eran también prominentes un sector financiero tan poderoso como siempre y un sector público relativamente reducido, medido por el porcentaje que suponía el consumo público sobre el total del PIB español de ese año.
  


  
    La economía española tenía también otra característica a la que no se prestaba la suficiente atención, quizá porque no era políticamente correcto, dado el cuidado con el que se trataba todo lo que tuviera que ver con el orden constitucional. Me refiero al mantenimiento de las diferencias entre autonomías, a pesar del incremento de competencias y de la transferencia de recursos financieros desde la administración central a las diecisiete autonomías, sobre todo a las de menor nivel de renta.
  


  
    Ya se ha mencionado que a partir de principios de la década de 1980 se paralizó el proceso de concentración urbana y que el movimiento de la población pasó de ser interprovincial, o interautonómico, y emigratorio, a ser netamente inmigratorio—pues muchos emigrantes españoles volvieron a España al haber perdido sus puestos de trabajo en los procesos de reestructuración industrial que soportan los principales países europeos—y fundamentalmente intraprovincial .
  


  
    La capacidad económica de las autonomías, derivada de las transferencias de recursos del Estado, se utilizó, entre otros objetivos, para fijar la población en el territorio de cada autonomía. El mercado de trabajo dejó de funcionar a nivel nacional. Se consolidaron tasas de desempleo muy diferentes entre autonomías. Las necesidades de empleo de las más dinámicas no se cubrían, porque la mano de obra que vivía en las autonomías con mayor desempleo dejó de emigrar.
  


  
    No fue una decisión política de los parados. Simplemente se encontraron con alternativas al empleo en sus propias autonomías. El PER en Extremadura y Andalucía, el empleo público, o semipúblico, derivado de la actividad económica de las propias autonomías y de los municipios integrados en las mismas, las obras públicas financiadas por el Estado y la Unión Europea—que tenía y tiene como objetivo fijar la población en el mundo rural e igualar, por esa vía, las rentas per capita de las diferentes regiones europeas—y la prestación de servicios públicos fundamentales en todos los municipios, sin coste para sus habitantes. Una alternativa reforzada por las transferencias financieras del Estado a las autonomías con menor nivel de renta y mayor desempleo para, teóricamente, compensar las injusticias políticas y sociales históricas que habían producido esas diferencias.
  


  
    Otro factor diferencial de algunos países, entre ellos España, para explicar tasas de desempleo muy elevadas en términos internacionales, es la importancia de las ayudas familiares. En casos de dificultad, la familia más próxima apoya. Lo hace para comprar viviendas, pagar las hipotecas, ocuparse del cuidado y educación de los hijos, o de los mayores, según los casos. Nada que ver con sociedades desestructuradas como la de Estados Unidos, en las que no hay apoyos familiares y en las que los parados saben que se enfrentan en soledad a sus dificultades. En España, la red de apoyos se extiende a los amigos y conocidos. El desempleo se soporta mejor con esas ayudas y el empleo se logra, muchas veces, con relaciones de amistad, antes que demostrando una preparación adecuada a la demanda de trabajo, cuando ésta se presenta. Son sociedades en las que, por lógica, el desempleo puede mantenerse más tiempo y en tasas más altas que en otros países, y en las que los incentivos económicos para buscar trabajo y trasladarse de una ciudad a otra tienen que ser altos y reflejarse en mejores condiciones salariales y de trabajo que, las más de las veces, las empresas no pueden ofrecer. Sin olvidar la influencia de la propiedad de la vivienda, que dificulta el movimiento de la población por la opacidad de ese mercado y por los costes fiscales que implican las ventas y las compras en todo tipo de propiedades.
  


  
    Una parte considerable de las políticas estatales y autonómicas de ayuda a los desempleados potencia, pues, el localismo y consolida un tipo de empleo dependiente de las administraciones locales y que se apoya, además, en las ayudas familiares, directas o indirectas. El resultado es nefasto en términos de empleo y gasto público, pero efectivo políticamente y generador de una alta calidad de vida para todos los habitantes afectados. Pero el coste presupuestario se paga entre todos.
  


  
    Todas estas consideraciones deberían reducir la preocupación por las tasas de paro anormalmente altas en España, algo que no se hace, porque esas características no son cuantificables ni fácilmente identificables. Lo que las administraciones públicas sí deberían hacer, en cambio, es no sostener artificialmente las estructuras sociales que impiden la movilidad de la mano de obra.
  


  
    Desde otro punto de vista podría decirse que España había dejado de ser una «zona monetaria óptima». Los obstáculos a la movilidad que suponían la propiedad de las viviendas, además de los lingüísticos, los educativos y las alternativas públicas al empleo productivo y remunerado, habían roto el mercado de trabajo. Se habían consolidado diferentes tasas de actividad y de desempleo entre las autonomías. La peseta, como moneda nacional, había estado dejando de ser la unidad monetaria adecuada para facilitar el crecimiento, dadas las rigideces estructurales de las diferentes regiones geográficas en las que España se había dividido y la inflexibilidad del mercado de trabajo. Decía Robert A. Mundell, creador del concepto de «zona monetaria óptima», que para que ésta existiera eran necesarias, o imprescindibles según los casos, la libertad de movimientos de personas, bienes y servicios y capitales, y la flexibilidad del mercado de trabajo, además de otros requisitos, como el contar con un presupuesto público capaz de paliar situaciones de crisis. Lo que sí cumplía, con excesos, la economía española.
  


  
    Los partidos políticos españoles nunca dieron importancia a esas nuevas fronteras—la mayor parte de ellas invisibles—entre autonomías y se embarcaron, sin más reflexión, en los proyectos de moneda única europea; una vieja aspiración de los burócratas europeos, encabezada a principios de los años noventa por el socialista Jacques Delors.
  


  
    El gobierno de Felipe González no dudó de la necesidad de participar en el proyecto de unidad monetaria europea, que se saldó con el estallido del entonces denominado Sistema Monetario Europeo. El PSOE de Felipe González también se sumó desde el principio al nuevo proyecto de unidad monetaria europea, el que terminó en el euro. Y José María Aznar hizo todas las reformas necesarias para cumplir los criterios de Maastricht en dos años, de tal manera que la peseta se pudo integrar en el euro el 1 de enero de 1999.
  


  
    La economía española, que había dejado de ser una zona monetaria óptima en sí misma, se integró en otra supuesta zona monetaria óptima, ahora de extensión europea, olvidando las rigideces estructurales que ya eran evidentes en nuestra economía. Obviando lo más fundamental: la reforma en el mercado de trabajo. Pero controlando, en cambio, el gasto público.
  


  
    En el periodo 1995-1999, siendo éste el año de integración en el euro, cuando todavía no se había dejado sentir plenamente el descenso de los tipos de interés, nominales y reales, que supuso la integración en el euro, la economía española creció con fuerza, impulsada por la recuperación de la competitividad y las reformas de los socialistas y los populares.
  


  
    Como se puede observar en el cuadro I, que figura al final de este capítulo, el empleo pasó de 13,7 millones a finales de 1995, a 15,4 millones a finales de 1999. En cuatro años la economía española creó 1,7 millones de empleos y el paro descendió hasta los 2,5 millones de personas, lo que significaba el 16% de la población activa.
  


  
    Los datos que merece la pena destacar de ese proceso de creación de empleo son los siguientes:

    
      
        1. El sector industrial pasó de emplear 2,45 millones de personas en 1995 a 2,8 millones a finales de 1999. La recuperación de la competitividad, vía devaluaciones, se distribuyó, como puede observarse, entre todos los sectores que integran la industria.
      


      
        2. El sector de la construcción aumentó su empleo en 276.000 personas, menos que el sector industrial. Todavía no se habían dejado sentir los efectos del aumento del crédito bancario y de los bajos tipos de interés nominales y reales. Alcanzó los 1,5 millones de empleos en 1999.
      


      
        3. El comercio, al por menor y al por mayor, aumentó su empleo en 280.000 personas. Y sumó, en conjunto, 2,4 millones de empleos en 1999.
      


      
        4. La hostelería, manifestación estadística de una parte considerable del turismo exterior e interior, incrementó el empleo en 104.000 personas en el periodo. Sumaba, en total, 915.000 empleos en 1999.
      


      
        5. El trasporte y las comunicaciones incrementaron su empleo, sobre todo el de carretera, por camiones y furgonetas, en 76.000 personas.
      


      
        6. Lo que en la antigua clasificación estadística de la Contabilidad Nacional, con criterios de 2003, aparecen como servicios a empresas, incluidos los inmobiliarios, y que agregan la limpieza, la seguridad, los servicios informáticos, los contables, los fiscales y los jurídicos entre otros, externalizados por las empresas, públicas o privadas, pasaron de los 823.000 a los 1,1 millones de empleos. En conjunto, 234.000 nuevos empleos.
      


      
        7. El empleo total del sector público—que aparece, además, en el cuadro II—, que es el resultado de sumar los contratados directamente por las administraciones públicas y los que, dentro del sector público, desempeñan labores educativas, sanitarias y prestan servicios sociales, también creció, pero sólo en 146.000 personas en cuatro años. Sumaban en total 2.530.000 ocupados a finales de 1999.
      


      
        8. Si sumamos a los empleados por el sector público a los que prestaban servicios educativos, sanitarios y sociales en el sector privado, la mayoría de los cuales estaba concertado con el sector público o prestaba esos servicios en régimen de concesión, la cifra total pasaba—como se observa en los cuadros III y IV—desde los 3.243.000 de 1995 a los 3.551.000 de 1999, un incremento de 308.000 personas. Un crecimiento todavía moderado y en línea con el del resto de la economía.
      

    

  


  
    
  


  La economía española en el euro (1999-2010). La inmigración


  
    A finales de 1999, con un desempleo que alcanzaba al 14% de la población activa, comenzaron a registrarse problemas en el mercado de trabajo, derivados de la falta de mano de obra en las zonas más dinámicas y para los trabajos que no querían hacer los españoles.
  


  
    Los efectos de los bajos tipos de interés reales y del aumento de la oferta monetaria se dejaron sentir en la economía, sobre todo a partir de 2001. La política monetaria de la Reserva Federal, imitada por el Banco de Inglaterra y con alguna reticencia por el Banco Central Europeo—presionado por Francia y Alemania—, se tradujo en una explosión crediticia en España.
  


  
    Las entidades financieras aceleraron la concesión de créditos, sobre todo al sector promotor y al de la construcción. Se pensaba entonces, en los inicios del boom y de la burbuja inmobiliaria, que eran los créditos más seguros, porque contaban con garantías reales en forma de suelos y edificaciones. En línea con la política conservadora del Banco de España.
  


  
    En ese momento, a partir del año 2001, comienza un proceso inesperado: la llegada masiva de inmigrantes atraídos por la oferta de trabajo. El proceso se aceleró por la protección de los tribunales a los inmigrantes ilegales. También por la obligación de las administraciones públicas de prestar servicios sanitarios a todos los que vivieran en España, legal o ilegalmente. Junto a la obligación de inscribir en el padrón municipal a todos los que lo solicitaran, lo que los ayuntamientos cumplieron animosamente, por su interés—y el de las autonomías—en engordar la cifra de población censada para poder reclamar al Estado mayores transferencias. También influyeron las relaciones con los países hispanoamericanos, a cuyos nacionales no se les exigía históricamente visado para entrar en España. Otro factor acelerador de la inmigración fueron las acusaciones del PSOE, entonces en la oposición, de que el gobierno recortaba ilegalmente los derechos fundamentales de los inmigrantes que habían llegado a España. En fin, a esos factores hubo que sumar las limitaciones y carencias de nuestra policía de fronteras, que nunca estuvo preparada para la llegada de 6 millones de inmigrantes. Una vez en el gobierno, el PSOE procedió a legalizar masivamente a todos los inmigrantes que demostraran un mínimo arraigo en España. Algo que, pese a sus protestas, también había hecho el PP en el gobierno, aunque con mayor discreción. Se sumaron, pues, las discrepancias políticas entre los dos principales partidos políticos nacionales—con la vista puesta en cómo votarían los inmigrantes una vez regularizados y después de lograda la nacionalidad—, la interpretación de las leyes por parte de los tribunales, la falta de preparación de la policía y, lo más importante, que en España había demanda de mano de obra. Todos esos factores se tradujeron en un efecto llamada que tuvo inicialmente consecuencias económicas positivas.
  


  
    Durante unos años la integración de inmigrantes en la economía mantuvo y potenció el crecimiento. Más del 80% de los 6 millones de inmigrantes encontraron trabajo. Mayoritariamente de tipo temporal, con salarios bajos, en los sectores en los que eran más necesitados, porque los españoles de origen no querían trabajar en ellos, como construcción, hostelería, comercio y servicios de todo tipo a las empresas.
  


  
    Simultáneamente, la abundancia de crédito y los bajos tipos de interés animaron a la banca a financiar el asentamiento permanente de los inmigrantes, a los que resultaba más económico pagar la cuota hipotecaria mensual de una vivienda que su alquiler. El sector de la construcción incrementó su actividad para ofrecer viviendas a los inmigrantes y la banca financió tanto la construcción como la compra de viviendas con préstamos con garantías hipotecarias, en la convicción—apoyada en el buen comportamiento histórico de los créditos hipotecarios de tipo personal—de que sus préstamos y créditos no tenían mucho riesgo.
  


  
    El aumento de la población, que pasó de 40 a 46 millones de habitantes en apenas ocho años, dinamizó toda la economía: se crearon necesidades de bienes y servicios básicos. La demanda se disparó para el sector productor de alimentos, el comercio, el transporte, y la hostelería en su rama de establecimientos de ventas, es decir, los bares y los restaurantes. Por supuesto creció a un ritmo desconocido la demanda de servicios del sector financiero, en el que el subsector de cajas, especializado en créditos hipotecarios se encontró con la posibilidad de crecer mucho más que la banca. Todos los sectores económicos incrementaron su cifra de negocios y sus beneficios, lo que les animó a hacer ampliaciones de capacidad y a contratar más mano de obra.
  


  
    El resultado positivo fue todavía mayor para la hacienda pública. Los ingresos tributarios crecieron fortísimamente por IRPF, por cotizaciones sociales, por el IVA de las nuevas viviendas, por el Impuesto sobre Sociedades, y por los impuestos especiales sobre tabaco, alcohol y carburantes. También siguieron el mismo curso los impuestos cedidos a las autonomías, como el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales. En el caso de los municipios, los ingresos crecieron por las plusvalías municipales, por los impuestos sobre la propiedad y, sobre todo, por recalificaciones de suelo, licencias de obras y por todo tipo de tasas.
  


  
    El ahorro nacional, que se mantuvo en torno al 20% del PIB, no fue suficiente para financiar toda la nueva inversión en viviendas, infraestructuras y bienes de equipo, que se disparó hasta suponer el 30% del PIB. La diferencia entre el 20% de la tasa de ahorro nacional y el 30% de la de inversión total la financió el resto del mundo, convencido de que ese desequilibrio había dejado de tener importancia porque España se había integrado en el área euro. La necesidad de mayor financiación exterior se reflejó en los déficits por cuenta corriente, que llegaron al 10% del PIB, es decir, 100.000 millones de euros anuales en los últimos años del boom. Un déficit que se traducía en otra inyección de ingresos tributarios para el Estado—y las autonomías—, pues las importaciones tributan por IVA. Cuanto mayor era el déficit, mayores eran los ingresos por ese concepto.
  


  
    El aumento de población afectó también a la política de empleo del sector público: la demanda de servicios sanitarios y, años más tarde, de servicios educativos, junto con todos los que se demandan de un Estado moderno, obligaron a contratar más empleados públicos para atender las necesidades de una población que ya no era de 40, sino de 46 millones de personas.
  


  
    El balance entre el incremento de ingresos fiscales y gastos públicos en esos años de crecimiento arroja un resultado engañosamente positivo para las tres administraciones públicas. Se produjo un aumento del gasto, necesario por las razones expuestas en el párrafo anterior, pero nuestro sistema tributario, muy elástico y más dependiente de la actividad inmobiliaria y de la del sector de la construcción de lo que todos creíamos, registró unos ingresos totales muy superiores a los gastos. Esos ingresos extraordinarios se utilizaron inmediatamente en un aumento indiscriminado de gastos corrientes, y en inversiones necesarias e innecesarias, como veremos posteriormente. El error de creer que el crecimiento de los ingresos tributarios era permanente impulsó una política de crecimiento del gasto público también permanente. Se ampliaron las prestaciones del Estado de Bienestar y, sobre todo, las de municipios y autonomías, y se ampliaron los organismos autónomos de las autonomías y entidades locales para llevar a cabo actividades económicas, políticas y sociales extrapresupuestarias, con un efecto expansivo en el empleo público y en el endeudamiento, presupuestario y extrapresupuestario.
  


  
    El estallido de la burbuja de las hipotecas subprime en Estados Unidos, en agosto de 2007, provocado por la subida de intereses que había iniciado la Reserva Federal en 2005, hizo estallar el resto de las burbujas inmobiliarias y crediticias en todo el mundo.
  


  
    España fue, desde el principio, uno de los países más afectados, porque era y es uno de los países que más se habían endeudado con el exterior en esos años. Un endeudamiento neto exterior que alcanzó el 70% del PIB en 2007 y que en 2009 superó el 95% del PIB. Un endeudamiento exterior canalizado a través del sistema financiero; un sector, como se ha expuesto, eficiente y controlado por el Banco de España, pero que depende, en más del 23% de su pasivo, de la financiación, y por tanto de la confianza, de los inversores extranjeros. Cuando estos inversores analizaron el balance del sector financiero español, se encontraron con que más del 60% de los activos del sistema estaban comprometidos en créditos para la promoción inmobiliaria, del sector de la construcción y en la concesión de préstamos para la compra de viviendas y de otras edificaciones.
  


  
    No merece la pena explicar una vez más cómo se desarrolló en España el proceso de contracción del crédito y cómo ha afectado a toda la economía, la real, la financiera y a las cuentas del sector público. Al que le interese puede consultar alguno de mis artículos en Libertad Digital o en mi libro El informe Recarte 2009.
  


  
    Ni la burbuja financiera, ni la inmobiliaria, ni los excesos de construcción de todo tipo de edificaciones, ni los de urbanización y recalificación de suelos, ni los precios que alcanzaron todos esos activos habrían sido posibles si la peseta hubiera sido nuestra moneda nacional. Todo habría sido diferente en función del comportamiento de nuestros gobernantes. Fuera del euro habríamos podido ser Islandia, Reino Unido o Suecia. Nuestra experiencia histórica nos aproxima, en mi opinión, más a Suecia que al Reino Unido. Olvidar todo el proceso de modernización de España a partir de 1959 y creer que si hubiéramos mantenido la peseta no se habría vuelto a hacer ninguna reforma, no tiene apoyos históricos. No habría habido tanta creación de empleo, ni tanta inmigración, ni subidas de precios de la vivienda tan exagerados. Y, por supuesto, habría habido tipos de interés más altos y menor oferta monetaria. Exactamente lo que necesitábamos. Tampoco habría sido posible el espectacular aumento de la deuda exterior de la economía española. Es cierto que el fenómeno de la burbuja crediticia no ha tenido fronteras y que ha afectado a la mayoría de los países desarrollados, con y sin moneda nacional. Pero en España ha coincidido la burbuja inmobiliaria con el aumento del endeudamiento exterior.
  


  
    Un fenómeno, el del endeudamiento exterior, al que no se le daba importancia, por considerar que en el área euro, a la que se consideraba consolidada financiera y políticamente, lo relevante eran las cifras globales, ya fueran las exportaciones, las importaciones o las de la balanza de pagos por cuenta corriente. Para la mayoría de los economistas las cuentas nacionales habían dejado de tener relevancia, hasta el punto de que eran muchos los que abogaban, incluso, por dejar de calcularlas.
  


  
    En el caso de España, en ese mismo momento, los nacionalistas catalanes exigían conocer la balanza fiscal de Cataluña con el resto de España, pues se decían convencidos de que los problemas económicos de Cataluña se debían al exceso de transferencias fiscales a las autonomías más atrasadas y a la falta de inversiones públicas estatales en su región. Una propuesta a la que siguió la de elaborar otras balanzas por parte de gobiernos como el extremeño, que consideraban que las autonomías más desarrolladas esquilmaban los ahorros de su región y los invertían en las suyas. Hasta el punto de que la Junta de Extremadura aprobó un impuesto extraordinario sobre los depósitos de las entidades financieras que tomaran ahorro en la región extremeña y lo invirtieran en otras regiones. Un impuesto que el Tribunal Constitucional aceptó como legal. La Junta de Andalucía aprobó en junio de 2010 un nuevo impuesto en ese mismo sentido.
  


  
    En la parte final del libro analizaremos las alternativas de política económica que tiene la economía española integrada en el euro. Y cómo nos afecta la crisis del euro. Y qué ocurriría si el euro se rompiera por la expulsión no prevista de algún país que sea incapaz de cumplir el pacto de estabilidad, o por la salida voluntaria—tampoco prevista—de los países más sólidos fiscalmente, que no querrían que el mantenimiento del euro les obligara a financiar indefinidamente a los países más débiles; a los que primero se denominaba PIGS, después PIIGS y ahora «periféricos».
  


  
    En este momento, sin embargo, me parece fundamental exponer cómo es la economía española, transformada tras la integración en el euro. Qué sectores económicos han crecido y cuáles no. Dónde se ha creado empleo y dónde se ha destruido. Qué ha ocurrido con el empleo creado no sólo desde el año 2000, sino desde 1995 hasta el primer trimestre de 2008. Y por qué se ha perdido empleo, tan rápidamente, después de esa fecha.
  


  
    Parte de estas explicaciones se dan en el capítulo dedicado al mercado de trabajo. Ahora lo que nos interesa es saber si el crecimiento económico dentro del euro ha alterado la estructura productiva de la economía española, para la cual utilizaremos las estadísticas de empleo nacional.
  


  
    En el cuadro V, que figura al final de este capítulo, se reproducen los resultados de la Encuesta de Población Activa (EPA) en los últimos trimestres de cada año, desde 2000 a 2009, junto con los del primer trimestre de 2010. Se expone cuantitativamente, en términos globales, el empleo total existente en cada uno de los principales sectores económicos, en cada año, clasificado de acuerdo con las normas de Contabilidad Nacional aprobadas en 2009 (CNAE 2009).
  


  
    La evolución del empleo, desde el cuarto trimestre de 2000 hasta el primer trimestre de 2010, y por tanto de los sectores económicos en los que se contabiliza, es la siguiente:

    
      
        1. El empleo en el sector agrario y pesquero continua su descenso. En el primer trimestre de 2010 trabajaban 835.000 personas, 131.000 menos que en el cuarto trimestre de 2000.
      


      
        2. Las industrias extractivas continúan su declive.A principios de 2010 los ocupados eran 45.000; en conjunto una pérdida neta de 19. 000 empleos.La minería del carbón empleaba a 6.000 personas, lo que hace más incomprensible la política del gobierno de Rodríguez Zapatero de primar la producción y utilización de carbón nacional para la generación de energía eléctrica, a un coste adicional de, al menos, 300 millones de euros anuales que sumar a los, aproximadamente, 500 millones que nos cuesta anualmente desde hace bastante tiempo.
      


      
        3. La industria manufacturera sólo empleaba, en total, a 2.361.000 personas a principios de 2010, 521.000 menos que en 2000, tras alcanzar un máximo de 3.015.000 a finales de 2006. Desde esa fecha hasta 2010 la pérdida de empleo alcanza 654.000 personas. En el cuadro V se puede observar en qué sectores industriales se pierde más empleo. Destacan negativamente la industria textil, la de confección (los Zara de nuestro país fabrican mayoritariamente fuera de España), la del calzado, la de la madera, la de otros productos minerales no metálicos (donde se encaja la producción cerámica, de yesos y cementos), la de productos metálicos, la de fabricación de vehículos y la de muebles. La mayor parte de esas caídas, después de alcanzar máximos en 2006/2007, es irreversible. Una parte está ligada al brusco descenso del comercio internacional en 2008 y 2009; otra al ajuste del sector de construcción de viviendas; y otra a los países asiáticos—China sobre todo—, que compiten con la industria española con precios imbatibles, el resultado de salarios muy bajos y de un tipo de cambio del yuan, que lo minusvalora en un 30% probablemente, lo que constituye una práctica comercial prohibida por la Organización Mundial de Comercio.
      


      
        4. Los sectores de suministro de energía eléctrica y el de agua y saneamiento han pasado de un empleo de 152.000 en 2000 a 194.000, un incremento de 42. 000 empleos.
      


      
        5. El sector de la construcción alcanza el máximo de producción y empleo en el cuarto trimestre de 2007, con 2.734.000 personas ocupadas. En total, 937.000 personas más que a finales de 2000. En 2010 el ajuste ha reducido la cifra en 1.071.000 personas y la cantidad total se sitúa en 1.663.000 personas empleadas. Una pérdida neta de 134. 000 empleos. El grueso de la caída se centra en el subsector de construcción de edificios. Se reduce, todavía poco, tanto la ingeniería civil como las actividades de construcción especializada. Pero se trata, desgraciadamente, de dos subsectores que van a sufrir las consecuencias del descenso de la actividad pública, decidida por el gobierno a mediados de 2010, y del parón del resto de la actividad inmobiliaria especializada, que parece inevitable desde la probable recesión en la que volverá a entrar la economía española en el tercer o cuarto trimestre de 2010.
      


      
        6. El sector del comercio, al por mayor y al por menor, incrementó sustancialmente el número de sus ocupados, desde los 2.522.000 a finales de 2000 hasta un máximo de 3.180.000 a finales de 2008 (un aumento de 658.000 personas), y ha comenzado a descender hasta situarse a principios de 2010 en 2.904.000; una pérdida pequeña, de sólo 276.000 ocupados. Desde 2000 el empleo neto creado asciende a 382.000. No es muy claro hasta dónde descenderá el empleo en este sector, pues los servicios comerciales están estrechamente relacionados con el tamaño de la población, que parece se va a situar en los 47 millones de personas en 2010, aunque su tendencia debería ser a reducirse.
      


      
        7. En el sector de transporte el empleo crece en 95. 000 personas en el periodo analizado, aunque a finales de 2008 lo había hecho en 198.000 personas. La reducción afecta sobre todo al transporte terrestre y tiene que ver, por supuesto, con la menor actividad en el sector de la construcción.
      


      
        8. El sector de hostelería pasa de ocupar 1.007.000 personas en 2000 a 1.444.000 a finales de 2007, y a 1.327.000 a principios de 2010. La ganancia neta en el periodo analizado es de 320.000 personas, después de perder 117.000 empleos desde máximos.
      


      
        9. El sector financiero ha pasado de emplear 405.000 personas en 2000 a 473.000 en 2010, después de perder 37.000 empleos desde los máximos de finales de 2007. Una ganancia neta, todavía, de 68.000 empleos.
      


      
        10. La clasificación de sectores económicos de la Contabilidad Nacional de 2009 desagrega mucho más que la de 2003. Las actividades que podemos calificar como de servicios a las empresas agrupan los servicios externalizados, como consultoría, informática, seguridad, limpieza y jardinería, y contabilidad y asesoramiento fiscales, y otros varios. También se integran en este apartado otras actividades que no son servicios externalizados, pero que no aparecen como independientes en la Contabilidad Nacional (2003), como las actividades de información y comunicación y las inmobiliarias. Ese conjunto de «actividades administrativas y servicios auxiliares a las empresas» incrementó su ocupación desde los 577.000 personas en 2000 hasta un máximo de 934.000 ocupados a finales de 2007, y una cifra, a principios de 2010, de 880.000 personas; es decir, desde máximos, se ha reducido en 54.000 personas. Por su parte, las actividades de información y comunicación pasaron de 407.000 personas en 2000 a 561.000 a finales de 2007 y a 500.000 a principios de 2010. Las actividades inmobiliarias han pasado de 49.000 a 83.000 empleos en el periodo, una ganancia de 34.000 empleos. El empleo conjunto de todos estos sectores, por tanto, ha pasado de 1.033.000 personas ocupadas a finales de 2000, a un máximo de 1.697.000 a finales de 2007 (con un incremento de 563.000 personas ocupadas), para descender a principios de 2010 hasta los 1.463.000. Una ganancia neta de empleo en el periodo analizado de 430.000 empleos.
      


      
        11. El empleo en lo que son estrictamente las administraciones públicas (incluidas Defensa y Seguridad Social) pasa de 990.000 ocupados en 2000 a 1.391.000 a principios de 2010. Un crecimiento constante que suma, en total, 401. 000 nuevos empleos.
      


      
        12. El sector de la educación también crece sin pausa en el periodo, desde 861.000 personas hasta las 1.213.000 de principios de 2010. Un incremento de 352.000 nuevos empleos.
      


      
        13. El sector sanitario y de prestación de servicios sociales pasa de 832.000 empleos en 2000 a 1.316.000 a principios de 2010. Un aumento de 484.000 personas.
      


      
        14. En otros sectores, como las actividades artísticas, recreativas, de entretenimiento, así como actividades diversas, entre las que se incluyen las asociativas, han pasado de 533.000 empleos en 2000 a 722.000, un crecimiento de 189.000 empleos . Dentro de las actividades asociativas, que deberían incluir a los empleados por los partidos políticos, los sindicatos y las patronales, el incremento ha sido de 37.000 empleos, al incrementarse su número desde los 60.000 de 2000 a los 97.000 a principios de 2010.
      


      
        15. El empleo doméstico creció desde los 434.000 personas ocupadas en 2000 a los 759.000 a principios de 2010. Un crecimiento neto de 325.000 personas, tras un pequeño descenso desde finales de 2006.
      


      
        16. En el cuadro VI se han agrupado los empleos que corresponden a las administraciones públicas y los de sanidad, educación y servicios sociales, tanto públicos como privados. Desde 2000 a principios de 2010 la cifra total de empleados ha subido desde los 2.683.000 de 2000 a los 3.920.000 a principios de 2010. Un incremento de 1.237.000 empleos.
      

    

  


  
    
  


  La estructura de la economía española tras el estallido de las burbujas


  
    A finales de 2000 en la economía española había 15,8 millones de personas ocupadas. El número de los parados ascendía a 2,7 millones, y la tasa de paro era del 15,2%. En los siguientes diez años 5 millones de inmigrantes se incorporaron al mercado de trabajo, junto a 1 millón de españoles, en términos netos, de origen. En conjunto, por tanto, la oferta de mano de obra aumentó, en teoría, hasta los 8,7 millones de personas.
  


  
    Desde 2000 a 2007 se crearon alrededor de 4,7 millones de puestos de trabajo. El paro descendió hasta los 1,8 millones. Esas cifras reducen el desempleo en alrededor de 1,4 millones de personas por el cambio metodológico en la EPA, llevado a cabo en 2001. El empleo total aumentó hasta los 20,5 millones de personas. Nos faltan, por tanto, 0,8 millones de empleos que, lógicamente, serían economía sumergida.
  


  
    Desde finales de 2007 hasta el final del segundo trimestre de 2010, el empleo se ha reducido hasta los 18,4 millones y el paro ha subido oficialmente hasta los 4,6 millones, de los cuales algo más de 1 millón son inmigrantes. Lo que no sabemos es cuántos de los 5 millones de inmigrantes, activos laboralmente, aparecen ya como españoles. El porcentaje de los clasificados como extranjeros en paro suponía, en el segundo trimestre de 2010, el 30% de ese colectivo.
  


  
    El proceso de destrucción de empleo no ha terminado a mediados de 2010. Es posible que en lo que resta de 2010 y en 2011 se pierda nuevamente empleo neto. Es posible también que el número de parados disminuya en términos absolutos, porque muchos demandantes de empleo se desanimarán, muchos inmigrantes volverán a sus países de origen o trasladarán sus residencias a otros países en los que haya trabajo y muchos españoles emigrarán. Por todo ello, en lugar de hacer cábalas sobre el futuro, es más instructivo analizar qué le ha ocurrido a la estructura productiva de la economía española desde su integración en el euro hasta mediados de 2010.
  


  
    Para saberlo, una posible aproximación es analizar las estadísticas de empleo por sectores que hemos visto. A este análisis hay que añadir al menos otro, el de las grandes cifras financieras, porque los once primeros años del euro han provocado un incremento inesperado de los activos y pasivos de familias y empresas, financieras y no financieras. Más tarde examinaremos los cambios financieros. Ahora nos centramos en los del empleo.
  


  
    
      1. Entre 2000 y el primer trimestre de 2010 han perdido empleo los siguientes sectores:

      
        [image: 004]
      

    


    
      2. En ese mismo periodo, han creado empleo los siguientes sectores:

      
        [image: 005]
      

    


    
      3. En ese periodo, el empleo neto ha aumentado en 2.446.000 puestos de trabajo, y el desempleo lo ha hecho en más de 3 millones de personas (2 millones de personas han perdido sus empleos y más de 1 millón se han incorporado al mercado de trabajo y están desempleados en este momento). El desempleo alcanza a 4,6 millones y casi 400.000 están haciendo cursos de formación que permite clasificarlos como no parados.
    


    
      4. Los sectores que más empleo han perdido en los últimos once años son el industrial, el agrario y el de la construcción.
    


    
      5. El sector compuesto por las administraciones públicas, la educación, la sanidad, los servicios sociales y las actividades de ocio, deportivas y asociativas ha crecido en 1.426.000 empleos.
    


    
      6. El empleo doméstico ha aumentado en 325.000 ocupados.
    


    
      7. El sector comercio ha incrementado su cifra de empleados en 382.000 personas.
    


    
      8. Los sectores que prestan servicios al resto de empresas, el sector transporte, el de hostelería, el financiero y otros han crecido en 887.000 personas.
    

  


  
    Las conclusiones para la economía española no pueden ser más dramáticas:

    
      
        1. Los sectores abiertos a la competencia internacional, como la agricultura y los industriales, han perdido muchísimo empleo.
      


      
        2. El empleo ha aumentado, en cambio, en los sectores en los que no existe esa competencia: el sector público, el del comercio, el de servicios externalizados por las empresas y el servicio doméstico.
      


      
        3. Los sectores de transporte y hostelería, que han ganado empleo en el periodo, podrían aparecer como más dinámicos y competitivos. Una ilusión que desaparece si tenemos en cuenta que el del transporte, tras el descenso experimentado desde 2007, refleja las necesidades de una población de 46 millones de personas, y el de hostelería no es reflejo sólo de la mayor afluencia de turistas nacionales o extranjeros, sino que nuevamente, responde a las necesidades de una población que ha crecido sustancialmente en once años.
      


      
        4. Los sectores más afectados por la crisis, además del industrial, son el financiero y el de la construcción. Este último tiene ya menos empleados que hace once años, pero su ajuste no ha terminado y el financiero mantiene un número artificialmente alto de empleados, por la lentitud con que las cajas de ahorros están encarando sus problemas de exceso de capacidad.
      


      
        5. Buscando en las estadísticas de empleo, que se reproducen al final de este capítulo, se pueden obtener algunos resultados esperanzadores, como que el número de personas ocupadas en I+D ha pasado de 7.000 en la década de los noventa a los 47.000 actuales. Y que el personal que hace ingeniería y edificios especializados en el sector de la construcción no ha descendido apenas. Esta evolución puede tener que ver tanto con la actividad internacional de las empresas del sector como con la realización de obras públicas de las tres administraciones hasta mediados de 2010, momento en el que se produjo el anunciado ajuste de inversiones del sector público español. Habrá que esperar para ver cómo se refleja en la pérdida de empleo.
      

    

  


  
    Como consideración general, las perspectivas de una economía, de cualquier economía, española o no, que tenga ese distribución del empleo y 4,6 millones de parados, son muy negativas. De los 18,4 millones de personas ocupadas en el primer trimestre de 2010, los que trabajan en los sectores agrario, pesquero, industrial, construcción, comercio, transporte y actividades auxiliares de las empresas, suman 13 millones. Si a éstos les sumamos los 400.000 que aparecen como «otros servicios», por muy diversos que sean (incluye a políticos, sindicalistas y empleados de las patronales), se alcanza la cifra de 13,4 millones de ocupados. Esos ocupados se apoyan hoy, en España, para poder trabajar, formarse, tener servicios de salud, seguridad jurídica y el resto de los servicios públicos, necesarios o no (como el exceso de regulación y la duplicidad de funciones públicas), en 5 millones de personas. No son empleos prescindibles. La duda es si son demasiados. Mejor dicho, si una economía en la que trabajan 13,4 millones de personas en actividades directamente productivas puede permitirse tener tan extensos servicios jurídicos, educativos, de salud y sociales de todo tipo. Sin entrar en su coste ni en su calidad. Esos 13,4 millones, por tanto, sostienen, directa o indirectamente, a 5 millones de otros ocupados.
  


  
    No sólo a ellos.También a 4,6 millones de parados y a 8,2 millones de pensionistas (teniendo en cuenta 500.000 personas en las clases pasivas del Estado). Es decir, 13,4 millones de personas (que repito no podrían trabajar nunca sin la ayuda de los otros 5 millones de ocupados en otros sectores, pero quizá sí con 1 o 2 millones menos) mantienen a 17, 8 millones de personas.
  


  
    En 1995, en el momento del inicio de la recuperación, las cifras equivalentes eran las siguientes: los que trabajaban en los sectores directamente productivos eran 9,9 millones. Los que lo hacían en los otros sectores (administraciones, educación, sanidad, servicios sociales y servicio doméstico) sumaban 3,9 millones. Los parados alcanzaban la cifra de 3,7 millones y había 6 millones de pensionistas. Es decir, 9, 9 millones ayudaban al empleo, el paro y los pagos de pensiones de 13,6 millones.
  


  
    En 2000 las cifras eran sustancialmente mejores. Había 15,4 millones de ocupados totales; de ellos trabajaban en sectores directamente productivos 11,8 millones; en servicios necesarios, 4,3 millones; había 2,7 millones de parados y 6,9 millones de pensionistas. En conjunto, por tanto, 11,1 millones soportaban a 13,9 millones de personas.
  


  
    Entre 1995 y 2000 los gobiernos españoles, pertrechados con la ganancia de competitividad de cuatro devaluaciones, las reformas del gasto social y del mercado de trabajo de los gobiernos del PSOE y el control del gasto público, las privatizaciones y la reforma fiscal de los gobiernos del PP, lideran un crecimiento económico ejemplar que permite la creación de empleo directamente productivo, que limita la creación de empleo indirecto en el sector público y que reduce sustancialmente el desempleo. Los ratios entre empleos directamente productivos y el resto (11,1 millones frente a 13,9 millones de 2000) son los de una economía sana. A lo que habría que sumar, con datos que añadiremos posteriormente, que la economía española no estaba endeudada con el exterior, que las familias y empresas no estaban endeudadas y que la deuda pública había descendido desde el 68% del PIB de 1995 al 58% del PIB en 2000.
  


  
    La entrada en el euro descoyunta totalmente nuestro sistema productivo y financiero. Los bajos tipos de interés reales y nominales, la abundancia de crédito y el optimismo de los economistas y de los banqueros abre las compuertas a mayores inversiones privadas en viviendas. Esto incentiva la llegada de inmigrantes, lo que incrementa los ingresos públicos y permite mayores gastos públicos sin creación de déficit públicos a corto plazo. Se produce un endeudamiento masivo de familias y empresas, convencidas de que sus inversiones en viviendas, en la compra de otras sociedades y en inversiones en otros países, serían lo suficientemente rentables como para pagar, con los rendimientos esperados, el endeudamiento en el que incurren. Un endeudamiento que afecta a todos, menos al conjunto de las administraciones públicas, que lo que hacen es aumentar su nivel de empleo y servicios de todo tipo a la población.
  


  
    Todavía en el momento anterior al estallido de la crisis, a finales de 2006, todos los ratios, excepto el de endeudamiento exterior de la economía española, parecían razonables. El empleo que hemos denominado productivo alcanzaba los 15,4 millones, el empleo público y el que presta otros servicios sociales, los 4,6 millones, mientras los desempleados sumaban 1,8 millones y los pensionistas eran 7,8 millones. En el ratio que hemos considerado, el empleo directamente productivo sumaba 15,4 millones y el resto alcanzaban los 14,2 millones . Pero el endeudamiento importaba, y los excesos del sector de la construcción importaban. En apenas tres años hemos pasado a los 13, 4 millones soportando a 17,8 millones en el primer trimestre de 2010.
  


  
    En todas las cifras de esos años hemos considerado como directamente productivos a los trabajadores eventuales agrarios de Andalucía y Extremadura, que sólo están obligados a trabajar 35 días al año (20 desde 2010) y cuyo número ha fluctuado entre 120.000 y 150.000 personas en ese periodo. También, como se ha dicho, a los 97.000 que tienen trabajos de tipo asociativo.
  


  
    
  



  Los ajustes necesarios para volver a crecer: la limitación del endeudamiento y las reformas


  
    La realidad de la economía española es la que se deduce directamente de los cuadros que hemos utilizado en este capítulo, en los que se ve dónde se ha creado empleo desde nuestra entrada en el euro, dónde se ha perdido, cuál es el tamaño del sector público con todos los servicios que suministra, cuál el número de desempleados, y cuál el de pensionistas. Añadiendo las balanzas de endeudamiento de los sectores privados (empresa y familias) y público, tenemos la mayoría de los datos que necesitamos para intentar deducir cuál puede ser la evolución previsible de la economía española en los próximos años, aunque dependiendo siempre de que se hagan, o no, las reformas pendientes. De los datos que hemos analizado se pueden deducir algunas conclusiones:

    
      
        1. Los sectores económicos productores de bienes son cada vez más pequeños.
      


      
        2. Los sectores que más han crecido lo han hecho por el aumento de la población y han sido favorecidos por la falta de competencia externa.
      


      
        3. Los servicios públicos y los que se prestan privadamente para atender las necesidades sociales, educativas, sanitarias, recreativas y de servicios en el hogar tienen una dimensión económica y de empleo que no parecen sostenibles con una economía del tamaño de la española.
      


      
        4. El sector de la construcción todavía no ha terminado su ajuste, pues el exceso de edificaciones de todo tipo sin vender y las restricciones a la inversión pública se traducirán en una pérdida de empleo que todavía puede ser significativa. También perderá empleo el sector financiero y el de transportes, junto con los de comercio y los de servicios externalizados y de otro tipo a las empresas.
      


      
        5. El endeudamiento exterior neto de la economía ha alcanzado el billón de euros en el primer trimestre de 2010. En ese trimestre el déficit de la balanza por cuenta corriente fue, todavía, de 17.000 millones de euros. Dadas las dudas sobre el euro, a las que el endeudamiento exterior español contribuye decisivamente—hasta que deje de crecer o se reduzca—, los riesgos de que no se renueven los créditos externos a las administraciones públicas, al sistema financiero y a las empresas, son elevados. Estamos hablando de un riesgo de liquidez, sin entrar por el momento en si la economía española tiene suficiente fortaleza económica para pagar los intereses de su deuda y hacer frente a los vencimientos, es decir, si tiene la solvencia suficiente para hacer frente a sus obligaciones.

        
          A finales de 2009 el endeudamiento exterior español neto era de 983.000 millones de euros. De ellos, alrededor de 270.000 millones eran deuda pública y 713.000 millones deudas privadas. El sistema financiero era y es el principal deudor frente al exterior.
        


        
          En 2010 la deuda pública debería crecer alrededor de 94.000 millones de euros si se cumplen las previsiones del gobierno. De ellos, 44.000 millones se podrían cubrir con ahorro interno y 50.000 millones con ahorro exterior. En último extremo y siempre que la falta de confianza de los inversores no afecte a la renovación de toda la deuda pública que vence en 2010, el Banco Central Europeo podría intervenir comprando deuda pública en el mercado secundario o con otro mecanismo más directo, por lo que la financiación del sector público no debería ser un problema en 2010.
        


        
          En cuanto a los 713.000 millones de deuda privada, la solución es o más sencilla o imposiblemente compleja. Como se analiza en el capítulo sobre el sistema financiero, las pérdidas del sistema financiero en su conjunto podrían ser del orden de 250.000 millones de euros en el peor de los casos, de 225.000 millones, que es el cálculo de Moody’s; o de 200.000 millones de euros, que es lo que se deduce de las publicaciones y comentarios del Banco de España. De esa cantidad, 100.000 millones de euros ya están provisionados; otros 67.000 millones de euros podrían obtenerse de la actividad ordinaria del sistema financiero durante 2010, 2011 y 2012; y el resto, entre 78.000 millones en el peor de los casos, 53.000 millones si Moody’s tuviera razón, o 28.000 si la tuviera el Banco de España, deberían ser capital nuevo, bien del FROB (Fondo de Reestructuración Y Ordenación Bancaria)—del que se habían dispuesto alrededor de 12.000 millones en julio de 2010—, bien del Fondo de Garantía de Depósitos, del que se habían dispuesto 5.000 millones, bien de nuevo capital de las cajas de ahorro, que podrían lograrse con el cambio de legislación sobre estas entidades, que les permite emitir cuotas participativas con derechos políticos o acciones que podrán suscribir los particulares interesados o el propio ICO. Es de esperar que las principales cajas sean capaces de obtener 20.000 millones de euros en el mercado, por lo que el ICO tendría que aportar entre 41.000 millones en el peor de los casos, 16.000 millones en el intermedio y nada en el más optimista. Ese endeudamiento incrementaría la deuda, pero no sería déficit público.
        


        
          Bien es verdad que la falta de confianza en el euro puede producirse en cualquier momento, no sólo por las incertidumbres sobre la economía española, sino por las dudas sobre cualquiera de los otros países periféricos o incluso por la situación de países como Francia o el propio Reino Unido, aunque esté fuera del euro.
        


        
          Al margen de accidentes, como el de Hungría de la primera semana de junio de 2010, la economía española debería poder resolver los problemas de liquidez y de solvencia del sistema financiero a lo largo de 2010. Si el problema de solvencia del sistema financiero se resuelve con rapidez, con esa capitalización extraordinaria, o incluso con otra mayor—para adelantar el ajuste necesario en el valor de los activos del sistema—, el principal problema de liquidez de la economía española estaría resulto.
        


        
          Las otras condiciones para que la economía española alcance un cierto equilibrio son las siguientes:

          
            
              1. El endeudamiento exterior neto no debe seguir creciendo. Que en el primer trimestre de 2010 el déficit de la balanza de pagos haya sido de 17.000 millones de euros es una señal inequívoca de que, hasta esa fecha, la política económica estaba fallando estrepitosamente. Desde entonces se han tomado algunas decisiones importantes por el gobierno, como la paralización de inversiones, la reducción de otros gastos, la disminución de transferencias a las autonomías, la reducción de salarios en la administración pública y la congelación de algunas pensiones para 2010. El sector privado, por su parte, ha reaccionado a las incertidumbres sobre el euro y a la falta de seguridad sobre la renovación de créditos reduciendo, parece, la inversión. La suma de esas decisiones debería equilibrar la balanza por cuenta corriente de la economía española en la segunda parte de 2010. En otras palabras, la tasa de ahorro nacional debería mantenerse, o incrementar el porcentaje del 20% del PIB, y la de FBCF (Formación Bruta de Capital Fijo) debería reducirse por debajo del 20% del PIB. Esta evolución significa que el PIB podría reducirse entre el 0,5% y el 1% en 2010. Lo que significaría más desempleo en los sectores que hemos analizado y más gasto público en transferencias sociales, excepto que se hagan más reformas, además de las ya aprobadas, para evitarlo.
            


            
              2. El déficit público debe reducirse al 9,3% del PIB en 2010 y al 3% del PIB en 2013. Para lograrlo hay que hacer todas las reformas que exigen la Unión Europea y el FMI, y que no son otras que las que hace mucho se han identificado como necesarias para que la economía española no entre en un círculo vicioso de recesión, mayor desempleo, mayor déficit público, mayor endeudamiento exterior y, nuevamente, mayor recesión, con la necesidad de tomar otras medidas de reducción del gasto público o de reducción del déficit público adicional. Ese círculo vicioso sólo se puede romper si se hacen, simultáneamente, las reformas pendientes:

              
                
                  a. Reforma del mercado de trabajo, que se traduzca en la reducción de los salarios reales y de la incertidumbre sobre el futuro de la economía para los empresarios y los inversores, nacionales o extranjeros.
                


                
                  b. Reforma del sistema de pensiones. Si no se hace, el gasto total en pensiones, que ya alcanza los 108.000 millones de euros anuales, crecerá en cada ejercicio por la combinación de tres causas: incremento anual previsto, demográficamente, de alrededor de 100.000 pensionistas; incremento del gasto del conjunto de pensiones en función del IPC; incremento del gasto total en pensiones por desaparición de las más bajas—las más antiguas—y por la mayor cuantía de las nuevas. La suma de esos tres componentes, en un año con una inflación del 2%, puede suponer un crecimiento del 3,5% en el gasto total en pensiones. Y en una economía en recesión no es tan sencillo que se incrementen las cotizaciones sociales en la misma proporción.
                


                
                  c. Reforma del sistema financiero llevando a cabo la capitalización de las cajas de ahorro a que hemos hecho referencia, con lo que disminuirían los problemas de liquidez y sería posible normalizar la política de concesiones de créditos. Recordemos que el sistema monetario es el único financiador de la economía española.
                


                
                  d. Reforma de las administraciones públicas. Sería necesario reducir el número de empleados públicos, sus remuneraciones, el coste de las prestaciones públicas de sanidad y educación, introduciendo el copago y prestando sólo los servicios sociales que sean imprescindibles.
                


                
                  e. La racionalización del sistema de financiación autonómica exige o la recuperación de competencias por el Estado o la aprobación de un sistema de financiación diferente de las autonomías, similar al de cualquier Estado federal. Es decir, las autonomías tienen que financiarse con impuestos propios, no con transferencias financieras de la administración central. Esta reforma evitaría duplicidades, pero tiene un contenido político que la hace más difícil de llevar a cabo.
                


                
                  f. Reforma de las prestaciones y subvenciones para desempleo y formación. Podría haberse incluido dentro de la reforma del mercado de trabajo. El coste total de esas políticas, como veremos, se sitúa en los 53.000 millones de euros en 2010. De ellos, 31.000 millones son pagos para transferencias a desempleados, 7.749 millones son pagos realizados para políticas activas de empleo e incapacidad laboral transitoria, y 14.283 millones son pagos para otras prestaciones económicas.
                

              

            

          

        


        
          La suma del ahorro en gasto público por las reformas mencionadas tendría que alcanzar los 53.000 millones de euros anuales, como se explicará posteriormente. La realización de las otras reformas permitiría, en un contexto económico normalizado, volver a crecer.
        


        
          Es necesario hacer una mención especial a lo que puede significar la reducción de la población. Si España pasa de tener 46 a 45 o 44 millones de habitantes porque, como se ha supuesto, muchos inmigrantes regresaran a sus países de origen o se trasladaran a otros países en los que puedan encontrar empleo, al tiempo que un número significativo de españoles emigrara buscando trabajo, los fenómenos que desencadenaría ese cambio demográfico son de difícil cuantificación, pero de sentido inverso al que se produjo en los años de crecimiento económico.
        


        
          Por una parte disminuiría el gasto público en prestaciones sociales de todo tipo, incluidas sanidad, educación, servicios sociales y subvenciones al desempleo. Por otra parte sería necesario hacer un ajuste a la baja en el número de personas ocupadas en la mayoría de los sectores económicos que hemos analizado en este capítulo. Habría un exceso de capacidad en muchas empresas, desde las industriales hasta las que se dedican al comercio o al suministro de prestaciones públicas. Lo que la inmigración nos dio, la emigración debería quitárnoslo en términos de crecimiento.
        


        
          Otro cambio de tipo estructural es el que debería producirse en los sectores de la construcción y en la industria y servicios que dependen del mismo. Probablemente, hasta 2012 inclusive, los efectivos humanos que trabajan en el sector disminuirán. Lo lógico es que se sitúen en torno a 1,2 millones de personas. Pero si la reforma de las cajas tiene éxito y se da salida al stock de viviendas y otras edificaciones existentes, a partir de 2013 debería haber un incremento de la demanda global que convirtiera a este sector en uno más dentro de la estructura económica española. Comenzaría a aportar empleo y crecimiento dentro de unos parámetros similares a los que existían en el periodo 1995-1997.
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          Fuente: EPA (Instituto Nacional de Estadística).
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          Fuente: EPA (Instituto Nacional de Estadística).
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          Fuente: EPA (Instituto Nacional de Estadística).
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          Fuente: EPA (Instituto Nacional de Estadística).
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          Fuente: EPA (Instituto Nacional de Estadística).
        


        
           

        


        

      

    

  



  


  
    Capítulo III
  


  
    LA DESMEMBRACIÓN DEL ESTADO
  


  
    
  


  PARTE 1


  EL ACHICAMIENTO DEL ESTADO CENTRAL Y LA NECESARIA REDUCCIÓN DEL GASTO PÚBLICO


  
    Nuestros políticos se han apoderado de la Constitución y han convertido nuestra democracia en una partitocracia ajena a los intereses de los españoles. Esta transformación, de democracia a partitocracia, ha sido posible porque la propia Constitución lo permite. Incluso más, lo incentiva. Frente a la apariencia de defensa de la unidad política nacional proclamada solemnemente, se creó un Estado de las Autonomías, vendido por los partidos políticos de la época como un sistema administrativo descentralizado, pero lejos del Estado federal. La artimaña—buscada o surgida como consecuencia del reparto de poderes entre los partidos políticos recogido en la ley electoral de 1976, que es solamente una ley y como tal podría modificarse en cualquier momento—fue poner el énfasis en la unidad fiscal, derivada de que el Estado central era el responsable de la creación, el desarrollo, la normativa, la gestión y el control de los principales impuestos. Y que sería el Estado central el que haría transferencias a las autonomías y a las corporaciones locales en función de qué competencias les transmitiera. Un poder aparentemente omnímodo. El control de los fondos públicos. La propia Constitución parecía reafirmar la situación de preeminencia del Estado en determinados artículos:

    
      
        1. En 32 apartados del artículo 149.1 se exponía cuáles eran las competencias exclusivas del Estado.
      


      
        2. Las competencias exclusivas de las autonomías, a las que se hacía referencia en el artículo 148, en el que se recogían 22 apartados con competencias, no podían ser más escuetas.
      


      
        3. El artículo 150.2, que permite la transferencia de competencias exclusivas del Estado a las autonomías, obliga a aquél a controlar el uso de las competencias que pudieran haberse traspasado a las autonomías.
      


      
        4. El artículo 150.3 permite al Estado «armonizar» las competencias exclusivas del Estado cedidas a las autonomías.
      


      
        5. El artículo 157.3 expone que el Estado puede legislar «sobre la competencia financiera de las autonomías», es decir, sobre toda su financiación, con impuestos y tasas propios o cedidos por el Estado.
      


      
        6. Existen otras normas que obligan o permiten al Estado «coordinar la actividad de todas las administraciones» (artículo 103.1), además de específicamente, en el caso de competencias exclusivas cedidas, artículo 149.1 (1, 13, 15, 17, 18), y artículos 154 y 156.
      

    

  


  
    Sin embargo, la Constitución regulaba las competencias exclusivas del Estado sometiéndolas a una enorme incertidumbre, al tiempo que obligaba al gobierno central a financiar ese traspaso de competencias: 

    
      
        1. El Estado sólo tenía las competencias exclusivas que aparecían en el artículo 149.1. El resto, por exclusión, podía ser de cualquiera de las tres administraciones. Es lo que se denomina «cláusula residual». De la lectura de las 32 competencias exclusivas del Estado llama la atención que no aparezcan la educación ni la sanidad entre sus competencias ni entre las de las autonomías.
      


      
        2. Se podía transferir el ejercicio de todas las competencias exclusivas del Estado mediante simples leyes orgánicas.
      


      
        3. No existe ningún organismo que permita a los gobiernos de turno ejecutar la obligación de aplicar las normas constitucionales, que obligan al Estado a controlar tanto el ejercicio de las competencias cedidas a las autonomías como su actividad legal y fiscal.
      


      
        4. El Tribunal Constitucional no tiene la obligación de opinar, con efectos decisorios, sobre la aplicación de las normas que obligan al Estado a controlar y coordinar a las autonomías. El Tribunal Constitucional sólo actúa a petición de los órganos que están legitimados para hacerlo, que son, en la inmensa mayoría de los casos, los que podrían incumplir esas obligaciones con su legislación o falta de ella (las Cortes), y el poder de incumplir lo que dice la propia ley (el gobierno).
      

    

  


  
    La organización del Estado no está firmemente anclada en el texto constitucional, sino que descansa en la voluntad de cumplir el espíritu de la Constitución y en el patriotismo de los partidos políticos. En las páginas siguientes se exponen, y se intentará analizar, desde un punto de vista económico y tributario, cuáles han sido las consecuencias de un texto constitucional tan voluntariamente engañoso y del comportamiento de unos partidos políticos que sólo se preocupan de mantener el poder de la nomenklatura.
  


  
    La consecuencia de ese comportamiento es la debilidad del Estado por haber perdido el ejercicio de competencias fundamentales a favor de las autonomías y por no haber querido desarrollar la legislación que permite, incluso hoy, controlarlas.
  


  
    La debilidad se ha acentuado como consecuencia del traspaso del ejercicio de competencias fundamentales a la Unión Europea y la Unión Monetaria Europea. En el análisis se pondrá de manifiesto cómo se ha desarrollado este proceso de auténtico desmantelamiento del Estado a favor de un régimen autonómico descontrolado, autárquico y, en ocasiones, manifiestamente ilegal, pues las autonomías no respetan las leyes en los desarrollos normativos que les permite la delegación estatal, ni las normas fiscales que les obligan a no sobrepasar ciertos límites de endeudamiento. Analizaremos también el incesante aumento del número de empleados públicos. Las competencias transferidas desde el Estado, a pesar de su amplitud, han sido insuficientes para los dirigentes políticos autonómicos. Han creado todo tipo de entidades públicas, administrativas o mercantiles, para ampliar aún más su poder y su influencia, lo que ha disparado su deuda pública, la presupuestaria y la extrapresupuestaria.
  


  
    Las corporaciones locales no han sido ajenas a este proceso. Ellas también han aumentado el número de sus empleados y su endeudamiento oficial y extrapresupuestario, utilizando también la creación de entes públicos administrativos y mercantiles, para poder aumentar su influencia y su endeudamiento.
  


  
    El gobierno del PSOE de Rodríguez Zapatero ha permitido esa explosión de gasto público, de endeudamiento, de creación de empleo público y de formación de empresas en las autonomías. Y ha utilizado esas mismas fórmulas para aumentar el gasto público y el endeudamiento extrapresupuestario del propio Estado, invirtiendo el proceso de reducción de este tipo de entidades que parecía que habían consolidado los gobiernos de Aznar.
  


  
    Todos los defectos a que se ha hecho referencia, más una política descontrolada de extensión de Estado de Bienestar—tanto a nivel estatal, en la legislación sobre salarios mínimos, prestaciones económicas a los desempleados, aumento de las pensiones mínimas, ayudas a los dependientes—, como a nivel autonómico—con políticas como la extensión de las prestaciones educativas, sanitarias y sociales propias e impropias—, además de políticas compartidas por el Estado, las autonomías y las corporaciones locales, como el desarrollo incontrolado de organismos para la cooperación internacional, han provocado un nivel de gasto público absolutamente inmanejable, que se ha puesto de manifiesto cuando los ingresos públicos se han reducido drásticamente como consecuencia de la crisis económica. Hasta el punto de que el Estado no puede aplicar una política económica de reducción del déficit público excepto si limita las transferencias a las autonomías, si reduce la extensión del Estado de Bienestar, y entra, en definitiva, a controlar y coordinar, política y legalmente, el ejercicio de las competencias transferidas a las autonomías. No se hace referencia a otros gastos fundamentales, como los de las prestaciones económicas para el desempleo y el gasto en pensiones, porque esos temas se desarrollan dentro de los capítulos que se refieren a la reforma del mercado de trabajo y a la del sistema de pensiones.
  


  
    Desde 1978 hasta principios de la década de 1990 España fue el Estado de las Autonomías. La pérdida de la mayoría absoluta por el PSOE en 1993, el deseo de gobernar del PP en 1996, y de mantenerse indefinidamente en el poder tras su mayoría absoluta del año 2000, desmembró el Estado de las Autonomías al maximizar la transferencia de competencias exclusivas del Estado y dotar de capacidad normativa a las autonomías en muchos de los tributos cedidos. Proceso que coincidió con la cesión de competencias a la Unión Europea, y a la Unión Monetaria Europea, en virtud del Tratado de Admisión y del de Maastricht. En 2004 el gobierno de Rodríguez Zapatero aceleró la descomposición impulsando nuevos estatutos y un sistema de financiación autonómica aún más generoso que ha hecho desaparecer los distingos entre autonomías gobernadas por los nacionalistas, los socialistas o los conservadores.
  


  
    Los dirigentes de los partidos se han transformado en castas políticas que no defienden los intereses de la nación, ni siquiera los del partido nacional al que pertenecen. Mientras, el gobierno español de Rodríguez Zapatero asiste impávido a su difuminación, y las direcciones de los partidos nacionales evitan oponerse a sus órganos autonómicos, que tienen tanto o más poder que los dirigentes nacionales, en el gobierno o en la oposición. A las castas políticas, nacionales, autonómicas o locales, gobernantes y opositoras, les importa más el poder que el bienestar de los españoles o la defensa de los valores que consagra la Constitución.
  


  
    La desmembración del Estado Español se ha producido por la confluencia de cuatro causas concomitantes: las tres primeras en relación a cómo se ha desarrollado el Estado de las Autonomías y la cuarta a la cesión de competencias a la Unión Europea y ala Unión Monetaria. Las tres primeras se concretan en la amplitud de las transferencias de competencias exclusivas del Estado a las comunidades autónomas—apoyada en una lectura torcida del artículo 150.2 de la Constitución por parte del Tribunal Constitucional—, en la forma en que se financian esas competencias transferidas y, en tercer lugar, en la falta de control de las autonomías por parte del Estado. Es cierto que sería difícil, jurídicamente, organizar un sistema tributario propio de las autonomías para financiar esas competencias, porque el propio artículo 150.2 dice que «la ley preverá en cada caso las correspondientes transferencias de medios financieros», pero creo que resulta evidente que la falta de competencias sobre los ingresos públicos ha convertido a las autonomías en instituciones irresponsables. Ese tipo de disposiciones constitucionales obligan, a los que respetamos la letra y el espíritu de la Constitución, a proponer cambios constitucionales. Que serían innecesarios si no se hubieran transferido muchas de esas competencias. Incluso habiéndolo hecho, el mismo artículo 150.2 dice en su parte final que «la ley preverá en cada caso las formas de control que se reserva el Estado». Además existen, como se ha expuesto, otros muchos artículos que obligan a controlar y coordinar la actividad de las autonomías. Control que no existe, porque los partidos políticos no aceptan ser controlados por parte de ninguna institución.
  


  
    El primer rayo de esperanza y cordura en este tema aparece en la disposición final primera, «Título competencial», del decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se toman decisiones para reducir el gasto y el déficit público en 2010 y 2011. El decreto-ley se apoya en el artículo 149.1, apartado 13, en el 149.1, apartado 18, y en el 156.1 de la Constitución. Dicha disposición final «atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica y autonomía financiera de las comunidades autónomas, con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda Pública estatal y de solidaridad entre todos los españoles».
  


  
    Hasta donde conozco, es la primera vez que el gobierno español utiliza los poderes de coordinación que le autoriza la propia Constitución. Una esperanza truncada por la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el estatuto de Cataluña, pues todavía no está claro cómo interpretar una parte sustancial de una sentencia que, por una parte, reitera la «indisoluble unidad de la nación española», y por otra permite poderes compartidos en muchas competencias a lo largo de unas intolerables ochocientas páginas. Lo que significa que casi todo es interpretable. Lo más grave, sin embargo, es que a pesar de la sentencia el gobierno catalán ha declarado que no piensa modificar ninguna de las leyes que ha aprobado desde 2006, amparadas en artículos del estatuto que ha declarado inconstitucionales el Tribunal Constitucional, y que Rodríguez Zapatero colaborará con la propuesta de nuevas leyes orgánicas para independizar, de hecho y de derecho, el poder judicial catalán del resto de España.
  


  La politización de las administraciones públicas


  
    Otro fenómeno que ha debilitado a las instituciones fundamentales del Estado ha sido la politización de las administraciones públicas. En los primeros gobiernos democráticos, los que se forman después de las elecciones de 1977 y 1979 por parte de UCD, una mayoría abrumadora de los altos cargos políticos eran funcionarios que habían hecho su carrera profesional en la administración pública. En el primer gobierno del PSOE se produce el rechazo a lo que se consideraba una influencia excesiva de los funcionarios, a los que muchos clasificaban como franquistas enquistados en la democracia. La desconfianza se tradujo en una profunda politización de las tres administraciones públicas. Se desplazó de sus puestos a muchas personas competentes por el solo hecho de ser funcionarios, excepto, naturalmente, que fueran militantes del PSOE. El que esa categoría se hubiera logrado a través de una oposición no se consideraba ninguna garantía de capacidad o neutralidad, pues los políticos del PSOE más ajenos a cómo funcionaba la administración en los años finales del franquismo consideraban que el sistema controlaba ideológicamente la selección de personal para admitir sólo a los afines al antiguo régimen.
  


  
    En 1984 el gobierno del PSOE aprueba la ley de funcionarios que unifica cuerpos y categorías, con independencia de la procedencia y formación de los funcionarios. Fue el primer paso para la desprofesionalización de la función pública, pues no se tuvieron en cuenta ni los estudios, ni la experiencia, ni la especialización de los que se integraron en los, de hecho, nuevos cuerpos de funcionarios.
  


  
    Al cabo de unos años de gobierno, la desconfianza del PSOE hacia el conjunto de los funcionarios, incluso de los pertenecientes a los denominados «cuerpos especiales», se redujo, una vez comprobado que había las mismas diferencias ideológicas entre los mismos que en el resto de la sociedad española, y que la inmensa mayoría sabía distinguir entre sus afinidades ideológicas y la neutralidad en su trabajo en la administración.
  


  
    Paradójicamente, la desconfianza hacia los funcionarios se agravó hasta límites difícilmente comprensibles cuando, en 1996, el PP ganó las elecciones. Sus dirigentes políticos consideraban que tras cinco años de gobierno de la UCD y trece del PSOE la inmensa mayoría de los altos cargos administrativos estaban ocupados por simpatizantes socialdemócratas o afiliados del PSOE, por lo que intentaron aplicar una política de descabezamiento de la administración para sustituir a los supuestos infiltrados por miembros de su partido, amigos o familiares.
  


  
    A contracorriente de esta desconfianza, el PP aprobó la ley denominada «LOFAGE», publicada el 14 de abril de 1997, que parecía garantizar la despolitización de la administración, al obligar a que los directores generales fueran funcionarios de carrera. Pero dejó un portillo abierto a la politización, pues esa norma podía excepcionarse siempre que estuviera previsto en los «decretos de estructura de los ministerios». Los altos cargos podían no ser funcionarios y, además, podían provenir de la administración autonómica o local. En la práctica, cada nombramiento político incluye desde entonces una modificación estructural de los correspondientes ministerios y ha permitido a funcionarios autonómicos y locales, con una formación en muchos casos insuficiente, convertirse en altos cargos. Una norma que obedeció a una realidad política: el PP había gobernado en algunas autonomías y en muchos ayuntamientos y quiso convertir a personas de confianza política en altos cargos en la administración central, tuvieran o no la formación necesaria.
  


  
    Nuevamente, al cabo de unos años de gobierno, las aguas volvieron a su cauce y la desconfianza se moderó. Pero el mal de las sucesivas fases de inquina de los políticos de los dos principales partidos políticos, el PP y el PSOE, frente a la administración, ya estaba hecho. Los dirigentes políticos siguen considerando a los funcionarios que ejercen actividades directivas, sean en el ámbito de los ingresos públicos, en el de los gastos, en la inspección o en el control de la legalidad de la actuación de los órganos administrativos, como «políticos» que quieren limitarles el ejercicio del poder que les corresponde por haber ganado democráticamente las elecciones que sean.
  


  
    El fenómeno de la transición política española, de la dictadura a la democracia, nunca habría sido posible sin la existencia de una administración competente, neutral y bien formada. Y esa administración no habría podido consolidarse si el régimen franquista hubiera sido una dictadura fascista o socialista. El franquismo fue una dictadura militar, una dictadura política que intervino limitadamente en la vida social, económica y familiar. Se controlaron férreamente algunos ministerios, como el denominado del Movimiento, el de Trabajo, el de Presidencia, en parte el de Justicia y, por supuesto, los militares y el de Interior o Gobernación. Los ministerios más técnicos se fueron profesionalizando, máxime con la llegada de los tecnócratas del Opus Dei al poder. Los funcionarios, seleccionados en su mayoría, aunque con grandes diferencias según los ministerios, con criterios profesionales, aprendieron a aplicar la legislación vigente; la que fuera. En los últimos años del franquismo la competencia global de la administración española era más que aceptable. Esa administración, que valoraba los méritos profesionales al margen de los ideológicos, con cada vez menos excepciones en función de los ministerios, es la que posibilitó la transición. Esa administración enseñó a los políticos de todas las ideologías el respeto al orden jurídico, a los procedimientos administrativos, a que no se podían tomar decisiones sin contar con apoyos legales y presupuestarios y a que todas las decisiones políticas con repercusiones legales y de gasto público estaban sujetas a control, inspección y, en su caso, denuncia ante los órganos jurisdiccionales correspondientes, en el caso de que no se hubieran respetado todos los procedimientos.
  


  
    En la experiencia internacional, los países que cuentan con administraciones públicas bien profesionalizadas y con la tradición suficiente para haber trabajado bajo las órdenes de dirigentes políticos de todo tipo de ideologías, son más estables social y políticamente. En la Unión Europea se respeta, por parte de todos los partidos, a las administraciones del Reino Unido, de Francia y de Alemania. Tienen menos prestigio las de Italia, Portugal o Grecia. La española ha estado muy bien valorada, aunque su prestigio es mucho menor actualmente del que tuvo antes de la incorporación al Mercado Común. En Iberoamérica no es una casualidad que Brasil y Chile sean dos de los países más estables de toda la zona, pues sus administraciones siempre han gozado del respeto de todos. Ni que Argentina,Venezuela y México sean países mucho más inestables y corruptos que los anteriores: nunca han tenido administraciones estables, respetadas e independientes.
  


  
    Los gobiernos de Rodríguez Zapatero han vuelto a poner en cuestión la profesionalidad de los funcionarios. Durante sus mandatos se han multiplicado los asesores ajenos a la administración. Los funcionarios, aunque sean los legalmente responsables de muchas de las decisiones, se encuentran con que las valoraciones sobre muchas de las disposiciones legales que se aprueban son informadas, en la práctica, por esas personas de confianza que ahora pueblan la administración.
  


  
    La situación es todavía más desesperanzadora en las administraciones autonómicas y en los entes locales. En el anexo 2, que aparece al final de este capítulo, se incluye información sobre el origen de los empleados públicos de las tres administraciones. Lo más llamativo es cómo los funcionarios son mucho más numerosos en el Estado que en las autonomías y, por supuesto, que en los entes locales. En este último caso los principales cargos con responsabilidad, sobre todo en urbanismo y ordenación del territorio, son, casi en exclusiva, miembros de los partidos que los gobiernan.
  


  
    La normalización política española pasa también por diferenciar claramente entre las responsabilidades y competencias que corresponden a la clase política y las que deben ser ejercidas por funcionarios de carrera. Hubo un momento en la década de 1980 en el que se barajó la idea de limitar por ley la presencia de los políticos en la administración central a los cargos de ministro, subsecretario, secretario de Estado y jefe de gabinete. Ése era el objetivo de la LOFAGE a que se ha hecho referencia, aunque las excepciones que figuran en la propia ley han impedido que se cumpla el objetivo de separar lo político de lo administrativo. La actual crisis podría afrontar esa politización limitando definitivamente la irrupción de políticos en la administración y poniendo topes al número de asesores en ministerios y organismos autónomos. Y extendiendo esa limitación a las autonomías y a los entes locales. Tendríamos un doble beneficio: una clase política que supiera diferenciar entre los legítimos intereses de los partidos que hubieran ganado las elecciones, y unos cuerpos de funcionarios que recuperarían el incentivo de tener por delante una carrera administrativa.
  


  Ingresos y gastos públicos desmesurados


  
    Los enormes ingresos tributarios que han recaudado las administraciones públicas durante los primeros diez años de vigencia del euro hicieron creer a nuestros políticos que no había límites en el gasto público. Creyeron que todas sus decisiones eran financiables presupuestariamente; pensaron que se podía permitir que las autonomías funcionaran como países, que podían invertir en todo tipo de infraestructuras, desarrollar cualquier programa de obras públicas, ampliar los servicios públicos gratuitos y fijar precios irreales para algunos de los servicios básicos que suministraban a la población. La centrifugación de las competencias de la administración central hacia las autonomías parecía no tener consecuencias presupuestarias, pues aunque el gasto público creciera desorbitadamente, los ingresos lo hacían en la misma proporción. Nunca se pensó que el sistema tributario estuviera mal diseñado, ni se tuvo en cuenta hasta qué punto descansaba en factores excepcionales, como la recalificación del suelo, la construcción, la compraventa de inmuebles, la llegada de inmigrantes o el incremento de las importaciones.
  


  
    Desde 1995 hasta el año 2000 los ingresos públicos crecen constantemente. Entre 2000 y 2003, fruto de la menor actividad y de las reformas fiscales, los ingresos públicos frenan su crecimiento. A partir de 2004 y hasta 2008 los ingresos se disparan, creciendo, en términos anuales acumulativos, el 11% aproximadamente cada año. Cuando estalló la crisis, a mediados de 2007, nos topamos, de bruces, con una superestructura política, un sistema de financiamiento autonómico y unas políticas sociales que no era posible seguir financiando sin incurrir en enormes déficit públicos. Si en 2012
  


  
    —2010 y 2011 serán años de recesión y ajuste—la economía española alcanzara un cierto equilibrio que le permitiera crecer entre el 0,5% y el 1% anual, y no se hubiera hecho ninguna reforma, el coste de mantener la organización administrativa y las políticas vigentes superaría en más de 70.000 millones de euros los posibles ingresos tributarios de todas las administraciones, por todos los conceptos.
  


  
    Teniendo en cuenta las reformas ya aprobadas hasta junio de 2010, los ingresos públicos tendrían que crecer en 54.000 millones de euros en el periodo 2010-2013, y los gastos reducirse en 53.000 millones de euros para alcanzar el déficit del 3% del PIB en 2013. Los déficit previstos oficialmente para 2010 (9,3%), 2011 (6%), 2012 (4,4%) y 2013 (3%) incrementarán la deuda pública hasta casi el 80% del PIB previsto para 2013. En 2007 la deuda pública era de sólo el 36% del PIB de ese año. Estos cálculos están hechos sobre la base de que la deuda pública se podrá seguir financiando a unos intereses ligeramente superiores a los de 2009 (el 3,5% de promedio). A mediados de 2010 la deuda pública española a largo plazo, a diez años, se colocaba a un 4,7% de interés aproximadamente. Si el gobierno español, las autonomías y los ayuntamientos no controlan sus déficit e incumplen el acuerdo con la Unión Europea y el FMI de reducirlo hasta el 3% en 2013, los intereses que tendrían que pagar las administraciones públicas serían muy superiores. Podrían alcanzar entre el 5% y el 6%, como le ocurre a Grecia, con lo que el déficit y la deuda se incrementarían todavía más. Por encima del 80% la deuda pública ahogaría a la economía española y habría provocado antes la intervención de los países miembros de la Unión Monetaria para reformarnos, para reformar la propia Unión Monetaria o para terminar con la propia Unión Monetaria, previa reforma del Tratado de Maastricht.
  


  
    La nomenklatura de los partidos políticos no calculó nunca cuál podría ser el coste, presupuestario y en términos de eficiencia económica nacional, de este nuevo sistema de intervención pública y de extensión del Estado de Bienestar por parte de las autonomías y de las corporaciones locales.
  


  
    La primera gran crisis económica española, que duró desde 1976 a 1993, se tradujo en paro, déficit público, falta de creación de empleo, necesidad de competir con el resto del mundo sin protección arancelaria, tensiones inflacionistas y acumulación de deuda pública. Los gobernantes se vieron obligados a desmantelar el sistema de intervención pública ante la imposibilidad de financiarlo: se limitaron las subvenciones, se recortaron las transferencias sociales, se legisló en contra de la opinión de los sindicatos—que se opusieron a los cambios con hasta tres huelgas generales—, se liquidó parte del conglomerado de empresas públicas y se liberalizaron casi todos los precios.
  


  
    Véase el cuadro I, en el que se reproducen los déficit públicos desde 1985 hasta 1998.
  


  
    La segunda parte de esa gran crisis económica—tras la expansión de 1986 a 1990, propiciada por el descenso de los precios del petróleo y las reformas que introdujo el decreto-ley Boyer de 1985—, la de 1990 a 1993, obligó al PSOE a reformar el mercado de trabajo. Las dificultades presupuestarias y las mayorías absolutas del PSOE impidieron que las peticiones de mayores competencias por parte de las autonomías gobernadas por los nacionalistas—básicamente Cataluña—se vieran atendidas.
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    Cuadro I. % de PIB de cada año
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Contabilidad Nacional (SEC 79 y SEC 95).
  


  
    A partir de 1993, aunque la crisis económica de ese año fue muy profunda y el déficit público alcanzó el entorno del 7%, la política autonómica cambió. El gobierno del PSOE gobernaba en minoría, con el apoyo de CiU, y tuvo que aceptar la transferencia de competencias a la autonomía catalana que, en principio, eran exclusivas del Estado. Y aplicando una vez más la igualación de competencias entre autonomías, la administración central aceleró el proceso de desvertebración del Estado.
  


  
    Desde 1993 hasta 2010 la alianza de los partidos políticos nacionales, PP y PSOE, en minoría en el Congreso, con partidos nacionalistas-separatistas, en conjunción con un fortísimo crecimiento de los ingresos tributarios, ha roto el orden constitucional y propiciado la consolidación de una estructura de la economía nacional que hará muy difícil la recuperación en los próximos años.
  


  
    En 1994 comienza la recuperación de la economía nacional, tras cuatro devaluaciones y con el efecto positivo de las reformas económicas de los gobiernos de Felipe González y de Aznar. Los ingresos tributarios comenzaron a crecer fuertemente. Esa bonanza presupuestaria facilitó la transferencia de competencias y recursos financieros a las autonomías. La presión de los gobiernos nacionalistas y las del resto de los gobiernos autonómicos, de todos los colores, creció con sus mayores competencias. Todos querían convertirse en auténticos Estados.
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    Cuadro II. Déficit o superávit públicos, % del PIB de cada año
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Eurostat y BCE.
  


  
    El segundo mandato del presidente Aznar podría haber significado una ruptura de ese proceso. No fue así porque los excesos públicos parecían financiables y porque Aznar prefirió dar «un gran salto adelante» en las transferencias a las autonomías. Una política incomprensible, propiciada quizás porque no era fácil dar marcha atrás, por la imposibilidad de que el Tribunal Constitucional modificara su interpretación de la Constitución, dado el reparto de fuerzas dentro de ese órgano a favor de los que no creían en una lectura estricta del texto constitucional. Como ejemplo de lo que digo hay que recordar que dicho tribunal declaró inconstitucional una parte sustancial de la ley del suelo de 1998 por invadir competencias autonómicas. Una ley que habría sido importante para reducir el incremento de los precios del suelo que comenzó en ese año y no cesó hasta 2007.
  


  
    Lo que los partidos políticos, sobre todo el PSOE de Rodríguez Zapatero, bajo cuyo primer mandato se dispararon los ingresos públicos, no habían previsto, era el coste de ese sistema en términos de competitividad, de falta de eficiencia y de gasto público consolidado. Cuando estalló la burbuja inmobiliaria se pusieron de manifiesto los problemas crediticios, se comenzó a perder empleo y los ingresos tributarios cayeron en picado. Las cuentas públicas registraron un déficit público de alrededor de 118.000 millones de euros, el 11,2% del PIB, en 2009. Hasta hace poco ni la competitividad, ni la ineficiencia, ni la extensión del Estado de Bienestar preocupaban a los partidos políticos. Parecía que todo se podía resolver con endeudamiento público. Se creía que la recuperación de la economía europea y la del resto del mundo tirarían de nosotros. No parecía haber prisa, pues había margen presupuestario. Recuérdese que 2007 cerró con un superávit presupuestario del 2% del PIB, y una deuda pública que era sólo del 36% del PIB, mientras la de los principales países desarrollados europeos se situaba en torno al 60% del PIB.
  


  
    Los españoles no son, incluso en junio de 2010, conscientes de las decisiones de política económica que habrá que tomar para superar la actual crisis. No comprenden las limitaciones de no tener política monetaria y de las restricciones que significa pertenecer a la Unión Monetaria Europea, cuya moneda, el euro, no se mueve en función de la situación de la economía española, sino de muchos otros factores, y de que la única forma de eliminar el déficit público es revisar el entramado administrativo que han organizado los partidos políticos para su propio beneficio.
  


  
    Las reformas para alcanzar un cierto equilibrio económico y presupuestario tendrán que ser muy amplias:

    
      
        1. Organización política y administrativa.
      


      
        2. Reforma del sistema tributario.
      


      
        3. Reforma del gasto público y limitaciones al Estado de Bienestar.
      


      
        4. Menor intervención pública en la economía.
      


      
        5. Reforma del sistema financiero.
      


      
        6. Reforma del mercado de trabajo.
      


      
        7. Reforma del sistema de pensiones.
      

    

  


  
    La primera reforma, en tanto en cuanto que es política y afecta a los políticos y a los partidos, es la más difícil. Habría que reducir algunas competencias asumidas legalmente por las autonomías y devolverlas al Estado o financiarlas con tributos específicamente autonómicos. Deberían dejar de prestarse servicios que ahora suministran tanto las autonomías como las corporaciones locales, que no son obligatorios ni están previstos en sus estatutos o entre las obligaciones de los municipios. Tendría que reducirse el número de empleados públicos, sobre todo el de los que se dedican a regular, controlar e inspeccionar, con disposiciones legales costosas y extremadamente intervencionistas, toda la actividad económica. Tendrían igualmente que cerrarse o privatizarse la mayor parte del conglomerado de empresas públicas que han montado en estos años tanto el propio Estado como las autonomías y los ayuntamientos. En el anexo 1, al final del capítulo, se puede observar el crecimiento de ese conglomerado de entes de todo tipo. En el anexo 2, como se ha indicado anteriormente, se puede analizar la evolución de la contratación de empleados públicos por las tres administraciones.
  


  La transferencia de competencias a la Unión Europea y a la Unión Monetaria Europea


  
    El vaciamiento de competencias del Estado a favor de la Unión Europea es legal, desde el punto de vista de la doctrina jurídica, en la medida en que se ha utilizado el procedimiento previsto en la Constitución, en su artículo 93.1, para autorizar esas transferencias mediante leyes orgánicas. Sin embargo, algunos juristas de reconocido prestigio exponen la cautela de que dicha capacidad de transferencias no es ilimitada. Una duda jurídica planteada en el momento de la firma del Tratado de Maastricht, pues el gobierno defendía, con el apoyo del Consejo de Estado, que cualquier acuerdo de transferencia de competencias era posible, y constitucional, porque la Constitución autorizaba sin límites al gobierno la firma de tratados internacionales en dicho artículo 93.
  


  
    En el Tratado de Maastricht se aceptó transferir a la Unión Monetaria Europea las competencias sobre política monetaria, además de aceptar la creación del Banco Central Europeo y de que la moneda única europea, el euro, sustituyera a la peseta. Un tratado que prohibía conceder ayudas de la Unión a los Estados en dificultades y que no preveía mecanismos de salida ni de expulsión del nuevo sistema monetario.
  


  
    Al contrario de lo que ha ocurrido en otros países, como Francia y Alemania, cuyos órganos constitucionales supremos determinaron que el traslado de esas competencias requería una modificación constitucional, pues afectaba a la esencia de la soberanía nacional, en España eso no ocurrió, porque nuestra Constitución, aparentemente, permitía trasladar todas las competencias del Estado, sin límite alguno, porque lo que se transfiere es el ejercicio de las competencias, no la titularidad de la competencia en sí. En aplicación de este principio el Tribunal Constitucional ha permitido el vaciamiento de competencias del Estado en dos direcciones: hacia las comunidades autónomas, por una parte, y hacia la Unión Europea, por otra. Una situación única entre los países miembros de la Unión Monetaria. Ninguno ha experimentado simultáneamente ambos procesos de transferencias. Esta situación singular no se ha traducido en inquietud jurídica por parte de ningún órgano que esté legitimado para manifestarla. Ni el gobierno, ni el Congreso, ni el Senado, ni ningún otro órgano ha tenido la, al menos, curiosidad de conocer si jurídicamente un Estado cuya capacidad de gasto es menor que la de las autonomías, y aún menor si se deducen los pagos y los ingresos derivados de la pertenencia a la Unión Europea, afectan a su esencia, en la medida en que esa menor capacidad de gasto impide el ejercicio de muchas políticas activas.
  


  
    En mi opinión la esencia del Estado, tal y como se define en la Constitución, sí se ha modificado. A continuación figuran algunas de las competencias transferidas a la Unión Europea y a la Unión Monetaria Europea en los diferentes tratados, desde el de Adhesión de 1985, hasta el de Lisboa:

    
      
        1. Toda la normativa referente al comercio exterior, incluidos los aranceles, cupos y cualquier otra disposición que afecte a las importaciones y exportaciones de bienes y servicios. Los ingresos derivados de la tarifa exterior común pertenecen, por su naturaleza, a la Unión Europea, a la que se transfieren, junto con otros de similar naturaleza.
      


      
        2. Toda la normativa referente al movimiento de capitales, que se declara absolutamente libre, por lo que, por ejemplo, ha desaparecido el delito de evasión de capitales. Si una persona saca dinero de España se le podría acusar, según el caso, de delito fiscal si no justifica el origen del patrimonio que transfiere al exterior o, en su caso, de blanqueo de capitales.
      


      
        3. Toda la normativa referente a la política agraria común, incluida la pesca, que prohíbe al Estado Español fijar precios, conceder subvenciones o intervenir, por cualquier medio, en los mercados agrarios.
      


      
        4. Se acepta la prohibición de conceder subvenciones y estímulos de tipo fiscal para cualquier actividad, salvo las excepciones que prevé la propia Unión Europea, como la Defensa, y los que tengan por objetivo aplicar la normativa comunitaria prevista sobre política regional y de acuerdo, en cada caso, con la Comisión Europea. El objetivo último de estas disposiciones es el de asegurar la competencia leal entre empresas y personas residentes en los países miembros de la Unión Europea, salvando la ayuda a las regiones europeas que tengan una renta inferior a la del promedio europeo, según la clasificación que, al efecto, elaboran y aprueban la Comisión y el Parlamento europeos.
      


      
        5. España acepta, en el marco de los acuerdos generales, el pago de determinadas cantidades que incluyen la tarifa exterior común, y otra cantidad en función de su renta per capita, para contribuir al presupuesto comunitario, que se sitúa, en total, en torno al 1% de la Renta Nacional Bruta de los países miembros, sin superar nunca el 1,24% de dicha renta.
      


      
        6. Al margen de esas transferencias, España se obligó a incorporar a la legislación nacional toda la normativa comunitaria. Lo que se denomina en francés el acquis communautaire.
      


      
        7. El Tratado de Maastricht significó el traslado de las competencias sobre política monetaria y moneda a la Unión Monetaria. España participa como miembro en el Consejo del Banco Central Europeo, que es independiente de los Estados y que tiene, exclusivamente, la obligación de controlar la inflación. Los antiguos bancos centrales nacionales, como el Banco de España, conservan la capacidad de regulación y control de todas las entidades financieras y monetarias domiciliadas en cada país, en tanto no interfieran con las competencias del Banco Central Europeo. Igualmente se aceptó limitar el déficit público hasta un máximo anual del 3% del PIB en casos de crisis económica y siempre que lo aprobara la Comisión Europea.
      

    

  


  
    En mi opinión, y creo que apoyado en las opiniones de respetados juristas, si bien es cierto que nuestra Constitución permite, mediante leyes orgánicas, el traspaso de competencias exclusivas del Estado y su ejercicio a las comunidades autónomas, según el artículo 150.2, y el ejercicio de competencias exclusivas a instituciones supranacionales, en virtud de su artículo 93, creo que se puede mantener que se ha producido un vaciamiento global de competencias del Estado que podría ser inconstitucional en la medida en que no se ha consultado a las cámaras ni, en su caso, a los ciudadanos, mediante el procedimiento previsto en la Constitución, que en este caso obligaría a la realización de un referéndum para autorizarlo.
  


  
    En el cuadro XI se reproducen los pagos entre España y la Unión Europea. En 2010 se espera que los pagos de España, realizados exclusivamente por el Estado, alcancen la cifra de 12.421 millones de euros. Los ingresos de España serán superiores, pues se situarán en 15.152 millones. Lo destacable es que, de este gasto, sólo alrededor del 70% se recibirá en los Presupuestos Generales del Estado. El resto irá a los de las autonomías, básicamente.
  


  Las competencias exclusivas del Estado y las transferencias a las autonomías


  
    El artículo 149.1 expone en 32 apartados las competencias exclusivas del Estado. Sin perjuicio del artículo 150.2, que no pone límites a que dichas competencias puedan transferirse a las autonomías mediante leyes orgánicas.
  


  
    Creo que resulta instructivo conocer los 32 apartados con competencias exclusivas del Estado y hasta dónde han llegado las transferencias en julio de 2010:

    
      
        1. Las regulaciones que garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos. Hay incumplimiento en el uso del español, al socaire de las transferencias en educación.
      


      
        2. Nacionalidad e inmigración. Cataluña ha dictado disposiciones propias sobre inmigración, por más que la Unión Europea tenga ahora competencias sobre ese tema.
      


      
        3. Relaciones internacionales. Se comparten competencias con Bruselas en algunos casos. Y las autonomías tienen hasta 139 oficinas de representación en el extranjero.
      


      
        4. Defensa y fuerzas armadas. No hay transferencias, pero ¿sería posible que en toda Cataluña sólo hubiera cuatrocientos soldados españoles?
      


      
        5. Administración de Justicia. Transferida hasta el nivel de tribunales superiores a las autonomías.
      


      
        6. Legislación mercantil, penitenciaria y procesal. A las especialidades autonómicas procesales se añaden cada vez más disposiciones diferentes, en particular en la aplicación del derecho penitenciario.
      


      
        7. Legislación laboral. Aquí la delegación se ha hecho, en la práctica, en los sindicatos, como tendremos ocasión de analizar.
      


      
        8. Legislación civil.A pesar del reconocimiento de las características propias de los derechos civiles, forales y especiales, habría que añadir que hay muchas autonomías que cada vez legislan más sobre este tema.
      


      
        9. Propiedad intelectual e industrial. Situación confusa, con competencias compartidas con la Unión Europea, pero con intervención de muchas autonomías.
      


      
        10. Régimen aduanero y arancelario, y comercio exterior. Competencias transferidas a la Unión Europea.
      


      
        11. Sistema monetario; divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación del crédito, banca y seguros. La primera parte está transferida a la Unión Monetaria Europea. En la segunda, sin delegación, existen cada vez mayores intentos de intervención de las autonomías. Como ejemplo hay que destacar el intervencionismo de las autonomías sobre las cajas de ahorro.
      


      
        12. Legislación sobre pesas y medidas; determinación de la hora oficial.
      


      
        13. Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. Por ahora es sólo un mal recuerdo de cuando existían países con socialismo real. Aunque, como hemos visto, es uno de los apartados al que ha acudido el gobierno para justificar su competencia para aprobar el decreto-ley de 20 de mayo de 2010.
      


      
        14. Hacienda general y deuda del Estado. Hay acuerdos con la Unión Monetaria, limitando la deuda y el déficit público, según dispone el Tratado de Maastricht. Al Estado Español corresponde limitar el endeudamiento de autonomías y entes locales para evitar sobrepasar los límites acordados en el Tratado de Maastricht. En la práctica las autonomías incumplen las limitaciones estatales. Los entes locales lo hacen todavía en mayor medida, acuciados por su falta de ingresos, utilizando recursos extrapresupuestarios o acumulando deuda no declarada con acreedores y proveedores.
      


      
        15. Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica. Una competencia que ya no es exclusiva del Estado. Y nunca ha habido coordinación.
      


      
        16. Sanidad exterior; bases y coordinación general de la sanidad; legislación sobre productos farmacéuticos. La coordinación existe a duras penas; de hecho se reduce a intentar cobrar los unos de los otros.
      


      
        17. Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social. Se mantienen las competencias estatales, a pesar de las presiones de las autonomías. Se estudiará cuando analicemos el mercado de trabajo y el sistema de pensiones.
      


      
        18. Las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas. Sistema de responsabilidad de todas las administraciones públicas. Creo que la realidad de la desigualdad y de la falta de control son evidentes.
      


      
        19. Pesca marítima. Transferida a la Unión Europea.
      


      
        20. Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo; servicio meteorológico y matriculación de aeronaves. Estamos en plena batalla de competencias desde hace años.
      


      
        21. Ferrocarriles y trasportes terrestres que transcurren por el territorio de más de una comunidad autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radio-comunicación.
      


      
        22. Legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una comunidad autónoma; autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial. La guerra del agua entre autonomías es la respuesta a la transferencia de esta competencia exclusiva del Estado.
      


      
        23. Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades autónomas de establecer normas adicionales de protección; legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias. Transferido, en sus principios generales, a la Unión Europea, y en los particulares, a las autonomías.
      


      
        24. Obras públicas de interés general.
      


      
        25. Bases del régimen minero y energético.
      


      
        26. Régimen de protección, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
      


      
        27. Normas básicas de régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las comunidades autónomas. La transferencia de competencias ha producido los resultados esperados del nacionalismo y del sectarismo.
      


      
        28. Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de las comunidades autónomas.
      


      
        29. Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las comunidades autónomas cuando sus estatutos lo establezcan. Existen en el País Vasco, Cataluña y Madrid.
      


      
        30. Obtención de títulos académicos y profesionales. Para cumplir el artículo 27 («Todos tienen derecho a la educación»). Transferido.
      


      
        31. Estadísticas para fines estatales.
      


      
        32. Autorización para las convocatorias de consultas populares por vía de referéndum. Y cuando se incumple, con subterfugios, como en Cataluña, no pasa nada.
      

    

  


  
    Quiero destacar, una vez más, que el artículo 150.2 establece que cuando se ceden competencias exclusivas del Estado a las autonomías se dice expresamente «la ley preverá […] las formas de control que se reserve el Estado».
  


  
    Entre las competencias exclusivas del Estado, el apartado quinto se refiere a la administración de justicia y a cómo se comparte con las autonomías. Resulta intolerable que la Constitución no respete la independencia del poder judicial, no ya en la forma de elección de los miembros del Consejo General del Poder Judicial y en la de los miembros del Tribunal Constitucional, sino en la práctica del ejercicio de la actividad judicial propiamente dicha, tal y como se ha expuesto en el primer capítulo.
  


  El reparto del gasto público entre el Estado, la Seguridad Social, las comunidades autónomas y los entes locales


  
    Aunque sea adelantar información sobre ingresos y gastos públicos, creo que es conveniente exponer cómo se ha dividido el gasto público total entre las diferentes administraciones desde 1995 a 2008.
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    Cuadro III. Evolución del gasto consolidado del sector público (%)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Equipo Económico IGAE y PGE.
  


  
    Sólo habría que recordar que en 1978, en el momento en el que se aprueba la Constitución, el Estado y la Seguridad Social gastaban el 91% del total, mientras el 9% restante lo hacían los municipios y las diputaciones provinciales. En 2009 el proceso de centrifugación se ha mantenido porque, aunque el gasto del Estado en capítulos no previstos, como el crecimiento del desempleo, se ha disparado, también lo han hecho los gastos de las autonomías.
  


  
    Otro cuadro adicional, el número IV, que recoge cómo se distribuye el gasto público en distintos tipos de Estados, federales o unitarios, y en España, aunque referido a 2003, nos da una nueva indicación de hasta qué punto España ha superado todos los límites de descentralización. Sólo Canadá tiene una mayor descentralización del gasto que España.
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    Cuadro IV. Descentralización comparada de los gastos públicos
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Equipo Económico OCDE (IGAE y PGE para 2008).
  


  Los ingresos y los gastos consolidados del Estado


  
    El Estado—la administración central y sus organismos dependientes—es el único organismo—con la excepción de la Hacienda del País Vasco y Navarra—que tiene capacidad para recaudar la mayoría de los tributos, sobre todo los directos, los indirectos y la mayor parte de los especiales sobre productos.
  


  
    El presupuesto de ingresos consolidados del Estado, organismos autónomos, Seguridad Social y otros organismos es el que figura a continuación en el cuadro V.
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    Cuadro V. Presupuesto de ingresos consolidados del Estado, organismos autónomos, Seguridad Social y otros organismos. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010 (Ministerio de Economía y Hacienda).
  


  
    En él se observa que los ingresos consolidados que se esperan en 2010 ascienden a 274.424 millones de euros. La mayor parte de estos ingresos se obtienen por las fuentes que aparecen en el cuadro VI.
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    Cuadro VI. Presupuestos Generales del Estado. Ingresos consolidados no financieros. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010 (Ministerio de Economía y Hacienda).
  


  
    En el cuadro VII se reproducen los presupuestos generales de gastos consolidados, que ascienden a 350.657 millones de euros.
  


  
    Así pues, el déficit programado de la administración central del Estado para 2010 ascendía a 76.233 millones de euros.Agregando a esta cifra los déficit previstos de las autonomías y las corporaciones locales se llegaba a los aproximadamente 100.000 millones de euros de déficit previstos por el gobierno inicialmente y que tuvo que rectificar tres veces, a la baja, tras los sucesivos planes de saneamiento de febrero, mayo y junio de 2010.
  


  
    Quiero destacar también que los ingresos tributarios del Estado no son tan bajos como parece deducirse del cuadro VI, pues no se contabilizan las participaciones de las autonomías, los grandes ayuntamientos y las provincias en el IRPF, IVA e impuestos especiales. Y que ascienden en total a 46.966 millones de euros, como se observa en el siguiente cuadro, el número VIII. Ésa es la diferencia que se obtiene al comparar las columnas 4 y 5 de dicho cuadro. Si el Estado no transfiriera esas cantidades a los entes territoriales la recaudación impositiva programada para 2010 sería de 155.240 millones de euros.
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    Cuadro VII. Presupuestos Generales del Estado consolidados para 2010. Resumen por políticas de gasto. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010 (Ministerio de Economía y Hacienda).
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    Cuadro VIII. Ingresos no financieros totales y del Estado (2010). (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010 (Ministerio de Economía y Hacienda).
  


  
    Quiero también hacer una referencia expresa a que estas transferencias, por 46.966 millones de euros, se suman a las que aparecen en el cuadro VII por otros 73.727 millones de euros, por el concepto de «Transferencias corrientes a otras administraciones públicas».
  


  
    El déficit público, que alcanzó el 11,2% del PIB en 2009, se produjo tanto por el descenso de los ingresos impositivos propiamente dichos—apenas ha habido reducción de las cotizaciones sociales y de otras tasas—como de un aumento de los gastos.
  


  
    Veamos ahora la evolución de los ingresos impositivos entre 2007 y 2010. En la parte correspondiente a los ingresos creo que la comparación pertinente es analizar qué ha ocurrido con los ingresos por los principales impuestos desde que se alcanzó un máximo de recaudación en 2007. Primero analizaremos la evolución numérica y, a continuación, su plasmación gráfica. Todas las cantidades son, salvo mención expresa, en millones de euros.
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    A. Recaudación impositiva total (en millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
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    B. IRPF
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
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    C. Impuesto sobre Sociedades
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
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    D. IVA
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
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    E. Impuestos especiales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
  


  
    Según se observa en el cuadro A, que recoge la evolución total de los ingresos impositivos desde 2007 hasta 2009, la caída de ingresos alcanzó los 65.431 millones de euros, un 6.51% del PIB de 2009 en ese periodo. Es decir, de un déficit global del 11,2% del PIB, el 6,51% corresponde a la caída de ingresos por estos tributos.
  


  
    El otro tributo importante cuya recaudación se ha reducido drásticamente ha sido el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales, que ha pasado de recaudar alrededor de 15.000 millones de euros en 2007 a sólo 6.000 millones de euros en 2009.
  


  
    En conjunto, por tanto, estamos hablando de una caída de la recaudación de casi 70.000 millones de euros, que podría ser menor, porque en 2009 se permitió aplazar pagos por IVA.
  


  
    Veamos ahora el aspecto gráfico, esta vez expresado en miles de millones de euros.
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    Gráfico I
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda (página web News Cat-RSSNews).
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    Gráfico II. IRPF
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda (página web News Cat-RSSNews).
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    Gráfico III. Impuesto sobre Sociedades
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda (página web News Cat-RSSNews).
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    Gráfico IV. IVA
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda (página web News Cat-RSSNews).
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    Gráfico V. Impuestos especiales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda (página web News Cat-RSSNews).
  


  
    Conviene ahora observar la evolución de los gastos consolidados en el periodo 2007-2009. En lo que se refiere a los gastos de la administración central (Estado, organismos autónomos, Seguridad Social y otros), antes de entrar en el análisis del presupuesto inicial de gastos consolidados para 2010, merece la pena analizar qué ocurrió con los gastos consolidados entre 2007 y 2009, como hemos hecho con los ingresos impositivos.
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    Total de gastos consolidados por operaciones no financieras, en miles de millones de euros
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
  


  
    En ese mismo periodo de tiempo, los gastos consolidados de la administración central pasaron de 139.704 millones de euros a 189.319 millones de euros. Un incremento de 49.615 millones de euros, lo que significa un 4,9% del PIB.
  


  
    Es evidente que la crisis disparó los gastos públicos, tal y como prevén los estabilizadores automáticos. Pero el incremento de gastos también refleja que se intentó superar la recesión gastando todavía más. Ésa es la razón de que el déficit público total llegara al 11,2% del PIB en 2009.
  


  
    En ese periodo, el gasto en la administración central se ha incrementado de forma diferente, según se observa en el cuadro IX, en millones de euros.
  


  
    Los gastos de personal se incrementan en 3.000 millones de euros aproximadamente. Los gastos corrientes en bienes y servicios crecen en 400 millones. Los gastos financieros (por la deuda pública) crecen en algo más de 3.000 millones de euros; las inversiones reales se mantienen. Hay dos renglones disparados, las transferencias corrientes (que se incrementan en casi 35.000 millones de euros) y las transferencias de capital (que aumentan en 8.112 millones de euros, debido al Plan E).
  


  
    [image: 040]
  


  
    Cuadro IX. Evolución de gastos de la administración central. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: IGAE.
  


  
    Las transferencias corrientes se incrementaron sobre todo para atender las necesidades de los pagos por prestaciones de desempleo y subsidios de paro, que crecieron en casi 20.000 millones de euros sobre lo presupuestado en 2009.
  


  
    Antes de aprobar los Presupuestos Generales para 2010 era evidente que sería difícil que se cumplieran, porque los ingresos impositivos no iban a crecer lo presupuestado y los gastos iban a ser mayores, tanto en el Estado como en las autonomías y los entes locales, por lo que no se podría reducir el déficit público hasta el 9,8% del PIB originalmente previsto.
  


  
    Por la parte de los ingresos, porque el gobierno ha previsto un crecimiento del -0,3% en relación a 2009, una contracción menor de la que posiblemente ocurra, por lo que los objetivos de recaudación, incluso con la subida de los impuestos sobre rendimientos del capital y del IVA a partir del 1 de julio de 2010, tendrán dificultades en alcanzarse. Al tiempo que tanto las autonomías como los ayuntamientos tendrán menores ingresos de lo que han presupuestado.
  


  
    El esfuerzo—nuestros socios monetarios europeos nos exigen una reducción del déficit hasta el 9,3% del PIB en 2010, el 6% en 2011, el 4,4% en 2012 y el 3% en 2013—habrá que dividirlo entre aumentos de ingresos impositivos en las tres administraciones y reducción del gasto público total.
  


  
    En las siguientes páginas se va a explicar cuáles son las principales partidas de gasto, y por qué el presupuesto para 2010 también era irreal. De su análisis se podrá deducir qué partidas habrá que recortar para que el déficit público pueda llegar al 3% en 2013.
  


  El objetivo de reducción del déficit público al 3% en 2013


  
    Antes de analizar, con el detalle necesario, el presupuesto de gastos consolidados del Estado, que es un compendio de transferencias, como se verá posteriormente, es preciso referirse al objetivo de reducción del déficit público que el FMI y la Unión Europea han impuesto al gobierno español para 2013.
  


  
    En un presupuesto de esas características sólo se puede reducir con carácter inmediato el gasto público de competencia directa del Estado, como las inversiones, los pagos al personal y los gastos corrientes. Las transferencias a organismos autónomos, a la Seguridad Social, a las autonomías y a los entes locales requieren más tiempo y más negociaciones.
  


  
    El esfuerzo en reducción del gasto público para 2013 sería menor si ocurrieran los siguientes fenómenos:

    
      
        1. Recuperación económica.
      


      
        2. Aumento de los precios, pues los impuestos se cargan sobre el crecimiento nominal de salarios, otras rentas, precios de venta y beneficios.
      


      
        3. Aumento de los ingresos impositivos y de las cotizaciones sociales tanto por el incremento de la actividad como por el aumento de los tipos aplicados o por una reforma fiscal.
      

    

  


  
    Hemos aceptado, casi en su totalidad, que el programa económico del gobierno para el periodo 2010-2013 se podría cumplir, lo que implica que los ingresos impositivos del Estado, autonomías y ayuntamientos subirán en 54.000 millones de euros en 2013 sobre los recaudados en 2009. Si los ingresos tributarios crecieran en esa cifra se recuperaría el nivel de ingresos públicos de 2007, el año de máxima recaudación antes del comienzo de la crisis.
  


  
    Si se incrementara la recaudación impositiva en esa cifra y teniendo en cuenta que en 2013 el PIB nominal podría alcanzar los 1.146.167 millones de euros—una cantidad inferior en casi 40.000 millones de euros a la que ha proyectado el gobierno en su Programa de Estabilidad Presupuestaria para 2010-2013—, el déficit permitido sería el 3% de esa cifra, es decir, 34.385 millones de euros.
  


  
    Como se quiere pasar de un déficit nominal de 118.000 millones de euros a otro de 34.385 millones de euros y se supone que los ingresos impositivos crecerán en 54.000 millones, resulta que el esfuerzo inicial en reducción del gasto público que hay que hacer para lograrlo alcanzaría los 29.615 millones de euros. Es un objetivo muy difícil de cumplir por las siguientes consideraciones:

    
      
        1. De 2009 a 2013 los pagos por intereses de la deuda pública se dispararán.
      


      
        2. El gobierno parece suponer que los gastos en personal y funcionamiento de las administraciones no crecerán en ese periodo.
      


      
        3. El gobierno ha programado una fuerte recuperación económica en 2012 y 2013, y es por esa razón que los ingresos impositivos pueden aumentar en 54.000 millones de euros.
      


      
        4. El gobierno supone que las autonomías y los ayuntamientos controlan sus déficits de acuerdo con el plan acordado con la Unión Europea y el FMI.
      

    

  


  
    Teniendo en cuenta estos condicionamientos, vamos a analizar los gastos consolidados del Estado en ese periodo de 2010-2013, partiendo de los presupuestados para 2010.
  


  
    El cuadro VII, que recoge las principales partidas del gasto consolidado para 2010, nos ayudará a saber dónde se gasta el dinero público y por dónde se podrían recortar los casi 30.000 millones de euros (29.615 millones de euros). Un recorte que tendrá que ser mayor que esa cifra, para empezar.Veamos cada apartado paso a paso.
  


  Un presupuesto de gastos rígidos. El peso de las transferencias


  
    1. El gasto en intereses de la deuda pública. En 2009 los intereses de la deuda alcanzaron los 17.649 millones de euros. En 2010 el gasto presupuestado por este concepto es de 23.200 millones de euros. La primera corrección, por tanto, que tenemos que hacer al objetivo de reducción del gasto es que, si necesitamos rebajarlo nominalmente en 30.000 millones para 2013, tendremos que calcular cuál será el pago por intereses en ese año.
  


  
    El gobierno español estaba pagando, en mayo de 2010, algo menos del 3,5% anual, en conjunto, por intereses de la deuda. El Programa de Estabilidad, modificado tras los recortes aceptados por el gobierno español en febrero de 2010 y el decreto-ley de mayo, reduce el déficit previsto para 2010 hasta el 9,3% del PIB y la deuda pública total hasta el 64,3% del PIB. Un dato a destacar es que la estructura de la deuda pública española no concentra vencimientos excesivos en un solo año, aunque los más problemáticos son 2011 (45.000 millones de vencimientos) y 2012 (42.000 millones de vencimientos). Para 2011 la deuda pública total ascenderá al 70,6% del PIB si se cumplen los objetivos de déficit de 2010 (9,3% del PIB) y de 2011 (6% del PIB).
  


  
    Las cifras de la deuda pública que se controlan son las que se comunican a la Comisión Europea a efectos de cumplir con el protocolo sobre déficit excesivo. En ellas no está incluida toda la deuda del conjunto de las administraciones públicas. Las reglas de Contabilidad Nacional (SEC 95) permiten que no consoliden, ni se envíen a Bruselas, las deudas de las empresas públicas que cumplen con una serie de requisitos que permite considerarlas como «orientadas al mercado». En el anexo 1, como ya se ha señalado, se expone con amplitud la enorme expansión del número, del tipo y del endeudamiento de empresas públicas de las tres administraciones. Según el Banco de España esa deuda pública no contabilizada alcanzaba el 4,6% del PIB en abril de 2010.
  


  
    Al margen de esa deuda extrapresupuestaria, que no contabilizamos a efectos de este análisis, si alguna vez los mercados creyeran que la deuda pública española es de tan mala calidad como la griega, los pagos por intereses podrían multiplicarse por dos o por tres, no inmediatamente, pero sí en un periodo de tres años.
  


  
    Los intereses por el pago de la deuda pública pasarían de suponer el 2,2% del PIB anual de 2010, a entre el 4,4% y el 6,6%. Lo que se reflejaría en un déficit anual, sumando los pagos por intereses al resto del déficit—en el imposible caso de que el resto del déficit no creciera, lo que supondría que ese hecho no afectaría a la actividad económica—de entre el 12% y el 14% del PIB.
  


  
    Por eso es tan importante la credibilidad. Y la credibilidad se gana con declaraciones y con el cumplimiento de los objetivos de las reformas anunciadas. De ahí mi estupor, y el de cualquiera que se ocupe de estos temas, por la irresponsabilidad de la campaña de Esperanza Aguirre y, a la retranca, de Mariano Rajoy, contra la aplicación de la ley que incrementó el tipo del IVA a partir de julio de 2010.
  


  
    Durante los primeros meses del año 2010 las dudas sobre la capacidad de la economía española para mantener o reducir su dependencia de la financiación exterior repercutieron en los intereses que paga el Estado por sus emisiones de deuda. La situación de las entidades financieras y del resto de las empresas españolas era peor porque, simplemente, la mayoría no estaba logrando refinanciar sus deudas.
  


  
    El diferencial con la deuda alemana a largo plazo se situaba en julio de 2010 entre 150 y 220 puntos básicos, es decir, entre un 1,5% y un 2,2% más de lo que paga el Estado alemán por la colocación de su deuda pública. Aunque los mayores diferenciales no se estaban traduciendo en un incremento del coste de financiación de la misma magnitud, pues la rentabilidad de la deuda alemana, con la que nos mide el mercado, se estaba reduciendo.
  


  
    La financiación pública podría transformarse en un problema irresoluble si los mercados perdieran totalmente la confianza en el gobierno. El gerente del FMI declaró, a finales de junio de 2010, que el FMI tenía preparadas varias líneas de liquidez para ayudar a países que se encontraran en situaciones de cierre de financiación pública sin justificación sustancial, y que esos países podrían acceder a las mismas con absoluta confidencialidad.
  


  
    El mes de mayo de 2010 la Unión Europea, de acuerdo con el FMI, aprobó un plan de financiación extraordinaria para países del euro que pudieran encontrarse en una situación de este tipo, por un monto global de 750.000 millones de euros.
  


  
    Esa cifra, por elevada que parezca, podría resultar insuficiente si se cerrara totalmente la financiación a España, pues aunque la deuda exterior neta española, teniendo en cuenta, tanto la deuda pública como la privada, sea de alrededor de 1 billón de euros, la deuda bruta—sin descontar las inversiones españolas en el exterior—es de 2,3 billones de euros. De esa cifra, alrededor de 500.000 millones son inversiones directas y préstamos de empresas extranjeras a sus filiales en España, y el resto, 1,8 billones, son bonos, obligaciones, préstamos y depósitos bancarios. Una cifra estremecedora, que explica las incertidumbres que rodean a la economía española en estos momentos.
  


  
    Si se cumplen los objetivos de déficit público para 2010, 2011 y 2012, en 2013 la deuda se incrementaría hasta casi el 80% del PIB, que yo he calculado en 1.146.167 millones de euros y el gobierno ha previsto en 1.182.289 millones de euros. El 80% de esta última cifra sería 945.831 millones de euros. Sobre esa deuda pública, si el tipo de interés medio fuera del 3,8% en lugar del 3,5% de promedio de 2009, los pagos por intereses ascenderían a 36.000 millones de euros aproximadamente. Alrededor de 19.000 millones de euros más que en 2009.
  


  
    El esfuerzo de reducción necesaria de otros gastos públicos se habría incrementado desde los originales 30.000 millones de euros hasta los 49.000 millones de euros.
  


  
    2. Las pensiones. Es la primera de las partidas del gasto público. En 2010 el presupuesto total alcanzaba los 108.283 millones de euros. De ellos, 9.804 millones para clases pasivas (la jubilación de los funcionarios) y el resto pensiones con cargo a la Seguridad Social.
  


  
    Las pensiones tienen una tendencia a incrementarse del orden del 3,5% anual por la combinación de tres factores:

    
      
        1. Incremento de las pensiones medias, que es del orden del 0,2% anual.
      


      
        2. Incremento del número de pensionistas, que aumentan al ritmo de 100.000 por año.
      


      
        3. Subida de las pensiones por adecuación al IPC, que suponemos, con el gobierno, será el 2% anual. La decisión del gobierno de no actualizar las pensiones en 2011, excepto las mínimas y las no contributivas, ayudará mínimamente a que el incremento de gasto por este concepto esté más cerca del 1,7% que del 3,5% en 2011.
      

    

  


  
    A menos que se haga una reforma para adecuar la pensión inicial a las cotizaciones de toda la vida de trabajo, en lugar de tener en cuenta sólo los últimos quince años, las pensiones contribuirán, al igual que los intereses de la deuda, a incrementar el gasto y el déficit anual (o a reducir el superávit de la Seguridad Social), que habrá que compensar con mayores recortes en otras partidas de gasto para lograr el objetivo de reducir el déficit público al 3% del PIB en 2013.
  


  
    El aumento de la edad de jubilación hasta los sesenta y siete años no tendrá efectos significativos en el gasto en pensiones hasta 2013, porque el aumento de la edad de jubilación se producirá, parece, muy gradualmente. Por otra parte hay que recordar que en España no existe una edad de jubilación oficial. La jubilación automática a los sesenta y cinco años sólo se produce si está prevista en los respectivos convenios colectivos.
  


  
    En el caso de que la reforma del sistema de pensiones no se haga en 2010, o sea insuficiente, el gasto total por esta partida podría aumentar en 2011 en más de 1.700 millones de euros, y entre 3.500 y 4.000 millones de euros en 2012 y en 2013.
  


  
    El esfuerzo de reducción del resto de las partidas de gasto público se incrementaría. Una carrera cada vez más complicada. Sin embargo, el gobierno ha presupuestado que los ingresos por cotizaciones de la Seguridad Social crecerán al mismo ritmo que el gasto en pensiones, por lo que, incluso sin reforma, no aumentaría el déficit público. En concreto el gobierno supone que la Seguridad Social tendrá un superávit del 0,4% del PIB en el periodo 2011-2013. El esfuerzo de reducción en otras partidas de gasto seguiría estando fijado en 49.000 millones de euros.
  


  
    3. Los gastos en protección social. Especial importancia reviste el gasto conjunto que suman los pagos por prestaciones de desempleo, subsidios de paro, pagos por incapacidad temporal—que siempre han estado disparados, por fraude, en España—y los gastos para formación, que manejan los sindicatos y la patronal y que permiten al gobierno reducir la cifra total de parados inscritos en el Servicio Estatal de Empleo Público en cerca de 400.000 personas, así como las bonificaciones para los ERE. Estamos hablando de más de 53.000 millones de euros.
  


  
    El desglose presupuestario para 2010 es el siguiente:

    
      
        —Desempleo: 30.974 millones de euros
      


      
        —Fomento del empleo: 7.749 millones de euros
      


      
        —Otras prestaciones económicas: 14.283 millones de euros
      


      
        —Total: 53.006 millones de euros
      

    

  


  
    A lo que hay que sumar partidas para formación y otras políticas de empleo activas en las autonomías. No es imposible que todas éstas alcancen, como mínimo y en conjunto, alrededor de 3.000 millones de euros. La cifra en ese caso, del gasto total por desempleo y por pagos para políticas activas, llegaría a los 56.000 millones de euros.
  


  
    Hemos visto que el recorte necesario del gasto para 2013 alcanzaba los 49.000 millones de euros. La partida total de gasto en protección social es insostenible si se quiere recortar el gasto público en esa cifra. En 2010 el gasto específico por desempleo se ha estabilizado en los primeros meses, pues cada vez hay más parados que han recibido la totalidad de las prestaciones a que tienen derecho y han pasado a cobrar el subsidio de 426 euros por mes. Sin embargo, el gasto total se mantiene, porque el gobierno ha extendido, por dos periodos consecutivos de seis meses, ese subsidio a todos los parados que también habían superado los seis o doce meses de subsidio—el máximo legal previsto—. Lo peor de esa dinámica es que políticamente será muy difícil no volver a renovarlo una y otra vez hasta las elecciones de 2012. Una política que, por supuesto, apoya nuestro otro partido «de izquierdas», el PP de Rajoy.
  


  
    De tal manera que, en la práctica, la inmensa mayoría de los españoles que no trabajan, por haber perdido el empleo o por estar marginados socialmente, reciben una renta gubernamental. Excepto 1,5 millones de desempleados, que son mayoritariamente autónomos. Los españoles que hayan alcanzado los sesenta y cinco años, o reciben la pensión contributiva o tienen derecho a la no contributiva de 340 euros si no tienen medios económicos; un derecho que también tienen los extranjeros que hayan residido en España más de diez años. Con esta política los marginados españoles son los autónomos que han perdido su empleo, pues no tienen, por ahora, por no haber pagado cotizaciones para cubrir ese riesgo, ningún derecho a recibir prestaciones por desempleo.
  


  
    Por otra parte los pagos por incapacidad laboral transitoria podrían crecer más de lo presupuestado en 2010. De hecho, el gasto previsto es inferior al de 2009, porque se quiere controlar el fraude, para lo que hay una partida presupuestaria específica.
  


  
    Del resto de los gastos, el que se dedica a las políticas activas de empleo, son los que más fácilmente podrían reducirse, aunque aquí la presión sindical lo hará complicado. Los sindicatos, aun con huelga general, pueden tolerar una reforma del mercado de trabajo, pero una parte significativa de los 7.745 millones de euros para fomento del empleo lo manejan sus cuadros dirigentes.
  


  
    Las autonomías, por su parte, en su afán por ser Estados, han ido incrementando el gasto dedicado a formación profesional, a financiación de otras políticas activas de empleo y a la subvención directa a los sindicatos y patronales de ámbito autonómico. Según distintas fuentes, el conjunto de esos gastos autonómicos se cifra en 3.000 millones de euros.
  


  
    ¿Por dónde reducir el gasto total de 56.000 millones de euros? Si no se recorta el gasto total por todos estos conceptos en un mínimo de 10.000 millones de euros será imposible acercarse al objetivo del 3% de déficit público en 2013. Máxime si aceptamos que el gasto por incapacidad laboral transitoria se va a incrementar en 2010 por encima de lo presupuestado.
  


  
    Las medidas a tomar son evidentes:

    
      
        1. Reducir las prestaciones por desempleo, como hizo el PSOE en 1994.
      


      
        2. No extender el subsidio de 426 euros al mes por encima de lo que sea vinculante legalmente.
      


      
        3. Reducir el gasto en políticas activas de empleo.
      

    

  


  
    La suma de esas tres políticas podría reducir el gasto total en 10.000 millones de euros anuales. Si el gobierno se decidiera a hacerlo, el resto de ajustes en el gasto serían de 39.000 millones de euros. Un objetivo que sigue siendo realmente complicado.
  


  
    4. Las transferencias a las autonomías y a las administraciones locales. Entre ambas sumaban, en 2010, 73.727 millones de euros.Tal y como se analiza en este mismo capítulo, hay que recordar que a esa cifra hay que sumar las participaciones del 50% en IRPF e IVA y el 58% en impuestos especiales, junto a otros fondos de compensación para ayudar a las autonomías con especiales problemas o por programas específicos.
  


  
    El presupuesto de gastos del conjunto de las autonomías de régimen común en 2009 alcanzaba los 166.751 millones de euros, y el de las forales llegaba a los 14.802 millones de euros. En conjunto, por tanto, estamos hablando de 181.553 millones de euros.
  


  
    La reducción de los gastos de las autonomías es la vía más lógica para reducir el déficit público. Para lograrlo, y dada la estructura de sus ingresos, que analizaremos posteriormente, se deduce que la única forma de conseguir ese propósito es empezar por reducir sus ingresos totales, obligándolas además a que mantengan estrictamente el equilibrio presupuestario. No es un objetivo inalcanzable.Aunque, de entrada, el ajuste hay que hacerlo en el gasto de las autonomías de régimen común, pues las forales, aunque reciben transferencias adicionales a sus cupos, son en este sentido constitucionalmente independientes.
  


  
    No se trata de un objetivo inalcanzable, pues de sus políticas de personal, de sus inversiones en empresas, consorcios y fundaciones, de sus funciones, que duplican las del Estado, de sus excesos de servicios que se dan gratis a los ciudadanos, incurren en muchos gastos que resulta evidente que podrían recortar con rapidez. Los mayores gastos de las autonomías se derivan de sus competencias en educación y sanidad.
  


  
    Los gastos educativos públicos, según la información más reciente, tal y como figura en el siguiente cuadro, debieron alcanzar los 52.107 millones de euros en 2009.
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    Cuadro X. Gasto público en educación(1) y su relación con el PIB
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Educación.
  


  
    De esa cifra, al menos 3.088 millones de euros los pagó el Estado, luego las autonomías asumieron 49.019 millones de euros de gasto.
  


  
    Los gastos sanitarios públicos sumaron, en conjunto, 59.000 millones de euros en 2009, de los cuales el Estado asumió 2.768 millones de euros, por lo que las autonomías gastaron, en total, alrededor de 56.000 millones de euros.
  


  
    En conjunto la educación y los gastos sanitarios les suponen cerca de 105.000 millones de euros. El resto, hasta los 181.553 millones de euros, es decir, 76.553 millones aproximadamente, antes de descontar los gastos y presupuestos forales, son el coste de sus otras políticas y competencias transferidas. Las autonomías de régimen común, pues, gastaron alrededor de 100.000 millones de euros en educación y sanidad, y 66.000 millones de euros en el resto de sus políticas en 2009. No tenemos datos respecto a lo presupuestado en 2010, ni a cómo van a repercutir los ajustes presupuestarios aprobados por el gobierno nacional en esos gastos—en concreto el farmacéutico—, pero será difícil que la cifra conjunta de 100.000 millones de euros no se incremente. En cuanto al resto de los gastos, los otros 66.000 millones de euros podrían reducirse por su imposibilidad para financiar sus inversiones en 2010. La reducción del 5% del sueldo de los funcionarios aplicable a partir de junio de 2010 contribuirá marginalmente a lograr un menor gasto total.
  


  
    Suponemos, por todo ello, que el gasto conjunto quizá se reduzca desde los 181.553 millones de euros hasta, en el mejor de los casos, 180.000 millones de euros. Ese gasto no recoge, según algunas fuentes, hasta 10.000 millones de euros más en gasto sanitario no contabilizado.
  


  
    Ya hemos avanzado que el conjunto de transferencias corrientes desde el Estado, previstas presupuestariamente para 2010 (73.727 millones de euros) y de los porcentajes del 50% sobre IVA, IRPF y 58% sobre impuestos especiales presupuestados para 2010 (46.966 millones de euros), suman en total 120.693 millones de euros. El resto de sus ingresos lo obtienen con otros impuestos estatales cedidos, con los propios y con tasas de todo tipo.
  


  
    A estas cifras habría que sumar—como analizaremos posteriormente—la cantidad, según lo prometido por el presidente del gobierno, de 11.000 millones en 2010, junto con otros 2.000 millones de euros para compensar la eliminación del Impuesto sobre el Patrimonio, que es lo que dispone la todavía vigente LOFCA de 2001. Aunque posteriormente, en otras declaraciones realizadas en el seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera entre el Estado y las autonomías, se dijo exactamente lo contrario.
  


  
    Y quedan pendientes las liquidaciones por IRPF, IVA e impuestos especiales correspondientes a 2007, 2008 y 2009, que resultan en una deuda conjunta de las autonomías con el Estado de 25.000 millones de euros. En los presupuestos para 2010 se dan cinco años a las autonomías para que las liquiden.
  


  
    Si suponemos que los excesos de gastos autonómicos en 2008 y 2009 ya se han reflejado en un aumento de la deuda autonómica y que, en conjunto, las autonomías recibirán directamente del Estado alrededor de 129.693 millones de euros (120.693 presupuestados, más los 11.000 millones de euros prometidos por Rodríguez Zapatero, menos los 2.000 millones de euros por el Impuesto sobre el Patrimonio), sería posible que sus ingresos totales (teniendo en cuenta los ingresos de las forales) procedentes del Estado se aproximaran a los 144.000 millones de euros en 2010. Si de esa cantidad se deducen al menos 4.000 millones de euros de la deuda con el Estado, sus ingresos totales podrían alcanzar los 140.000 millones de euros.
  


  
    Los gastos presupuestados, y posibles, del conjunto de las autonomías no bajarán fácilmente de los 180.000 millones de euros. Téngase en cuenta que en 2009 el gasto presupuestado era, en conjunto, de 181.553 millones de euros, que sus pagos por intereses de su deuda están creciendo, que muchas inversiones en infraestructuras, transporte, educación, sanidad, servicios sociales y otras políticas se están completando en 2010, y que, en consecuencia, los gastos corrientes que generará su utilización van a crecer con fortaleza. Por ello parece prudente creer que el gasto total alcanzará más de 180.000 millones de euros. Por eso su déficit, sumando el coste de las inversiones en curso, alcanzará el 3,1% del PIB, 32.600 millones de euros, en 2010. Es una de las razones por las que el déficit público se situará en el 9,3% del PIB en este año. En 2011, en el déficit comprometido del 6% del PIB, se contabiliza un déficit de las autonomías del 3.3% del PIB.
  


  
    Para lograr reducir el déficit total al 3% en 2013 las autonomías tendrán que reducir el suyo hasta el 1,1% del PIB de 2013 o antes, según ha propuesto el gobierno nacional en el Consejo de Política Fiscal y Financiera de julio de 2010, lo que significa que alcanzaría los 13.000 millones de euros, por lo que tendrían que reducir en 20.000 millones de euros, aproximadamente, el déficit de 2010, y en 12.000 millones de euros el de 2009. La forma más inmediata de hacerlo es reducir las inversiones públicas, que han estado fluctuando entre 15.000 y 20.000 millones de euros anuales hasta los 10.000 millones de euros. Otros 10.000 millones de euros tienen que lograrse reduciendo el gasto ordinario en personal, en gastos corrientes y en políticas espurias, que son muy numerosas, como tendremos ocasión de comprobar cuando analicemos los gastos de una de las mayores autonomías, la de Madrid.
  


  
    Y será preciso congelar el gasto en educación y sanidad y, después, reducirlo por medio de alguna decisión como el copago en sanidad o incrementando sustancialmente las tarifas por la educación universitaria u otras que constituyan un gasto discriminatorio positivo.
  


  
    Si ese objetivo se lograra, el gasto público nominal se habría reducido en 20.000 millones de euros y quedarían por recortar, todavía, 19. 000 millones de euros para cumplir el objetivo de 3% en 2013.
  


  
    5. Las relaciones con la Unión Europea. Entre los gastos que tiene que hacer el Estado hay que hacer referencia a las aportaciones de fondos a la Unión Europea por los distintos conceptos que figuran en el cuadro XI. Esos conceptos suman, en total, 12.421 millones de euros.
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    Cuadro XI. Estimación del saldo financiero España-UE en 2010
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Economía y Hacienda.
  


  
    La Unión Europea, por su parte, hace transferencias a España, tanto a los presupuestos de la administración central y sus organismos autónomos, como a los de las otras administraciones, autonómica y local, por un total de 15.152 millones de euros, lo que significa un superávit para España de 2.731 millones de euros. De esa cifra, 6.075 millones se gastan en agricultura para mantener la política agraria común (FEAGA), y 1.332 millones en otras medidas de desarrollo rural (FEADER). Para pesca (FEP) y otros programas de estos sectores se esperan 180 millones, por lo que el sector agropecuario y pesca recibirán en total 7.582 millones de euros. Los fondos estructurales transferirán a España 5.170 millones para financiar infraestructuras, otras políticas destinadas a reducir las diferencias regionales y gastos diversos en I+D, educación y formación.
  


  
    Desde un punto de vista presupuestario, el Estado paga la totalidad de la aportación española y los pagos comunitarios se reparten entre el propio Estado (7.407 millones de euros), la Sociedad Estatal para Empleo Público (500 millones de euros), y el grueso del resto se traspasa a las autonomías (4.914 millones de euros). Las autonomías reciben, aproximadamente, el 30% de las transferencias comunitarias.
  


  
    El saldo financiero a favor de España será de 2.731 millones de euros en 2010. Si aplicáramos al gobierno de Rodríguez Zapatero y una parte sustancial de los economistas que le apoyaban en 2004, antes de las elecciones generales de ese año, sus tesis económicas, cuando afirmaban que como España recibía de la Unión Europea cerca del 2% del PIB en términos netos en esos años el crecimiento económico español se explicaba por esas transferencias, en 2010 el 0,3% de decrecimiento que ha previsto el gobierno sería del 0,5%, porque el 0,2% serían transferencias comunitarias. Ni entonces ni ahora se pueden hacer esas cuentas. Una cosa son las transferencias del exterior y otra el crecimiento. Son magnitudes y conceptos diferentes, que no suman ni restan.
  


  
    6. Las inversiones públicas en infraestructuras. En el cuadro que figura a continuación se resume el conjunto de inversiones en infraestructuras que el Estado había programado para 2010.
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    Cuadro XII. Sociedades mercantiles estatales clasificadas de acuerdo con los distintos tipos de infraestructuras
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010 (Ministerio de Economía y Hacienda).
  


  
    De ese total de 21.240 millones de euros es de donde se han hecho recortes mayores para cumplir con las exigencias de la Unión Europea y el FMI de rebajar el déficit público. Es posible que la cifra total de inversiones en 2010, por este concepto, se reduzca hasta los 14.000 millones de euros y hasta los 10.000 millones de euros en 2011 y en los años siguientes.
  


  
    En los últimos años de expansión el conjunto de las administraciones públicas invirtió entre 35.000 y 45.000 millones de euros anuales. El Estado y sus organismos suponían algo menos del 50% del total. La Unión Europea ha estado contribuyendo a la realización de esas infraestructuras con alrededor de 5.000 millones de euros anuales.
  


  
    Una parte importante de esas inversiones anuales eran innecesarias o excesivas para nuestra capacidad económica como país. Por poner un ejemplo, llevar el AVE a todas las capitales de provincias españolas—una promesa de los años de Aznar—era una aberración económica. Por dos motivos: porque la inversión en muchos casos no sería rentable, dada la demanda de transporte de pasajeros previsible, y porque se privaba de fondos a los organismos competentes para acometer una tarea más urgente y mucho más rentable, modernizar y completar la red de transporte ferroviaria de mercancías, que en España es casi inexistente, lo que obliga a hacer casi todo el transporte de mercancías por carretera, encareciendo los costes totales de producción.
  


  
    No sabemos en cuánto se habrán rebajado ya las inversiones en los municipios. Es posible que en 2010 estén siendo testimoniales, al margen del uso que todavía se está haciendo de los 5.000 millones de euros del segundo Plan E. En cuanto a las autonomías, la reducción ha debido de ser poco significativa, pues la inercia pesa mucho en este tipo de gastos. Máxime cuando las próximas elecciones autonómicas son en mayo de 2011.
  


  
    Es posible que en 2010 el conjunto de inversiones públicas en infraestructuras descienda hasta los 30.000 millones de euros, quizá 12.000 millones menos que en 2009. Para 2011, 2012 y 2013 las inversiones públicas tendrán que reducirse, en conjunto, hasta los 20.000 millones de euros.Ya hemos tenido en cuenta que las autonomías harán una reducción de 10.000 millones de euros, luego el descenso de la del Estado podría añadir sólo 10.000 millones de euros a la reducción del déficit público. Sería necesario, pues, recortar todavía en 9.000 millones de euros el gasto público nominal.
  


  
    7. Los gastos en I+D+i (9.129 millones de euros). Los gastos militares en I+D+i alcanzan los 1.183 millones de euros en el presupuesto de 2010. Los civiles, 7.946 millones de euros. Por más que parezca una aberración, habría que revisar también todos los proyectos. Lo digo porque uno de ellos, por valor de 8 millones de euros, se dedicó en 2010 a financiar la investigación en el desarrollo de la cocina vasca. Si finalmente se redujeran algo los gastos, no creo que se consiguieran más allá de 1.000 millones de euros. Quedarían por reducir 8.000 millones de euros para alcanzar el objetivo de déficit del 3% en 2013.
  


  
    8. Recapitulación de las partidas de gasto analizados hasta ahora. Del presupuesto de gastos consolidados de la administración central para 2010 hemos analizado:

    
      
        1. Gasto en intereses: 23.200 millones de euros.
      


      
        2. Gasto en pensiones: 108.000 millones de euros.
      


      
        3. Gasto en protección social: 53.006 millones de euros.
      


      
        4. Transferencias a las autonomías y a las administraciones locales: 73.727 millones de euros (más 46.966 millones de euros por su participación en IRPF, IVA e impuestos especiales).
      


      
        5. Relaciones con la Unión Europea: unos ingresos netos para el conjunto de las administraciones de 2.730 millones de euros.
      


      
        6. Inversiones públicas en infraestructuras: 21.240 millones de euros.
      


      
        7. Gastos en I+D+i: 9.129 millones de euros.
      


      
        8. Total analizado: 291.032 millones de euros, de un total de gasto consolidado presupuestado de 350.657 millones de euros
      

    

  


  Los otros gastos de la administración central del Estado


  
    1. El Estado de Derecho. El presupuesto de gastos consolidados, reproducido en el cuadro VII, denomina «servicios públicos básicos» a lo que constituyen los gastos de funcionamiento de las instituciones fundamentales de un estado: Justicia, Defensa, Seguridad Ciudadana e Instituciones Penitenciarias y Política exterior. Su presupuesto conjunto alcanza los 21.593 millones de euros. Una cifra mínima, despreciable en relación con unos gastos totales de 350.000 millones de euros. Una cifra reducida proporcionalmente y en relación a las necesidades de garantías personales, jurídicas y de defensa de España como país. Pero junto a las carencias, hay excesos. Al margen de que me gustaría repetir que los 1.818 millones de euros que aparecen para gastos de Justicia deberían depender del Consejo General del Poder Judicial.
  


  
    Creo que en las excepcionales circunstancias de penuria económica en la que se encuentra el Estado Español hay dos partidas de gasto que se podrían reducir. En primer lugar, de los escasos gastos en Defensa, 7.357 millones de euros, no está especificado en el presupuesto qué cantidad se dedica a sostener las «misiones de paz», como las denomina el presidente del gobierno. No creo que debamos tener presencia en tantos frentes externos, como la defensa de los derechos de pesca de unos cuantos atuneros en el océano Índico. Sencillamente no tenemos fondos suficientes. Aunque estoy dispuesto a señalar muchas otras partidas de gasto que reduciría o eliminaría antes. Pero siempre eliminaría la defensa de los atuneros, por ejemplo. En segundo lugar, el espíritu cooperativista de Rodríguez Zapatero le ha llevado a dedicar cerca de 2.500 millones de euros para cooperación internacional comprendidos en un total de 3.545 millones de euros para la política exterior. A esos 2.500 millones hay que sumar otras partidas presupuestarias, junto a la cooperación internacional de autonomías y ayuntamientos, que suman en conjunto 4.205 millones de euros. Si a esa cifra se añaden las condonaciones de deuda externa, lo que se denomina Ayuda Oficial al Desarrollo, alcanza los 5.099 millones de euros. Una cifra que nos coloca entre los países más generosos con el exterior, pero que creo que no es sostenible en la situación actual. De ese total, menos de 500 millones de euros se dedican al fomento de las exportaciones españolas de bienes y servicios, que es la única vía que tenemos para estabilizarnos económicamente y volver a crecer. Debo añadir que en el decreto-ley de mayo se redujo en 600 millones de euros la ayuda a la cooperación. Esta reducción del gasto público para cooperación habría que combinarla con mayores deducciones en IRPF e Impuestos sobre Sociedades para sustituir, dentro de lo posible, la acción pública por la privada en cooperación. Creo que sería posible reducir gasto en Defensa en el exterior y en cooperación internacional. La reducción del gasto total podría alcanzar los 3.000 millones de euros anuales. Nos quedarían todavía por recortar otros 6.000 millones de euros.
  


  
    2. La suma de gastos en Cultura, Agricultura, Industria y Energía, Comercio, Turismo y PYME. Alcanzan en total alrededor de 15.000 millones de euros. Aunque no lo parezca, los presupuestos de muchos de esos ministerios recogen subvenciones y ayudas que habría que reducir en el futuro. La reducción podría ser del orden de los 1.000 millones de euros. Nos quedarían 5.000 millones de euros por reducir.
  


  
    3. El problema de la política energética. El coste de la locura verde del gobierno no aparece en los presupuestos. Me refiero a lo que se denomina «déficit de tarifa», que suma, a mediados de 2010, 20.000 millones de euros. Esa cifra está garantizada, de hecho, por el Estado, y es lo que se debe a las principales compañías eléctricas por obligarles a mantener unas tarifas eléctricas reducidas que no recogen el coste total de producir la energía eléctrica que se consume en España. El origen de este desbalance es el enorme coste de producción de las energías renovables; la más costosa es la de origen fotovoltaico y la térmica solar, pero también la eólica, junto con la obligación de utilizar carbón nacional de altísimo coste. Mientras, se desmantelan las centrales nucleares y no se utilizan las plantas de ciclo combinado que funcionan con gas natural, que tiene hoy un precio muy bajo. A las compañías eléctricas se les deben, hoy, 20.000 millones de euros, el 2% del PIB, que no pueden hacer líquido porque la banca no se atreve a adelantar ese dinero a las eléctricas, ya que dudan de que el gobierno permita repercutir ese déficit en los consumidores. Una duda razonable, a la vista de la demagogia triunfante en el PP de Rajoy y de la irresponsabilidad del gobierno, que en el mes de junio de 2010 han pactado que no se subirían las tarifas eléctricas. Mientras, la energía eléctrica se ha convertido, antes de repercutir los 20.000 millones de euros en los consumidores—familias y empresas—, en un factor de producción muy caro, que resta competitividad a las empresas españolas que sobreviven. Estamos hablando de una cifra sustancial, con tendencia a crecer exponencialmente en los próximos años y que terminará por traducirse o en fortísimas subidas del precio de la energía eléctrica o en deuda pública que habría que sumar a la que ya tenemos. Lo que parece inevitable es que en algún momento el Estado garantice oficialmente esos 20.000 millones de euros, que nunca serían déficit público pero que sí serían avales que habría que contabilizar como deuda pública. Si hubiera que hacerlo, la deuda pública subiría 2 puntos más. Y eso siempre que se modificara la política de subvenciones para evitar que los 6.000 millones de euros anuales de subvenciones a las energías verdes se transformen en 10.000 millones de euros anuales en apenas tres o cuatro años.
  


  
     

  


  
    4. Información adicional: otra forma de analizar los gastos públicos. En siete cuadros, que se incluyen como anexo 3 al final de este capítulo, se puede ver cómo se distribuye parte del gasto público de acuerdo con otra clasificación, que puede ser interesante a efectos de considerar dónde más se puede reducir el total del gasto.
  


  Un ejercicio teórico fallido


  
    No he logrado encontrar fórmulas para reducir el déficit público en mayor proporción de la ya expuesta. En el ejercicio teórico de reducción hemos llegado a un déficit excesivo de 5.000 millones de euros en 2013.Y, siendo realistas, los gastos totales (de las tres administraciones) en personal y gastos corrientes será difícil que no subieran en total, en esos cuatro años, en 6.000 millones de euros, teniendo en cuenta la reducción del sueldo de los funcionarios del 5% aplicado en la segunda parte de 2010. El gasto total en personal de las tres administraciones debe de ser de alrededor de 82.000 millones de euros en 2010. Por ello, el gasto a reducir sería todavía de casi 11.000 millones de euros.
  


  
    En el ejercicio que hemos desarrollado se ha supuesto que el gobierno toma las decisiones necesarias para lograr los siguientes objetivos:

    
      
        1. Incrementar en 54.000 millones de euros la recaudación impositiva en 2013 sobre los ingresos de 2009. Un objetivo muy complicado, en mi opinión, con el actual sistema impositivo.
      


      
        2. La economía decrece un 0,3% en 2010, crece un 1,3% en 2011, un 2,5% en 2012 y un 2,7% en 2013.
      


      
        3. El incremento en pagos por pensiones se compensa con el crecimiento de las cotizaciones sociales entre 2010 y 2013.
      


      
        4. La inversión pública total se reduce desde los 42.000 millones de euros de 2009 hasta los 22.000 millones de euros en 2013. Una reducción de 20.000 millones de euros.
      


      
        5. El gasto de las autonomías se reduce en otros 10.000 millones de euros sobre el de 2009.
      


      
        6. Los gastos en prestaciones sociales se reducen en 10.000 millones de euros. El gobierno no ha hecho ninguna declaración en este sentido, por lo que esta reducción es la más problemática, política y socialmente.
      


      
        7. El gobierno reduce, además, los gastos de ministerios y otros organismos en 4.000 millones de euros.
      


      
        8. Los gastos de personal y los gastos corrientes de las tres administraciones se incrementan en 6.000 millones de euros en el periodo 2010-2013.
      


      
        9. Los gastos por intereses medios de la deuda se incrementan desde el 3,5% de promedio de 2009 hasta el 3,8% en 2013.
      


      
        10. El gobierno respeta los límites de déficit público acordados con la Comisión Europea: 9,3% en 2010, 6% en 2011, 4,4% en 2012 y 3% en 2013.
      

    

  


  
    El descenso de gastos aprobado por el decreto-ley de 20 de mayo de 2010, así como las decisiones sobre inversiones, la limitación a la sustitución de funcionarios que se jubilen o dejen la función pública, las subidas de impuestos, el límite de gasto presupuestario previsto para 2011, y la petición-exigencia a las autonomías de que rebajen su déficit al 1,1% del PIB antes de 2013, podrían lograr que el déficit público se redujera a una cifra en torno al 4% del PIB en 2013, pero creo que no sería posible pasar de ese límite. Faltarían decisiones para reducir el gasto público total en otro 1% del PIB, que son, aproximadamente, 11.000 millones de euros. Y si sumamos los 10.000 millones de euros de reducción en gastos por prestaciones, subvenciones y política activa de empleo, sobre las que el gobierno difícilmente tomará decisiones antes de las elecciones de 2012, nos encontramos con que la reducción adicional pendiente se incrementa hasta los 21. 000 millones de euros, un 2% del PIB, que sumado al 3%, permitido en 2013, situarían el déficit público en el 5% del PIB en ese año.
  


  
    Parece como si el gobierno del PSOE de Rodríguez Zapatero estuviera dispuesto a tomar decisiones para presentarse a las elecciones generales de—como límite—marzo de 2012 habiendo cumplido con el compromiso de reducir el déficit público hasta el 6% del PIB, pero sin haber querido ir más allá. El resto de las decisiones tendría que tomarlas quien ganara las próximas elecciones.
  


  
    Si las ganara el PP tendría que desdecirse de todo lo manifestado en 2009 y 2010: debería aumentar las pensiones, reducir el IVA, incrementar las indemnizaciones por despido, transferir a Andalucía una mayor cantidad de fondos para pagar la deuda histórica, entre otros compromisos. Y tendría que explicar cómo va a reducir el déficit público en otros 21.000 millones de euros entre 2012 y 2013 y compensar las subidas a que me refiero en este mismo párrafo.
  


  
    Una situación de este tipo sólo puede resolverse de dos maneras:

    
      
        1. Reducir más los gastos. Lo que sólo se puede hacer con mayores disminuciones de las apuntadas en políticas de protección social y de transferencias a las autonomías, lo que se traduciría en reducción de personal, de salarios y recorte de prestaciones del Estado de Bienestar, educación, sanidad y gastos sociales. Por encima de lo que se ha propuesto.
      


      
        2. Aumentar los ingresos impositivos, creciendo más o subiendo impuestos, sin afectar negativamente al crecimiento. Lo que analizaremos al final de este capítulo.
      

    

  


  
    
  


  PARTE 2


  EL ESTADO DE LAS AUTONOMÍAS: UNA FINANCIACIÓN ABERRANTE Y SIN CONTROL


  
    El sistema tributario español es el que corresponde a un país políticamente unido. Hay tributos estatales cedidos totalmente a las autonomías, otros sólo parcialmente, y otros sobre los que el Estado conserva su competencia absoluta. Esos impuestos son los siguientes: el IRPF, el Impuesto sobre Sociedades, el IVA, el de Patrimonio, los impuestos especiales (que son en realidad cinco diferentes: sobre la cerveza, los alcoholes, el tabaco, los productos intermedios y los hidrocarburos). Otros estatales, pero cedidos, son el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, el de Actos Jurídicos Documentados, el de Sucesiones y Donaciones y el del juego. Otros también cedidos íntegramente son el de matriculación, el de venta minorista de hidrocarburos y el de electricidad. La administración central es la única que tiene información sobre todos los contribuyentes y la capacidad para gestionar y recaudar, con la excepción de las autonomías del País Vasco y Navarra, que recaudan la totalidad o la mayoría de los tributos cedidos.
  


  
    La financiación de las autonomías, tanto de sus competencias propias como de las exclusivas que el Estado les ha transferido, depende de la transferencia de ingresos tributarios recaudados por el Estado y del cobro de impuestos estatales cedidos, gestionados y recaudados por las haciendas autonómicas con los que se cubren entre el 80% y el 90% de sus gastos, así como de la imposición y gestión de impuestos y tasas autonómicas propias, que cubren, según las autonomías, entre el 10% y el 20% de sus ingresos totales.
  


  
    La financiación de las autonomías ha ido evolucionando y ampliándose en la medida en que aumentaban las transferencias de competencias a lo largo del tiempo.
  


  
    En el cuadro I se distinguen cinco fases temporales bien diferenciadas, a las que habría que añadir la actual, en fase de aplicación transitoria.
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    Cuadro I. Evolución de los sistemas de financiación de las autonomías
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Equipo Económico y elaboración propia.
  


  
    La transformación definitiva ocurre en el quinquenio 1997-2001, en el que el PP gobierna apoyado parlamentariamente por CiU. Se produce un cambio cualitativo, porque se concede capacidad normativa a las autonomías en algunos tributos. En el periodo 2002-2009 se pusieron las bases definitivas del actual sistema, pues se cedió no sólo una participación, que se elevó, en el IRPF, sino que se añadieron la participación en el IVA y en los impuestos especiales. No resulta fácil explicar este cambio de política por parte del PP, pues desde 2000 gobernó con mayoría absoluta. En 2010 el PSOE de Rodríguez Zapatero incrementó la participación autonómica en IRPF, IVA e impuestos especiales hasta los porcentajes pactados con CiU y que aparecen en el estatuto de Cataluña de 2006.
  


  
    Por tanto, son los dos partidos nacionales, el PP y ahora más intensamente el PSOE de Rodríguez Zapatero, los que impulsan el proceso de centrifugación del Estado Español. Y lo hacen, además, transfiriendo impuestos y, aún más significativamente, sin poner en marcha ningún mecanismo de control del gasto de las autonomías, que no era una opción, sino una obligación constitucional. Con la primera excepción que ha supuesto el decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, a la que ya hemos hecho referencia.
  


  
    En la actualidad, tras los acuerdos de 2009, los recursos financieros de las autonomías pueden clasificarse en tres tipos, como se expone en el cuadro II.
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    Cuadro II. Recursos de las comunidades autónomas de régimen común
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Equipo Económico.
  


  
    En el cuadro III se recoge la evolución de los presupuestos iniciales consolidados de las autonomías desde 1999 a 2008. En el cuadro IV aparecen, consolidadas, las fuentes de financiación de las autonomías en el año 2009, así como el gasto total presupuestado para ese año, que alcanzó los 181.553 millones de euros, sumando el gasto de las de régimen común y las forales. Lo más significativo es que, en promedio, y sin tener en cuenta las excepciones del País Vasco y Navarra, los recursos que cede el Estado, total o parcialmente, ya sean con carácter incondicional o condicionados a actuaciones concretas, significan el 87% del total de su financiación. Sólo un 13% lo ingresan con tributos o tasas propios y con endeudamiento.
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    Cuadro III. Evolución de los presupuestos iniciales consolidados de las comunidades autónomas (1999-2008). (En millones de euros)
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    Cuadro IV. Fuentes de financiación de las comunidades autónomas. Datos consolidados en millones de euros. Ejercicio 2009
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «Informe económico y financiero de las administraciones territoriales», Ministerio de Política Territorial, 2007.
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    Fuente: María Gómez Agustín, «La metástasis del INI», Foment del Treball Nacional, 2010.
  


  
     

  


  


  El nuevo sistema de financiación autonómica


  
    En el cuadro V, que figura a continuación, se expone cómo es el nuevo sistema de financiación autonómica, y en qué tributos tienen capacidad normativa las autonomías, es decir, posibilidad de modificar los tipos y la regulación de dichos tributos. La capacidad normativa añade diversidad a la legislación tributaria; permite la consolidación de diecisiete sistemas tributarios diferentes.
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    Cuadro V. El nuevo sistema de financiación: recursos incondicionados
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Equipo Económico.
  


  
    La nueva LOFCA, la ley que regulará la financiación de las autonomías cuando sea aprobada por el Congreso—que no es seguro que se llegue a presentar en 2010, ni en 2011, a la vista de las dificultades presupuestarias—, fija nuevos porcentajes de los impuestos que recauda el Estado a los que tienen derecho las autonomías: el 50% del IRPF, el 50% del IVA y el 58% de los impuestos especiales.
  


  
    En 2010 se aplica esa nueva financiación en un régimen transitorio, que hace difícil analizar las relaciones financieras totales entre el Estado y las autonomías. Las autonomías siguen estando obligadas a tener presupuestos equilibrados. En situaciones de crisis económica como la actual se les permite un cierto déficit. La vigente ley de estabilidad presupuestaria del PSOE, aprobada en 2005, limitaba al 1% del PIB el déficit en caso de crisis económica, y obliga a conseguir el equilibrio presupuestario en «el ciclo completo». Un concepto de difícil definición. El artículo 14 de la LOFCA de 2001 autoriza a las autonomías a endeudarse a menos de un año por razones de tesorería. Para hacerlo a más de ese plazo es necesario que el crédito se aplique a pagar inversiones, teniendo como límite que el pago total anual de las amortizaciones (capital e intereses) no exceda del 25% de sus ingresos corrientes.
  


  
    En 2009 el déficit permitido se amplío hasta el 2% por la gravísima situación fiscal de las autonomías. Ese límite no se respetó, pues alcanzó oficialmente el 2,2% del PIB. Para 2010 se ha vuelto a incrementar, permitiendo un déficit del 3,1% del PIB, distribuido de forma muy diferente entre las autonomías. La más ortodoxa es la de Madrid, que ha presupuestado un déficit del 0,3% del PIB regional.
  


  
    El nuevo acuerdo del gobierno con las autonomías, las diputaciones y las corporaciones locales fija un objetivo de déficit público del 6% para 2011, distribuido de la siguiente forma:

    
      
        —Administración central: -2,3% del PIB de ese año
      


      
        —Autonomías: -3,3% del PIB de ese año
      


      
        —Corporaciones locales: -0,8% del PIB de ese año
      


      
        —Seguridad Social: +0,4% del PIB de ese año
      

    

  


  
    En la práctica, en casos de necesidad, las autonomías amplían unilateralmente la emisión de deuda o su endeudamiento con las entidades financieras. Si el endeudamiento no respetara los límites legales, el Estado podría intervenir los presupuestos autonómicos. Algo que ocurrió en Cantabria a mediados de la década de 1980. Una política que, aunque prevista por la Constitución para todos los casos de incumplimiento de las obligaciones que asumen las autonomías cuando reciben competencias, sería hoy impensable.
  


  
    El nuevo sistema de financiación es enormemente complejo y no sabremos con exactitud si habrá modificaciones legales a la hora de aprobar la nueva LOFCA. Baste con decir que, además de una nueva participación en IRPF, IVA e impuestos especiales, se crean cuatro fondos diferentes para garantizar la igualdad de los españoles a la hora de recibir servicios públicos. El primero, el Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales; el segundo, el Fondo Global de Suficiencia, que cubre las necesidades de las autonomías que no tengan fondos bastantes para asegurar el suministro igualitario de los servicios públicos que asegura el primero de los fondos. Los otros dos fondos se denominan Fondo de Competitividad, dotado con 2.572 millones de euros y destinado a suministrar financiación adicional a autonomías con escasa capacidad financiera; y el Fondo de Cooperación, dotado con 1.200 millones de euros, que se gastará en autonomías que tengan rentas per capita bajas y escasa densidad de población. Todo este complejo sistema de financiación está hoy en suspenso. La única preocupación es cómo cerrar presupuestariamente las cuentas de 2010 y las de 2011.
  


  La política impositiva de las autonomías


  
    A continuación se va a analizar cómo han utilizado las autonomías su capacidad normativa sobre los principales tributos para tener información sobre el tipo de problemas que crea una estructura federal, de hecho, del Estado, pero con una forma de financiación que corresponde a un Estado unitario.
  


  
    
      1. El impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Las autonomías no han utilizado, hasta hace poco, su capacidad normativa. Y cuando lo han hecho en los tributos importantes, como el IRPF, Sucesiones y Donaciones y Patrimonio, han surgido todo tipo de controversias entre las propias autonomías. Una prueba de que las diferencias y la diversidad, en el caso de ingresos no recaudados por ellas mismas, no crean una atmósfera de sana competencia y de adaptación a las necesidades diferentes de cada autonomía, sino que provocan enfrentamientos, ahondan la brecha política entre autonomías e incitan a la construcción de Estados independientes. Analicemos lo que ha ocurrido con el IRPF, cuyo tipo final es el que resulta de sumar el tipo estatal y el autonómico. Hasta 2010, inclusive, sólo el gobierno de la Comunidad de Madrid había modificado el tipo autonómico sobre el IRPF. Joaquín Leguina se atrevió a incrementar el tipo autonómico del IRPF en 3 puntos. La contestación social fue tan fuerte que retiró su propuesta. Lo sorprendente, sin embargo, fue que muchos años después, como corresponde a las costumbres de la institución, el Tribunal Constitucional sentenció que ese incremento autonómico era legal, en respuesta a un recurso de los opositores a la decisión de Joaquín Leguina. Esperanza Aguirre, por su parte, ha rebajado el tipo autonómico del IRPF en una cuantía total inferior a un punto, con un mínimo perjuicio para la hacienda autonómica, pero enviando un mensaje claro de que en Madrid se pagan menos impuestos. No hubo protestas. En el País Vasco se mantiene un tipo superior en un punto al del tipo conjunto del IRPF en el resto del Estado Español. Aunque no haya habido más diferencia en los tipos de IRPF autonómico hasta 2010, sí se han modificado las exenciones y bonificaciones fiscales aplicables a este impuesto en casi todas las autonomías. El efecto impositivo total en cada una de ellas, y entre ellas por comparación, no es significativo. Lo que sí lo es, es el afán de legislar de las autonomías para diferenciar y reafirmar su autoridad frente al Estado y frente al resto de las autonomías. El panorama ha cambiado radicalmente de cara a los presupuestos de las autonomías para 2011. El gobierno de la Generalitat catalana ha anunciado que incrementará el tipo autonómico hasta que, junto con el estatal, alcance el 47% para las rentas superiores a 120.000 euros anuales. La Junta de Andalucía y la de Extremadura también han informado de que aprobarán incrementos hasta el 45% y el 46% sobre la renta en 2011. Las recaudaciones adicionales que las autonomías esperan conseguir con esas subidas son mínimas. Lo que han querido es lanzar el mensaje de que los sacrificios que implican los recortes salariales de los funcionarios y la congelación de muchas pensiones para 2011 se compensarán con mayores pagos de los que tienen rentas más altas. Las peripecias autonómicas, y del propio Estado, respecto a otros dos tributos estatales sobre los que las autonomías tienen competencias normativas, el Impuesto sobre el Patrimonio y el de Sucesiones y Donaciones, arrojan más claridad sobre la descomposición política interna, el enfrentamiento entre autonomías y la debilidad, quizá buscada por el presidente Rodríguez Zapatero, del gobierno nacional.
    


    
      2. El Impuesto de Sucesiones y Donaciones. Hay que comenzar por explicar que en el caso del Impuesto de Sucesiones y donaciones y en el del Patrimonio existe, desde principios de la década de 1990 una exención casi total de pago para los propietarios de las denominadas empresas familiares. Esa excepcionalidad la introdujo el gobierno de Felipe González por imposición de CiU, cuando gobernaba en minoría en 1994. Por medio de sucesivas disposiciones legales se fueron definiendo las condiciones que tenían que cumplir las sociedades para tener ese carácter y los propietarios para estar exentos del pago de esos impuestos. El PP de Aznar, antes de alcanzar el poder en 1996, denunció esa excepcionalidad y declaró que la anularía cuando llegara el gobierno. Lejos de ello, la excepcionalidad se mantuvo y amplió en sus dos mandatos. La injusticia de esta discriminación positiva a favor de las familias con más recursos económicos que, como es lógico, siempre tienen más capacidad que el resto de los contribuyentes para organizar una estructura jurídico-empresarial que les sirva para cumplir con los requisitos de la ley, era tan clamorosa que Esperanza Aguirre vio la oportunidad, política y tributaria, de ampliar la exención a los contribuyentes que pagaban esos impuestos—que eran la clase media y las clases más desfavorecidas—, con lo que se aseguraba para todos, y no sólo para los más ricos, la igualdad ante la ley.Al margen de lanzar un mensaje al resto de las autonomías, al Estado y a todos los españoles: el de que la autonomía madrileña era más respetuosa con la familia como institución y de que se respetaba, más que en otras autonomías, el patrimonio acumulado a lo largo de una vida. La Comunidad de Madrid redujo radicalmente el tipo de los impuestos sobre Donaciones y Sucesiones entre padres e hijos para todos los residentes en Madrid. La eliminación, en la práctica, de esos impuestos significó, inicialmente, una reducción de ingresos impositivos del orden de 200 a 300 millones de euros, que se vio más que compensada tanto por la multiplicación de donaciones y sucesiones al tipo reducidísimo del 1%, como por los ingresos adicionales que supuso el traslado a la Comunidad de Madrid de personas físicas y jurídicas relacionadas, atraídas por esas ventajas fiscales. Hubo autonomías que la siguieron. Hubo otras, como la catalana, que consideró esa decisión como competencia desleal. Pero en lugar de igualar la condición de todos los residentes en Cataluña, como había hecho el gobierno de Madrid, el gobierno del tripartito ha preferido mantener los privilegios de las empresas familiares, encuadradas, las más poderosas, en el Instituto de la Empresa Familiar, que apoya sistemáticamente cualquier decisión del gobierno catalán que sea, siempre que se mantengan los privilegios de sus integrantes, y buscar otra forma de compensar la mayor competitividad que esa medida asegura a los que residan en la autonomía madrileña. La decisión de los sucesivos gobiernos catalanes, el de CiU y el tripartito, de no reducir tampoco los tipos impositivos tiene otra carga de tipo ideológico. La autonomía catalana cree que tiene derecho a beneficiarse de la transmisión de patrimonios entre padres e hijos, para asegurar que las desigualdades económicas no se transmitan e incrementen entre generación y generación, excepto si se trata de la transmisión de la propiedad de empresas, que pueden verse debilitadas, o destruidas, si sus propietarios tienen que pagar el Impuesto de Sucesiones. Una hipocresía del gusto de la clase política catalana, que alardea de que defiende a los empresarios que crean empleo, despreciando a las familias que no han querido, o podido, dedicar sus ahorros a la constitución de empresas, sino que los han invertido en cualquier otro activo. El tripartito catalán ha forzado, o logrado de buen grado, que el gobierno de Rodríguez Zapatero reconozca que los españoles no son libres para trasladarse de una a otra autonomía, y que ser ciudadano de una autonomía es más decisivo que ser ciudadano español en lo referente al pago de los Impuestos de Sucesiones y Donaciones. Desde el 1 de enero de 2010, de acuerdo con la ley 22/2009, de 28 de diciembre, en su artículo 28, el pago de esos impuestos, en los casos de cambio de domicilio personal, y fiscal, se hace en la autonomía de origen si en los últimos cinco años antes de la donación o el fallecimiento, el donante o fallecido hubiera residido en su autonomía de origen más de dos años y medio. Esas cláusulas son habituales en las legislaciones de países respecto a los residentes que se trasladan a otros países. Una disposición, en mi opinión, inconstitucional, pero que pone de manifiesto hasta qué punto las autonomías se han convertido en Estados casi independientes. Y, llamativamente, mientras las autonomías españolas tienen ese comportamiento, la Comisión Europea está analizando la posibilidad de la libre elección del régimen fiscal aplicable en sucesiones y donaciones para los europeos que residan en un país diferente del de su nacionalidad de origen. El tripartito catalán ha optado por intentar incrementar la competitividad de su autonomía mediante la realización de más infraestructuras y obras públicas, pagadas con transferencias extraordinarias desde los Presupuestos Generales del Estado. El tripartito confía en el gasto público para impulsar el crecimiento. El gobierno de Madrid, en menores impuestos.
    


    
      3. El impuesto sobre el patrimonio. Las vicisitudes de este impuesto son igualmente indicativas de hasta dónde llega el poder de los gobiernos autonómicos que apoyan a Rodríguez Zapatero. Esperanza Aguirre consideró que dicho impuesto era una aberración, una doble imposición que rechazaban los fiscalistas de todas las escuelas y nacionalidades, hasta el punto de que en 2007 sólo existía ya en Francia, además de en España. El gobierno de Madrid aprobó una ley que entró en vigor en 2008 para eliminar el pago por ese impuesto en tres años. El gobierno madrileño esperaba atraer empresas y personas a Madrid, como estaba ocurriendo con la eliminación, en la práctica, del de Sucesiones y Donaciones, con lo que aumentaría la recaudación total, aunque inicialmente se pudieran perder los ingresos autonómicos por ese concepto, que alcanzaban ya los 600 millones de euros en 2008. El gobierno del tripartito catalán volvió a protestar. Consideró, nuevamente, que se trataba de una decisión que suponía competencia desleal. El gobierno de Rodríguez Zapatero, a instancias del tripartito catalán, decidió reducir a cero el tipo sobre el impuesto en toda España, ya en 2009. De esa forma la Hacienda nacional tenía que compensar a las autonomías por lo que dejaban de recaudar de acuerdo con la LOFCA vigente. El coste total para el Estado era de alrededor de 2.000 millones de euros.Ya sabemos que éste es un tema que ha vuelto a debatirse ante la necesidad de hacer ajustes fiscales a lo largo de 2010. Entre los partidos que han solicitado su reintroducción destaca UPyD, de Rosa Díez, llenando de dudas a los que pensábamos que era un partido que defendía la racionalidad económica. En condiciones políticas y económicas normales esa decisión habría incrementado la confianza en el gobierno español, y se podría haber traducido en una mayor recaudación de ingresos públicos por otros conceptos, pues los precios de los activos se habrían incrementado hasta reflejar su auténtico valor de mercado. Y no habría sido descartable una repatriación de capitales, al desmontarse las complejísimas estructuras jurídico-empresariales que ocultan los auténticos valores patrimoniales.
    


    
      4. El Impuesto sobre Sociedades. Los gobiernos autonómicos no tienen competencias normativas, ni derecho a participación en los ingresos tributarios por el Impuesto sobre Sociedades. Con una flagrante e incomprensible excepción, la de la comunidad foral vasca, a la que se le reconoce también capacidad absoluta sobre ese tributo. Con un estrambote de raíz histórica, la competencia no es autonómica, sino de cada una de las provincias vascas. Corresponde a las diputaciones de cada provincia decidir sobre dicho impuesto. Competencia que han utilizado para reducir el tipo general sobre sociedades y para, incluso, eliminarlo para las empresas nuevas que se constituyan o trasladen a sus respectivas provincias. A tal efecto, una de las disposiciones fue la de conceder vacaciones fiscales por hasta diez años a esas nuevas, o trasladadas, empresas. Las autonomías cercanas a la vasca no pudieron responder con cambios legislativos semejantes a esas vacaciones fiscales, por lo que consideraron que, con arreglo a la legislación comunitaria, se trataba de una disposición que podía considerarse como competencia desleal. La justicia europea les ha dado inicialmente la razón.
    


    
      5. El IVA, las cotizaciones sociales y los impuestos especiales. Afortunadamente, hasta ahora el Estado Español considera que tanto el IVA, como las cotizaciones sociales y los impuestos especiales más importantes son de naturaleza unitaria, por lo que no ha concedido a las autonomías competencia sobre los mismos. La única excepción a este principio de igualdad es el impuesto sobre la venta minorista de hidrocarburos, el denominado «céntimo sanitario», que creó el Estado en 2002, que cedió a las autonomías y que opera como una tasa adicional sobre el consumo de hidrocarburos y que ha sido, también en primera instancia, condenado por los tribunales europeos como incompatible con las normas europeas de imposición sobre ese tipo de consumos.
    

  


  Los regímenes fiscales excepcionales del País Vasco, Navarra y Canarias


  
    La Constitución de 1978 reconoce en sus disposiciones transitorias la legalidad de regímenes fiscales propios en el PaísVasco, Navarra y Canarias. El Estado Español y la Comunidad foral del País Vasco llegaron a un acuerdo en 1981, en virtud del cual se firmó un Concierto Económico que fue renovado, gobernando el PP, con carácter indefinido, en 2002 (ley 12/2002, de 23 de mayo). Posteriormente fue modificado en 2007, fijando cupos para el quinquenio 2007-2011. En virtud de dicho Concierto, el gobierno del País Vasco tiene la total competencia tributaria en su territorio: la recaudación, gestión e inspección de todo tipo de impuestos. En dicho Concierto se fija un cupo, definido como la contribución de la Comunidad foral del País Vasco para compensar al Estado por el gasto en el que éste incurre por las competencias no transferibles, como son Defensa, Exteriores o la Casa Real. Se fijó un índice de contribución del País Vasco del 6,24% de los gastos generales del Estado por esos conceptos; para 2010 el cupo se fijó en 1.026 millones de euros, pero tras ajustes y compensaciones resulta en un «cupo líquido» de 906 millones de euros. Existe constancia de que el gobierno vasco hace lo posible para retrasar esos pagos al Tesoro nacional.
  


  
    La excepción de Navarra tiene orígenes más antiguos y menor alcance, pues el Estado gestiona muchos de los impuestos, como el IVA y los impuestos especiales. También en este caso hay un acuerdo entre el Estado Español y la Comunidad foral Navarra, firmado en 1982 y recogido en nuestro ordenamiento jurídico como «Ley orgánica de reintegro y amejoramiento del Fuero de Navarra». Dicha ley fue modificada de mutuo acuerdo, firmándose en 1990 el Convenio Económico entre el Estado y la comunidad foral. La última modificación es de 2007. En el caso de Navarra no se habla de cupo, sino de aportación económica por los mismos conceptos de contribución a los gastos generales que en el caso vasco, por servicios públicos no transferibles ni transferidos. El índice de imputación es del 1,6% de los gastos generales del Estado. Para 2010 todavía no hay acuerdo definitivo, pero se estima por el Ministerio de Economía y Hacienda que, tras ajustes y compensaciones, la aportación líquida se situará en 507 millones de euros.
  


  
    La excepcionalidad de Canarias, también prevista en la Constitución de 1978, en su disposición adicional tercera, tiene que ver con su insularidad, lejanía y, posteriormente, una vez que España ingresó en el Mercado Común en 1986, con la necesidad de conseguir una excepción a la Tarifa Exterior Común y al IVA aplicable a las importaciones, dada la importancia que el comercio exterior tiene para la economía de las islas. En Canarias el IVA ha sido sustituido por un impuesto general indirecto diferenciado. Asimismo se han autorizado, de acuerdo con la Unión Europea, beneficios fiscales extraordinarios en lo que se denomina Zona Especial Canaria hasta el año 2019.
  


  
    Con estos antecedentes, apoyados en la Constitución, que reconoce aparentemente la legalidad de acuerdos bilaterales entre el Estado Español y las comunidades forales del País Vasco y Navarra, y de que sólo pueden modificarse de mutuo acuerdo, no debe extrañar la redacción del estatuto de Cataluña de 2006, que reclama también bilateralidad entre esa autonomía y el Estado Español, aunque esa posibilidad tenga un respaldo constitucional limitado. Y esa redacción tampoco justifica que algunas autonomías hayan incluido en sus nuevos estatutos que cualquier reconocimiento de nuevas competencias o nuevas transferencias fiscales a Cataluña se incorporarán también a sus estatutos. Es lo que se denomina la «enmienda Camps», por haber sido el nuevo estatuto de la autonomía valenciana el primero en introducirla. El nuevo estatuto valenciano fue aprobado por las Cortes españolas con esa enmienda. Tras la sentencia del Tribunal Constitucional en junio de 2010 sobre el estatuto catalán, el gobierno valenciano ha aceptado no aplicar la enmienda Camps. Por debilidad política, no por razones de orden constitucional.
  


  
    Los expertos en materia fiscal consideran que tanto el País Vasco como Navarra han obtenido un trato fiscal excepcionalmente favorable, lo que resulta en perjuicio tanto de las autonomías con menor nivel de renta como de las que la tienen mayor—Baleares, Madrid y Cataluña—, pues todas tienen que contribuir, en más de lo que les correspondería, al mantenimiento de los gastos generales del Estado.
  


  
    En el caso de las más prósperas tienen que pagar más de lo justo a las más atrasadas para asegurar la igualdad en el suministro de servicios públicos básicos (sanidad, educación y servicios sociales) a los habitantes de todo el país. Las protestas de la Generalitat catalana han sido apoyadas, con discreción y prudencia, por Madrid y Baleares, pues los residentes en esas tres autonomías han soportado, en parte, hasta 2010 las transferencias que se han hecho a las autonomías con menor renta per capita.
  


  
    En el cuadro VI se exponen las relaciones bilaterales entre el Estado Español y las comunidades forales del País Vasco y Navarra, actualizadas con las publicaciones más recientes del gobierno nacional.
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    Cuadro VI. Aportaciones de las comunidades forales a los Presupuestos Generales del Estado (1993-2008). (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe económico y financiero de las administraciones territoriales 2007, Ministerio de Política Territorial.
  


  Ejemplos de financiación autonómica: Madrid y Castilla-La Mancha


  
    La dependencia de las autonomías de la transferencia de recursos financieros de la administración central se puede comprender mejor tomando dos ejemplos: el primero, el de la autonomía de Madrid, que es de las que más se autofinancia. El segundo, el de la autonomía de Castilla-La Mancha, una de las que requieren mayor apoyo de la administración central, aunque menor que el que reciben Extremadura o Andalucía.
  


  
    Analicemos el caso de la Comunidad de Madrid en su presupuesto no consolidado previsto para 2010:
  


  
    Ingresos totales: 17.065 millones de euros.
  


  
    
      1. Impuestos directos: 6.894 millones de euros.

      
        
          • IRPF: 5.805 + 723 (ajuste por liquidación) millones de euros = 6.528 millones de euros.
        


        
          • Sucesiones y Donaciones: 326 millones de euros.
        


        
          • Recargo sobre IAE: 30 millones de euros.
        


        
          • Impuesto sobre Patrimonio: 10 millones de euros.
        

      

    


    
      2. Impuestos indirectos: 5.086 millones de euros.

      
        
          • IVA: 2.326 – 679 (ajuste por liquidación) millones de euros = 1.647 millones de euros.
        

      

    


    
      3. Impuestos especiales (-11 mill.) ajuste por liquidación = 1.109 millones de euros.

      
        
          • Alcohol: 67 millones de euros.
        


        
          • Tabaco: 425 millones de euros.
        


        
          • Hidrocarburos: 461 millones de euros.
        


        
          • Electricidad: 167 millones de euros.
        

      

    


    
      4. Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales: 800 millones de euros.
    


    
      5. Actos Jurídicos Documentados: 700 millones de euros.
    


    
      6. Otros impuestos especiales: 831 millones de euros.

      
        
          • Impuestos sobre ventas minoristas de hidrocarburos (céntimo sanitario): 165 millones de euros.
        


        
          • Impuestos sobre determinados medios de transporte (impuesto de matriculación): 350 millones de euros.
        


        
          • Impuestos sobre el juego: 310 millones de euros.
        


        
          • Impuestos sobre depósitos de residuos: 6 millones de euros.
        

      

    


    
      7. Tasas y otros ingresos: 413 millones de euros.
    


    
      8. Transferencias corrientes del Estado: 4.196 millones de euros.

      
        
          • Fondo de suficiencia: - 160 + 18 millones = - 142 millones de euros.
        


        
          • Fondos especiales para sanidad: 172 millones de euros.
        


        
          • Recursos adicionales del Sistema de Financiación (pactados en 2009 de forma transitoria hasta que entre en vigor el nuevo sistema de financiación): 1.481 millones de euros.
        


        
          • Otras transferencias corrientes: 2.686 millones de euros.
        

      

    


    
      9. Ingresos patrimoniales: 90 millones de euros.
    


    
      10. Enajenación de inversiones reales: 205 millones de euros.
    


    
      11. Transferencias de capital: 182 millones de euros.
    

  


  
    Los ingresos presupuestarios se pueden clasificar de la siguiente manera:

    
      
        1. Ingresos por participación en impuestos estatales recaudados por el Estado:

        
          
            —IRPF: 5.805 + 723 = 6.528 millones de euros.
          


          
            —IVA: 2.326 – 679 = 1.647 millones de euros.
          


          
            —Impuestos Especiales: 67+425+461+167 – 11=1.109 millones de euros.
          


          
            —Total: 9.284 millones de euros.
          

        

      


      
        2. Transferencias corrientes del Estado por otros conceptos: 4.167 millones de euros:

        
          
            —Recursos adicionales del sistema de financiación: 1.481 millones de euros.
          


          
            —Otras transferencias corrientes: 2.686 millones de euros.
          

        

      


      
        3. Transferencias de capital (del Estado o de la Unión Europea) : 182 millones de euros.
      


      
        4. Impuestos estatales cedidos totalmente y recaudados por la autonomía:

        
          
            —ITP: 800 millones de euros.
          


          
            —AJD: 700 millones de euros.
          


          
            —Impuestos sobre determinados medios de transporte: 350 millones de euros.
          


          
            —Juego: 310 millones de euros.
          


          
            —Impuesto sobre ventas minoristas de hidrocarburos: 165 millones de euros.
          


          
            —Sucesiones y Donaciones: 326 millones de euros.
          


          
            —Recargo IAE: 30 millones de euros.
          


          
            —Patrimonio: - 10 millones de euros.
          


          
            —Total: 2.677 millones de euros.
          

        

      


      
        5. Tasas y otros ingresos: 413 millones de euros.
      


      
        6. Enajenaciones: 205 millones de euros.
      


      
        7. Ingresos patrimoniales: 90 millones de euros.
      

    

  


  
    Resumiendo:

    
      
        1. Transferencias de impuestos recaudados por el Estado: 9.284 + 4.167 + 182 = 13.583 millones de euros.
      


      
        2. Impuestos recaudados por la autonomía: 2.677 millones de euros.
      


      
        3. Tasas recaudadas por las autonomías: 413 millones de euros.
      


      
        4. Enajenaciones y otros: 301 millones de euros.
      

    

  


  
    Conclusión: de un total de 17.065 millones de euros, la autonomía de Madrid espera recaudar por sus propios medios (2.677 + 413 + 205 + 90)= 3.385 millones de euros, lo que significa un 20% del total. El resto, el 80%, ha sido recaudado por el Estado y transferido a la autonomía de Madrid.
  


  
    Por otra parte, la autonomía de Madrid se endeudará en 1.400 millones de euros para cubrir su déficit de funcionamiento y realizar determinadas inversiones pactadas con el Estado.
  


  
    Veamos, ahora, el caso del presupuesto de ingresos consolidados de la autonomía de Castilla-La Mancha en el año 2009:

    
      
        1. Impuestos cedidos y recaudados por la administración central : 2.341 millones de euros.

        
          
            • IRPF: (33%) 836 millones de euros.
          


          
            • IVA: (35%) 982 millones de euros.
          


          
            • Impuestos especiales: (40%) 523 millones de euros.
          

        

      


      
        2. Impuestos y tasas recaudados por la autonomía: 807 millones de euros.

        
          
            • Impuestos especiales: 307 millones de euros.

            
              
                —Impuesto sobre electricidad: 66 millones de euros.
              


              
                —Impuesto sobre medios de transporte: 76 millones de euros.
              


              
                —Impuesto sobre ventas minoristas de hidrocarburos: 165 millones de euros.
              

            

          


          
            • Sucesiones y Donaciones: 59 millones de euros.
          


          
            • ITP: 256 millones de euros.
          


          
            • AJD: 301 millones de euros.
          


          
            • Impuestos medioambientales: 70,5 millones de euros.
          


          
            • Tasas e ingresos por ventas de servicios públicos: 171 millones de euros.
          

        

      


      
        3. Transferencias corrientes: 4.820 millones de euros.

        
          
            • Del Estado: 3.902 millones de euros.
          


          
            • Del exterior (Unión Europea): 852 millones de euros.
          

        

      


      
        4. Transferencias de capital: 620 millones de euros.

        
          
            • Del Estado: 246 millones de euros.
          


          
            • Del exterior (Unión Europea): 372 millones de euros.
          

        

      


      
        5. Emisión de deuda pública autonómica: 446 millones de euros.
      

    

  


  
    De unos impuestos totales de alrededor de 8.625 millones de euros, la propia autonomía debería haber recaudado 807 millones, y 32 millones los habría ingresado por enajenaciones. En total recauda, por sus propios medios: 839 millones de euros de un total de ingresos de 8.625 millones de euros, algo menos del 10% del total. Otros 446 millones de euros los ingresa por emisión de deuda pública.
  


  La distribución del gasto autonómico


  
    En cuanto al gasto de las autonomías, su única obligación es garantizar que, con las transferencias que reciben, prestan los servicios sanitarios y de salud, educativos, judiciales y sociales en los mismos términos y condiciones que en el resto de España.
  


  
    En lo que se refiere al resto de los servicios, son libres para gastar «sus» ingresos de la forma que consideren más oportuna, previo cumplimiento de sus obligaciones constitucionales, que figuran en el artículo 148 de la Constitución. Algunas han optado por abrir delegaciones en el exterior, otras por potenciar el gasto en medios de comunicación públicos, otras por construir infraestructuras, otras por mejorar la calidad del sistema educativo, otras por mejorar las pensiones no contributivas. En fin, un catálogo infinito de diversidad. Lo que sí han hecho todas es incrementar la contratación de empleados públicos, funcionarios o no, y legislar intensamente en todos los temas que son de su competencia para, a continuación, reglamentar, inspeccionar y sancionar. En España hay ya diecisiete autonomías con legislaciones diferentes, lo que sin duda encarece la producción de bienes y servicios en el conjunto de la economía española. Si es que quisiéramos y pudiéramos hacer ese cálculo sobre bases nacionales.
  


  
    En el cuadro VII se clasifica el gasto conjunto de las autonomías de régimen común según su destino.
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    Cuadro VII. Clasificación funcional por áreas de gasto. Año 2007. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe económico y financiero de las administraciones territoriales 2007, Ministerio de Política Territorial.
  


  
    La sanidad y la educación suponen, en conjunto, el 53.4% del total, destinándose, ese año 2007, 51.715 millones de euros a sanidad y 34.175 millones a educación.
  


  
    En el siguiente cuadro, el número VIII, figura la distribución del gasto por capítulos.
  


  
    [image: 052]
  


  
    Cuadro VIII. Presupuesto consolidado de gastos de las comunidades autónomas de régimen común (2006-2007). Resumen por capítulos. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe económico y financiero de las administraciones territoriales 2007, Ministerio de Política Territorial.
  


  
    En el cuadro IX se expone la organización de una de nuestras autonomías, la de Madrid.
  


  
    Como puede observarse, se ha reproducido el esquema de instituciones que existen en el Estado central. Al margen de lo que es propiamente la administración autonómica existen tanto organismos autónomos administrativos como entes públicos de carácter administrativo. Todos ellos se controlan con las disposiciones del derecho administrativo. Se observará que se utiliza ya extensamente el derecho mercantil para llevar a cabo otras actividades. Existen dentro del amplio sector público empresarial organismos autónomos mercantiles, empresas públicas y entes públicos con estatuto jurídico especial. En lenguaje más accesible, hay empresas públicas, consorcios con terceros, fundaciones y empresas en las que la administración autonómica tiene posiciones minoritarias. En la autonomía de Madrid existen 137 empresas públicas, por ejemplo.
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    Cuadro IX
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuestos consolidados para 2010, Comunidad de Madrid.
  


  
    Entre las actividades transferidas desde el Estado, o que ha puesto en marcha la autonomía por iniciativa propia aprovechando los ingresos tributarios de estos años, yo destacaría las siguientes: 

    
      
        1. Educación: 4.779 millones de euros. Incluye gastos para un Plan Regional de Investigación por 62 millones de euros. Las universidades públicas suponen unos gastos de 1.049 millones de euros.
      


      
        2. Sanidad: 7.078 millones de euros. De esa cantidad, 679 millones se gastan para pagar la amortización y servicios anuales de los hospitales nuevos, que ya se han terminado y entregado.
      


      
        3. Transportes: 1.650 millones de euros. De los cuales 1.210 millones son subvenciones a los usuarios.
      


      
        4. Familia y Asistencia Social: 1.288 millones de euros. La nueva ley de dependientes sólo supone, en 2010, 85 millones de euros, pero se disparará en el futuro.
      


      
        5. Inmigración y Cooperación al desarrollo: 35 millones para esta última actividad y 25 millones para apoyo a inmigración.
      


      
        6. Justicia: funcionamiento de la justicia, 415 millones de euros. Justicia gratuita: 34 millones de euros.
      


      
        7. Policía autonómica, BESCAM: 114 millones de euros.
      


      
        8. Cultura: exposiciones temporales, 7 millones de euros.Teatros y centros culturales: 11 millones de euros. Ciclos y festivales: 21,40 millones de euros.
      


      
        9. Economía, IMADE, innovación tecnológica: 31 millones de euros.
      

    

  


  
    En consonancia con los acuerdos alcanzados por todas las autonomías con el gobierno nacional en 2009, para 2010 se permite un déficit, en cada autonomía, del 2,25% del PIB regional, aunque se admite hasta el 2,75% en las autonomías que llevan a cabo determinadas inversiones. El déficit resultante se tiene que cubrir con la emisión de deuda pública autonómica. En el caso de la autonomía madrileña, el déficit presupuestado es mínimo: sólo el 0,3% del PIB regional, que equivale a 110 millones de euros. La necesidad de financiación externa, teniendo en cuenta las inversiones programadas, asciende a 1.415 millones de euros.
  


  
    De esas cifras me gustaría destacar lo siguiente:

    
      
        1. La suma de los presupuestos destinados a gasto sanitario, educativo y servicios sociales alcanza, en total, los 13.145 millones de euros. Un 75% del total. Si se incluyen los 449 millones de gastos de funcionamiento de la justicia, ese total aumenta hasta los 13.594 millones de euros, y su porcentaje del gasto total se incrementa hasta el 79% del presupuesto. Es decir, que el gasto en otras competencias supera el 21% del total. Sin embargo, si los 13.594 millones de euros los comparamos con el gasto consolidado total de la Comunidad de Madrid, que asciende a 20.306 millones de euros, el desempeño de esas competencias sólo supone el 67% del total. El resto, el 33% de los 20.306 millones de euros, 6.700 millones de euros, es el dinero que, en principio, gasta libremente la autonomía madrileña en las políticas que considera necesarias. Esta afirmación hay que matizarla, pues existen competencias autonómicas propias, reconocidas como tales en la Constitución, y que hay que prestar. Van desde el suministro de agua, la construcción y el mantenimiento de carreteras autonómicas, y el alumbrado público en algunas zonas de su competencia, hasta el transporte público no estrictamente municipal, entre otras.
      


      
        2. No tiene lógica haber transferido a la autonomía madrileña —ni a ninguna otra—la educación superior, ni parte de la sanidad. En cualquier caso, nunca debería haber figurado ninguna partida para financiar la administración de la justicia. Estos últimos gastos no deberían integrarse ni en los presupuestos de las autonomías ni en los del gobierno. Deberían depender del poder judicial, para evitar presiones y asegurar la independencia de los órganos judiciales. También Madrid ha creado su propia policía autónoma, la BESCAM, siguiendo el modelo catalán y vasco, que tanto criticó el PP en su momento.
      


      
        3. Hay competencias que no son propiamente autonómicas, pero que la Comunidad de Madrid ha decidido desarrollar y financiar. Son decisiones políticas fundamentadas en creer que el Estado no cubre esas necesidades y que la autonomía piensa que son imprescindibles. Entre ellas yo destacaría la «Investigación y Desarrollo» de Madrid (IMADE), el Plan Regional de Investigación Educativa, y las políticas de cooperación internacional y de inmigración.
      


      
        4. Hay gastos en los que no debería incurrir ninguna administración, como los incluidos en cultura para todo tipo de exposiciones, excepto que tengan capacidad para autofinanciarse.
      


      
        5. Aparecen parte de las subvenciones que ayudan a mantener precios irreales en el transporte público, en colaboración con el Estado y algunos municipios de la autonomía.
      


      
        6. Existen otros gastos que no están detallados en la presentación de esos presupuestos, porque se incurre en ellos a través de empresas públicas, consorcios y fundaciones, como, por ejemplo, los gastos en medios de comunicación (el déficit de Telemadrid alcanzó los 70 millones de euros en 2009).
      

    

  


  La ineficacia de las subvenciones a las autonomías con menores niveles de renta y los conflictos con el resto


  
    Un sistema de subvenciones, como el que subyace en las sucesivas LOFCA, mantenido indefinidamente en el tiempo, no sirve para impulsar el desarrollo económico. Provengan las subvenciones del Estado Español o de la Unión Europea. Algo que se ha puesto de manifiesto nuevamente, en 2010, cuando la crisis ha vuelto a disparar el desempleo en las autonomías con menor nivel de renta, a pesar de las significativas transferencias de recursos que se han realizado durante estos años.
  


  
    En el cuadro X figura la evolución de la renta per capita de las diferentes autonomías desde 1995 hasta 2008. Creo que son destacables los siguientes fenómenos:

    
      
        1. Las autonomías con menor renta per capita, Andalucía, Extremadura y Castilla-La Mancha, no modifican sustancialmente su situación a pesar de las ayudas recibidas. Entre las tres, Andalucía y Extremadura mejoran algo su situación, sin duda por la excepcionalidad del PER y lo que implica la financiación de servicios públicos de la población que vive en pueblos donde la principal actividad es la agraria. Junto con el gran peso de los empleados públicos, a los que apenas afecta la crisis económica.
      


      
        2. Las autonomías con mayor renta per capita son Madrid, el País Vasco y Navarra. Madrid, por su excepcionalidad, a la que ya hemos hecho referencia. El País Vasco y Navarra, porque la reestructuración industrial de la década de 1980 ha permitido después, con apenas excesos inmobiliarios, el desarrollo de una industria moderna y eficiente.
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          Cuadro X. PIB per capita
        


        
           

        


        


        
          Fuente: «La metástasis del INI», María Gómez Agustín, Foment del Treball Nacional, 2010.
        

      


      
        3. Las otras regiones con buen nivel educativo y en las que se hizo la reestructuración industrial, como Galicia y Asturias, han mejorado su renta per capita.
      


      
        4. Canarias y Baleares, a pesar de la tradicional alta renta per capita de la última, dependen de la evolución del turismo.
      


      
        5. Cataluña es la única región desarrollada, con alta renta per capita tradicional, e industrializada, que pierde posiciones en esta clasificación. Sin duda la causa hay que buscarla en cómo le han afectado la globalización, la competencia exterior y quizá la política interior de los sucesivos gobiernos catalanes a la industria y el comercio locales, en su mayoría empresas de tamaño medio y pequeño, de carácter familiar, sin incentivos suficientes—que debería pasar, en mi opinión, por una política de fusiones empresariales—para hacer frente a la competencia del resto del mundo.
      

    

  


  
    La todavía vigente LOFCA de 2001—porque los acuerdos de 2009 entre el Estado y las autonomías sólo se aplican transitoriamente en 2010—fue aprobada por unanimidad. El entonces nuevo sistema de financiación incrementó la participación de todas las autonomías en la recaudación de IRPF (33%), IVA (35%) e impuestos especiales (40%). Cataluña, como Madrid y Baleares, aceptaron devolver parte de sus ingresos por su participación en esos impuestos para transferirlos a las de menor renta. El resto de transferencias necesarias para asegurar la igualdad en el suministro de servicios públicos en todo el territorio nacional se financia, hasta 2010, con cargo al denominado Fondo de Suficiencia. En los Presupuestos Generales del Estado para 2010 el Fondo de Suficiencia alcanza casi los 30.000 millones de euros. Los Fondos de Compensación Interterritoriales, financiados por la Hacienda nacional, tienen como objetivo mejorar la dotación de infraestructuras de las que tengan menor renta per capita, y son mucho menos importantes cuantitativamente que el de Suficiencia, pues suman en total 1.226 millones de euros. Cuando se apruebe la nueva LOFCA en 2011, o el año que se pueda, y se normalicen las transferencias por IRPF, IVA e impuestos especiales, la necesidad de contar con grandes asignaciones presupuestarias habrá terminado. El Fondo de Suficiencia será sustituido por los cuatro fondos que se han señalado anteriormente.
  


  El descontrol del gasto de las autonomías. El endeudamiento presupuestario y el «extrapresupuestario»


  
    Al igual que hizo la administración central en las décadas de 1970 y 1980, las autonomías intentan escapar del control presupuestario creando empresas públicas o participando, en mayoría o minoría, en empresas de carácter semipúblico o semiprivado, y creando fundaciones para llevar a cabo algunas actividades.
  


  
    En muchos casos lo han conseguido, de tal forma que las deudas de esas empresas y fundaciones no se consolidan con las de la propia autonomía; un escapismo legal, aunque dificultado por la legislación europea derivada del Tratado de Maastricht, que obliga a que el déficit del conjunto del sector público no supere el 3% del PIB.
  


  
    Las empresas de ese tipo, ya sean sociedades o fundaciones —que se analizan con mayor detalle en el anexo 1—tienen ventajas políticas para los gobernantes autonómicos: les permiten cumplir promesas electorales por muy insensatas que sean, intervienen en los mercados a los que den importancia por la razón que sea —habitualmente política—, les permiten dar empleo bien remunerado a amigos, familiares o colaboradores políticos sin control parlamentario; y las financian con facilidad, aunque sean negocios ruinosos, pues la garantía última, aunque no explícita jurídicamente, es siempre la de la autonomía o la de una caja de ahorros controlada por el gobierno de la autonomía, como es patente en lo que se va conociendo del caso de la Caja Castilla-La Mancha.
  


  
    No hay muchas diferencias entre autonomías en relación a este fenómeno en función de su ideología, aunque el proceso de huida del control parlamentario comienza en la autonomía catalana. Hoy, las que tienen más empresas o fundaciones públicas son la nacionalista Cataluña y las socialistas Andalucía y Baleares. Y, por lo que sabemos, ninguna administración interviene más, con ayudas y subvenciones, legales o incalificables, que la vasca. Pero sobre ella el Estado Español ha renunciado a tener cualquier competencia.
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    Cuadro XI. Entes que componen ei inventario del sectro publico autonómico
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «La metastatis del INI», María Gómez Agustín, Foment del Treball Nacional, 2010
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    Cuadro XII. Mecanismos de endeudamiento de las comunidades autónomas (2009)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «La metástasis del INI», María Gómez Agustín, Foment del Treball Nacional, 2010.
  


  
    En los cuadros XI y XII se expone el entramado de entes de todo tipo que existen en el sector público autonómico que, como puede observarse, es de una enorme complejidad. Están censadas, en 2008, más de 2005 formas diferentes de endeudarse. Esta deuda en parte aparece reflejada en el protocolo de déficit excesivo y en parte es extrapresupuestaria y no se tiene en cuenta a efectos de los acuerdos con la Unión Europea para reducir el déficit público al 3% en 2013.
  


  Los conflictos entre el Estado y las autonomías de régimen común. La estimación de la población y la territorialización del gasto


  
    Las diferencias entre los gobiernos nacionales y los autonómicos se producen, básicamente, por dos causas: la primera, cuál es la población de cada autonomía, pues en función del número de habitantes las transferencias del Estado varían para asegurar que todas tienen los mismos fondos por persona, para garantizar la igualdad en el suministro de los servicios públicos esenciales. La segunda es cómo se distribuyen territorialmente el gasto corriente y las inversiones del Estado. En el caso del gasto corriente hay poca flexibilidad territorial. En el de la inversión no cabe duda de que se puede territorializar, priorizando unas u otras inversiones. Las otras causas de conflicto son las que cuantifican situaciones excepcionales, como la insularidad y la escasa densidad de población, su nivel de dispersión, la superficie autonómica, así como el porcentaje que significan los menores de dieciséis años (con efectos en el gasto educativo) y los mayores de sesenta y cinco (con efecto en el gasto sanitario).
  


  
    El conocimiento de cuál es la población existente en cada autonomía no es un tema pacífico. El cálculo no es sencillo, pues en España se han asentado en los últimos diez años alrededor de 6 millones de inmigrantes, que se han distribuido muy desigualmente entre las distintas autonomías. La primera referencia cuantitativa es el padrón municipal que está, sin duda, hinchado, pues tanto los ayuntamientos como la propia autonomía tienen interés en que se registre el mayor número posible de personas para poder pedir a la administración central mayores recursos financieros. La administración central se resiste a aceptar los resultados de los padrones municipales, porque es evidente que los responsables de los mismos, los ayuntamientos, no tienen el menor interés en dar de baja a nadie. El INE utiliza el último censo existente, en la actualidad el de 2001, y hace ajustes utilizando datos de nacimientos, fallecimientos, movimientos de población conocidos y los padrones municipales.Y también es evidente que según sean las relaciones políticas entre el gobierno y las autonomías, las cifras que resultan se aceptan de mejor o peor grado. El nuevo sistema de financiación autonómica ha tomado como referencia la población existente en 2007, aunque el cálculo no ha satisfecho a todas las autonomías.
  


  
    La otra causa de enfrentamientos entre el gobierno de la nación y los de las autonomías es cómo se distribuye el gasto público de la administración central entre las diversas autonomías, en la medida en que pueda territorializarse. Algo que no puede hacerse con los gastos militares, de política exterior o de mantenimiento de la Casa del Rey, pero que sí puede afectar a qué tipo de infraestructuras y otras obras públicas desarrolla el Estado, y dónde. A los gobiernos autonómicos no les importan los criterios lógicos por los que se elijan unas u otras. Les importa sólo que sean obras realizadas en sus respectivos territorios.
  


  
    El poder de algunas autonomías, como la catalana y la andaluza, se ha acrecentado durante los gobiernos de Rodríguez Zapatero, pues el presidente del gobierno necesita el apoyo de su partido pero depende, más claramente, de los diputados del PSOE que pertenecen a esas circunscripciones autonómicas. Esa influencia se ha traducido en la alteración de la política de inversiones en infraestructuras por parte del Estado, que se decide por criterios políticos. No debe extrañar que esas dos autonomías sean las que más obras públicas han logrado en la segunda legislatura de Rodríguez Zapatero.
  


  
    Aunque habría que añadir que durante los años de gobierno del PP se hizo especial énfasis en la construcción de infraestructuras que asentaran aún más el papel de Madrid como centro radial de todas las comunicaciones españolas. Una política que tenía, por otra parte, apoyo comunitario, pues había financiación de la Unión Europea para infraestructuras de ese tipo.
  


  
    En el estatuto de Cataluña de 2006 se dice que el Estado invertirá en esa autonomía un porcentaje equivalente a lo que representa la economía catalana en el conjunto de España, que la Generalitat ha calculado en torno al 18% del PIB nacional (algo más de lo que le atribuyen otros cálculos). Una disposición que el Tribunal Constitucional ha entendido ajustada a derecho. El nuevo estatuto de autonomía de Andalucía utiliza otro criterio, el de la población, y ha hecho figurar en su texto que el Estado invertirá en su autonomía el porcentaje que representa la población andaluza en el conjunto de España, en torno al 17%, aunque en términos económicos su peso sea del 14%.A pesar de la absoluta incompatibilidad entre ambos criterios, el del peso económico y el de la población, los dos estatutos han sido votados favorablemente en el Congreso de los Diputados.Y la confirmación por el Tribunal Constitucional del criterio económico confirma el desastre del Estado de las Autonomías y la incompetencia y politización del Tribunal Constitucional.
  


  
    Desde el punto de vista del gasto, el País Vasco y Navarra, que tienen un cupo y una aportación fijas, han logrado que se les reconozca un porcentaje de peso en la economía española menor del que probablemente les corresponde, pues ésos son sus intereses económicos. El resto lucha, por el contrario, por maximizar su peso, ya sea económico, como Cataluña, o de población, como Andalucía y Madrid. En el caso de Madrid, el gobierno autonómico reivindica que el gobierno de Rodríguez Zapatero no reconoce que en esa autonomía viven muchas más personas de las que se tienen en cuenta a la hora de calcular el coste de los servicios públicos. Concretamente la autonomía de Madrid afirma que en ella viven 6,4 millones de personas.
  


  
    En el cuadro siguiente se puede ver cómo se distribuye la inversión pública real según qué administración la lleve a cabo en cada autonomía.
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    Cuadro XIII. Evolutión de la inversion pública real por agentes de las administrationes públicas. Presupuestos iniciales.
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe económico y financiero de las administraciones territoriales 2007, Ministerio de Política Territorial.
  


  
    Esa misma información figura en el cuadro XIV, distribuida porcentualmente entre autonomías.
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    Cuadro XIV. Distribución territorial de la inversión del sector público estatal. Ejercicio 2007. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe económico y financiero de las administraciones territoriales 2007, Ministerio de Política Territorial.
  


  El chantaje permanente de las autonomías al Estado


  
    En la medida en que las autonomías no tienen que recaudar sus ingresos—excepto el reducido porcentaje al que hemos hecho alusión—, su política frente al gobierno nacional es la de la presión; se utiliza el chantaje cuando es factible, el engaño en las cifras, y el ocultamiento de deuda.
  


  
    Los políticos de las autonomías nunca tienen que optar en sus campañas electorales entre más impuestos o más servicios públicos, como cualquier partido en cualquier país o en la propia España. Sus campañas son siempre de queja frente a la administración central, a la que acusan permanentemente de maltrato, ya sea por su ideología, ya por su política antinacionalista.
  


  
    El maltrato se utiliza para justificar que si han perdido peso en el reparto de la renta nacional española, la causa es que contribuyen más de lo que les correspondería al mantenimiento de los gastos generales del Estado y a que las transferencias a las autonomías de renta más baja son excesivas. Es el caso catalán.
  


  
    Los políticos andaluces y extremeños, por su parte, reivindican que el Estado central tendría que transferirles más recursos para compensar la explotación de sus recursos personales y naturales por parte de las autonomías con mayor nivel de renta. Una explotación que se habría producido en el pasado y que seguiría produciéndose en la actualidad si, por ejemplo, el ahorro de los habitantes de una autonomía no se invirtiera, en su totalidad, en la misma, sino en otras con mayor nivel de vida. Una queja que expuso públicamente Rodríguez Ibarra cuando era el presidente de la autonomía extremeña, y que le justificó para imponer un impuesto a los bancos que invertían sus ahorros fuera de la autonomía. Impuesto que, incomprensiblemente, declaró legal el Tribunal Constitucional.
  


  
    El PaísVasco y Navarra nunca protestan; de una u otra manera ya han conseguido pactos con el Estado Español que les garantizan un nivel de ingresos casi equivalente, en la práctica, a todo lo que recaudan en sus respectivos territorios por todos los conceptos tributarios. El resto de las autonomías, empezando por Cataluña, tienen en cambio que utilizar todo un arsenal de argumentos, unos verdaderos y otros radicalmente falsos, para defender que en sus territorios debe gastarse un porcentaje mayor de la recaudación nacional.
  


  
    Los nuevos estatutos, negociados y aprobados desde 2006, han partido de unos ingresos procedentes de la administración central muy superiores a los anteriores. Ahora tienen derecho al 50% de la recaudación por IVA y por IRPF y al 58% de los impuestos especiales. Y los ingresos que estas cifras supongan para las autonomías con mayor renta per capita no tienen que compartirse con las más pobres mediante devoluciones a la administración central tributaria, como ocurría hasta la aprobación del nuevo sistema de financiación autonómica en 2009. Ahora quien tiene que financiar las necesidades adicionales de recursos de las autonomías con menos recursos es, directamente, la administración central. El resultado final de este nuevo proceso de financiación automática es que las autonomías con mayores recursos obtienen un trato parecido al del País Vasco y Navarra y a las más pobres las soporta totalmente el Estado. Las autonomías ricas han dejado de ser solidarias con las más pobres.
  


  
    Un resultado contrario al que obligan las leyes españolas y la propia Constitución—que es profundamente igualitaria—, al que se llega por la presión del tripartito catalán. Pero un resultado que tiene lógica económica, porque las subvenciones permanentes para elevar artificialmente el nivel de vida no funcionan nunca.Y un resultado catastrófico para el Estado y para todos los españoles, pues las autonomías de renta per capita más baja mantienen el mismo tipo y cuantía de subvenciones que anteriormente, por lo que el gasto del Estado en transferencias aumentará más que hasta ahora, al no disponer de los recursos que antes aportaban las más ricas, al tiempo que los gobiernos de las de menor renta tendrán todavía menos incentivos que hasta ahora para adoptar medidas que pudieran aumentar su productividad.
  


  
    En marzo de 2010 el nuevo presidente de la Junta de Andalucía, José Antonio Griñán, proclamaba como logro de los gobiernos socialistas que ha padecido esa región que, gracias a sus políticas, la población andaluza había dejado de emigrar. Un éxito si se trataba de evitar que la población se trasladara de los pueblos con bajos niveles de vida, puestos de trabajo escasos y reducida productividad, a otras zonas en las que hubiera una mayor necesidad de mano de obra. Un éxito, sin duda, del PER, que obliga a contratar mano de obra agraria fuera de España, mientras el desempleo en Andalucía ha vuelto a superar el 26% de la población activa.
  


  
    En realidad, un tremendo fracaso colectivo, que ha influido incluso en la oposición conservadora, que pide ahora una compensación mayor para Andalucía por la «deuda histórica» del resto de España con ella. ¡Ah! y que el pago se haga en dinero y no en solares.
  


  Las consecuencias del proceso de descentralización autonómica: populismo y demagogia. La deuda autonómica


  
    Las autonomías tienen competencias que, en la mayoría de los Estados, incluso federales, corresponden a la administración central. La financiación de esas competencias se instrumenta por transferencias de la administración central. En caso de carencias financieras se responsabiliza al gobierno nacional.
  


  
    Las autonomías tienen, de hecho, independencia sobre su gestión política y económica, pues ningún organismo central les interviene en la práctica, y ninguno les impone disciplina. A pesar del mandato constitucional, que aparece claramente en el artículo 150.2 de la Constitución.
  


  
    Las autonomías son también independientes, de hecho, del poder judicial, pues la financiación de la justicia autonómica depende del gobierno de la comunidad, lo que dificulta el control ordinario de sus actuaciones. La justicia nacional, por su parte, y el Tribunal Constitucional procuran, desde su no independencia, no interferir en sus actuaciones.
  


  
    Se da también un predominio de políticas populistas, en la medida en que con ellas se puede ganar apoyo electoral. Un apoyo que es tanto más fuerte cuanto más exigente, contundente y exitoso haya sido el gobierno autonómico contra el gobierno de España. Políticas populistas que no se traducen en las inevitables consecuencias de fracaso económico, pérdida de empleo y endeudamiento a largo plazo, que acompañan, al cabo de un tiempo, a los Estados que las practican. Esas políticas no tienen esas consecuencias negativas en las autonomías, porque quien sufre las consecuencias de la irresponsabilidad es el Estado nacional, que paga con cargo a los Presupuestos Generales.Aunque la gran perjudicada sea la economía española a nivel general, que reduce su productividad, su competitividad y, desde el comienzo de la actual crisis, sufre una enorme pérdida de empleo, mientras se dispara la deuda pública total.
  


  
    Una región aparentemente poco populista, como Madrid, destaca en el suministro de servicios públicos a los habitantes de su autonomía, sin coste o con coste reducido. Madrid tiene mejores servicios médicos, educativos y de transporte público que la mayoría de las autonomías.Y ha ampliado su red de empresas públicas y de fundaciones para llevar a cabo las actividades económicas y sociales que quieren que escapen al control, total o parcial, de su parlamento regional. El caso de Cataluña es mucho más escandaloso, pues sin mejoras apreciables en los servicios ha incrementado su deuda autonómica considerablemente, al igual que Valencia, otra campeona del endeudamiento público.
  


  
    El endeudamiento de las autonomías aunque crece sin freno, como se observa en el siguiente cuadro, sigue siendo reducido en relación al del Estado nacional, en parte por los límites legales que tienen que respetar las autonomías, en parte porque no toda la deuda autonómica está debidamente contabilizada y, sobre todo, porque han conseguido que el grueso de sus facturas las pague la administración central.
  


  
    En el cuadro XV se puede observar la diferencia entre el endeudamiento total de las autonomías, que según las cuentas financieras de la economía española ascendía, en diciembre de 2009, a 118.520 millones de euros, y el que se declara oficialmente a la Unión Europea, que era de 86.260 millones de euros. La diferencia, 32.260 millones de euros, es parte de la deuda extrapresupuestaria. No se trata de una práctica española. Esa forma de contabilizar es de ámbito europeo, amparada en las normas SEC 95.
  


  
    [image: 059]
  


  
    Cuadro XV. Protocolo de Déficit excesivo. Comunidades autónomas
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Boletín Estadístico, mayo de 2010
  


  
    La nueva LOFCA, que quizá entre en vigor en 2011, pero cuyas disposiciones fiscales están siendo aplicadas provisionalmente en 2010, es un buen ejemplo de lo que digo. El Estado nacional cede un mayor porcentaje de los ingresos tributarios en los que da participación a las autonomías, no obliga a las comunidades con mayores rentas per capita a ceder parte del porcentaje que les corresponde, como ocurría en la anterior ley, para financiar a las de renta más baja, y asume como propia la obligación de compensar a estas autonomías por la pérdida de ingresos que pudiera producirse. Y para lograr el apoyo unánime de las autonomías repartió en 2009, con carácter extraordinario, alrededor de 11.000 millones de euros con criterios arbitrarios de tipo político.
  


  
    Las transferencias del Estado a las autonomías, en la parte que corresponde a su participación en los impuestos nacionales que gestiona el Estado, se hacen cada año en función de la recaudación que el Estado espera para ese mismo año. El Estado transfiere como adelanto hasta el 98% de sus estimaciones de recaudación. Esa cifra no es la definitiva, pues tiene que incrementarse, o reducirse, en función de la recaudación efectiva de esos impuestos. La liquidación definitiva de las transferencias totales a que tienen derecho las autonomías se hace, siempre, dos años más tarde.
  


  
    En 2009, por ejemplo, se transfirieron cantidades muy elevadas por la participación en los tributos de ese año (muy elevadas a la vista de la recaudación final por IRPF y por IVA). Esa mayor financiación a las autonomías—temporal—se moderó porque la liquidación definitiva correspondiente a 2007 ya fue ligeramente negativa para las mismas. Simultáneamente, el Estado repartió los 11.000 millones de euros para apoyar el nuevo sistema de financiación a que se ha hecho referencia, cantidad que figura en la información presupuestaria del Ministerio de Economía y Hacienda para 2010. Pues bien, según los responsables de algunas autonomías esos fondos ni se han recibido ni se han compensado. Conclusión: los responsables de las haciendas autonómicas dicen que han recibido menos fondos del Estado de los comprometidos y de los que figuran en las cifras oficiales del Ministerio de Economía y Hacienda.Y que esa decisión es la causa de su altísimo déficit.A lo que habría que añadir que las autonomías—y eso no lo dicen—se equivocaron gravemente al presupuestar sus ingresos por los tributos que tiene totalmente cedidos, como el de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
  


  
    La situación es todavía más compleja en 2010. Las transferencias a que tienen derecho las autonomías por participación en IRPF, IVA e impuestos especiales se reducen respecto a las recibidas en 2009, porque el Estado ha ajustado sus ingresos presupuestados para acercarlos a la realidad. Al mismo tiempo, el cierre de 2008 ha sido muy negativo para las autonomías, pues en ese año los ingresos del Estado se redujeron significativamente en relación con lo presupuestado. De las liquidaciones correspondientes a 2007, 2008 y 2009 resulta que las autonomías van a tener que devolver alrededor de 25.000 millones de euros al Estado. Finalmente, el gobierno afirmó en la presentación de presupuestos para 2010 que las cantidades que tengan que devolver las autonomías por la liquidación correspondiente a 2008 se podrán hacer no en las 48 mensualidades anunciadas, a partir de 2011, sino en 60 mensualidades, en 5 años.
  


  
    Un auténtico galimatías que mantiene en total incertidumbre a las autonomías y al propio Estado, pues las decisiones del gobierno de Rodríguez Zapatero alteran lo dispuesto en las leyes, sin disposiciones que las modifiquen previamente o las sostengan. La palabra y las decisiones del presidente del gobierno se han convertido en ley. Al menos provisionalmente. La situación fiscal es tan comprometida que las autonomías han hecho sus presupuestos para 2010 sobre bases totalmente inestables. A la vista de lo que está ocurriendo en los primeros meses de 2010 podría ocurrir que el 3,1% del PIB, que es el porcentaje de déficit conjunto de las autonomías que ha programado el gobierno, se supere.
  


  
    Ahora bien, al margen ya de los presupuestos del Estado y de los de las autonomías, tanto en ingresos como en gastos, ha llegado el momento de no intentar deducir nada de los mismos. La única vía de conocimiento de lo que está ocurriendo con los ingresos y gastos autonómicos es acudir a las estadísticas sobre protocolo de déficit excesivo, que tienen carácter y formato comunitario, pues en ellas se reflejan la deuda autonómica que se comunica oficialmente a Bruselas. Según el cuadro XV, en el cuarto trimestre de 2009 la deuda oficial de las autonomías era de 86.260 millones de euros, frente a 63.031 millones de euros doce meses antes. Es decir, alrededor de 23.000 millones de euros más, que son 2 décimas más de déficit que el 2% del PIB que el gobierno atribuía a las autonomías en 2009.
  


  
    El mayor problema que tiene la economía española en estos momentos es el del crecimiento del endeudamiento de las autonomías. En 2009, sobre unos gastos presupuestados, que podemos observar en el cuadro IV, de casi 182.000 millones de euros, su déficit fue de algo más de 21.000 millones de euros, un 11,5% del total. Ese déficit se produjo a pesar de que el Estado les transfirió casi 20.000 millones de euros más de lo que les correspondía, pues la recaudación de los impuestos estatales fue mucho menor de lo presupuestado. El resultado, si ese error no se hubiera producido, podría haber sido un déficit total de 41.000 millones de euros, lo que significa casi un 23% de déficit.
  


  
    La diferencia se produjo porque en los impuestos estatales cedidos que gestionan las autonomías, y que vimos en su momento, los ingresos fueron también sustancialmente menores de lo que habían presupuestado, en este caso, las autonomías.
  


  
    La gran dificultad para controlar el déficit de las autonomías es que su gasto, tanto el corriente como las inversiones, está adaptado a crecimientos constantes de ingresos, y la única forma de reducirlo es minimizar las inversiones, disminuir el personal contratado y ajustar los servicios educativos, sanitarios, sociales y de otro tipo a lo que sean capaces de financiar.
  


  
    No en vano en el cálculo del déficit total del 6% del PIB comprometido por el gobierno para 2011, a las autonomías se les asigna más de la mitad de ese total, un 3,3% del PIB.
  


  
    Tampoco debemos olvidar que en su deseo de ofrecer a los habitantes de sus autonomías más servicios, con el objetivo último de ser votados, los gobiernos autonómicos han puesto en funcionamiento todo tipo de políticas de gasto: políticas de inmigración diferenciada; apertura de delegaciones económicas y comerciales fuera de España (que actúan en algunos casos como auténticas embajadas, tanto en Bruselas como en los países que consideran relevantes económicamente para su gestión); políticas de aumento sobre los mínimos que estableció el Estado para las pensiones no contributivas; políticas de cooperación con países en vías de desarrollo; políticas de cooperación social con organizaciones no gubernamentales, de ámbito autonómico o, directamente, internacional…
  


  
    En conclusión, podemos hablar de excesos competenciales, excesos de gasto y excesos de deuda. En las anteriores páginas he expuesto, creo que de forma moderada, un resumen de las consecuencias económicas del desarrollo descontrolado de las autonomías. Ese proceso de transferencias tiene apoyo legal, pero la ausencia de mecanismos de control por parte del Estado, junto con la decisión política de no aplicarlos cuando existen—con la excepción del decreto-ley 8/2010—, han permitido un desarrollo excesivo de las competencias autonómicas que nunca estuvo previsto en la Constitución.
  


  
    La falta de independencia del poder judicial y del Tribunal Constitucional explica, como en el caso del Estado, el descontrol, tanto del proceso de transferencias de competencias como de la forma en que se prestan las mismas. El grueso del gasto de las autonomías lo componen el suministro de servicios públicos, o que tienen esa consideración, como la sanidad, la educación, los servicios sociales a los dependientes y al conjunto de la población, y el de los servicios de la justicia hasta el nivel autonómico.
  


  
    Podría parecer que esta distribución del gasto no deja lugar para muchas iniciativas, pero no es así. Hay grandes diferencias en la forma de prestar esos servicios, con más o menos hospitales, con más o menos médicos, con mayores o menores listas de espera, con más o menos posibilidades de operarse en plazos determinados.Y si se trata de educación, con colegios públicos o concertados, con más o menos alumnos por aula, con escuelas bilingües en español e inglés, o con escuelas en catalán, con inglés y sin español. En todos estos casos los costes son diferentes, obviamente. Más importante son los servicios adicionales que la autonomía quiera prestar. Al margen del tema de mayor importancia: con qué efectivos humanos cuenta la autonomía y a que se dedican. El gobierno ha hecho participar a las autonomías del nuevo recorte en el gasto público previsto, en junio de 2010, para el conjunto de las administraciones, hasta el 6% del PIB en 2011. El crecimiento de los empleados públicos al servicio de las autonomías tiene que ver con la prestación de servicios, con el desarrollo de su aparato legal y de control y con su exceso de financiación durante muchos años. En el anexo 2 figura cómo ha ido creciendo el número de empleados públicos, funcionarios y contratados en los últimos años, y cómo se han convertido en un peso, quizá imposible de levantar, para la economía española.
  


  
    Nadie ha controlado hasta ahora a las autonomías. Sus sistemas de intervención pública, es decir, el sistema del control de la legalidad de las decisiones de gasto, son muy débiles. El Estado no exige a las autonomías explicaciones sobre sus cierres presupuestarios definitivos. El Estado se limita a ajustar las transferencias a que tienen derecho las autonomías, pero no interviene de ninguna forma en cómo se han gastado sus ingresos presupuestarios y los de otro orden. No existe, de hecho, en la legislación autonómica, en la LOFCA, la obligación de que las autonomías cierren oficialmente sus cuentas y las remitan al Estado para su análisis. No existe ningún organismo en el Ministerio de Economía y Hacienda para recibir esas cuentas.
  


  
    Existen tribunales de cuentas en algunas autonomías que hacen, o deberían hacer, ese análisis, pero se trata nuevamente de organismos dominados por los partidos políticos, no de organismos en los que la última palabra la tengan los funcionarios responsables.
  


  
    
  


  PARTE 3


  LAS ADMINISTRACIONES LOCALES: CORRUPCIÓN, IRRESPONSABILIDAD Y DESCONTROL


  Los ingresos y gastos consolidados de las entidades locales


  
    Las entidades locales, es decir, los 8.108 municipios españoles y las diputaciones provinciales y forales, no han participado en el proceso de desmantelamiento del Estado Español. Sin embargo, han añadido un ingrediente ponzoñoso a la vida política, la corrupción, ligada al proceso de creación de suelo urbano y urbanizable y a la negociación de los posteriores desarrollos urbanísticos.
  


  
    En el cuadro I figuran los presupuestos consolidados de las entidades locales de 2007, el último año para el que disponemos de datos oficiales. Son los que corresponden al de máximo esplendor municipal. Después sabemos que los ingresos ordinarios se han despeñado, que se han multiplicado los impagos de deudas, hasta llegar a las suspensiones de pagos de muchos municipios que no tienen ingresos ni siquiera para pagar sus nóminas.
  


  
    La caída de ingresos entre 2007 y 2010 ha debido de ser del orden de un 30% o un 40% en muchos municipios Sólo reducciones de esa proporción explican que no haya dinero ni para pagar los sueldos. Hay que tener en cuenta que los gastos de personal en los municipios pequeños suponen el 43% del total de los gastos, mientras en los mayores fluctúa entre el 28% y el 40%.
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    Cuadro I. Presupestos consolidatos de las entidades locales 2007. Ingresos. (En miles de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe Económico y Financerio de las Administrationes Territoriales, Ministerio de Política Territorial.
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    Cuadro II. Presupuestos municipales de 2007. Gastos ordinarios
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe Económico y Financerio de las Administrationes Territoriales, Ministerio de Política Territorial.
  


  
    El objetivo de déficit público del 6% del PIB para 2011 permite que las corporaciones locales tengan un déficit del 0,8% del PIB de ese año, alrededor de 8.500 millones de euros, lo que debería suponer casi el 20% de sus gastos totales en ese ejercicio.
  


  
    La distribución del gasto entre las principales partidas se refleja en el cuadro II.
  


  
    Los ayuntamientos siempre se han quejado por la forma en que han tenido que financiarse: básicamente con sus propios impuestos, directos o indirectos, con tasas y, en última instancia, acudiendo al endeudamiento con el margen previsto por la ley de haciendas locales, el 110% de los ingresos corrientes; porcentaje que se incrementó hasta el 120% en 2009 para que los ayuntamientos pudieran hacer frente al desplome de sus ingresos. Ese límite de endeudamiento se excepciona para los mayores municipios, siempre y cuando lo autorice el Ministerio de Economía y Hacienda.
  


  
    Los alcaldes han alegado que mientras ellos tienen que cobrar impuestos y tasas para mantener su actividad ordinaria, las autonomías pueden despreocuparse, porque el Estado recauda y les transfiere lo acordado en sus estatutos y según lo que disponga la LOFCA vigente en cada momento.
  


  
    Esta queja no está totalmente justificada. La vigente ley de haciendas locales, aprobada en marzo de 2004 y aplicada desde ese año, que sustituye a la anteriormente vigente, recoge un complejo sistema de ayudas financieras desde los Presupuestos Generales del Estado para municipios y provincias. Existe, de hecho, participación en tributos del Estado, un fondo especial de financiación a favor de los municipios con menos de 20.000 habitantes, un fondo estatal para el empleo y la sostenibilidad local (2010), ayudas al transporte público urbano, o compensaciones por beneficios fiscales, en tributos locales, decididos por el Estado.
  


  
    En el cuadro III, que figura a continuación, se desglosa la forma en que se financian los municipios.Y se puede comprobar que, en todos los municipios, la financiación, por transferencias de la administración central, básicamente, se sitúa en torno al 33% del total.
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    Cuadro III. Financiación de municipios
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Informe Económico y Financiero de las Administraciones Territoriales, Ministerio de Política Territorial.
  


  
    A los municipios con una población mayor de 75.000 habitantes se les reconocen dos derechos: el de participar en la recaudación de IRPF, IVA e impuestos especiales, con porcentajes del 1,6875% en el primer impuesto, con el 1,7897% en el IVA y el 2,0454% en el tercero; y el de disfrutar de transferencias del Fondo Complementario de Financiación.
  


  
    Los municipios con una población inferior a los 75.000 habitantes no tienen derecho a participar en los impuestos estatales a los que se ha hecho referencia, pero se les transfieren cantidades englobadas en un concepto denominado «modelo de reparto por variables»: las cantidades que recibe cada municipio, en este caso, dependen básicamente de su población (en un 75%) y de otras variables como la presión fiscal y la capacidad tributaria. En las cifras finales resultantes influyen también compensaciones por la eliminación del Impuesto sobre Actividades Económicas, así como transferencias por prestar atenciones sanitarias y sociales en las que los municipios tengan esas competencias por razones históricas.
  


  
    Las cifras previstas de financiación estatal a los municipios en 2010 son las siguientes:

    
      
        1. Por los diversos sistemas de financiación analizados: 8.008 millones.
      


      
        2. Por financiación extraordinaria, que incluye los 5.000 millones de euros del Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local: 5.874 millones.
      


      
        3. Total: 13.882 millones.
      

    

  


  
    Como posiblemente los ingresos totales han descendido desde 2007 en, al menos, un 30%, esa cifra significa que, para el conjunto de los entes locales, las transferencias significan un porcentaje mucho mayor que anteriormente.
  


  
    Hay que destacar que en 2010 la financiación estatal estable disminuye un 18% en relación con la de 2009, por la caída total de la imposición estatal con la que están relacionadas esas transferencias. El fondo de 5.000 millones se puede aplicar tanto para financiar inversiones como para hacer frente a gastos municipales en sanidad y dependencia, básicamente. Hay que hacer una observación importante: en los Presupuestos Generales del Estado para 2010 no figuran, cuando se hace la comparación de las transferencias a los municipios con las del año anterior, los 8.000 millones que recibieron del denominado Plan E en 2009, como puede observarse en el cuadro IV, en el que se recoge la financiación estatal a todas las entidades territoriales.
  


  
    No sólo las autonomías y los municipios obtienen recursos financieros del Estado, sino que también lo hacen las provincias —como puede deducirse del cuadro IV—, que han sido la base de la organización territorial española desde el siglo XIX hasta la Constitución de 1978. Las provincias recibirán, en 2010, 3.850 millones de euros, según dispone la ley reguladora de las haciendas locales de marzo de 2004, que da derecho a las provincias a una participación en la recaudación de algunos impuestos estatales:

    
      
        1. Por IRPF, el 0,9936%.
      


      
        2. Por IVA, el 1,0538%.
      


      
        3. Por impuestos especiales, el 1,2044%.
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    Cuadro IV. Transferencias corrientes y de capital a las administraciones territoriales. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuestos Generales del Estado para 2010.
  


  
    Por tanto, las transferencias totales del Estado a municipios y provincias sumarán en 2010:

    
      
        1. Para municipios: 13.882 millones.
      


      
        2. Para provincias: 3.850 millones.
      


      
        3. Total: 17.393 millones.
      

    

  


  
    En los sucesivos planes de reducción del déficit público para 2010 y 2011 también han entrado las entidades locales. La prohibición de endeudarse en 2010 y 2011, que aparecía en el decreto-ley 8/2010, se modificó posteriormente para eliminar la prohibición en el presente ejercicio de 2010.
  


  
    En cuanto a la participación en sus porcentajes correspondientes de IRPF, IVA e impuestos especiales, a los que se ha hecho referencia, el sistema de adelanto y regularización entre el Estado y los entes locales es el mismo que el que existe con las autonomías. El Estado adelanta el 98% del porcentaje que les corresponde en el ejercicio, según las previsiones presupuestarias, y veinticuatro meses después se regulariza. Los entes locales tienen que devolver al Estado, en total, 1.612 millones de euros correspondientes a 2008, y 4.000 millones por los adelantos de 2009. Una situación especialmente delicada para las corporaciones locales, por más que tengan cinco años para devolver esas cantidades.
  


  El suelo urbano. La corrupción y los ingresos excepcionales


  
    Los ayuntamientos tienen la competencia para crear, de la nada, el bien más valorado históricamente de la vida pública española, el suelo urbano.
  


  
    Desde que la población comenzó a abandonar el campo y asentarse en las ciudades a mediados del siglo pasado, el bien escaso por definición ha sido el suelo urbano. El permiso para construir cualquier inmueble en un municipio requiere un permiso municipal, que no se puede conceder más que si el suelo sobre el que se pretende construir tiene la categoría de urbano. El que no es urbano es rústico o urbanizable.
  


  
    El proceso por el que un suelo rústico pasa a ser urbano es complejo, largo, farragoso y costoso, porque la ideología dominante en nuestro derecho administrativo y en el derecho de propiedad heredado del franquismo, es que el dueño de un terreno tiene limitado su uso a lo que diga la calificación municipal en cada momento.
  


  
    El suelo puede cambiar de categoría y pasar de rústico a urbano para poder construir viviendas, oficinas o naves industriales u otro tipo de aprovechamiento, pero si hay un beneficio por mor de esa transformación, la plusvalía se comparte entre el municipio y el dueño del terreno. Esta concepción del suelo ha impulsado el desarrollo de un alambicado derecho administrativo.
  


  
    Los promotores inmobiliarios son los empresarios que negocian con los municipios los cambios de los planes urbanísticos, las compensaciones a que tienen derecho los municipios (entre el 15% y el 20% del suelo urbanizado), las licencias, la tipología de la construcción y hasta el tipo de viviendas—que sean unifamiliares, adosadas o en bloque—. Igualmente se regula la construcción y características de los edificios de oficinas y otras construcciones del sector terciario, como comercios y zonas deportivas, y el desarrollo de polígonos industriales, así como la urbanización de todos esos complejos.
  


  
    Tras múltiples avatares, los municipios tienen, en el actual régimen legal, el poder de proponer el cambio de uso del suelo, pero tienen que aprobar un Plan General de Ordenación Urbano que debe recibir, imprescindiblemente, el visto bueno, con todos los condicionantes y modificaciones que se consideren oportunas, por parte de la autonomía en la que se asiente el municipio.
  


  
    El proceso de transformación de suelo, de la categoría que sea, hasta suelo sobre el que se puede construir lo que autorice el PGOU de cada municipio, es tan lento—estamos hablando de, en promedio, más de diez años—que cuando se produce un crecimiento fuerte, rápido e inesperado de la demanda de suelo para construir, el valor del suelo se multiplica y las irregularidades—como que el municipio conceda licencias para construir, incluso antes de que el proceso administrativo de modificación del Plan General de Ordenación Urbana haya terminando—se convierten en norma.
  


  
    Hay municipios, como Marbella, Estepona o El Ejido, por hablarles de Andalucía, que han autorizado la construcción de viviendas en suelos que no tenían la categoría de urbanos. A cambio de pagos, que parece han recibido tanto algunos responsables municipales como las propias corporaciones municipales, que cobran en permutas o servicios. Pero sólo en el caso de Marbella ha intervenido la Junta de Andalucía, tal y como prevén las leyes si los municipios cometen irregularidades de carácter muy grave. Una dejación de funciones similar a la que ha tenido el Estado en relación con las autonomías que no han respetado las leyes. El nivel de corrupción está tan extendido que algunas autonomías han modificado la legislación para aprobar los PGOU, sometiéndolos a muchos más controles para evitar la concesión de licencias municipales provisionales aparentemente legales. Si bien la intervención autonómica no asegura la eliminación de la corrupción; simplemente, como parece haber ocurrido en Baleares, la centraliza en los responsables políticos de esas autonomías.
  


  
    La corrupción en las autonomías más desarrolladas y con mayor renta per capita, como Cataluña y Madrid, es más sofisticada. En los casos publicados, lo más habitual es vender suelos urbanos a precios reducidos o aprobar planes especialmente adaptados a las necesidades de algún promotor. En los pueblos, la corrupción es más personal, sin dejar de ser política. En las ciudades, la corrupción se extiende a responsables políticos de las autonomías.
  


  
    En la última fase alcista del ciclo expansivo inmobiliario, que comenzó en 1997 y terminó a finales de 2007, aunque en 2010 todavía se terminarán de construir 250.000 viviendas, se han edificado alrededor de 6 millones de viviendas, quizá 50 millones de metros cuadrados de oficinas, así como innumerables edificios públicos y polígonos industriales.Y por primera vez en la historia moderna de España, hay decenas, incluso más, de millones de metros cuadrados de suelo urbano o en proceso de recalificación para el que no hay ni habrá demanda en los próximos años.
  


  
    Los ingresos en dinero, en suelo, en edificios y en servicios logrados por los ayuntamientos en esos años de expansión, sin mediar pago alguno, al margen de la pura corrupción, han sido enormes. Por eso en los presupuestos ordinarios de los ayuntamientos en los que ha habido desarrollos urbanos se han producido unos incrementos espectaculares de los ingresos que aparecían como ordinarios y que hoy se han reducido sustancialmente.
  


  El crecimiento del empleo y del gasto en los entes locales


  
    Los políticos que han estado al frente de los ayuntamientos que, en muchas ocasiones, pertenecen a partidos puramente locales, han actuado como si esos ingresos fueran a ser permanentes, hasta el punto de que los presupuestos de gastos de los ayuntamientos han cambiado profundamente:

    
      
        1. Ha aumentado el personal contratado directamente, funcionario o laboral, y se han firmado elevados contratos con empresas para la prestación de servicios municipales típicos, como la recogida de basuras, el suministro de agua potable y el cuidado de zonas verdes, que hoy no pueden pagarse.
      


      
        2. Han aumentado los sueldos y las compensaciones de los cargos públicos.
      


      
        3. Muchos municipios prestan servicios sociales, sanitarios, e incluso educativos que no entran dentro de sus competencias.
      


      
        4. Los ayuntamientos han creado, como las autonomías, una red de empresas y fundaciones para realizar actividades económicas y sociales en su municipio o en el extranjero, que manejan al margen de los presupuestos oficiales.
      


      
        5. Nunca se calculó el coste de mantener, con unos impuestos ordinarios que podrían reducirse, los servicios que exige el crecimiento de los pueblos, las ciudades, las urbanizaciones y los polígonos que se han desarrollado.
      

    

  


  
    El nivel de corrupción de muchas de las administraciones locales sólo puede calificarse de apabullante. Se han corrompido los servicios técnicos, las concejalías de obras, las de urbanismo, las de policía, las de recaudación de tributos y, por supuesto, los cargos políticos, con el alcalde a la cabeza, de innumerables municipios. Una corrupción facilitada por la discrecionalidad que asiste a los ayuntamientos a la hora de decidir qué suelo se convertirá en urbano y cuál no, a quién se le concede licencia de obras y a quién se adjudican los servicios públicos externalizados.
  


  
    La corrupción de la política española empieza por los dos extremos del sistema: por la financiación ilegal de las campañas electorales o de la actividad habitual de los partidos nacionales o nacionalistas, por una parte; y por la prevaricación y la malversación en las decisiones de recalificación, construcción y adjudicaciones municipales, por otra.
  


  
    Son multitud los municipios en los que los cargos representativos han multiplicado su patrimonio durante los años en que han tenido responsabilidades políticas. La actuación de muchos políticos en la administración local ha añadido la corrupción generalizada a los problemas de orden constitucional que han provocado los partidos políticos en los ámbitos autonómicos y nacional; corrupción que se ha extendido a algunas autonomías en la medida en que son ellas las que otorgan, reforman o confirman los planes de ordenación urbanística de los municipios.
  


  
    
  


  PARTE 4


  EL CONTROL DEL DÉFICIT PÚBLICO. LA IMPRESCINDIBLE NECESIDAD DE MODIFICAR EL SISTEMA TRIBUTARIO


  
    A lo largo de este capítulo se ha intentado cuantificar el esfuerzo para reducir el déficit fiscal, concretado en mayores ingresos y menores gastos, para alcanzar el objetivo del 3% del PIB en 2013. El 3% es un objetivo político. Es el que aparece en el Acuerdo de Estabilidad y Crecimiento europeo, que es parte del Tratado de Maastricht. Pero para España es además un objetivo económico de la máxima importancia.
  


  
    En los apartados en los que se analizaban los principales gastos públicos creo que ha quedado claro que la acumulación de deuda pública, con el consiguiente aumento de los pagos anuales por intereses, puede hacer que el objetivo de alcanzar un déficit más reducido se convierta en inalcanzable y, aún peor, que coloque al Estado en una situación fiscal insostenible, obligándole a recortar, mucho más de lo aquí expuesto, el gasto público del conjunto de las tres administraciones públicas.
  


  
    En el ejercicio numérico que se ha hecho para explicar hasta qué punto es difícil reducir el gasto público, se han hecho tres peticiones de principio que pueden ser ilusorias:

    
      
        1. Los tipos de interés subirán del 3,5% de interés promedio en 2009 al 3,8% en 2013. Si subieran mucho más, el pago de intereses sería un mazazo para el gasto público y el posible crecimiento económico.
      


      
        2. El PIB retrocederá, según el gobierno, el 0,3% en 2010, y se incrementará el 1,3% en 2011, el 2,5% en 2012 y el 2,7% en 2013.
      


      
        3. La inflación, medida por el IPC, subirá entre el 1% y el 2% anual en 2011, 2012 y 2013.
      

    

  


  
    El cumplimiento de esas premisas permitiría que los ingresos impositivos crecieran alrededor de 54.000 millones de euros hasta 2013. Pero incluso con este aumento de la recaudación, y según las propuestas arbitrarias que se han hecho de cómo reducir el gasto público, faltarían alrededor de 21.000 millones de euros para alcanzar el objetivo del 3% en 2013. Que, repito, es doble: cumplir con las obligaciones de Maastricht y las impuestas por la Unión Europea y el FMI, y evitar que los pagos por intereses de la deuda pública ahoguen cualquier atisbo de normalización económica.
  


  
    En cualquier caso, sin las reformas que se propondrán a lo largo de este libro, será imposible escapar a la recesión, a la suspensión de pagos y a un futuro social y político lleno de negruras.
  


  
    Por otra parte, creo que con el actual sistema tributario no será posible incrementar la recaudación sin afectar negativamente al crecimiento. Si la reforma tributaria acertara, en cambio, todo sería más sencillo. Sería posible incluso subir algunos impuestos, como el IVA, para completar el ajuste fiscal. El objetivo final es muy ambicioso: recaudar 54.000 millones de euros más que en 2009 sin afectar al crecimiento. Lo que implicaría, por supuesto, sacrificios para todos.
  


  Un sistema tributario mal diseñado


  
    En relación a la reforma del sistema tributario hay que partir de una base: el conjunto que forman los principales tributos está mal diseñado. Una parte fundamental de los ingresos descansa en actividades urbanísticas y del sector de la construcción, que no van a recuperarse al nivel del periodo 1997-2007 y que, cuando lo hagan, a partir de 2013, proporcionarán ingresos muy moderados a las haciendas nacional, autonómicas y locales.
  


  
    El sistema tributario se apoya en los ingresos por IVA, que se han nutrido especialmente del aumento del consumo de la creciente población inmigrante, de las ventas de nuevas viviendas y del incremento de las importaciones de bienes y servicios, impulsadas por la falta de competitividad de nuestra economía. En un entorno de disminución de la población, del mantenimiento de un consumo muy moderado, de unas importaciones también moderadas y de ventas reducidas de nuevas viviendas a precios bajos, los ingresos por IVA no pueden aumentar lo necesario, incluso con el incremento del tipo general al 18%, aplicado desde el 1 de julio de 2010.
  


  
    Los ingresos por IRPF crecieron con fortaleza a pesar de las tres reformas fiscales, o precisamente gracias a ellas. En definitiva, reflejaban el incremento de los salarios medios de las personas ocupadas. Una masa salarial que aumentaba, tanto por el aumento de la población ocupada como por el de los salarios, indexados a la inflación. A ese incremento de la recaudación por IRPF contribuían también las plusvalías que se producían con la venta de viviendas de segunda mano, en un contexto de fortísimas subidas de precios.
  


  
    Los ingresos por impuestos especiales sobre los carburantes, alcohol, cerveza, tabaco, electricidad y otros menores han crecido al mismo ritmo que la economía; aunque hay que destacar su bajo tipo relativo en relación con los de los otros países europeos.
  


  
    El principal sostén de los ingresos públicos han sido las cotizaciones sociales de la población ocupada que, a su vez, se reforzaba con la llegada de trabajadores inmigrantes, el aumento del empleo e incluso con las cotizaciones de los parados.
  


  
    Por su parte, el aumento de la recaudación del Impuesto sobre Sociedades reflejaba los voluminosos beneficios que durante esos años lograron las empresas instaladas en España, que atendieron la demanda creciente de bienes de consumo y de inversión de una población que había pasado de 40 a 46 millones de habitantes en apenas nueve años.
  


  
    En el ámbito autonómico los ingresos tributarios aumentaron con la recaudación del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales —cada vez que se producía una transacción inmobiliaria de bienes de segunda mano—, por el Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados, así como por su participación en los impuestos nacionales cedidos, el IVA y el IRPF, además de por los impuestos especiales a los que se ha hecho referencia: alcohol, cerveza, tabaco, electricidad, carburantes, así como seguros y todo tipo de tasas.
  


  
    Las administraciones locales tenían que conformarse con los incrementos de recaudación de los Impuestos sobre Bienes Inmuebles, pero completaban sus ingresos tributarios con lo que cobraban por todo tipo de tasas, por recalificaciones de terrenos, por permisos de obras o por acuerdos con los promotores y constructores.
  


  La reforma del sistema tributario


  
    El sistema tributario español debe ser reformado, porque su capacidad recaudatoria se ha reducido, al menos, en 30.000 millones de euros anuales.Y es también evidente que, sean cuales fueren las modificaciones tributarias que se hagan, los ingresos tributarios no podrán descansar, tanto como en el pasado, en la actividad constructora e inmobiliaria, en la compra de viviendas y de otros inmuebles, en el aumento de la población, en el incremento de las personas ocupadas, en el crecimiento de los salarios, en el de los precios y en el de las importaciones de bienes y servicios.
  


  
    Cualquier nuevo sistema tributario tendrá que basarse en la recuperación progresiva de la actividad, aunque desconocemos cómo y cuándo se producirá esa recuperación. Lo que sí sabemos es que, según sea el calado de las reformas, la economía podría recuperarse o entrar en una fase prolongada de recesión o estancamiento.
  


  
    En resumen, el actual esquema tributario no puede lograr unos ingresos ni siquiera moderados para mantener el funcionamiento de las administraciones, asegurar las funciones básicas del Estado y atender las necesidades sociales y la realización de algunas obras públicas urgentes.
  


  
    Habría que comenzar por introducir modificaciones en los tributos que más recaudan:

    
      
        1. Las cotizaciones sociales, incluidas las contingencias generales, los pagos por desempleo, formación, FOGASA y horas extraordinarias. Si bien las cotizaciones no son propiamente tributos, son ingresos públicos que se funden en la caja única del Estado. Como se analizará posteriormente, las cotizaciones sociales, en su conjunto, son altas, aunque se sitúan sólo entre 1 y 2 puntos por encima del promedio de países que pertenecen a la OCDE. La necesidad perentoria de reducir los costes salariales totales, de los que las cotizaciones son una parte sustancial, para incentivar la contratación de la mano de obra parada, aconsejaría reducirlas. La gran dificultad para hacerlo es que, precisamente en este momento, podría afectar a la recaudación que más estabilidad ha demostrado en estos años. El decreto-ley de 16 de junio de 2010, de reforma del mercado de trabajo, plantea un sistema de bonificaciones para la contratación de algunos colectivos, como los jóvenes. Sabemos que las medidas de orden general, como las bonificaciones para todo tipo de nuevas contrataciones, se filtran al conjunto de los cotizantes y no consiguen los objetivos que persiguen. Si en un contexto internacional diferente, con la economía europea en recuperación, se produjeran simultáneamente una reducción de los salarios—o congelación durante un periodo significativo—y otra de las cotizaciones sociales, que resultaran en una reducción global de los salarios brutos del 10%, en términos reales, la medida habría que tomarla. Con esas tasas de reducción, junto con otras medidas económicas, muchos de los parados españoles podrían encontrar empleo. Para que no queden dudas de lo que estoy proponiendo, los nuevos empleados no llegarían siquiera a ser mileuristas, pero saldrían de la pobreza y el subsidio público. Sólo en ese contexto de reformas tendría hoy sentido reducir, de forma general, las cotizaciones sociales.
      


      
        2. El IRPF, el segundo tributo directo por recaudación, no debería modificarse sustancialmente. La actual división del tributo entre una parte estatal y otra autonómica permite incrementar tanto el tramo estatal como el autonómico. Con las subidas anunciadas por algunas autonomías, y las insinuaciones del gobierno central, el tipo conjunto se va a consolidar por encima del 45%. Esa subida podría tener sentido si se hiciera conjuntamente con la revisión del resto de figuras tributarias estatales y autonómicas. No tiene lógica hacerla en solitario sin tener en cuenta su repercusión en la actividad económica. Hay que recordar que los tributos deberían intentar maximizar los ingresos públicos sin afectar negativamente a la actividad económica. Una subida en frío del IRPF, sin coordinación con los otros tributos, sólo con objetivos recaudatorios, probablemente fracasaría. Al margen de decisiones a la desesperada, sí tiene lógica considerar un caso especial, el de las indemnizaciones escandalosas, recibidas como gratificaciones o pensiones, por parte de los empresarios que dejan de serlo y se ven obligados a dejar sus puestos. En ese caso yo sería partidario de incrementar el IRPF hasta tipos casi confiscatorios para cantidades muy elevadas. No es lógico que cuando trabajadores y pensionistas se ven afectados, gravemente, en su nivel de vida, los grandes empresarios reciban indemnizaciones por despido, o jubilación, de cuantías estratosféricas. En un contexto de reformas tributarias también habría que incrementar el impuesto sobre las rentas de capital, del 19% o 21%, a un tipo unificado del 22% o 23%. Sin intentar subir el tipo sobre las SICAV, pues simplemente se desplazarían a otro país. Hay que recordar, por otra parte, que el reparto de beneficios de las SICAV, cuando se produce, paga los mismos tipos por impuesto sobre sociedades o IRPF que el resto de los rendimientos de capital. La otra reforma imprescindible es la eliminación de los módulos para el cálculo de los pagos por IRPF. Con la información que tiene Hacienda y el automatismo con el que pueden registrarse ingresos y pagos en todo tipo de negocios, es incomprensible que se haya mantenido hasta la fecha el sistema de módulos. Para los que no lo conozcan, es una forma de calcular los pagos por IRPF en función de características como los metros cuadrados o el número de empleados de una empresa, en lugar de calcular el rendimiento del negocio que sea. Desde su implantación, el sistema de módulos es, o una extorsión, en los casos en los que los rendimientos de un negocio sean mínimos o negativos, o una máquina de creación de dinero negro, en los casos en que los ingresos del negocio, y sus beneficios, sean muy superiores a lo que suponen los módulos que se les aplican. La razón de que se hayan mantenido desde la reforma fiscal de 1978 es puramente electoralista: el miedo a perder votos de los cientos de miles de pequeños empresarios que utilizan esa fórmula tributaria.
      


      
        3. El Impuesto sobre Sociedades. El impacto de la crisis económica, junto con la disminución general del impuesto al 30% de los beneficios, han tenido como consecuencia una reducción de los ingresos públicos por este concepto desde los 44.000 millones de euros de 2007 a los 20.000 millones de euros de 2009. La posibilidad, por otra parte, de compensar pérdidas durante diez años disminuye la capacidad recaudatoria del Impuesto sobre Sociedades, que durante algunos años parecía ser uno de los pilares del sistema tributario. La falta de competitividad de la economía española, que desanima a muchos potenciales inversores, podría paliarse en parte reduciendo aún más el Impuesto sobre Sociedades. En algún momento, quizá en 2011, habría que aprovechar para, cuando se hagan otras reformas que incentiven la contratación de mano de obra, reducir el tipo del impuesto al nivel en el que lo han situado los países del este de Europa y la propia Alemania. No tendría consecuencias recaudatorias y dejaría de ser un obstáculo a la inversión, si la economía se reanima como consecuencia de otras reformas.
      


      
        4. El IVA. Es imprescindible incrementar el IVA hasta el promedio de los países de la Unión Europea. Lo lógico sería un tipo normalizado de entre el 20% y el 22%, otro reducido, quizá del 10%, con el super-reducido en el 4%, según dispone la legislación comunitaria. En el caso español, tan importantes son los tipos como los bienes y servicios que deben tributar en cada una de las categorías, pues nuestro país es de los que más excepciones ha hecho para aplicar el tipo reducido. En un contexto de disminución de rentas familiares es imprescindible seleccionar, en cambio, con criterio expansivo, los artículos que tienen derecho al tipo super-reducido. El IVA tiene que cubrir parte de las pérdidas de capacidad recaudatoria de los impuestos directos. No es una situación excepcional. Es lo mismo que han tenido que hacer otros países europeos para incentivar la contratación de mano de obra en momentos de caída de la actividad y aumento del desempleo. En el capítulo dedicado a la Seguridad Social se hace una propuesta de reducción de las cotizaciones sociales junto con el incremento simultáneo del IVA.
      


      
        5. Los impuestos especiales. También en este caso hay margen para subir los impuestos especiales sobre tabaco, alcohol, cerveza, productos intermedios y carburantes. Los tipos españoles son muy bajos en relación con los del promedio europeo. Tanto en este caso como en el del IVA la razón de que tengamos tipos tan reducidos ha sido el temor a provocar una subida general de la inflación, una vez integrados en la moneda única y—dada la indexación salarial de la economía española—a que esa subida se transformara en una nueva pérdida de competitividad de la economía española. La debilidad de la demanda interna aconseja que esa subida de impuestos, junto con la del IVA, se lleve a cabo cuanto antes, para evitar tener que hacerlo en un momento en el que reaparezcan tensiones en la inflación subyacente. No parece, en cambio, conveniente subir el tipo sobre el consumo eléctrico, que se ha transformado en un bien enormemente caro, tanto para las familias como para las empresas, a pesar de que sigue acumulando déficit de tarifas del orden de los 6.000 millones de euros anuales.
      


      
        6. Los otros impuestos. Habría que discriminar entre los impuestos que afectan negativamente a la actividad económica y al resto. Entre los cedidos a las autonomías no tiene ninguna lógica económica reintroducir el de Patrimonio. El Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales debería reducirse hasta resolver el atasco que constituyen las viviendas nuevas sin vender; pues en muchas ocasiones las nuevas no se venden si antes no se logra vender las usadas.
      


      
        7. Las tasas. Hay que repensar todo nuestro sistema de tasas, que tienen que diseñarse para que con sus ingresos se cubran todos los gastos que ocasionan el suministro de los servicios públicos que sean. Las tasas y tarifas tienen que repercutir en los usuarios el coste de los servicios públicos que hoy se prestan gratuitamente o a precios muy reducidos. No tiene lógica, en las actuales circunstancias, que todos los pensionistas tengan derecho a recibir gratis todos los medicamentos, ni que las tasas universitarias apenas cubran la tercera parte de los costes. Una subida de tasas y tarifas tiene que combinarse con una política discriminatoria de becas para los más trabajadores y más pobres y con devolución de lo pagado por medicamentos a los que tengan rentas mínimas. Lo mismo puede decirse de la repercusión de las necesarias subidas en otros servicios públicos, como los transportes.
      

    

  


  
    Es más fácil hacer propuestas de este tipo que llevarlas a buen término. Una reforma fiscal como la que se propone, que incrementa muchos de los actuales impuestos intentando que no afecten negativamente a la actividad, al tiempo que se reducen otros, es muy complicada de diseñar y de aprobar. El diseño lo deben hacer los técnicos, pero la aprobación y puesta en vigor corresponde a los políticos.Y mucho me temo que ni los partidos políticos, ni la mayoría de los políticos individualmente, sean conscientes de los riesgos de no tomar decisiones de este calado.
  


  
    
  


  ANEXO 1


  EL SECTOR EMPRESARIAL PÚBLICO CON ENDEUDAMIENTO OFICIAL Y EXTRAPRESUPUESTARIO


  
    Hasta 2004, el conjunto de empresas públicas disminuía en número (y volumen total de endeudamiento) en la administración central, mientras en las autonómicas y en las locales seguía incrementándose regularmente. A partir de 2004, desde la llegada al poder de Rodríguez Zapatero, la conducta de la administración central se modifica y se dispara el número de empresas que cumplen aparentemente con el criterio de la orientación al mercado, al tiempo que aumenta también su endeudamiento.
  


  
    No se trata de una deuda pública oculta, pues el Banco de España da cuenta de la misma, pero es muy posible que los criterios para no declarar el endeudamiento por ese concepto de las empresas de las tres administraciones públicas se hayan relajado considerablemente. Según el Boletín del Banco de España de abril de 2010, el endeudamiento total de las mismas alcanzaba algo más del 4,6% del PIB. Una deuda que no se contabiliza por Bruselas, pero que es una deuda real de las administraciones públicas, aunque supuestamente no significa riesgo financiero, pues las empresas que la han contraído son rentables y están equilibradas.
  


  
    En los tres cuadros que figuran a continuación se puede ver cómo han evolucionado el número de entes de la administración central con participación mayoritaria del Estado, el de todo tipo de entes, con participaciones mayoritarias o minoritarias, así como el endeudamiento extrapresupuestario al que se hace referencia en el párrafo anterior.
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    Cuadro I. Entes que componen el Sector Público Estatal Centralizado (participación estatal mayoritaria)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «La metástasis del INI», María Gómez Agustín, Foment del Treball Nacional, 2010.
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    Cuadro II. Entes del Sector Público Estatal Centralizado en sentido amplio
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «La metástasis del INI», María Gómez Agustín, Foment del Treball Nacional, 2010.
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    Cuadro III. Endeudamiento de las empresas públicas pertenecientes a diferentes niveles de la administración
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «La metástasis del INI», María Gómez Agustín, Foment del Treball Nacional, 2010.
  


  
    
  


  ANEXO 2


  EL CRECIMIENTO Y LA DISTRIBUCIÓN DEL EMPLEO PÚBLICO ENTRE EL ESTADO, SUS ORGANISMOS AUTÓNOMOS Y ADMINISTRATIVOS, LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y LOS ENTES LOCALES


  
    En el primer cuadro que se reproduce a continuación, publicado por el Ministerio de la Presidencia a finales de 2009, el total de empleo público era, aparentemente, de 2.636.900 personas. Sin embargo, en el segundo, que corresponde a la Encuesta de Población Activa, sobre la que nadie parece dudar, el número en esa misma fecha era de 2.914.000, y en el primer trimestre de 2010 había aumentado, nuevamente, hasta 2.946.000.Teniendo en cuenta las empresas públicas, la cifra total era ya de 3.089.000 personas.
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    Cuadro I. Evolución del empleo público en el periodo 2000-2009
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «El empleo público en España 2009», datos provenientes del Registro Central de Personal, referidos al mes de enero de cada año reseñado en el cuadro.
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    Cuadro II. Empleo y salarios. Encuesta de Población Activa. Ocupados por situación profesional
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, marzo de 2010.
  


  
    De todos los datos lo más llamativo es, como aparece en el cuadro III, el crecimiento del personal de todas las administraciones desde 2004.
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    Cuadro III. Evolución del empleo público en relación al empleo nacional en la última década
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «El empleo público en España 2009», datos provenientes del Registro Central de Personal, referidos al mes de enero de cada año reseñado en el cuadro.
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    Cuadro IV. El personal que trabaja en todas las administraciones públicas
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «El empleo público en España 2009».
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    Cuadro V. El personal que trabaja en la administración de las comunidades autónomas
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «El empleo público en España 2009».
  


  
    Las autonomías continúan su carrera desbocada de crecimiento. Las entidades locales también lo hacen, pero en menor medida. Que crezca la administración central, con cada vez menos competencias, es una aberración, y sólo tiene una explicación: la política.
  


  
    Del análisis del personal al servicio de las autonomías, utilizando las estadísticas del Ministerio de Administraciones Públicas, hay que destacar el número de personas que no están empleadas en la prestación de servicios públicos como la educación y la sanidad, que son las excusas que siempre presentan los dirigentes políticos autonómicos para explicar por qué continúan contratando personal. Que haya 247.561 personas en los Servicios Centrales de las autonomías significa que el intervencionismo y el ejercicio de competencias, muchas de ellas impropias, se acentúa.
  


  
    En el cuadro número VI, aparece el porcentaje del personal público que son funcionarios, en relación al total en las administraciones. En principio, cuanto mayor es el porcentaje de funcionarios mayor es el control de la actividad pública. No sabemos, sin embargo, qué proporción de esos funcionarios lo son porque han ganado una oposición, en liza con otros candidatos, y cuáles han sido nombrados mediante concursos de méritos o idoneidad. La impresión, que no la información, es que el sistema de oposiciones es más frecuente en el Estado, menos en las autonomías, y escaso en las entidades locales. Lo que significa, en definitiva, mayor o menor profesionalidad y mayor o menor politización.
  


  
    Creo imprescindible, para finalizar este apartado, recoger la evolución del personal que, en conjunto, trabaja para las administraciones públicas, y del que lo hace en empresas privadas de prestación de servicios sanitarios, educativos y sociales que tienen, en su inmensa mayoría, acuerdos, consorcios o convenios con alguna de las administraciones.
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    Cuadro VI. El personal que trabaja en todas las administraciones públicas según la clase de personal
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «El empleo público en España 2009».
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    Cuadro VII. Administraciones públicas y Defensa, Seguridad Social, educación, actividades sanitarias y servicios sociales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: EPA.
  


  
    Este conjunto de personas prestan servicios fundamentales al país; sin ellas sería imposible vivir. De ellos dependen la justicia, el orden público, las relaciones exteriores, la defensa, así como la educación, la sanidad y los servicios sociales. El problema que plantea su número, y su gasto asociado, que en parte es gasto público imprescindible, es el denominado Estado de Bienestar. Es decir, si una economía como la española, con cada vez menos personas trabajando en el resto de los sectores, se lo puede permitir. En 1995 el conjunto que componían esas personas sumaban 1.982.000. En ese mismo momento el número total de ocupados en España era de 12.042.000. En el cuadro siguiente puede verse cómo han ido evolucionando esas cifras hasta el primer trimestre de 2010.
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    Cuadro VIII
  


  
     

  


  


  
    Fuente: INE, EPA.
  


  
    En 1996, en el momento en el que el PP de Aznar llega al poder, suponían el 17% del total de la población ocupada. En 2004, cuando el que alcanza el gobierno es Rodríguez Zapatero, ese porcentaje seguía siendo del 17%. En 2010, el porcentaje ha subido hasta suponer casi el 21% del total.
  


  
    
  


  ANEXO 3.


  UN ANÁLISIS ADICIONAL DEL GASTO DEL ESTADO


  
    Los gastos de personal de la administración central del Estado alcanzan la cifra de 27.572 millones de euros. Tal y como se expone en el cuadro I, aunque habría que descontar de ese gasto la cifra de clases pasivas, que suma 9.804 millones de euros. El personal al servicio directo del Estado cuesta, por tanto, 17.768 millones de euros. El descenso del 5% anual en los sueldos de los funcionarios para 2010 se ha repercutido sólo sobre el personal activo.
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    Cuadro I. Presupuesto de gastos del Estado, gastos de personal. Distribución por secciones. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
    Los gastos corrientes suman 3.515 millones de euros, como se observa en el cuadro II. Se podrán recortar, por supuesto, pero el margen no es muy amplio.
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    Cuadro II. Presupuesto de gastos del Estado, gastos corrientes en bienes y servicios. Distribución por secciones. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
    Las transferencias corrientes a comunidades autónomas, al servicio público de empleo estatal, las entidades locales, las aportaciones a la Unión Europea, la compensación de mínimos para pensiones de la Seguridad Social, pensiones no contributivas y dependencia alcanzan la cifra que aparece en el cuadro III, 103.136 millones de euros.
  


  
    En esta partida se concentran los gastos que habría que recortar. En concreto, las transferencias a las autonomías y entes locales deberían reducirse, al menos, en 20.000 millones de euros, y las que se hacen al servicio público de empleo en 10.000 millones de euros.
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    Cuadro III. Presupuesto de gastos del Estado. Transferencias corrientes
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
    En el cuadro IV se reproducen las transferencias a los organismos autónomos. Algunas de esas partidas ya aparecían en el cuadro anterior, el número III.
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    Cuadro IV. Presupuesto de gastos del Estado. Transferencias corrientes a organismos autónomos. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
    En el cuadro V figuran las transferencias corrientes a agencias estatales y otros organismos públicos, que alcanzan los 2.675 millones de euros.
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    Cuadro V. Presupuesto de gastos del Estado. Transferencias corrientes a agencias estatales y otros organismos públicos. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
    En el cuadroVI figuran las transferencias corrientes a las entidades públicas empresariales, fundaciones y otros entes públicos. Alcanzan la cifra de 1.202 millones de euros.
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    Cuadro VI. Presupuesto de gastos del Estado. Transferencias corrientes a sociedades, entidades públicas empresariales, fundaciones y resto de entes del sector público. (En millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
    En el cuadro VII figuran las transferencias corrientes que se hacen a familias e instituciones sin ánimo de lucro. Suman 2.967 millones de euros.
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    Cuadro VII. Presupuesto de gastos del Estado. Transferencias corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro. (En millones de euros)
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    Fuente: Presupuesto General del Estado 2010 (Informe Económico y Financiero).
  


  
     

  


  


  


  
    Capítulo IV
  


  
    LAS CONSECUENCIAS POLÍTICAS DE LA DESMEMBRACIÓN DEL ESTADO
  


  
    Quedan por exponer las consecuencias que este proceso ha tenido en la forma de actuar y de organizarse, tanto de los políticos como de los propios partidos. Para entender esa modificación en los hábitos de comportamiento de la clase política es necesario referirse a cómo se ha desarrollado históricamente el Estado de las Autonomías.
  


  
    
  


  De la excepcionalidad de los casos del País Vasco, Navarra y Canarias, a la extensión al resto de las autonomías


  
    La Constitución aceptó la excepcionalidad de un régimen fiscal diferente para Navarra y el País Vasco por razones históricas y políticas en el primer caso, y políticas, aunque también con un fuerte contendido histórico (caso de Álava durante el franquismo) en el segundo. La excepción es tan significativa que se habla de acuerdo, de pacto, entre el Estado Español y las comunidades forales del País Vasco y Navarra. La excepción canaria tiene su lógica en la insularidad y la lejanía del archipiélago del resto de España.
  


  
    Esas disposiciones constitucionales no fueron totalmente aceptadas ni por los nacionalistas vascos—por considerarlas cicateras—, ni por muchos representantes del régimen franquista evolucionado, entre ellos Alianza Popular—el partido de Fraga, que sucedió a la UCD como aglutinador del centro-derecha español, que contaba con el apoyo de un porcentaje bajo, pero significativo, del conjunto de los españoles, de las fuerzas armadas y de los cuerpos de seguridad del estado—. Para muchos españoles el Título VIII era un error que podía terminar por agravar las concesiones que se hacían a las comunidades forales del País Vasco y Navarra en las disposiciones transitorias de la propia Constitución. A pesar de lo cual la Constitución se votó positivamente, de forma masiva. Pero incluso muchos de los que votaron a su favor temían que en el desarrollo estatutario previsto para ambas autonomías se terminaran por hacer demasiadas concesiones. La solución a este dilema no fue precisamente salomónica. Los estatutos de Guernica y el que se negoció con Navarra van mucho más allá de lo que solicitaron los nacionalistas vascos en el momento de redactar la Constitución y de las competencias que habían tenido históricamente. Por su parte, el nacionalismo catalán, desbocado tras la desaparición de Tarradellas, quería un estatuto que lo acercarse en competencias al vasco, aunque sin querer asumir en ese momento la responsabilidad de la gestión de los ingresos tributarios, por considerar que tendría mayores recursos financieros presionando con su victimismo al gobierno español que asumiendo la carga de recaudar tributos en su territorio.
  


  
    Los gobiernos de UCD, sometidos por el PSOE a la presión de conceder las mismas competencias a otras autonomías, tomaron la decisión de compensar las cesiones a la vasca, navarra y catalana con competencias similares para el resto de las autonomías. De esa forma se superó la oposición de grupos políticos, sociales y militares conservadores al reconocimiento estatutario de competencias extraordinarias para el País Vasco, Navarra y Cataluña. La otra alternativa era haber reconocido que esas autonomías, junto a la gallega, podrían tener, por razones históricas, competencias diferentes a las del resto de las regiones españolas. Los gobiernos de la UCD juzgaron que la igualación en competencias era el mejor camino para preservar la democracia en España. Haber concedido competencias extraordinarias sólo al País Vasco y Navarra podría haberse entendido como una cesión al terrorismo de ETA y a la ambigüedad del PNV, que ni siquiera votó favorablemente la Constitución por considerar que la autonomía que se les iba a conceder sería insuficiente. Decidieron que el reconocimiento de la excepcionalidad sólo a esas comunidades provocaría un conflicto político que podría materializarse en intentos de golpes de Estado. También se temió que pudiera hacerles perder las siguientes elecciones frente a partidos que apenas velaban su federalismo, como el PSOE y el PCE y, por supuesto, los nacionalistas. Entre 1978 y 1982, el terrorismo fue especialmente virulento, sobre todo contra mandos militares y agentes del orden público. El intento de golpe de Estado de 1981 fue, en parte, una muestra del clima que existía en los cuarteles y entre los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado.
  


  
    Por eso no es tan sencillo condenar sin más las decisiones de política de autonomía para todos por parte de los gobiernos de UCD que, repito, siempre estuvieron presionados para que adoptaran esa política por el PSOE y el PCE. El paso definitivo en el proceso de traspaso general de competencias a las autonomías no nacionalistas lo dio el PSOE, al apoyar el acceso de Andalucía a la autonomía por la vía rápida del artículo 143 en lugar de la prevista en el artículo 151. La UCD no fue capaz de soportar la presión del PSOE, el PCE y el Partido Socialista de Andalucía, ni en Andalucía ni en el resto de las autonomías. No fue la mejor política, pero no había muchas alternativas ante la suma de la izquierda, los nacionalistas y una parte influyente de la derecha integrada en la UCD, que estaban decididas a debilitar al Estado central. Sin duda porque seguían identificándolo con el franquismo.
  


  
    El intento de golpe de Estado de 1981 convenció al PSOE de que era preciso poner un mínimo de orden en el traspaso de competencias a las autonomías. En su primer gobierno se aprobó la LOAPA (Ley Orgánica de Armonización de la Política Autonómica). Las buenas intenciones no duraron demasiado, una vez superado el temor a otros golpes militares y cuando la interpretación de lo que permitía transferir la Constitución, según las sentencias del Tribunal Constitucional—en el que el peso de los partidos nacionalistas se hizo sentir—dejaron en evidencia que quizá había muy pocos límites. Después, y como se ha expuesto en el capítulo anterior, los gobiernos sin mayoría absoluta del PSOE primero, del PP después—e incluso cuando la disfrutó—y la política de pactos con partidos secesionistas por parte de Rodríguez Zapatero, han hecho el resto.
  


  
    
  


  Las consecuencias políticas para los partidos nacionales de la confirmación de la ley electoral de 1976


  
    La ley electoral de 1976 sobrepondera los votos de los partidos nacionalistas e infrapondera los de los partidos nacionales que tengan un porcentaje bajo del voto en el conjunto de España, de tal manera que la representación en el parlamento nacional de los partidos que consiguen una representación porcentual elevada en cualquier región es muy superior a la de los nacionales, aunque tengan un número de votantes muy alto, pero una proporción escasa del voto en el total nacional. El gran perjudicado por esa ley ha sido el PCE y su sucesora, Izquierda Unida, junto a los partidos que nacieron con aspiraciones de representación nacional, como el CDS y la Alianza Popular de Fraga en sus primeras elecciones. Igualmente perjudicada ha sido UPyD, el partido de Rosa Díez, y lo será Ciudadanos, el partido de Albert Rivera, si se presenta a las próximas elecciones generales como partido nacional. O cualquier otro que tenga las mismas pretensiones.
  


  
    La ley de 1976 defiende los intereses del PSOE, de la UCD, y de su sucesora, primero AP y después el actual PP, así como de los partidos nacionalistas del País Vasco, Cataluña, Galicia y Canarias. En las elecciones de 2004 favoreció a los regionalistas de Aragón. Y en las últimas elecciones también a los de Navarra y Cantabria. El nacimiento de un partido regional en esta autonomía, y la «secesión» de UPN en Navarra han influido en la política autonómica de los partidos nacionales. El temor de los partidos nacionales a la competencia explica inicialmente el castigo a todos los partidos que tengan vocación de ser nacionales. El PSOE temía al PCE, al que consideraba un partido sometido a la disciplina de la URSS, además de ser su enemigo histórico y el único que había luchado contra el franquismo. La UCD temía a Alianza Popular, como reencarnación del nacionalismo españolista del franquismo. En esa tesitura decidieron que sus aliados eran los partidos nacionalistas, a los que atribuyeron mayores dosis de respeto a la democracia que al PCE y a AP. El mantenimiento de la ley electoral de 1976, una simple ley, permitió una representación parlamentaria excesiva de CIU y del PNV en las primeras elecciones, en detrimento del PCE y del franquismo poco evolucionado de los sucesivos partidos de Fraga. Esa representación sobreelevada de los partidos nacionalistas fue determinante, a lo largo del proceso de desarrollo de la Constitución, para formar las mayorías reforzadas que se necesitaban para el nombramiento de miembros del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Constitucional.
  


  
    El PSOE, que a partir del 1982 disfrutó de mayorías absolutas con las que podría haber aprobado en solitario las leyes orgánicas que modificaran la forma de elegir a los miembros de esas instituciones judiciales, así como las competencias exclusivas del Estado que podrían cederse a las autonomías, prefirió llegar a acuerdos con los partidos nacionalistas; quizá por considerarlos aliados en la política contra el régimen anterior o por la influencia del federalismo como opción política entre muchos de sus militantes. Fue una decisión trascendental, porque a partir de ella se comenzó a desmantelar el Estado central. Prueba de ese espíritu fueron los acuerdos para gobernar en coalición con el PNV en el País Vasco y Navarra, y los acuerdos de todo tipo que se alcanzaron con CiU. La Constitución no sólo permitía ese desmantelamiento, sino que lo preveía como posibilidad. La decisión de dividir el país en diecisiete autonomías y dos ciudades autónomas, Ceuta y Melilla, tuvo un profundo trasfondo político. La inquina política contra todo lo que significó de centralismo el franquismo se saldó con la formación de un número excesivo de autonomías, con absurdos como el de las autonomías de La Rioja y Cantabria y con dos decisiones trascendentales políticamente: la de no permitir la constitución de una autonomía castellana en la que estuvieran las dos Castillas, provincia de Madrid incluida; y la de prohibir acuerdos entre autonomías, como estipula el artículo 145.1 de la Constitución: «En ningún caso se admitirá la federación de comunidades autónomas». Con la excepción, prevista en la Constitución, de la adhesión de Navarra al País Vasco, otra concesión al nacionalismo del PNV.
  


  
    
  


  Los efectos electorales de la ley de 1976 en el País Vasco, Navarra y el resto de España


  
    En la medida en que las autonomías, empezando por las del País Vasco, Navarra, y Cataluña, seguidas a corta distancia por la canaria, fueron consiguiendo más competencias, que se financiaban por la administración central, y los habitantes de las mismas comprobaron que las políticas victimistas y reivindicativas frente al poder del gobierno central obtenían resultados positivos en términos de mayor financiación o mayor porcentaje de gasto público procedente de los Presupuestos Generales del Estado invertido o gastado en sus respectivas autonomías, fueron inclinándose por votar a los partidos nacionalistas, o simplemente reivindicativos, frente al poder central, en todas las elecciones.
  


  
    El PSOE aprendió esta lección antes que nadie y convenció a los votantes de Andalucía y Extremadura, por poner los dos ejemplos más llamativos, de que su retraso histórico, en términos económicos, se había producido como consecuencia de la adopción de políticas económicas y sociales que favorecían el centralismo político, y a una clase burguesa que había explotado, desde Madrid, Cataluña y el País Vasco, a las zonas predominantemente agrarias del sur de España, a las que habrían privado de capital humano, y cuyo ahorro se habría absorbido para invertirlo en otras regiones. Esa explotación la compensaría el PSOE con transferencias extraordinarias desde los Presupuestos Generales del Estado para construir infraestructuras y subvencionar a las empresas que invirtieran en estas autonomías, con lo que se aseguraría su desarrollo económico.
  


  
    La reivindicación histórica de los políticos socialistas en Andalucía y Extremadura era la realización de una reforma agraria, que no se había culminado durante la II República, para eliminar o reducir el número de latifundios que, teóricamente, habían empobrecido a los trabajadores agrarios sin propiedades. La reforma agraria consistió, cuando se constituyeron las juntas de Andalucía y Extremadura, en la expropiación, a precios de mercado, de unas cuantas fincas y en la concesión de un régimen excepcional a los trabajadores agrarios de la zona, en virtud del cual, como se partía del supuesto de que no había trabajo bien remunerado en el campo, y de que los campesinos tenían derecho a no verse obligados a emigrar a las ciudades o a otras autonomías, bastaría con trabajar treinta y cinco días al año para tener derecho a una subvención pública semestral con cargo a los presupuestos del Estado. Así nació el Programa de Empleo Rural (PER), rebajado en 2010 a veinte peonadas. Otra medida de carácter estructural fue la de invertir un mayor porcentaje del gasto de la administración central en esas autonomías. Por eso se celebró en Sevilla la Expo de 1992, Sevilla fue el destino del primer AVE desde Madrid, y la capital andaluza se encontró con una simultánea ampliación de su aeropuerto.
  


  
    El objetivo económico de esas medidas era que sirvieran de acicate para el desarrollo regional. El político, convertir al PSOE en el representante de los intereses de ambas regiones. El objetivo político se logró. El victimismo funcionó antes en Andalucía que en Cataluña. Algo similar ocurrió en Extremadura. Desde su formación, tanto la autonomía andaluza como la extremeña han estado gobernadas por el PSOE. Lección que aprendieron el resto de los partidos para aplicarla, si podían, en las regiones o autonomías en las que tenían, por razones históricas o personales, mayor implantación.
  


  
    No seríamos justos si no recordáramos el momento histórico en el que se aprueba el PER y por qué no hubo protestas por parte de otras regiones. España vivía una tremenda crisis económica que obligó a hacer una profunda reconversión industrial. Los efectos de las subidas del precio del petróleo y de la eliminación de barreras arancelarias se tradujeron en la pérdida de cientos de miles de puestos de trabajo, directos e indirectos, en las industrias que habían constituido la columna vertebral de las economías de Galicia, Asturias, el País Vasco y Cataluña, básicamente. Los planes de reconversión se hicieron sobre la base de prejubilaciones muy anticipadas, con remuneraciones muy altas y pensiones igualmente elevadas cuando llegara el momento de la jubilación. Todo ello con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. El gobierno del PSOE, además, se comprometió a gastar, y gastó, ingentes cantidades de dinero público para subvencionar a las empresas que se comprometieran a invertir en esas zonas y crear empleo. En Andalucía y Extremadura el desempleo y el subempleo endémico se habían solucionado históricamente con la emigración a otras regiones españolas o al extranjero. El PSOE de esos momentos, con Felipe González y Alfonso Guerra a la cabeza, quiso compensar los gastos de reconversión industrial, en el norte de España, con gastos para los trabajadores agrarios, en el sur.
  


  
    
  


  El acercamiento de los electores: del voto autonómico al voto nacional


  
    Los partidos nacionalistas del PaísVasco, Navarra, Cataluña y, en menor proporción, Canarias, fueron logrando que los votantes que les apoyaban en las elecciones autonómicas y locales se decantaran también por ellos en las generales. Lo mismo logró el PSOE, desde el principio, en Andalucía y Extremadura, y la UCD primero y el PP después en Galicia. Los votantes de esas regiones votaron, cada vez en mayor porcentaje, y en el mismo sentido, a los partidos nacionalistas, al PSOE y al PP en todas las elecciones, nacionales, autonómicas y locales. Esa tendencia se reforzó cada vez más, pues las competencias y la financiación cada vez más cuantiosa de las autonomías confirmaba a los electores que la política de reivindicación frente a Madrid era la más útil para sus intereses como habitantes no sólo de esa autonomías, sino de España. Los partidos políticos nacionalistas crecieron y se fortalecieron. Las organizaciones autonómicas de los partidos nacionales, que reivindicaban mayores competencias y mayor financiación frente a Madrid, gobernase quien gobernase a nivel nacional, también lo hicieron. En el caso del PSOE, desde que gobierna Rodríguez Zapatero y aunque la política nacional se decida en Madrid, las organizaciones catalana, andaluza, extremeña y posteriormente, incluso la de Castilla-La Mancha, se han convertido en poderes en sí mismas, con un nivel de influencia cada vez mayor en la organización nacional.
  


  
    
  


  La contaminación autonómica alcanza al PP


  
    Finalmente también reaccionaron en el mismo sentido las organizaciones autonómicas del PP. Nadie más nacionalista que Fraga en Galicia. Nadie más reivindicativo de la independencia de Valencia frente a Cataluña que el PP de esa región, que a su vez desarrolló su nacionalismo, apoyó su lengua como los catalanes y pidió un plan hidrológico que le asegurara el suministro de agua para su moderna agricultura. En Murcia, y en la propia Valencia, el PP aprendió que, efectivamente, la defensa del agua para riego, frente a Cataluña y Castilla-La Mancha, era rentable políticamente. Y nadie más defensor de los fueros vascos que el PP de Mayor Oreja, que llegó al extremo de forzar políticamente al gobierno del PP a firmar el «concierto vasco» con carácter indefinido en 2002. Lección que aprendieron también el PSOE y el PAR en defensa de la utilización del agua del Ebro para riego en Aragón, por más que la rentabilidad del regadío en esa región sea entre dos y cuatro veces inferior a la que se obtiene en el sur y el este de España.
  


  
    La identificación de Madrid, Castilla-León y Castilla-La Mancha con una política de defensa de los intereses de España como nación también tiene una lógica autonómica. La población de Madrid y su área de influencia, que se extiende por las dos Castillas, y en la medida en que se han ido desarrollando las infraestructuras de transporte, por Valencia, Murcia y las provincias andaluzas de Almería y Málaga, ha asimilado que sus intereses económicos a nivel autonómico coinciden con los de España como unidad económica y territorial. La producción industrial de toda esa zona, cuando existe, es moderna, ligada muchas veces a multinacionales, y cuenta con la demanda de una población muy unida cultural y geográficamente que supera los 13 millones de habitantes. La política regional de la Unión Europea, que permite la subvención de las inversiones en las dos autonomías castellanas que rodean Madrid, por su bajo nivel de renta per capita, ha potenciado la instalación de empresas suministradoras de bienes y servicios alrededor de la autonomía madrileña. La producción agraria de la periferia de esa zona—Valencia, Murcia, Almería—depende del suministro y precio del agua y del desarrollo de las infraestructuras de transporte nacionales que, si existen, permiten movilizar esa producción de una forma rápida y barata en todo ese territorio. Por su parte, los servicios, especialmente en Madrid, absorben la mano de obra mejor preparada y más ligada a las multinacionales, españolas y extranjeras.
  


  
    Por otra parte el tamaño, en número de empleados públicos de la administración central, no ha disminuido todo lo que habría sido lógico con el crecimiento de las autonomías, por lo que Madrid une a su administración autonómica, cada vez más grande, con un presupuesto consolidado, como vimos, de más de 20.000 millones de euros, el gasto de lo que queda de la administración central y sus organismos y empresas dependientes. Una ventaja de la que carecen las otras autonomías y que da estabilidad a su PIB. Finalmente, Madrid cuenta además, y ligado a lo anterior, con el domicilio social y la presencia masiva de todo el sector financiero, nacional e internacional, el sector más dinámico de la economía española y el más avanzado tecnológicamente.
  


  
    Los dirigentes del PP de estas autonomías pueden afirmar, sin otras consideraciones, que las perspectivas económicas de esas regiones coinciden plenamente con las de la propia España. Las políticas liberales, en la medida en que se traducen en menores impuestos para la zona que es hoy, quizá, la más próspera de España, junto con el País Vasco, en menores barreras comerciales y menor protección para una industria que no la necesita, son las más adecuadas para los intereses de los habitantes de este conjunto de regiones y provincias que encabeza Madrid. Por eso la liberal Aguirre renunció a cobrar los Impuestos sobre Sucesiones y Donaciones y Patrimonio, que suponían, en esos momentos, en frío, el 4% de los ingresos de la autonomía de Madrid. Se trataba de atraer capital humano, capaz de producir mayores ingresos presupuestarios por otros conceptos tributarios, incluso en el corto plazo.
  


  
    El PP nacional, por su parte, en sus años de gobierno identificó que los intereses de España y los de estas comunidades, a las que se podían añadir las provincias andaluzas de Málaga y Almería, coincidían en lo fundamental. Las políticas de desarrollo de infraestructuras, de vías férreas, aeropuertos, puertos y carreteras y el Plan Hidrológico Nacional consolidaron al PP como partido que defendía a estas autonomías frente a las demás, que no tienen una identificación de intereses tan inmediata entre lo autonómico, lo nacional e incluso lo internacional, europeo o no.
  


  
    Mención especial merece la política turística, que es fundamental para Canarias, Baleares, la costa mediterránea e incluso Madrid y su área inmediata de influencia. Los responsables de estos sectores, ya fueran inversores, directivos o, por extensión, en mayor o menor medida, todos los trabajadores del sector, sabían y siguen sabiendo que la competitividad del turismo nacional está ligada a la de la economía nacional. Saben que las políticas económicas equivocadas, que se traduzcan en salarios y precios mayores que los de sus competidores en el resto del mundo, les perjudican.Y saben que las políticas autonómicas que se traduzcan en mejores infraestructuras y mejores servicios públicos les permitirían compensar, con una mayor calidad, precios españoles más altos que los de otros países con mano de obra y precios más bajos.
  


  
    
  


  La transformación de los partidos nacionales en partidos nacionalistas o regionalistas en la mayoría de las autonomías


  
    La evolución competencial de las autonomías se ha traducido, al cabo de treinta y dos años desde la aprobación de la Constitución, en el fortalecimiento de las organizaciones a nivel autonómico de los partidos políticos nacionales, sean autonomías nacionalistas o no nacionalistas, frente al gobierno central. Las secciones autonómicas de los partidos nacionales defienden hoy mayores competencias y mayor gasto público con cargo a los Presupuestos Generales del Estado para sus respectivas autonomías. Todos los partidos políticos se han hecho nacionalistas o regionalistas, incluso en los territorios donde ese sentimiento no existía. Hoy es tan nacionalista en Cataluña el PSC como CiU o Esquerra o el propio PP; y el PP vasco está más cerca de Vitoria que de Madrid; el PP gallego, en la tradición de Fraga, es nacionalista antes que nacional; y el gobierno de la Generalidad valenciana y el de Baleares defienden la extensión del valenciano o del mallorquín casi tanto como el gobierno de turno en Cataluña la lengua catalana.Y en la autonomía madrileña y su área de influencia los partidos nacionales se han hecho, por una parte, defensores de políticas que tengan en cuenta los intereses de todos los españoles, pero por otra reivindican competencias incompatibles con esas políticas en otros ámbitos, como el financiero, frente al gobierno actual de la nación, al que acusan—y con razón—de no defender los intereses de los españoles en su conjunto. El PSOE, por su parte, conserva su poder en Andalucía y Extremadura con políticas que perpetúan las subvenciones públicas a los trabajadores asalariados en la agricultura, con una administración autonómica en la que trabaja una parte considerable de la población ocupada (más del 30% en Extremadura y un porcentaje parecido en provincias como Sevilla), y mantiene, desde el gobierno nacional, un considerable nivel de transferencias fiscales desde los Presupuestos Generales del Estado hacia esas dos autonomías, lo que permite la política regional de la Unión Europea en la medida en que las diferencias de renta per capita con las autonomías de rentas más altas no se han reducido sustancialmente en los últimos veinticinco años.
  


  
    La desmembración del Estado Español es tan pronunciada que incluso los políticos que gobiernan el núcleo de las autonomías con centro en Madrid, que saben que las políticas que benefician directamente a España benefician a los residentes en esas autonomías, no les importa ir contra sus principios declarados si obtienen réditos políticos. Precisando, saben lo que conviene a los residentes de sus autonomías, pero sólo les preocupa conservar su poder y se permiten tomar decisiones contradictorias en temas que creen que no van a tener consecuencias negativas electorales en sus autonomías a corto plazo. La política del gobierno de la Comunidad de Madrid para hacerse con el poder en Caja Madrid es el mejor ejemplo de lo que quiero decir. Durante dos años, desde 2008 hasta principios de 2010, el gobierno de la autonomía madrileña intentó modificar el sistema de elección de los órganos de gobierno de la caja madrileña para tener una representación reforzada en la Asamblea General, para lograr la mayoría absoluta en el Consejo de dicha institución financiera. El objetivo último era decidir quién la presidía y de quién se rodeaba, para ejecutar a continuación una política preconcebida—en sus principios—de crédito e inversión. La primera era una aspiración legítima, por cuanto la Comunidad de Madrid es una de las instituciones que tiene derecho a nombrar representantes en la Asamblea General
  


  
    —que es el equivalente a la junta general de accionistas en una sociedad anónima—, junto con otras, como los ayuntamientos, los impositores y los representantes de los trabajadores y directivos de la propia Caja Madrid. Pero la forma en que se ha desarrollado ese proceso ha puesto de manifiesto la falta de control legal de las autonomías y la ausencia de límites en sus actuaciones. El ansia de poder absoluto por parte del PP de la autonomía se tradujo en la aprobación de dos leyes específicas que eran claramente inconstitucionales, y cuyo único destinatario era la institución financiera madrileña. Al tiempo que se tomaban decisiones administrativas irregulares para condicionar el sentido del voto de los miembros de la Comisión de Control, que en las cajas de ahorro vigila y regula los procesos electorales. Si el gobierno de la autonomía madrileña hubiera tenido éxito, podríamos haber asistido a una política de inversión tan disparatada como la que se hizo en Caja Castilla-La Mancha.Y la política crediticia se atendría a directrices políticas de imposible valoración económica. Lo que no significa, que la gestión profesional de la caja madrileña haya sido ejemplar. Ha habido aciertos pero también costosísimas equivocaciones en la política crediticia y en la de inversiones.
  


  
    Esa conducta, que es un reflejo tardío de lo que han hecho otros gobiernos autonómicos en las cajas, cuyo control les correspondía por tener el domicilio social en sus respectivas autonomías, es triplemente destructora:

    
      
        1. Los gobiernos autonómicos demuestran su desprecio por el Estado de Derecho.
      


      
        2. Se obvian las características fundamentales de las instituciones financieras; se olvida que son empresas como las demás, pero enormemente apalancadas, con muy poco capital y sin margen para cometer errores en su política de inversiones y de crédito.
      


      
        3. No se busca siquiera el utilizarlas para consolidar el poder del partido político gobernante en la autonomía, sino que se persigue primordialmente consolidar el poder de la nomenklatura en la autonomía.
      

    

  


  
    Todos los sistemas financieros son vulnerables a los errores en las políticas de inversión y en las crediticias. Pero lo son aún más a políticas corruptas. La corrupción política en una institución financiera no es una consecuencia inevitable del control de los órganos de gobierno por parte de los partidos políticos. La corrupción económica, ya sea personal o institucional, para conseguir fondos para un partido, o lograr su cancelación sin haber pagado ni principal ni intereses, existe tanto en entidades financieras privadas, cuyo equipo directivo ha sido elegido por los accionistas de la misma, como en las cajas de ahorros, en las que los órganos de dirección se nombran, indirectamente, por los partidos políticos. Cuando el sistema democrático degenera en partitocracia y la organización territorial del Estado se descompone, el riesgo que supone que las cajas de ahorro dependan políticamente de las autonomías se multiplica. Como acaba de verse en Caja Castilla-La Mancha, la combinación de políticas autonómicas con intereses personales y la capacidad crediticia de una institución financiera puede terminar en pérdidas millonarias que pagamos entre todos los españoles
  


  
    
  


  La política autonómica del PSOE nacional


  
    Los partidos políticos nacionales se mantienen más fácilmente unidos cuando gobiernan, porque el manejo de los Presupuestos Generales del Estado les permiten favorecer a unas u otras autonomías, sobre todo en lo que respecta a las políticas de gasto público en infraestructuras, y también, pero más limitadamente, en las de gasto corriente. Un ejemplo de esa política ha sido la concesión de 8 millones de euros para la «investigación y desarrollo» de la cocina vasca en los Presupuestos Generales del Estado para 2010, mientras el gasto global, por ese concepto, se reducía el 20% en relación al del año anterior en una primera formulación. El PSOE de Rodríguez Zapatero, como partido gobernante, pactó en los últimos años incrementos del gasto público nacional en el País Vasco, Navarra, Cantabria, Cataluña, Canarias y Andalucía. En la misma línea de concesiones a las autonomías, el gobierno de Rodríguez Zapatero modificó el sistema de financiación autonómica, incrementado el porcentaje de los impuestos (IVA, IRPF e impuestos especiales) a los que tienen derecho. El pacto original ocurrió entre Rodríguez Zapatero y los dirigentes de CiU y, como ya se ha adelantado, permite a las autonomías con mayor nivel de renta, la propia Cataluña, Madrid y Baleares, no devolver a la administración central los excesos de recaudación que consigan y que sobrepasen el coste de los servicios públicos que tienen que prestar. Ahora, con la nueva ley, como también se ha adelantado, las necesidades de las autonomías con menor nivel de renta se cubren directamente con nuevas transferencias de la administración central. El disparate ha llegado a tal extremo que el gobierno se ha negado a revelar el montante total de gasto público que implica la nueva financiación autonómica. Un incumplimiento flagrante de las leyes que no tiene ninguna consecuencia porque el poder de los partidos en los gobiernos está, en general, incontrolado.
  


  
    
  


  La política autonómica del PP nacional. Sus militantes


  
    La situación del otro partido nacional, el PP, es más complicada, pues los dirigentes nacionales tienen graves dificultades para imponer un mínimo de unidad y coordinación a las distintas organizaciones territoriales del partido. La autonomía de Madrid fue la primera en aceptar, con lógica autonómica, pero en contra de los principios de igualdad entre los españoles que defiende el PP, la nueva financiación autonómica. La autonomía gallega y nuevamente la madrileña han recurrido como inconstitucional la ley de creación del FROB, por considerar que atenta contra sus competencias sobre las cajas de ahorro con domicilio social en sus respectivos territorios, mientras el PP nacional proponía que las cajas de ahorro pasasen de tener dependencia autonómica y local a depender directamente del Ministerio de Economía y Hacienda. La política lingüística que defiende el PP nacional se contradice con la que defiende el PP en Cataluña, Baleares y Galicia. La política del agua del PP nacional es diferente de la del PP en la autonomía de Aragón, Cataluña y Castilla-La Mancha.
  


  
    Lo que mantiene unido al PP en estos momentos es su militancia, de más de 600.000 personas, que no aceptarían, por ahora, ni previsiblemente en el medio plazo, una ruptura de su partido en partidos regionalistas conservadores. La política de los dirigentes del PP en cada autonomía choca frontalmente con la ideología de sus militantes, a los que no se permite, por otra parte, discutir ni participar en la toma de decisiones políticas o económicas. La clase dirigente de cada autonomía se apoya en la militancia del PP nacional, pero su único objetivo es ganar las siguientes elecciones autonómicas con los programas que mejor se adapten a las aspiraciones de la mayoría de los habitantes de sus respectivas circunscripciones autonómicas; aunque esas políticas contradigan abiertamente la política nacional de su partido. Por supuesto que también tienen interés en que su partido gane las elecciones nacionales y gobierne, pero no para aprobar políticas nacionales, sino para lograr un mejor trato de la administración central cuando distribuya, entre los correspondientes territorios, el gasto público corriente y el de inversión. En el caso del PP el gran recurso que tiene la dirección nacional es la militancia, que parece estar siempre dispuesta a votar, si se le deja, la sustitución de cualquier dirigente autonómico, o local, si la dirección nacional lo propone abiertamente. Sin embargo, ese poder unificador es de difícil ejercicio, porque la propia dirección nacional teme que la sustitución de dirigentes autonómicos y locales que conspiren contra la política nacional, pero que hayan ganado elecciones previas, por otros dirigentes sin ese activo, pudiera tener consecuencias electorales negativas a nivel nacional en las elecciones generales.
  


  
    
  


  La militancia del PSOE nacional


  
    A pesar de que gobierna, la posición del PSOE nacional no es tampoco nada fácil. En las autonomías donde gobierna, el PSOE nacional no suele tener la suficiente fuerza política para forzar el cambio de dirigentes. En las que no gobierna, la experiencia es que los cambios impuestos desde la dirección nacional del partido desembocan a veces en el debilitamiento del partido a nivel autonómico y local. Al igual que ocurre en el caso del PP, el PSOE tiene una militancia nacional y su problema es la coordinación entre el partido nacional y las políticas que les gustaría hacer a los dirigentes a nivel autonómico y local. La coordinación es más difícil en el caso del PSOE porque, por tradición e ideología, muchos militantes son federalistas, por el peso histórico del nacionalismo en el PSC, por el del «andalucismo» en el PSOE de esta autonomía, y por la existencia de divisiones internas históricas en el caso de Madrid. Si a esta tradición se une la política del gobierno de Rodríguez Zapatero, que se identifica más, llevando esa tradición al extremo, con la política de los partidos nacionalistas secesionistas que con la otra tradición del PSOE, la jacobina, la consecuencia es la pérdida de impulso electoral de ese partido en las autonomías que no tienen tradiciones nacionalistas o regionalistas.
  


  
    
  


  La aparición del populismo como ideología de los partidos nacionales


  
    El peso de las organizaciones territoriales de los partidos nacionales con posibilidades de ganar unas elecciones nacionales, el PP y el PSOE, se está traduciendo en la eliminación de la ideología de los programas electorales. Los dirigentes nacionales de ambos partidos defienden políticas populistas porque los dirigentes autonómicos no tienen otras. Las políticas autonómicas son, por la forma en que se financian, expansivas del gasto público. Los partidos que gobiernan en las autonomías, sean del PP o del PSOE, son defensores de la extensión de lo que se denomina Estado de Bienestar en sus autonomías. Sea cual sea la situación económica nacional, sea positivo o negativo que el gasto público total en relación al PIB crezca, defienden mejores prestaciones sanitarias, mayor gasto en educación y mayor gasto en ayudas a los colectivos más desfavorecidos.
  


  
    Esa exaltación populista del Estado de Bienestar se hace compatible con la demanda de menores impuestos, mayores pensiones públicas y mayor gasto en infraestructuras de todo tipo. Los partidos nacionales, en el gobierno y en la oposición, tampoco son capaces de escapar al populismo de sus dirigentes autonómicos.
  


  
    El gobierno de Rodríguez Zapatero, a las alturas del mes de abril de 2010, todavía no había reconocido que para salir de la crisis hacían falta sacrificios que iban a afectar a todos, a inversores, trabajadores, rentistas y pensionistas. Había tomado decisiones liberales, como fue la reducción a cero del tipo del Impuesto sobre el Patrimonio, por más que fuera una decisión forzada por el gobierno del tripartito catalán, que no soportaba la competencia tributaria de la autonomía madrileña. En sentido contrario, plenamente socialdemócrata, había reducido las exenciones en el IRPF y elevado el Impuesto sobre las Rentas de Capital desde el 18% hasta el 19% o 21%, en función de la cuantía total de los ingresos individuales por ese concepto. No hubo protestas, porque ese tipo sigue siendo compatible con el promedio de los de los países europeos. Finalmente, elevó los impuestos sobre el tabaco e incrementó dos puntos el IVA ordinario, desde el 16% al 18%, y un punto el reducido, desde el 7% al 8%. Esta última decisión, imprescindible para intentar reducir el déficit público, fue utilizada por el PP para encabezar una suerte de levantamiento popular contra la «voracidad recaudatoria» del gobierno de Rodríguez Zapatero. La argumentación fue sencilla: dados los comprobados excesos de gasto del gobierno, el despilfarro en políticas como la de las energías renovables, el mantenimiento de ministerios innecesarios, y de innumerables asesores y consultores, así como la falta de propuestas de reformas, todo cambio fiscal que significara mayores impuestos sólo serviría para alimentar al monstruo en que se había convertido el gobierno personalísimo de Rodríguez Zapatero. El PP se opuso a la subida del IVA porque—decía—además era incoherente subir los impuestos para reducir el déficit público, porque esa política tendría efectos negativos sobre el consumo, el crecimiento y el empleo. La revuelta la encabezó la líder liberal-populista del PP madrileño.
  


  
    En relación al tema del gasto público, del efecto de la subida de impuestos, y del mantenimiento o reducción del déficit público, el PP nacional sabe que si gana las próximas elecciones generales tendrá que reducir el gasto público, pase lo que pase. Lo que no dice es que esa reducción del gasto tendrá efectos contractivos sobre el consumo y la inversión, en el mismo sentido que la subida del IVA. Lo que no dice es que nuestro sistema tributario tiene un déficit estructural que hay que corregir incrementado los impuestos indirectos—el IVA y los impuestos especiales—, tanto porque es necesario recaudar más, como porque son demasiado bajos en comparación con otros similares de los países miembros de la Unión Monetaria, lo que nos crea graves problemas en la evolución del IPC y de los salarios en los periodos en los que se dispara el precio de las materias primas o cuando la actividad económica es mayor en España que en el conjunto de países de la zona euro. Tampoco reconocen que 2010 es el mejor momento para incrementar esos impuestos, porque no se podrán trasladar totalmente a los precios, sino que se tendrán que absorber, en gran parte, por las empresas. Ni que un sistema tributario moderno tiene que apoyarse más en los impuestos indirectos que en los directos. Ni que es ahora, precisamente, cuando nuestra inflación es más baja que la del promedio de la eurozona, el momento en el que hay que llevar a cabo esa subida de impuestos indirectos. Pero la degradación de la política de partidos en España es tal que una subida de impuestos imprescindible animó a Aguirre a defender una política populista de rebelión fiscal y al comedido Rajoy a predicar, él también, la política de la irresponsabilidad. Sobre todo porque una cosa era haberse opuesto a la subida del IVA en el momento en que se produjo, es decir, cuando el gobierno consiguió que el Congreso aprobara los Presupuestos Generales del Estado para 2010, y otra muy diferente era oponerse a la aplicación de una ley que ya había entrado en vigor. En diciembre de 2009 se podían haber convocado manifestaciones y presentado protestas que habrían sido firmadas por muchas personas. En abril de 2010, con la ley en vigor, hacerlo era una irresponsabilidad.
  


  
    Repentinamente todo cambió en el mes de mayo. A Rodríguez Zapatero le convencieron Obama, Merkel y Sarkozy para que cambiara de política, y que no sólo mantuviera la subida del IVA, sino que tomara decisiones llamativas de control del gasto público para evitar la suspensión de pagos de España y una nueva crisis financiera internacional. El decreto-ley de 20 de mayo rompió con el «aquí no pasa nada» y el populismo del gobierno; al menos durante unas semanas. Posteriormente, en junio, el gobierno aprobó una limitada reforma del mercado laboral, también por decreto-ley, aunque discutida como ley en el Congreso. Y para septiembre aceptó una reforma del sistema de pensiones.
  


  
    Lo más llamativo políticamente es la reacción del PP, incapaz de apearse de su marcha populista que, al menos en las encuestas, le está dando un resultado excepcional. Haber votado negativamente la rebaja del sueldo de los funcionarios y la congelación de la mayoría de las pensiones es incomprensible, porque también al PP le estaban pidiendo en Bruselas y en Washington un gesto para evitar la suspensión de pagos de España
  


  
    La tercera decisión del gobierno, la de recortar el déficit público al 6% del PIB en 2011—a instancias de la Unión Europea y el FMI—para evitar otra situación de riesgo de suspensión de pagos, tuvo resultados esperanzadores. Me explico: el gobierno declaró que el grueso de la disminución del gasto tendrían que soportarlo las autonomías.Y todas callaron. Quizá porque en el decreto-ley de 20 de mayo de 2010 el gobierno utilizó, por primera vez, el poder que otorga la Constitución para poner orden en las finanzas de las autonomías. En consonancia con ese temor, el PP se abstuvo en el decreto-ley sobre reforma del mercado de trabajo.
  


  
    El gobierno de Rodríguez Zapatero, por supuesto, no se ha convertido a la ortodoxia. Una vez que el Tribunal Constitucional se decidió a aprobar el estatuto catalán, declarando inconstitucionales catorce artículos y sujetos a interpretación muchos más, Rodríguez Zapatero se ha apresurado a intervenir en un tema mayor, el del poder judicial. Ha asegurado que su gobierno propondrá, mediante una ley orgánica, la posibilidad de romper la unidad de jurisdicción en España dando poderes exclusivos en materia judicial al Tribunal Superior de Cataluña. Algo que sería constitucionalmente posible, dado el texto de la Constitución y la torcida interpretación que del mismo ha hecho el Tribunal Constitucional.
  


  
    Un paso positivo, pues, en el control económico de las autonomías y un gigantesco paso político atrás, que confirmaría la destrucción del régimen constitucional.
  


  
    
  


  La perpetuación de los líderes autonómicos en sus cargos públicos


  
    La consecuencia política de todos estos factores que he intentado exponer en los apartados anteriores es que los líderes autonómicos tienden a eternizarse. Sus partidos, una vez alcanzado el poder, tienen todo a favor para ganar una elección tras otra. Los votantes les eligen, una y otra vez, porque han comprobado que sus promesas electorales se cumplen en gran parte y porque no les exigen impuestos a cambio. No es necesario que elijan entre más impuestos y mayor gasto público o menores impuestos y menores servicios públicos. Es posible combinar impuestos inexistentes, el gratis total o casi total, con servicios públicos y sociales cada vez más amplios. En cualquier caso, por si esa política no fuera suficiente para convencer a los electores, se gasta lo indecible en medios de comunicación públicos y en publicidad institucional o directamente personalizada. Las autonomías tienen hasta tres canales de televisión públicos.Y su publicidad se reparte generosamente entre todos los medios de comunicación privados. A los más cercanos se les apoya para que continúen. A los contrarios, para que maticen su oposición. Políticamente, en las autonomías se confunden el populismo, la irresponsabilidad, las políticas antinacionales, el centralismo democrático como forma de organización partidaria y el culto a la personalidad.
  


  
    
  


  El control de las organizaciones territoriales de los partidos nacionales


  
    Cada vez que un nuevo responsable territorial—con las excepciones de rigor—de un partido nacional logra su nombramiento, elimina políticamente a todos los dirigentes de su propio partido que considera disidentes o, simplemente, a las personas que no son de su equipo. La opinión de la dirección nacional del partido se valora, y sus opiniones se tienen o no en cuenta, aunque esta última sepa que la política de los nuevos dirigentes será la de defender sus intereses personales, tanto frente al partido como frente a sus militantes.
  


  
    Aunque los líderes autonómicos tiendan a perpetuarse, a veces se producen cambios por razones personales o políticas. Personales, si el cansancio, la ambición o su peso político animan al líder a cambiar su cargo en la autonomía por otro en la política nacional. Políticas, si el líder pierde en su circunscripción territorial las elecciones, o si el líder nacional tiene la suficiente fuerza electoral para forzar su cambio por razones de confianza, a pesar de los posibles efectos negativos a corto plazo en la correspondiente autonomía. O si el líder tiene que dimitir por ser acusado de la comisión de delitos en su actuación y la justicia consigue, al menos, imputarle. Estamos hablando de corrupción personal, por más que se intente justificar, en privado, como corrupción de partido para lograr una financiación imprescindible.
  


  
    Unas palabras adicionales sobre los militantes: intervienen sólo en los congresos ordinarios o extraordinarios de los partidos al nivel que sea: barrio, municipio, autonomía o nacional. Su representación es siempre indirecta. Las normas y, sobre todo, la forma en que se aplican las disposiciones estatutarias para la elección de los representantes con derecho a voto en algún organismo administrativo o del propio partido, es un proceso totalmente controlado por los dirigentes del partido a cada nivel. Se controla a los militantes que se dan de alta en cada distrito electoral. Se vigila su comportamiento político. Se selecciona, por la autoridad competente, quién representará al partido, local o autonómico, en los congresos o asambleas. Se convence, por cualquier medio, a los militantes para que la persona elegida sea la previamente decidida por los dirigentes del partido. Así hasta el último escalón. A veces, en casos de pérdidas de elecciones significativas, hay revueltas, surgen opciones diferentes y candidatos inesperados. Pero lo importante, como puso de manifiesto Alfonso Guerra cuando él controlaba el PSOE a finales de la década de 1970, es que no haya democracia interna. Una lección asimilada desde entonces por todos los partidos.
  


  
    Igual que se controlan los nombramientos de los miembros del poder judicial y del Tribunal Constitucional, se controla a los militantes para que los que resulten elegidos cumplan todos los requisitos que le parecen necesarios al líder de la circunscripción que corresponda. En el caso del PP en la autonomía de Madrid hay tres organizaciones diferentes: la del alcalde de Madrid, Alberto Ruiz Gallardón, que controla una parte reducida de los distritos municipales, pero que deriva su peso político de la buena sintonía con Mariano Rajoy; la de la presidenta de la autonomía, que selecciona exclusivamente a sus fieles, que tienen que demostrar lealtad inquebrantable a los principios que se formulen en cada momento; y la del partido nacional de Rajoy, un pequeño grupo de incondicionales que, como los de Esperanza Aguirre, obedecen cualquier indicación del líder supremo. Un grupo que tiene la dificultad añadida de tener un jefe que medita largamente antes de decidir, o no decidir, cuál es la postura del partido sobre cualquier tema, nacional o no, o de envergadura o no.
  


  
    No es muy diferente el funcionamiento del PSOE en la autonomía madrileña. Hay al menos cuatro organizaciones políticas con esa denominación. La del PSOE nacional, dependiente del secretario de organización, que tiene en Madrid su equipo y sus políticas; la de Rodríguez Zapatero, que tiene también un grupo de dirigentes a sus órdenes y que defienden políticas que no tienen por qué coincidir con los de la organización nacional del partido; la del jefe de la oposición en la autonomía, Tomás Gómez, que se apoya en otro partido diferente, fiel sólo a su persona, y al que Rodríguez Zapatero ha intentado convencer para que dimita de cara a las próximas elecciones autonómicas de 2011; y, finalmente, la de los pocos alcaldes del PSOE en localidades importantes de la autonomía madrileña, como Pedro Castro, que tienen sus propios equipos y sus propias políticas, que pueden identificarse con la de Rodríguez Zapatero, con la del PSOE nacional o con la autonómica de Tomás Gómez. Según les interese.
  


  
    Tanto en el PP como en el PSOE los dirigentes autonómicos exigen obediencia ciega, de la que ya no es obligatoria ni exculpatoria en el ejército, ni siquiera en caso de guerra, a sus incondicionales. A cambio les ofrecen puestos en el ejecutivo—con nombramientos como consejeros, viceconsejeros, directores o subdirectores generales—, asesorías, nombramientos en los consejos de administración de las empresas públicas y semipúblicas, o en las instituciones que deberían ser más sagradas e independientes: tribunales de Cuentas, tribunales de Defensa de la Competencia, asambleas económicas y sociales, consejos consultivos… o representación de la autonomía en el exterior de España. La proliferación de empresas y fundaciones públicas autonómicas y locales, además de las nacionales, en las que se manifiesta el nuevo intervencionismo público al que hemos hecho referencia al comienzo de estas páginas, ha multiplicado la capacidad de los líderes para premiar como se merece al que rinde pleitesía o para aplicar el reglamento de exclusión a los tibios o de carácter independiente.
  


  


  
    Capítulo V
  


  
    EL MERCADO DE TRABAJO: INSTITUCIONES, ORGANIZACIÓN, REGULACIONES Y REFORMAS
  


  
    El mercado de trabajo español es, sin duda, uno de los que peor funcionan de entre los países desarrollados. Un mercado que en el cuarto trimestre de 2007, con la economía creciendo por encima de su capacidad potencial, tenía una tasa de paro del 8,6%, con un número de desempleados que superaba los 1,92 millones de personas y que, en apenas dos años, desde esa fecha al segundo trimestre de 2010, registra un 20,1% de paro de la población activa, con 4,6 millones de parados. Un mercado así es un mercado con problemas internos para desarrollar la que se supone es su principal función: proporcionar trabajo a todo el que quiera, a un coste que sea asumible para los empresarios, de tal forma que su oferta de bienes y servicios pueda ser competitiva en el mercado nacional o en el exterior.
  


  
    El desempleo no es una novedad en la economía española.Y no depende sólo del ciclo económico, sino que hay causas estructurales que hay que intentar identificar para saber qué se está haciendo incorrectamente.Véase el gráfico I, en el que se compara el desempleo medio de la UE con el de España.
  


  
    La primera consideración que debe hacerse es que la tasa de paro más baja alcanzada por la economía española, el 8,6% del cuarto trimestre de 2007, es entre tres y cuatro puntos más alta que la del promedio de los países desarrollados de la OCDE, y que las diferencias entre autonomías son enormes. En las autonomías con menor desempleo en ese momento, el paro era entre 2 y 3 puntos superior al de regiones europeas con pleno empleo. Esa diferencia tiene que achacarse, en principio, al mal funcionamiento del mercado de trabajo. Entre las que lo tienen más alto, como Andalucía, Extremadura y Canarias, hay además factores regionales diferenciadores. El fracaso sería del mercado de trabajo, sumado a factores estructurales de orden regional, como los que provocan las políticas de subsidio permanente a los parados de esas autonomías.
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    Gráfico I
  


  
     

  


  


  
    Fuente: CEOE.
  


  
    En todos los casos lo que incrementa el paro es que hay alternativas al empleo remunerado por la intervención pública y, también, por la de las familias, que protegen al trabajador en paro. Lo que, por una parte, explica cómo se pueden soportar casi 5 millones de parados y, por otra, la dificultad para que se empleen con salarios más bajos que los actuales.
  


  
    Se puede intentar cuantificar, aproximadamente, quién era responsable del desempleo en 2007: 

    
      
        1. Un 4% a nivel nacional puede ser considerado paro friccional, inevitable en cualquier economía. De los 1,92 millones de parados, en 2007, 991.000 trabajadores tendrían ese carácter.
      


      
        2. En las autonomías con paro por encima de la media nacional en ese mismo año de 2007, las causas del mismo tienen componentes regionales. Sería el caso del 5,4% de los parados de Andalucía, el 2,4% de los de Canarias, el 6,05% de los extremeños. En total estaríamos hablando de 202.000 personas en Andalucía, de 24.000 personas en Canarias y de 29.000 personas en Extremadura. En conjunto, 255.000 personas que habría que sumar a las 140.000 personas que, en total, están acogidas al PER en Andalucía y Extremadura. Son personas que querrían trabajar, pero que no encuentran empleo. La causa última: su productividad sería inferior a los salarios reales que los empresarios se ven obligados a pagar.
      


      
        3. El resto, es decir, 704.000 personas, estaban en paro por un mal funcionamiento del mercado de trabajo.
      

    

  


  
    La segunda consideración es que no puede ignorarse que el anormal crecimiento del sector de la construcción durante los años 2000 a 2008 creó puestos de trabajo artificiales, insostenibles, no sólo en ese sector, sino en el inmobiliario, así como en el de servicios y el industrial ligado al de la construcción. Es posible que de los 2 millones de empleos creados en el sector de la construcción desde el punto más bajo del anterior ciclo, alrededor de 1,3 millones tuvieran ese carácter, y que cerca de 0,7 millones de puestos de trabajo en la industria y los servicios—aunque este último cálculo es prácticamente una adivinación—tuvieran también ese carácter. En total, por tanto, 2 millones de puestos de trabajo tenían que perderse, pasara lo que pasase. Sería el efecto del estallido de la burbuja inmobiliaria en el empleo.Volviendo a los salarios reales y al funcionamiento del mercado de trabajo, los salarios reales que se han pagado en el sector de la construcción han sido muy altos. Esos salarios han atraído a mano de obra española y extranjera. La subida de precios finales en la obra terminada en el sector de la construcción, y aledaños, permitió pagar esos salarios tan elevados, que casi vaciaron el mercado. Muchos trabajadores se sintieron compensados por esos altos salarios y renunciaron a la alternativa de posibles subsidios públicos e inactividad con apoyo familiar. En muchos casos, sobre todo en el sur de España, el atractivo de los altos salarios impulsó el abandono prematuro de los estudios de secundaria.
  


  
    La tercera consideración es, recapitulando, que de los 4,6 millones de personas desempleadas en el segundo trimestre de 2010, alrededor de 990.000 son paro friccional, cerca de 1,7 millones se han producido por el inevitable ajuste en el sector de la construcción, en la industria y en los servicios dependientes de la construcción (todavía perderán su empleo 0,3 millones de trabajadores, porque el ajuste no ha terminado), 929.000 personas más no tenían trabajo en el momento del máximo crecimiento cíclico por motivos achacables al mercado de trabajo, y el resto, alrededor de 1 millón de personas, son las que han perdido su trabajo por causa de la crisis en el resto de la economía.
  


  
    Un millón de personas es equivalente al 4,5% de la población activa. Ésa sería la cifra que habría que comparar con el efecto de la crisis en el empleo en otros países. Una cifra que es algo más alta que el promedio. Del aumento del desempleo del 8,6% del último trimestre de 2007, al 20,1% del segundo de 2010, 4,5 puntos son el resultado de la crisis, y 6,95 puntos son la consecuencia inevitable de la vuelta a la normalidad en el sector de la construcción.
  


  
    Hechas esas consideraciones, acertadas o no, el hecho es que nuestra economía tiene que resolver los problemas históricos de un paro demasiado alto: de los regionales, de los derivados del ajuste necesario en el sector de la construcción y de los que ha provocado la crisis en los otros sectores de la economía. Lo que es evidente es que, como consecuencia de que los salarios reales que hay que pagar obligatoriamente, por imposición legal o de los respectivos convenios colectivos, son demasiado altos, la mayor parte de esa mano de obra parada no va a emplearse. El grueso de los parados cuenta, de momento, con alternativas al trabajo:

    
      
        1. Muchos, más de 3 millones, reciben prestaciones de desempleo o subsidios de paro. El gobierno español extendió en 2009 el subsidio de paro de 426 euros mensuales a los que habían agotado los plazos para recibirlos. En julio de 2010 el gobierno volvió a extender dicho subsidio de 426 euros por otros seis meses.
      


      
        2. Un porcentaje indeterminado ha recibido, además, indemnizaciones por despido.
      


      
        3. El PER, que no contabiliza como desempleados a los que perciben subsidios semestrales a que dan derecho las 35 o las 20 peonadas, sigue vigente en Andalucía y Extremadura.
      


      
        4. Finalmente, la estructura familiar española es un apoyo fundamental en tiempos de crisis, pues permite el reagrupamiento familiar y la reducción del coste de la vida para algunas, o muchas, familias en las que algunos o todos sus miembros han perdido su empleo.
      

    

  


  
    El mal funcionamiento del mercado de trabajo no es responsable de muchos de los 4,6 millones de desempleados, pero ahora se tienen que hacer las reformas necesarias para facilitar que una parte sustancial de esas personas pueda emplearse en un futuro. Se trata de condiciones necesarias, pero no suficientes. Las que faltan tienen que ver con factores mucho más complejos, como la organización del Estado, el agujero fiscal de las administraciones públicas, el intervencionismo público, la falta de financiación bancaria, la falta de ahorro nacional y, en definitiva, el excesivo coste total de producción de bienes y servicios, del que los salarios son una parte sustancial. Todo esto desanima a invertir y a emplear a españoles y extranjeros, junto con la incertidumbre sobre si los responsables políticos serán capaces de abordar todos esos problemas simultáneamente. Con esta salvedad, es imprescindible analizar cómo es nuestro mercado de trabajo para saber qué reformas son necesarias.
  


  
    Las diferencias con otros países no son sólo las tasas de desempleo, sino la proporción de trabajadores con empleos temporales, que suponían cerca del 35% del total de los empleos a finales de 2007, y en el segundo trimestre de 2010 suponían todavía el 26% del total. Lo que significa, en promedio, entre 5 y 15 puntos más que en el conjunto de los países miembros de la OCDE. Un mercado de ese tipo es un mercado distorsionado, que produce resultados indeseables para los trabajadores y para las empresas.
  


  
    Hay que analizar si el hecho de tener unos altísimos costes por despido, los segundos entre todos los países de la OCDE, tiene que ver con esas cifras del mercado de trabajo. O si el tener algunas de las más altas prestaciones sociales en caso de desempleo puede reflejarse en salidas voluntarias de las empresas y permanencia en la situación de desempleo más tiempo del lógico. O si influye el tener un incentivador tratamiento fiscal para las indemnizaciones recibidas por despido. O si, acaso, el sistema judicial, que casi siempre falla a favor de los despedidos y contra los intereses de la empresa, afecta también al coste del empleo y al del desempleo. O si, quizá, la razón de las distorsiones reside en el sistema de convenios colectivos. Sin perder de vista las enormes diferencias entre autonomías. La única conclusión lógica es que las intervenciones públicas, protectoras en principio de los intereses de los trabajadores con contratos indefinidos, a los que representan, como lobby, los sindicatos, se han vuelto contra los parados, contra los menos preparados y contra los intereses de la Hacienda pública, los de los españoles que pagan sus impuestos y contra el funcionamiento normal de la economía española. La única solución posible a esta confabulación es que los salarios reales que se puedan ofrecer a los que quieran trabajar disminuyan. Lo que significa hacer modificaciones en los convenios colectivos para que cada empresa pueda ofrecer los salarios que sea capaz de soportar en un mundo globalizado en el que la competencia—sobre todo si se carece de marcas o estructuras comerciales grandes y diversificadas—se produce en el precio final de los bienes y servicios producidos.
  


  
    En los apartados siguientes se analizan todas las características que considero relevantes para explicar la creación y la destrucción de empleo, terminando con la creación de casi 7 millones de empleos en el periodo de expansión (1995-2008) y la pérdida, hasta junio de 2010, de más de 2 millones de puestos de trabajo.
  


  
    
  


  Las diferencias en el empleo y el paro entre autonomías


  
    Ningún análisis sobre cómo funciona el mercado de trabajo y sobre las reformas necesarias puede obviar las diferencias en tasas de actividad, empleo y paro entre las autonomías españolas.
  


  
    El auténtico paro estructural, de carácter territorial, se puede analizar con los datos de esas tres variables en las diferentes autonomías, en un momento—finales de 2007—, en el que la economía española crecía por encima de su capacidad potencial. Eso es lo que refleja el cuadro I.
  


  
    En ese momento la tasa de actividad nacional era del 59,12%; la de Extremadura, el 54,42%; la de Andalucía, el 56,74%; la de Baleares, el 63,14%; la de Cataluña, el 62,80%; la de Madrid, el 63,90%. Una diferencia superior a diez puntos entre Extremadura y Madrid, y de 7 puntos entre Andalucía y Madrid.
  


  
    El número de parados en toda España era de 1.927.600. De los que Andalucía respondía por 524.100, Canarias por 112.800, Extremadura por 70.500, Cataluña por 251.800 y Madrid por 209.400. El segundo dato llamativo son las diferencias en el porcentaje de parados.A nivel nacional el paro representaba el 8,60% de la población activa. Las autonomías con menor paro eran Aragón, con un 5,09%, Cantabria, el 4,63%, Castilla y León, el 6,99%, Cataluña, el 6,63%, Madrid, el 6,38%, Navarra, el 4,27% y el PaísVasco con el 5,73%. Son cifras de pleno empleo, similares a las de otros países europeos también en situación de pleno empleo.
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    Cuadro I. Resultados por comunidades autónomas y provincias. (Valores absolutos en miles y tasas en porcentajes)
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    Fuente: EPA, cuarto trimestre 2007.
  


  
     

  


  


  
    Por el contrario, los mayores índices de paro se concentraban en Andalucía, con un 13,99%, Canarias, con un 11,02%, Extremadura, con un 14,65%, y la Comunidad Valenciana, con un 9,03%.
  


  
    Si se suman las diferentes tasas de actividad y de desempleo en las autonomías con menor actividad y mayor paro, nos encontramos con que Andalucía, Extremadura y Canarias, por sólo destacar a tres, tienen un problema de tipo regional. En el caso de Andalucía significa que de las personas en edad de trabajar sólo lo hacían, en ese momento, un 48,79%. En Extremadura el porcentaje era del 47,60%. Por el contrario, en Cataluña estaban ocupados el 58,64%, en Madrid, el 59,83%, y en el País Vasco, el 54,46%.
  


  
    ¿Cómo se sostiene el nivel de vida en las autonomías con mayor desempleo y menor actividad? Posiblemente por un conjunto de circunstancias:

    
      
        1. La implantación del PER en Andalucía y Extremadura.
      


      
        2. Las transferencias públicas desde los Presupuestos Generales del Estado, que permiten el suministro de servicios esenciales en condiciones de absoluta gratuidad, como sanidad, educación y otros servicios sociales.
      


      
        3. Un menor nivel de vida.
      


      
        4. Que en esas autonomías el porcentaje de empleo público es muy superior al del resto de España. En particular en Extremadura y en algunas provincias andaluzas, como Sevilla, que es la base del poder del PSOE en esa región.
      

    

  


  
    Al margen, naturalmente, de la red de apoyo familiar, de enorme importancia y absoluta imposibilidad de cuantificar. Una situación excepcional que España comparte con pocos países. Y que cuando coincide con políticas indiscriminadas de apoyo público a los desempleados, desemboca en el alargamiento de los periodos de inactividad. Sencillamente, en muchos casos, el salario que podría conseguirse con un nuevo empleo no compensa la pérdida de las subvenciones públicas ni la del apoyo familiar.
  


  
    Creo que de lo expuesto se deduce que hay una parte del desempleo español que es fruto directo de la decisión de subsidiar el sur de España, tanto por razones políticas como de índole histórica. Un error que pagan los habitantes de esas regiones y el conjunto de los españoles, y que lejos de ayudarles les condena a vivir en sus lugares de origen, con bajo nivel de vida y pocas perspectivas de mejora.
  


  
    Habría, pues, que deducir del total de parados españoles, el actual 20,1% de la población activa, el de los parados de las regiones en el porcentaje en el que el promedio autonómico supera al promedio nacional.
  


  
    La reforma del mercado de trabajo no solucionará nunca una parte sustancial del desempleo de esas regiones. La única solución pasa por la eliminación de los factores diferenciadores con otras regiones: habría que eliminar el PER y reducir las transferencias de los Presupuestos Generales del Estado.Y el efecto sería el que existió hasta que comenzó la transición política: la emigración a otras regiones españolas o a otros países. No es una solución extrema. Es, en definitiva, la razón por la que el desempleo es menor en Aragón, Galicia, Castilla y León y Castilla-La Mancha. En un momento de su historia los habitantes de esas regiones se vieron forzados a emigrar.Y, alternativamente, podría ocurrir un cambio de mentalidad y de funcionamiento de esos gobiernos regionales, que dejara de impedir el desarrollo.
  


  
    En otros países europeos que están sufriendo una crisis similar a la española se está proponiendo una medida adicional para reducir el gasto público. Una reducción que también afectará a las transferencias públicas indirectas—y en parte directas—a los parados. Me refiero a la supresión de municipios. Al reducir su número, se limita el gasto público necesario para ofrecer servicios que se consideran fundamentales, desde la seguridad a la educación o la sanidad. No se trata de privar a nadie de estos servicios, sino de centralizarlos en menos municipios, lo que permitiría aplicar economías de escala y reducir el coste total de esos servicios públicos.Y recordemos que el PER es un sistema por el que se ayuda a los municipios para que éstos, a su vez, proporcionen trabajo a los trabajadores eventuales agrarios.
  


  
    En el caso de España habría que suprimir municipios y autonomías. El número de municipios españoles, 8.108, es el más alto de Europa en relación a la población.Y 17 autonomías y 2 ciudades autónomas para 46 millones de habitantes es un despilfarro que hoy no es sostenible. Tanto autonomías como municipios han creado empleos públicos innecesarios. Tanto unas como otros suministran servicios públicos en condiciones de absoluta, o casi absoluta, gratuidad. A su vez, combinado con políticas como el PER, permiten mantener indefinidamente un empleo subsidiado, que hace casi imposible, en las actuales circunstancias, que una oferta de empleo remunerado resulte atractiva para muchos de los parados que tienen la fortuna de tener esa red de protección pública-privada.
  


  
    
  


  El poder político de los sindicatos: competencias impropias


  
    Las continuas declaraciones de Rodríguez Zapatero en el sentido de que no haría ninguna reforma laboral que no contara con el visto bueno de los agentes sociales, eufemismo que empleaba para referirse, básicamente, a los sindicatos, es el reconocimiento de que los sindicatos tienen, en la práctica, transferidas las competencias sobre la legislación de todo lo que afecta a los asalariados, públicos o privados. Desde los salarios, la forma de revisarlos, la jornada laboral, el trabajo a tiempo parcial, hasta, incluso, la forma de calcular las pensiones. Ese discurso es el que ha tenido que modificar el presidente del gobierno para cumplir con las obligaciones que le impusieron, en mayo de 2010, la Unión Europea y el FMI.
  


  
    Desde la entrada en vigor del Estatuto de los Trabajadores en 1980, cada modificación de la legislación laboral—entendida en sentido amplio—que no ha contado con el visto bueno de los sindicatos se ha saldado con una huelga general. No tomamos en consideración las huelgas generales sectoriales y de ámbito autonómico que tuvieron que soportar los gobiernos de UCD. La más importante, apoyada por Comisiones Obreras, fue la que precedió a la aprobación, en 1980, del Estatuto de los Trabajadores.
  


  
    El PSOE de Felipe González tuvo que soportar tres, y una el PP cuando gobernaba. Rodríguez Zapatero no ha soportado hasta ahora ninguna, en concordancia con el tipo de gobierno que tiene, que se apoyaba fuera del Parlamento en los sindicatos; sobre todo en la UGT, hasta el punto de que Cándido Méndez hablaba como si fuera el responsable de la cartera de Economía.
  


  
    Sólo la primera huelga general, la del 14 de diciembre de 1988, tuvo un seguimiento amplio, pero los efectos sobre los gobiernos de turno fueron siempre demoledores. En el caso del PSOE se abrieron las compuertas del gasto público para aplacar el malestar social que existía en esa época. El déficit público pasó de estar en torno al 2% del PIB al 7% del PIB desde 1992 a 1996. La deuda pública, por su parte, se incrementó hasta el 68% del PIB. La huelga general que soportó el gobierno del PP en 2002 provocó la retirada de un decreto-ley, el «decretazo», que intentaba modificar algunos de los aspectos más negativos de la regulación del mercado de trabajo.
  


  
    En junio de 2010, el gobierno de Rodríguez Zapatero aprobó un decreto-ley de reforma, limitada, del mercado de trabajo. Nuevamente provocó la convocatoria de una huelga general para el 29 de septiembre. La razón última de la huelga es haberse atrevido a legislar sobre el mercado de trabajo, una competencia que los sindicatos consideran que les pertenece.
  


  
    
  


  Los sindicatos se apoderan de los sindicatos verticales


  
    No es fácil explicar el enorme poder político que ostentan los sindicatos. Hay países en los que los sindicatos son fuertes porque tienen una larga tradición de defensa de los intereses de sus afiliados, como en Alemania. En otros países, como el Reino Unido, los gobiernos laboristas se han apoyado política, económica y electoralmente en ellos para ganar las elecciones.
  


  
    En el caso de España su poder es herencia del franquismo y de la forma en que se hizo la transición. Durante el franquismo los sindicatos libres, los sindicatos de clase, estuvieron prohibidos, al igual que los partidos políticos. El régimen franquista era corporativista, con fortísimos ingredientes de defensa paternalista de los intereses de los trabajadores, en consonancia con la ideología anticapitalista del régimen y por la influencia de la doctrina social de la Iglesia. Esa doble influencia ideológica se concretó en las Leyes Fundamentales del régimen, en particular en el Fuero del Trabajo, del que se deriva directamente el Estatuto de los Trabajadores. El Fuero del Trabajo no permitía, por ejemplo, el despido, excepto por causas disciplinarias graves, ni el trabajo temporal. En lo que respecta a las instituciones, los sindicatos verticales, que integraban a representantes de los trabajadores y de los empresarios—ambos designados por el gobierno—, eran una pieza fundamental de la ideología del franquismo. En su seno se discutían las leyes, los reglamentos, las políticas laborales del régimen e incluso la imposición sobre los sectores y las empresas encuadradas en los sindicatos. Se decidía la política salarial, la jornada de trabajo, la cobertura de la Seguridad Social y, simultáneamente, los impuestos que tenían que pagar los empresarios utilizando el concepto de «contribución» de la parte empresarial del sindicato, que después se distribuía entre sus miembros en función de su volumen de negocio. Lo que significaba que se consideraba a los distintos sectores económicos como gremios, que se obligaban a pagar los salarios acordados y los impuestos sobre su actividad.
  


  
    Las magistraturas de trabajo eran parte del sistema de las instituciones laborales, en las que los jueces especializados en derecho laboral decidían los conflictos que se les presentaban. Con excepción, por supuesto, de las reivindicaciones que demandaban libertad de asociación o derechos como el de la huelga, o el del cierre patronal, tan prohibido como las huelgas.
  


  
    El derecho del trabajo se desarrolló y adquirió su carácter tuitivo, que se ha mantenido hasta ahora, por más que no se aceptaran los conflictos colectivos. No debe olvidarse que el régimen franquista se declaraba anticapitalista y anticomunista, lo que excluía, por las dos vías, la lucha de clases. Algunos de los ministros de Trabajo de los gobiernos franquistas se identificaban ideológicamente con los peronistas de Argentina.Y éstos, a su vez, se inspiraban en la legislación y organización laborales del franquismo. Lo que se denominó el «gironazo» fue la decisión del ministro de Trabajo José Antonio Girón, en 1956, de subir los salarios el 23% para hacer frente al malestar social y las huelgas ilegales que se extendían por todo el país. Como era de esperar, esa subida salarial desembocó en una gran inflación. En 1957 fue cesado, y en 1959 comenzó el Plan de Estabilización. Fue el final de la influencia de los corporativistas «peronistas» en la marcha general de la economía.
  


  
    Con la llegada al poder de los tecnócratas del Opus Dei, las instituciones sindicales se transformaron. Los comunistas crearon Comisiones Obreras, el primer sindicato realmente obrero. Su política, a partir de 1959, fue el entrismo, que se concretaba en aprovechar las instituciones sindicales del franquismo para ir ocupando posiciones en las empresas, en la propia organización sindical, en el Ministerio de Trabajo y en el aparato judicial para el momento en el que España dejara de ser una dictadura.
  


  
    El primer gobierno de Adolfo Suárez disolvió los sindicatos verticales, aunque su organización se siguió utilizando para canalizar las relaciones entre empresarios y trabajadores. Entre 1975 y 1977, antes incluso de la Ley de Reforma Política que permitió las primeras elecciones democráticas, los gobiernos de Adolfo Suárez aprobaron leyes, decretos-ley y decretos que legalizaron los conflictos colectivos, la libertad sindical, las huelgas y los convenios colectivos. El decreto-ley de marzo de 1977, que regula estos últimos, está todavía vigente. Es el equivalente, en algunos aspectos básicos, a la ley electoral de 1976. Tanto los trabajadores como los empresarios designaron libremente, si bien confusamente, a sus representantes.
  


  
    La Constitución de 1978 consagró definitivamente no sólo la libertad sindical, sino el papel activo de los sindicatos en el nuevo Estado constitucional. Comisiones Obreras confirmó, con su legalización, que era el primer sindicato de España. Por parte empresarial surgieron diferentes organizaciones que a finales de los setenta ya estaban integradas, en su mayoría, en la CEOE. La UGT, como sindicato socialista, no existía en la práctica. Su crecimiento fue fruto de un pacto político entre Fernando Abril, vicepresidente económico en los gobiernos de Adolfo Suárez desde 1977, y de Alfonso Guerra, en representación del PSOE. Su objetivo era impedir la hegemonía política y sindical de los comunistas de Comisiones Obreras, para lo que contaron con el apoyo de la socialdemocracia alemana y de los sindicatos estadounidenses, que también ayudaron a una tercera organización sindical, USO. Lo que nunca se aprobó fue una ley de huelga, que definiera las condiciones y los límites para ejercitar ese derecho. Su ausencia es parte integrante, en la práctica, del Estatuto de los Trabajadores de 1980.
  


  
    Desde 1975 a 1978 se disparó la conflictividad laboral, tanto por la situación política como por la económica, afectada por las subidas del precio del petróleo. Las subidas de salarios se transformaron en inflación por la vía de una política monetaria muy laxa. Los primeros gobiernos de Adolfo Suárez trasladaron la subida del petróleo tarde, parcialmente y con vacilaciones a los precios de la energía, lo que redundó en déficit públicos y una política monetaria todavía más expansiva, pues el déficit en aquellos momentos se monetizaba. Lo mismo, por cierto, que treinta años después ha comenzado a hacer la Reserva Federal de los Estados Unidos. La política monetaria acomodaticia disparó la inflación hasta cerca del 40% a mediados de 1977. En ese momento, el 25 de agosto de 1977, se firmaron los Pactos de La Moncloa, que sólo suscribieron los partidos políticos, pero que los sindicatos aceptaron, a pesar de que se legalizaron los contratos temporales para los jóvenes sin experiencia laboral previa.
  


  
    Precios y salarios se moderaron, pero los sindicatos fueron los grandes ganadores; su triunfo se plasmó en el Estatuto de los Trabajadores. Recuérdese el ambiente de la época: fue el apogeo de la socialdemocracia, el keynesianismo y la política de rentas en España. Fuera de nuestro país, en cambio, se confirmó el fracaso de esas políticas, ensayadas y practicadas desde el final de la II Guerra Mundial en todo el mundo desarrollado. Sobre todo en el Reino Unido, que se había convertido en el enfermo de Europa. En España, con retraso y a contracorriente, se dio carta de naturaleza al poder sindical, la política de rentas y las soluciones socialdemócratas. De los Pactos de la Moncloa deriva también la reforma fiscal de 1978, de Fernández Ordóñez, necesaria pero excesiva para la época, por la tributación que impuso a las rentas y al patrimonio. Se creía, incluso, en la planificación económica. Mientras el mundo sufría de estanflación, es decir, de estancamiento económico, inflación y desempleo simultáneamente, muchos economistas y políticos españoles creían que el socialismo real era una alternativa a las economías de mercado. En Europa, el poder de los sindicatos era abrumador, pero ya había comenzado la revolución conservadora de Margaret Thatcher.
  


  
    En España, en esos momentos, los sindicatos de clase controlaban los sindicatos verticales y les sucedieron en su capacidad de propuestas normativas. Se mantuvo la prohibición del trabajo temporal, excepto para jóvenes, se eliminó la prohibición del despido, pero se sustituyó por un costoso y complejo sistema de acuerdos y consentimientos legales. Se mantuvo la representación en el seno de las empresas. Las magistraturas de trabajo se convirtieron en juzgados de lo social. Se fortaleció el sistema de convenios laborales del franquismo a nivel nacional, provincial, sectorial o de empresa. En definitiva, Comisiones Obreras, con el apoyo de los otros sindicatos, UGT y USO, logró que se legalizara el sistema de organización del mercado de trabajo del franquismo, pero ahora controlado por ellos y sin ley de huelgas.
  


  
    
  


  Los sindicatos logran la financiación presupuestaria


  
    Los sindicatos, que eran básicamente ya sólo dos, Comisiones y UGT, a los que se fueron sumando los sindicatos nacionalistas en el País Vasco y, mucho más tarde, los que representan a los funcionarios, buscaron y consiguieron recuperar la financiación de que habían disfrutado los sindicatos verticales. Lo consiguieron con relativa facilidad. Tuvieron el apoyo de los gobiernos de Adolfo Suárez y Felipe González. Los sindicatos nunca tuvieron que plantearse seriamente cómo mantener económicamente las enormes organizaciones heredadas del franquismo, que estaban representadas en las empresas, en los antiguos órganos sindicales y en innumerables instituciones políticas, económicas y sociales. Los partidos políticos con representación parlamentaria les concedieron financiación presupuestaria como subvenciones directas a la actividad o por medio del pago de transferencias para la organización de cursos de formación (el FORCEM), en los que también se involucró a las asociaciones empresariales. Finalmente, se amplió su representación institucional en organismos, empresas y fundaciones, con las correspondientes ventajas competenciales y económicas.
  


  
    Los sindicatos quisieron utilizar su poder para llevar a cabo la actividad preferida de los empresarios españoles: la promoción de viviendas. Lo lograron. Consiguieron suelos baratos, o donados, de todo tipo de ayuntamientos, y financiación bancaria de entidades públicas y privadas, lo que les permitió convertirse en grandes promotores de cooperativas de viviendas de precios reducidos, que adjudicaban a sus simpatizantes en primer lugar. La UGT fue más allá y utilizó el dinero de los cooperativistas y los préstamos bancarios para especular en suelos de todo tipo. Un proyecto que terminó en un gran fraude, cuyo coste asumió el Instituto de Crédito Oficial. El desprestigio de la UGT, junto con la práctica de una política de reivindicaciones laborales extremas y la realización de tres huelgas generales desde 1988 a 1994, que pusieron a la economía española al borde del colapso, significaron, paradójicamente, la pérdida de prestigio, peso político y ascendencia social de los sindicatos.
  


  
    El gobierno de Aznar decidió, sin embargo, en 1997, pactar con esos sindicatos derrotados por sus políticas extremistas, en lugar de reformar seriamente el mercado de trabajo. El nuevo gobierno «conservador» firmó con los sindicatos y la patronal, en 1997, el Acuerdo Interconfederal para la Estabilidad en el Empleo (AIEE). Posteriormente, se crearon los contratos para fomento de la contratación indefinida, en los que se fijó una indemnización de 33 días por año trabajado en caso de despido y que, en junio de 2010, el gobierno de Rodríguez Zapatero extendió a la mayoría de las nuevas contrataciones. A ese acuerdo siguieron otros muchos, restringiendo, en algunos casos, la flexibilidad lograda con la legislación aprobada por los gobiernos socialistas; como ocurrió en 1999, al incrementarse las cotizaciones de los contratos temporales. En 2001, en cambio, se extendió la introducción de los contratos a tiempo parcial, se rebajaron las cotizaciones sociales y se limitaron los derechos a las prestaciones por desempleo.
  


  
    Para el gobierno de Rodríguez Zapatero los sindicatos fueron, hasta junio de 2010, el principal apoyo a su política económica. Los sindicatos lograron, por otra parte, a lo largo de un largo periodo de tiempo, además de la financiación presupuestaria estatal, la de las autonomías, en la medida en que éstas acumulaban competencias y transferencias financieras del Estado.
  


  
    En el gráfico que figura a continuación se puede ver el momento en el que se produjeron las huelgas generales.
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    Gráfico II. Evolución de los días perdidos por huelga (en miles de días)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: CEOE, Eurostat e Instituto Nacional de Estadística.
  


  
    Por último, en momentos de especial necesidad, lograron que se les entregara en unos casos, y regalara en otros, en distintos procesos de devolución, el patrimonio de los sindicatos, expropiado tras la Guerra Civil. Una operación imposible porque, salvo casos aislados, nunca estuvo claro qué propiedades les pertenecían, de qué sindicatos eran, qué relación tenían esos sindicatos con los actuales (en España, antes de la Guerra Civil el gran sindicato era la casi desaparecida CNT), y qué valor tenían esas propiedades. El gobierno de Rodríguez Zapatero ha hecho un penúltimo reparto de ese patrimonio, por decreto-ley en 2006, valorando el que correspondía a UGT a unos precios que han permitido a este sindicato devolver al ICO los más de 144 millones de euros que debía por el desfalco de la PSV a sus cooperativistas en 1993.
  


  
    En conjunto, los sindicatos, básicamente Comisiones Obreras y UGT, reciben en 2010, directamente de los Presupuestos Generales del Estado, del Servicio Estatal de Empleo Público y de otros organismos públicos, al menos 100 millones de euros anuales. Informaciones de prensa, hechas públicas en los primeros meses de 2010, elevan hasta 190 millones de euros la financiación pública de los sindicatos. Es muy posible que lo que logran de los gobiernos autonómicos incremente esa cifra. Los ingresos procedentes de las cuotas de los cerca de 3 millones de afiliados que aparentemente tienen, sólo alcanzan 35 millones de euros; es decir, alrededor de 13 euros por afiliado y año, mientras de los distintos presupuestos de las administraciones públicas obtienen entre 33 y 64 euros por afiliado. Los sindicatos le cuestan además a las empresas 250 millones de euros anuales, que es el valor de las horas que no trabajan los cerca de 300.000 liberados sindicales que existen en todas las empresas que tienen más de 50 empleados, y que la empresa tiene que abonarles.
  


  
    Pero lo peor no es que sus actividades se financien de esa forma, sino el derecho de veto, en la práctica, que han conseguido desde la promulgación del Estatuto de los Trabajadores de 1980, reformado el 24 de marzo de 1995, sobre todo tipo de disposiciones legales que afecten al mercado de trabajo.
  


  
    A los sindicatos también les ha afectado la transformación del Estado de las Autonomías. El aumento de competencias y de la capacidad financiera de éstas, y la disposición de muchos gobiernos autonómicos a financiar a los sindicatos de su autonomía, en su deseo de convertirlos en colaboradores, se ha traducido en la disminución del peso de las organizaciones sindicales nacionales y en el fortalecimiento de las territoriales.
  


  
    Las organizaciones nacionales de UGT y Comisiones Obreras ya no tienen el peso que tenían al comienzo de la transición. El tradicional peso de algunas secciones sindicales nacionales, como la del metal, tampoco se ha mantenido. Al igual que ocurre en la organización del Estado, todo es más complejo, y lo territorial tiende a imponerse sobre lo nacional y sobre lo sectorial.
  


  
    
  


  La patronal: una confusa confederación


  
    En la actualidad existe una sola organización patronal, la CEOE, de la que CEPYME es sólo una sección más. Los dirigentes de la patronal, presididos por Gerardo Díaz Ferrán, son elegidos, en teoría, por un sistema indirecto de representación en el que participan todas las empresas españolas, que están encuadradas obligatoriamente en algún sector de actividad.
  


  
    En la CEOE están representadas tanto las confederaciones territoriales, a nivel mayoritariamente provincial, como las principales asociaciones de tipo productivo sectorial. Son, en conjunto, alrededor de 250 organizaciones, que tienen mayor o menor peso en función de las cuotas voluntarias que pagan a la CEOE. A nivel organizativo existe un Comité Ejecutivo de alrededor de 50 miembros, entre los que hay más de 21 vicepresidentes. La Asamblea General, que cuenta con más de 1.000 miembros, aprueba la gestión anual y elige, cada cuatro años, al presidente de la CEOE. El presidente cuenta con la facultad de designar cuantos vicepresidentes quiera, sin ningún tipo de límite. Si durante su mandato de cuatro años tuviera que ser sustituido, los estatutos de la CEOE establecen que su sucesor tiene que ser uno de los vicepresidentes. Un poder que permite al presidente su reelección indefinida o la designación de su sucesor, al modo del antiguo PRI en México. La estructura profesional de la CEOE es relativamente pequeña, da apoyo técnico y económico a las propuestas de la dirección y orienta sobre la política laboral y salarial a las asociaciones que tienen que discutir sus correspondientes convenios colectivos.
  


  
    La CEOE sólo ha tenido tres presidentes desde su fundación a finales de la década de 1970: Carlos Ferrer Salat, José María Cuevas y el actual, Gerardo Díaz Ferrán. Los representantes de los empresarios siempre han tenido la duda de si a su frente debería haber un profesional o un empresario en activo. El larguísimo mandato de José María Cuevas, un profesional formado en los sindicatos verticales, hizo pensar a la mayoría que las carencias de la CEOE se debían a este hecho, motivo por el que se designó a Díaz Ferrán, que se suponía tendría un conocimiento más preciso de la realidad económica empresarial. Lo que nadie sospechaba era que su identificación con la economía española fuera tan profunda como para presidir, junto a su socio, un grupo en práctica suspensión de pagos. Tampoco sospechaban que se aferraría a su cargo, que había logrado repartiendo las competencias ejecutivas de la CEOE entre los distintos vicepresidentes y absteniéndose de opinar sobre temas como el estatuto de Cataluña, a pesar de que su aprobación significa la ruptura de la unidad de mercado en España. Su debilidad, derivada de su situación personal, dificulta tanto la adopción de una política de exigencia frente al gobierno como la de llegar a cualquier tipo de acuerdos con los sindicatos, por la sospecha de que pudiera haber sido presionado para firmarlos.
  


  
    La CEOE, en cuanto representante de los empresarios, detenta, supuestamente, un gran poder, pero que es subsidiario respecto a los sindicatos en todo lo que afecta al mercado laboral. Cuando los gobiernos declaran que sería necesario u oportuno un acuerdo con los agentes sociales antes de tomar decisiones que afecten al funcionamiento del mercado de trabajo, parecería que se refiere a la patronal y los sindicatos. Lo que quiere decir es que necesitan la aprobación de los sindicatos. Todos los gobiernos han estado dispuestos a legislar sobre el mercado de trabajo con la aprobación sindical, aunque no contaran con la patronal. De hecho, en España la patronal no tiene ni influencia social, ni es respetada por sus opiniones, ni temida por sus posicionamientos. La inoperancia de la patronal y su falta de influencia para orientar la política económica de cualquier gobierno tienen causas objetivas:

    
      
        1. La junta directiva de la CEOE está formada por representantes de los principales sectores de la economía española y, cada vez más, por los de las federaciones provinciales, encuadradas a su vez en el ámbito territorial de las autonomías. En situaciones de crisis como la actual cada sector quiere que la CEOE actúe como lobby frente al gobierno para obtener subsidios o inversiones públicas que mejoren su productividad, o créditos garantizados por el sector público. Esa disparidad de objetivos impide que la CEOE se pronuncie sobre cualquier política económica gubernamental que tenga incidencias divergentes en la economía. La CEOE no opina, por ejemplo, sobre energías renovables, o sobre la política de apertura de centros comerciales de las autonomías. De hecho, sólo puede opinar sobre las políticas económicas generales, que afecten por igual a todos los sectores.
      


      
        2. El peso de los representantes de los sectores económicos regulados en los órganos directivos de la CEOE, como el financiero, el eléctrico, las comunicaciones, telecomunicaciones o transportes, se traduce en una política de permanente silencio frente al regulador, el gobierno nacional, los reguladores regionales y los gobiernos autonómicos.
      


      
        3. Existe un consejo asesor, denominado Consejo de Acción Empresarial, en el que están representadas las grandes empresas que, por su importancia, visibilidad y potencial vulnerabilidad, nunca tiene posiciones claras respecto a las políticas laborales que pudieran resultar positivas o negativas para el conjunto del país. Su política, excepto en momentos críticos en los que el deterioro de toda la economía nacional pudiera también afectarles, es la de hacer valer su influencia en la CEOE para fortalecer sus relaciones bilaterales—de pura defensa de sus intereses—con el gobierno.
      


      
        4. En consecuencia, con esa política de no confrontación, la CEOE nunca ha luchado por oponerse a la indexación salarial de toda la economía, ni a la política de concesiones a los sindicatos, ya sean de carácter competencial o de financiación. La indexación es una característica que España comparte con pocos países.

        
          [image: 087]
        


        
          Cuadro II. Países de la zona euro con cláusulas de revisión salarial y porcentaje de trabajadores cubiertos
        


        
           

        


        


        
          Fuente: CEOE y Banco Central Europeo (BCE).
        

      


      
        5. El presupuesto de la estructura permanente de la CEOE, que se sitúa en torno a los 19 millones de euros en 2010, se financia en parte con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, que la subvenciona con alrededor de 4 millones de euros anuales. El resto de la financiación la logra con cuotas voluntarias de sus asociados, que tienen un mayor peso en la Asamblea General y los órganos ejecutivos cuanto mayor sea su aportación económica.
      


      
        6. El peso de las federaciones territoriales es cada vez mayor, en consonancia con la mayor influencia política de las autonomías. Dos ejemplos ayudarán a comprenderlo mejor. Fomento del Trabajo, la patronal catalana, con Joan Rosell a la cabeza, ha defendido el estatuto de Cataluña de 2006 con uñas y dientes. El presidente de la patronal andaluza, Santiago Herrero, responsable en la CEOE de la política salarial, presiona permanentemente para llegar a cualquier tipo de acuerdo con el gobierno del PSOE. Sólo esa dependencia de la Junta de Andalucía explica la firma de un acuerdo salarial a tres años, 2010-2012, en un momento en el que la incertidumbre sobre precios y la falta de competitividad de las empresas españolas hacen que la política salarial se encare con muchísima prudencia.
      


      
        7. En las federaciones territoriales y de las grandes asociaciones sectoriales se integran alrededor de otras 4.000 asociaciones empresariales de menor alcance. En conjunto trabajan en ellas un total cercano a las 30.000 personas. La principal ocupación de la gran mayoría de esas personas es la discusión y control del cumplimiento de los casi 5.000 convenios colectivos que existen en España. El número de sindicalistas que «trabaja» en la negociación y aplicación de los convenios colectivos varía, según las fuentes, desde los 30.000 hasta los 60.000. El equipo directivo de la CEOE y de las principales organizaciones territoriales y sectoriales puede pretender modificar el actual sistema de convenios colectivos, pero la inmensa mayoría de los empleados de las distintas organizaciones empresariales se oponen: su profesión es la discusión de los convenios colectivos en sus distintos ámbitos, laboral, económico y sindical.
      

    

  


  
    Por todo ello, no tenemos los mejores sindicatos, pero tampoco tenemos una patronal que defienda los intereses generales de los empresarios, que pasan por contar con un gobierno que haga la mejor política económica, por unos salarios no indexados, por la flexibilidad interna en las empresas, por las menores cotizaciones sociales posibles, o por la reforma de los convenios colectivos.
  


  
    
  


  El sistema de convenios colectivos: la ultraactividad y las cláusulas de descuelgue


  
    En España existen, en la actualidad, alrededor de 5.000 convenios colectivos. De toda índole: sectoriales, provinciales, nacionales o de empresa. Son, jurídicamente, acuerdos privados entre los representantes de los trabajadores de las empresas—que suelen pertenecer a algún sindicato—y los propios empresarios, que suelen estar representados por «profesionales» encuadrados en alguna de las patronales que engloba la CEOE, que se dedican a ese tipo de actividad. Se pactan a uno, dos o más años, pero si a su vencimiento no se sustituyen por otros, siguen vigentes indefinidamente. Siguen teniendo capacidad de obligar, como si fueran parte del ordenamiento jurídico ordinario.
  


  
    Esta práctica, vulgarmente denominada «ultraactividad», ha provocado que en los convenios colectivos se hayan enquistado concesiones económicas, y de otro orden, que afectan a la organización del trabajo en las empresas. Se trata de concesiones aceptadas por la patronal correspondiente en momentos de euforia, de escasez de mano de obra, o como consecuencia de la presión sindical en forma de huelgas o paros encubiertos. Estamos hablando de la fijación de salarios mínimos para cada categoría de trabajadores, incluso del desarrollo de escalas profesionales, de la definición de esas categorías, de la extensión y particularidades de la jornada laboral, del precio de las horas extraordinarias, de la edad de jubilación, del trabajo a tiempo parcial, de los porcentajes de subida de salarios en relación con el crecimiento del IPC, e incluso de temas como la participación en beneficios y las obligaciones de las empresas de informar sobre su situación económica y financiera. Basta con que los representantes de la patronal accedan, por el motivo que sea, a una demanda sindical, para que esa concesión se convierta de hecho en una ley que obliga para siempre a todos los empresarios, encuadrados obligatoriamente, lo quieran o no, en el sector al que afecta ese convenio colectivo.
  


  
    Lo lógico sería que cuando un convenio colectivo alcanzara el límite del plazo para el que fue pactado, todos los acuerdos tuvieran que ser renegociados. Los empleados de las patronales justifican la ultraactividad, alegando que si ese sistema de prórroga obligatoria de los acuerdos no existiera, la negociación de los convenios colectivos se convertiría en un proceso inacabable. Si efectivamente hubiera que renegociar todo el contenido de los convenios habría más conflictos laborales, pero los convenios serían menos complejos, habría temas que nunca entrarían en la negociación, sino que se pactarían a nivel de empresa, y se eliminarían los excesos de intervencionismo sindical y de remuneración que pudieran haber estado justificados en momentos de euforia. El papel de la CEOE, como el de las centrales sindicales, nacionales, sectoriales y provinciales, sería mucho menos importante y quedarían patentes los excesos de personal ocupados en esos menesteres en los distintos ámbitos, geográficos o sectoriales, de patronales y sindicatos. Obligaría también a los empresarios a negociar personalmente aspectos económicos de su actividad, lo que en la actualidad no hacen, porque las leyes, encuadrándoles obligatoriamente en un sector y en un convenio, nunca les han dado ocasión de pensar si lo pactado es lo más adecuado para su actividad. El sistema de convenios colectivos ejemplifica lo que fue el franquismo: un sistema autoritario y paternalista, en el que los empresarios y los trabajadores de cada empresa tienen que esperar, pasivamente, a que sus teóricos representantes pacten lo que más les conviene.
  


  
    Los representantes de los empresarios no pueden defender, con un mínimo de ecuanimidad y justicia, a todas las empresas encuadradas en cada sector, en cada provincia o en otra circunscripción local. No tienen los mismos intereses las grandes superficies comerciales que las pequeñas tiendas de barrio. Tienen diferente disponibilidad de mano de obra, productividad, capacidad financiera y tecnológica. Lo que puede ser admisible para una empresa grande, productiva y bien organizada, podría ser imposible de asumir por empresas pequeñas, de uno, dos, diez, o incluso de hasta un centenar de trabajadores. En la práctica, los negociadores, los empleados de las organizaciones empresariales, se convierten en los representantes de los intereses de las grandes empresas; a las pequeñas no las representa nadie. El sistema de convenios colectivos convierte a la CEOE en la patronal de las grandes empresas, de las que tienen, directa o indirectamente, más de 750 trabajadores.
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    Cuadro III. Empresas según condición jurídica por estrato de asalariados (a 1 de enero de 2007)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Directorio Central de Empresas, Instituto Nacional de Estadística.
  


  
    El sistema de convenios colectivos es todavía más absurdo si se tiene en cuenta que en España el 90% de las empresas tienen menos de 10 trabajadores, tal y como se observa en el cuadro anterior. En la terminología comunitaria son «microempresas». De los 3,3 millones de empresas activas estadísticamente que había en febrero de 2010 en España, sólo unas 800 tenían más de 1.000 empleados, y únicamente 180.000 tenían más de 10 trabajadores. ¿Cómo es posible un convenio colectivo que obligue por igual a todas las empresas? ¿Cómo es posible fijar salarios, horarios y otras condiciones en los mismos términos para unas que para otras, para las grandes que para las más pequeñas? El sistema de convenios colectivos explica una parte de la dificultad que tiene la economía española para crear empleo, pues las obligaciones y el coste que tienen que soportar las pequeñas empresas explica que a muchas les cueste crecer, o mantenerse, en los momentos en que se presentan dificultades. Las regulaciones de la propia legislación laboral, más las que añaden los convenios, elevan tanto el coste del empleo que muchas veces desaparecen no sólo los empleos, sino las propias empresas, con lo que esto significa de pérdida de capital físico y de conocimientos.
  


  
    El sistema de convenios colectivos español es tan complejo, tan rígido y tan absurdo que en los propios convenios se pactan «cláusulas de descuelgue» para las empresas que tengan dificultades, como las que eximen de la obligación de incrementar los salarios pactados si están en pérdidas. La trampa es que las empresas no pueden utilizarlas, porque requieren el visto bueno sindical, y la postura inamovible de los sindicatos es no aceptar el descuelgue. Prefieren forzar la desaparición de la empresa, si logran que ésta pague las indemnizaciones previstas por despido improcedente a los trabajadores con contratos indefinidos.
  


  
    El último ejemplo de la rigidez de nuestro sistema de convenios colectivos lo hemos tenido en 2009. Con la economía contrayéndose al 3,7% en términos interanuales, los sindicatos forzaron una subida de las remuneraciones por asalariado en torno al 3,5%, sobre la base de que la inflación iba a crecer un 2% y que ése era el porcentaje en el que el gobierno había incrementado las pensiones. La inflación se situó finalmente en el 1,1% anual. Lo más tremendo de nuestro sistema laboral es que los tribunales han interpretado que los sindicatos tenían razón, aunque el gobierno no había fijado oficialmente un objetivo de inflación para 2009.
  


  
    En el cuadro IV aparece el número de convenios colectivos firmados en España desde el año 2000 hasta abril de 2010. A destacar la subida de salarios, que en 2009, en el total de convenios, fue del 2,41%.
  


  
    El decreto-ley de 16 de junio de 2010 no resuelve en absoluto el problema del descuelgue. Para que se lleve a cabo sigue siendo necesario el acuerdo con los sindicatos. En definitiva, nada ha cambiado en la regulación de los convenios colectivos, lo cual habría sido la auténtica reforma del mercado de trabajo, si lo que se pretendiera fuera que los salarios de cada empresa se adaptaran a la productividad real en cada una de ellas. Una gran catástrofe para el futuro del empleo en España.
  


  
    
  


  El trabajo temporal


  
    El poder de los sindicatos también se ha dejado sentir en la legislación de lo que se denomina «trabajo temporal». Este tipo de empleo estaba prohibido en España durante el franquismo. La primera excepción a la prohibición, como se ha expuesto, se produjo como consecuencia de la firma de los Pactos de la Moncloa, para fomentar el empleo de los jóvenes españoles sin experiencia laboral. El Estatuto de los Trabajadores permite en su artículo 15 el «contrato de trabajo por duración determinada», siempre que estén «amparados en causas justificadas». Esos supuestos son una lista cerrada. El propio estatuto autoriza al gobierno, en su artículo 17.3, a «instaurar medidas de fomento del empleo dentro de las cuales cabría incluir la contratación temporal».
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    Cuadro IV. Convenios colectivos de trabajo
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Immigración
  


  
    Los contratos temporales se autorizan para la realización de obras concretas o servicios determinados. O por circunstancias de la producción, que son los auténticamente temporales. O para contratar trabajadores interinos. O a través de los denominados «contratos de inserción», que llevan a cabo las administraciones públicas o instituciones sin ánimo de lucro.Y también para trabajadores minusválidos.
  


  
    En 1994 desapareció el «fomento del empleo temporal con carácter general». En 1997 también desapareció, de los casos autorizados anteriormente, el de «lanzamiento de nueva actividad». A pesar de ello, y en parte como consecuencia del desarrollo del sector de la construcción y de la carencia de mano de obra durante esos años, los contratos temporales han crecido exponencialmente en España. La tremenda crisis de la década de 1980 y de principios de los noventa, que disparó el paro hasta el 24% de la población activa, convenció a los gobiernos del PSOE de que la única forma de volver a crear empleo era fomentar esa modalidad de contratación laboral, pues de otra forma, y vista la experiencia de los años de crisis, los empresarios no crearían empleo. Preferirían invertir en bienes de equipo, ahorradores de mano de obra, en la medida en que fuera posible, incluso aunque la rentabilidad de la maquinaria fuera menor que la del empleo directo. No se trataba de una presunción, sino de la experiencia de los años de esa crisis. En ese momento ya se planteó la posibilidad de reducir las indemnizaciones por despido improcedente. Era la posición de los empresarios y del propio gobierno. No se trataba de dar retroactividad a la norma. Las nuevas indemnizaciones más reducidas sólo se aplicarían a los nuevos empleos. Pero los sindicatos no lo aceptaron. Su posición era que cualquier reducción en las indemnizaciones facilitaría los despidos de las empresas en casos de crisis. Prefirieron que se creara un nuevo tipo de empleo de carácter temporal por diferentes razones: 

    
      
        1. No necesitaban el apoyo político y sindical de los nuevos trabajadores contratados temporalmente. No necesitaban su afiliación ni sus cotizaciones sindicales, pues se financiaban con los Presupuestos Generales del Estado.
      


      
        2. Preferían no ceder nunca en lo que consideraban—y siguen considerando—derechos inalienables y consolidados de los trabajadores. Para ellos cualquier negociación sobre ese tema era una traición.
      


      
        3. Optaron por representar a los trabajadores con empleos indefinidos. Por más que en los siguientes procesos expansivos muchas empresas prefirieran, como era previsible, contratar trabajadores con carácter temporal; un tipo de contrato más acorde a las incertidumbres de un mundo globalizado, en el que las empresas podían perder rápidamente mercado para sus bienes y servicios.
      

    

  


  
    El hecho de que a partir del año 2000, aproximadamente, la contratación temporal se concentrara en trabajadores inmigrantes facilitó la posición sindical, centrada en la defensa de los que tenían, o lograban, contratos indefinidos.
  


  
    Desde 1984 hasta la actualidad los sindicatos han logrado que los sucesivos gobiernos, conservadores o socialistas, dificultaran el mantenimiento de los trabajadores con ese tipo de empleo en las empresas que los empleaban. Las empresas tenían dos alternativas: o convertirlos en indefinidos, asumiendo los riesgos de los costes del despido, o no renovarles el contrato. Las empresas más seguras de su futuro optaron por la primera alternativa, pues no querían perder mano de obra ya formada, más productiva y en la que tenían confianza, al margen de que en los años 2000 a 2007 no era fácil sustituir un buen trabajador con empleo eventual por otro cualquiera porque, de hecho, se alcanzó el pleno empleo en ese periodo.
  


  
    Aunque es cierto que cerca del 35% del empleo total existente en España a finales de 2007 tenía ese carácter, de los 7 millones de empleos creados en el periodo 1994-2007 lo más llamativo no es tanto el mantenimiento de la tasa de temporalidad, lo que significa que los trabajadores con ese tipo de contratos pasaron de 3,6 millones en 1994 a 7 millones en 2007, sino que los que tenían contratos indefinidos se incrementaron en 3,4 millones.
  


  
    Es verdad que en la actual crisis los primeros que han perdido su empleo, al menos en el sector de la construcción, han sido los eventuales, pero después, cuando la crisis se ha agudizado, los despidos han afectado a todas las categorías. Los sindicatos no han modificado su posición ni un ápice. Siguen pidiendo su eliminación. No les importa la estabilidad en el empleo. Defienden, teóricamente, la conversión de los temporales en indefinidos, con unos derechos tan excesivos como los expuestos.
  


  
    El decreto-ley 12/2010 de 16 de junio incide en aumentar las exigencias para contratar mano de obra temporal. Se limitan los contratos por obra o servicio a 36 meses, con posibilidad de ampliarlos otros 12 meses, siempre que se incluya esa extensión en los respectivos convenios colectivos. Cumplidos esos plazos, los trabajadores pasarán a ser fijos. También se endurece el encadenamiento de contratos temporales. Ahora se especifica que los que en los últimos 30 meses hubieran tenido contratos temporales para el mismo o distinto puesto de trabajo, directamente o a través de una empresa de trabajo temporal (ETT), para una cualquiera de las empresas de un grupo, por un plazo superior a los 24 meses, pasarán a ser automáticamente trabajadores fijos. Por otra parte, se incrementa la indemnización por despido, desde los 8 días por año anterior hasta los 12 días por año, de forma gradual.
  


  
    No hay nada que objetar, desde ningún punto de vista, económico, empresarial, formativo o nacional, a esta mayor dificultad para encadenar contratos temporales, ni para incrementar la indemnización por despido. El problema siempre ha estado en la forma y el coste del despido cuando el contrato es de tipo indefinido. Como veremos posteriormente, el decreto-ley de 16 de junio declara, en su exposición de motivos, que quiere resolver la falta de precisión acerca de cuándo un despido está justificado por causas económicas, técnicas, productivas o de organización. No hay garantías de que con la nueva legislación se vaya a lograr.
  


  
    El gráfico III recoge la evolución de la tasa de temporalidad, es decir, el porcentaje de empleados temporales en relación al total, en España y en los principales países europeos. A finales de 2007 cerca del 35% de los empleos en España tenían ese carácter, y el porcentaje era tan alto en las administraciones públicas (vía contratos de inserción) como en las empresas.
  


  
    Si se igualan los derechos de todos los trabajadores en caso de despido, de los que tienen contratos de carácter indefinido, eventual, por obra o de otro tipo, en una cantidad razonable, que podría ser de 20 días por año trabajado, con un máximo de 24 mensuali-dades, que es el promedio en Europa, cerca de 3 millones de personas de los 5,4 millones que en abril de 2010 tenía contratos temporales, podrían tener trabajos y vidas más estables. Esa oferta se hizo, hace mucho, por las organizaciones empresariales, y la posibilidad sigue abierta.
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    Gráfico III. Tasa de temporalidad
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Eurostat y CEOE.
  


  
    En 2001, el gobierno del PP aprobó un nuevo tipo de contrato denominado «de fomento de la contratación indefinida», en un momento en el que se registraba, todavía, un altísimo desempleo. Este contrato fijó la indemnización por despido improcedente en 33 días por año, con 24 meses de indemnización máxima. Su utilización ha sido muy reducida, no tanto por las limitaciones respecto a las personas con las que se puede llevar a cabo como porque los juzgados de lo social no han aceptado que, en caso de despido improcedente, se puedan mantener esas condiciones. De hecho han impuesto, casi sistemáticamente, 45 días con un máximo de 42 meses.
  


  
    La reducción del coste del despido, de forma general, desde los 45 días por año con el máximo de 42 meses, hasta los 33 días por año trabajado, con un máximo de 24 meses, se ha introducido por el decreto-ley de 16 de junio de 2010 ampliando los casos previstos en ese tipo de contrato de fomento del empleo indefinido, en los que se puede contratar a una persona. Hasta la aprobación del decreto-ley sólo se aplicaba a determinados colectivos. Estaban excluidos, por ejemplo, los hombres entre 30 y 45 años, y era necesario que los que se contrataran con esos menores costes de despido hubieran estado en desempleo al menos 6 meses como desempleados o que hubieran perdido su empleo indefinido en los últimos 24 meses, o que en los últimos 24 meses sólo hubieran tenido contratos temporales. Ahora, en cambio, se puede contratar, bajo esa modalidad, a los parados que lleven tres meses demandando empleo, a los que durante los últimos dos años hubieran tenido sólo contratos temporales y a los que hubieran perdido su empleo indefinido en los últimos dos años.
  


  
    El contrato de 2001 no se generalizó porque los jueces interpretaron que en caso de despido improcedente no había que aplicar los 33, sino los 45 días. Ahora el decreto-ley especifica que la indemnización será de 33 días, siempre que concurran causas objetivas o se trate de un despido improcedente y que el empresario lo acepte como tal. Sólo cabe la duda de qué hará la justicia, pues si tiene que entrar a dictaminar si hay o no causas objetivas, la norma modificada por el decreto-ley podría no ser efectiva.
  


  
    Pero 45 días de salario por año trabajado no es la máxima indemnización prevista por la ley. Los jueces de lo social tienen la facultad de sumar a los 45 días otros 15 días más por año trabajado si lo consideran justo, aunque con un límite de 12 meses en lugar de los 42 meses de rigor. Otra aclaración: los empresarios, en el momento del despido, suelen aceptar que éste es improcedente. Si no lo hacen y posteriormente, como es habitual, el juez decide su improcedencia, se verán obligados a pagar adicionalmente los salarios de tramitación, los que corresponden al tiempo que medie entre el despido y la sentencia, que puede ser desde un mes hasta más de un año, aunque el tiempo medio se sitúa entre tres y cuatro meses.
  


  
    
  


  El tamaño de las empresas: las razones históricas


  
    Las razones por las que en España las empresas son muy pequeñas son de tipo muy diverso, y no hay acuerdo entre los autores respecto a qué factores son los más relevantes. Habría que comenzar por recordar que la autarquía en que vivió la economía española hasta 1959 acentuó una tendencia histórica al tamaño reducido, que se adaptaba al del mercado español para la mayoría de bienes y servicios.
  


  
    Históricamente España, excepto en un corto periodo de tiempo, entre 1869 y 1891 (años en los que estuvieron vigentes las bases arancelarias de Figuerola, hasta el arancel proteccionista de Cánovas), ha sido un país proteccionista. Hubo protección para la agricultura y para la industria. Las dificultades orográficas también influían en que muchos mercados no tuvieran tamaño nacional. Los costes de transporte eran muy elevados. La población era reducida, con una densidad claramente inferior a la del promedio de los países europeos. España era un país pobre, con un nivel educativo bajo y poca formación profesional. El comienzo de la apertura al exterior, a partir del Plan de Estabilización de 1959, impulsó la modernización, pero hizo desaparecer muchas empresas, en particular industriales y explotaciones agrarias que no podían competir en calidad, prestaciones y precios con las del resto del mundo. Ese proceso de contracción agrícola e industrial se aceleró con el acuerdo con la Comunidad Económica Europea de 1970. El shock de las subidas de los precios del petróleo obligó a hacer una reestructuración industrial en la que desaparecieron o se redujeron drásticamente sectores enteros, como el siderúrgico, el de los astilleros, el minero, y sus industrias auxiliares, que no fueron capaces de sobrevivir a unos costes de energía mucho más elevados. Mientras, de una forma constante, desde mediados de la década de 1950, se redujo la población ocupada en el campo, que pasó del 25% del total en esa década, al 2% de finales del siglo XX.
  


  
    Por supuesto que en España había grandes empresas durante el franquismo. Eran, en su mayoría, empresas públicas monopolistas o que, en forma de oligopolio, compartían con otras, públicas o privadas, el suministro, sobre todo, de servicios. En el sector de la construcción siempre hubo grandes empresas. Así como en los sectores de telefonía, producción y suministro de electricidad, producción de carburantes, de gas o suministro de agua. Otras eran filiales de multinacionales, atraídas a España por subvenciones públicas, como toda la industria automovilística. El gran oligopolio fue, siempre, el sistema financiero, protegido por el Banco de España, suministrador de todo tipo de servicios financieros y canalizador de toda la financiación a la economía.
  


  
    La influencia del sistema financiero en el tipo de empresas que se consideraban financiables no debe minimizarse. Durante mucho tiempo los bancos actuaron como holding empresariales, hasta el punto de financiar prioritariamente, como accionistas, mayoritarios o minoritarios, sus propias empresas. O las que contaban con apoyos políticos, o las que pertenecían al entorno familiar y de amistades de los miembros de los consejos de administración de los propios bancos. Las posibilidades de que una empresa de capital independiente de los bancos pudiera financiarse eran muy reducidas. Los bancos fueron muy malos gestores de empresas, a las que siempre consideraron como un apéndice de su actividad financiera.
  


  
    Las otras grandes empresas eran las del INI (Instituto Nacional de Industria), y las controladas por el Patrimonio del Estado. En esas empresas se invirtieron los recursos del Estado Español y se mantuvieron con subvenciones, protección arancelaria, prohibición de competencia y precios elevados.
  


  
    Este sistema de organización empresarial, dominado por la banca y el Estado, se mantuvo hasta la gran crisis industrial de la década de 1970 y primera parte de la de 1980, que coincide con la transición política española. El que las empresas españolas sigan siendo abrumadoramente pequeñas a partir de ese momento tiene otras causas.Ya no hay proteccionismo, exterior ni interior. Hay menos dificultades de financiación—excepto en momentos como los actuales—. Las infraestructuras han hecho desaparecer las dificultades orográficas. Se pueden adquirir las tecnologías más modernas. En mi opinión, la primera de las causas es la legislación laboral, que incluye el sistema de convenios colectivos y el poder sindical, tanto en la promulgación de leyes que siguen impidiendo a las empresas adaptarse a las fluctuaciones de la demanda, como por la interpretación de las leyes que han hecho los juzgados de lo social y la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo.
  


  
    De hecho, con excepciones como El Corte Inglés, Zara y alguna cadena de distribución de alimentos, muchas de las grandes empresas existentes en España son las que provienen de la privatización de los monopolios públicos y las que son filiales de multinacionales. Excepto en el sector de la construcción y en el financiero, a los que ya hemos hecho referencia.
  


  
    
  


  El tamaño de las empresas y la I+D


  
    No hay ninguna declaración pública, política o económica, que queriendo ser factual distorsione más la realidad que la afirmación de que «en España el empleo lo crean las pequeñas empresas». De esa exposición se deducen políticas discriminatorias, favorables a ese tipo de empresas.
  


  
    Habría sido más lógico preguntarse por qué en España hay tantas pequeñas empresas, tantos autónomos y tan pocas empresas medianas y grandes. Esta realidad tiene una gran relevancia económica y probablemente explica una parte considerable de por qué en España la productividad apenas crece en épocas de aumento del empleo, como la fase expansiva del ciclo entre 1994 y 2007. Ahora, en la profundidad de la crisis, la productividad crece a ritmos del 4% o 5%, como puro reflejo estadístico del adelgazamiento de las plantillas para hacer frente a la falta de demanda y a la necesidad de reducir los costes totales de producción.
  


  
    La productividad está ligada a la instalación de nuevas tecnologías, de nuevos procedimientos de tratamiento de la información y, en este aspecto, las empresas españolas han mejorado sustancialmente. En los últimos años, y a pesar de la competencia de las empresas instaladas en otros países, a pesar, en definitiva, de la globalización, la cuota del mercado mundial de exportaciones de bienes y servicios españoles se ha mantenido constante, en torno al 1,7% del total. Lo que significa sólo que el crecimiento cuantitativo de la economía española y el del empleo han permitido mantener ese porcentaje de participación en el comercio mundial.
  


  
    Lo que las empresas españolas no hacen es colaborar con las actividades de investigación y desarrollo. Esta actividad es casi siempre fruto de la colaboración entre universidades, centros de investigación y empresas que demandan nuevas tecnologías y nuevos productos. No basta, como nos hacen creer todos los gobiernos españoles, con que el porcentaje de I+D en términos de PIB crezca hasta, al menos, el 2%. El gasto en I+D no puede obtenerse por la suma de lo que gastan todo tipo de instituciones universitarias, de organismos públicos especializados y de empresas que declaran gastos de esa naturaleza.
  


  
    En España no funcionan correctamente las universidades, ni los organismos públicos dedicados a esa actividad. Sus investigaciones se realizan por equipos formados en muchas ocasiones no por criterios de excelencia, sino de clan. Son grupos humanos endogámicos, que se protegen de la competencia de terceros con barreras de todo tipo, empezando por las legales que dificultan la movilidad de los investigadores. Lo extraordinario sería que esos grupos humanos fueran capaces de profundizar, de forma general, en cualquier investigación y de que fueran capaces de coordinar sus actividades con las necesidades de las empresas. Las empresas desempeñan habitualmente un doble papel: o demandan investigación en productos que les interesan, o desarrollan tecnológicamente ideas y proyectos que las instituciones de investigación públicas o privadas les proponen.
  


  
    El tamaño es el gran problema de las empresas españolas desde el punto de vista de la innovación; con honrosas excepciones, por supuesto. En general no tienen tamaño suficiente para dedicar recursos humanos y capital para emprender tareas ligadas a la investigación y el desarrollo. No en vano los últimos gobiernos modificaron el concepto de I+D para incluir otra letra, la «i» de «innovación»; una actividad que sí han hecho las empresas españolas, como se ha expuesto anteriormente. La I+D requiere grandes recursos humanos y de capital, tanto en las instituciones tecnológicas ajenas a las empresas como en las mismas empresas. Aquí el tamaño sí importa. En las empresas con apenas unas decenas de empleados, el coste de dedicar parte de esa mano de obra a la investigación, durante años, con resultados siempre inciertos, no es soportable económicamente. El tamaño de las empresas, en la medida en que la productividad, en las economías desarrolladas, coincide con estadísticas que ponen de manifiesto altos niveles de renta, precios y salarios, importa.Al margen, como hemos dicho, de la calidad de los centros de investigación.
  


  
    Ya se han expuestos los datos anteriormente. En España, de alrededor de 3,3 millones de empresas, sólo 180.000 tienen más de diez empleados.Y sólo alrededor de 800 superan el millar. España cuenta, además, con 3 millones, aproximadamente, de autónomos. Esta estructura empresarial no es normal en los países con alto nivel de renta. Los países de la Unión Europea con mayor nivel de renta tienen, sobre todo, empresas de tamaño medio, además de grandes empresas en las que sí es posible hacer I+D. Son países en los que aumenta la productividad general de la economía. Con empresas mayoritariamente muy pequeñas se puede mejorar la renta media en la medida en que aumenta el número de ocupados en la economía, pero no incrementar significativamente la productividad a nivel nacional; ni se puede hacer el planteamiento de política económica de que hay que mantener, o incrementar, una política de salarios altos, que induzcan un crecimiento de calidad y atraigan mano de obra mejor preparada. Al contrario, sólo los salarios muy ajustados permiten la competencia en un mundo globalizado, con empresas de otros países que también se modernizan, pero con salarios mucho más reducidos.
  


  
    
  


  El tamaño de las empresas: la influencia de los comités de empresa


  
    Las leyes, comenzando por la ley orgánica 11/85, obligan a la constitución de comités de empresa, formados por representantes de los trabajadores, libremente elegidos, en función de su tamaño. Hasta 50 trabajadores no es obligatorio constituir un comité de empresa. Entre 50 y 100 se crea el comité con 5 representantes. Entre 100 y 250 el número crece hasta 9. Entre 251 y 500 vuelve a subir hasta 13. De 501 a 750 se incrementa a 17. Por encima de 751 y hasta 1.000 su número se fija en 21.Y del millar en adelante se fijan en el 2%, con un máximo de 75 miembros.
  


  
    Para los empresarios, el número de miembros de los comités de empresa importa. No debería ser así, pero lo es, hasta el punto de que antes de sobrepasar los límites de trabajadores contratados se reflexiona sobre los riesgos que implica. La legislación laboral impone tantos límites, condiciones y un procedimiento tan lento y complejo para la toma de decisiones empresariales que si se cumple estrictamente todo lo que dispone la legislación, no sobre temas fundamentales, como la seguridad en el trabajo, los pagos de los salarios reconocidos y el respeto a los derechos de los trabajadores, sino sobre decisiones como la presentación de planes de ajuste, cambios de categoría profesional o movilidad dentro de la empresa, en la toma de decisiones se pierde un tiempo precioso, ya sea para responder a la competencia de terceras empresas, de España o de otros países, ya para modificar los horarios o los sistemas de producción. Por eso no debe extrañar que los empresarios responsables tengan, en España, una sólida formación en derecho laboral. Al margen de la politización sindical, que obliga a los comités de empresa, en el caso de que sean miembros de un sindicato—que es lo más frecuente—, a tomar decisiones que no les benefician ni a ellos ni a su empresa, en los momentos en que los líderes sindicales deciden que son de confrontación.
  


  
    En España hay alrededor de 300.000 miembros de comités de empresa, que tienen derechos no sólo de interlocución, sino de utilización de parte de su jornada de trabajo en la realización de tareas sindicales y a que esa actividad la pague el empresario. Nuevamente el tamaño penaliza a la empresa. Hasta 100 trabajadores, los miembros del comité tienen derecho a 15 horas libres al mes. Hasta 250 trabajadores, las horas libres para la acción sindical se incrementan hasta las 20 horas al mes. Siguen subiendo según el tamaño de la empresa hasta 30 horas/mes y 35 horas/mes, con un máximo de 40 horas/mes en las empresas que tienen empleados a más de 750 trabajadores. Es decir, en la práctica, en las empresas más grandes, si las horas anuales acordadas en convenio son del orden de 1.750, un promedio que se acerca a la realidad, 480 horas las dedican a la acción sindical. La CEOE ha calculado en 250 millones de euros el coste de los 300.000 liberados sindicales.
  


  
    Así pues, lo que en parte puede explicar que los empresarios intenten mantener empresas más pequeñas, externalizando todo tipo de servicios—mucho más que en otros países—y que se organicen complejas estructuras jurídico-económicas, es evitar ser una gran empresa desde el punto de vista laboral. La complejísima legislación laboral somete a los empresarios a controles abusivos sobre decisiones que en otros países no tienen que consultar con nadie.
  


  
    Todo conspira, pues, en España, para que las empresas no crezcan en número de empleados.Y, como se ha puesto de manifiesto, las economías de escala son fundamentales para abaratar costes, pero también para poder participar en proyectos que impliquen mejoras de la productividad por investigación y desarrollo.
  


  
    
  


  El coste del despido, los despidos improcedentes y su influencia en el desarrollo de las empresas


  
    En términos generales, el trabajador despedido que tenga un contrato de carácter indefinido tiene derecho a una indemnización que se calcula en 45 días de salario por año trabajado, con un tope máximo de 42 mensualidades. A esas cantidades habría que añadir los salarios de tramitación, que son los que corresponden al tiempo transcurrido desde el momento del despido hasta que se dicte sentencia por el juzgado de lo social correspondiente.
  


  
    Las leyes no obligan a pagar siempre esas cantidades. En los casos en los que el despido tenga carácter disciplinario, por la conducta del trabajador, sus faltas al trabajo o su muy evidente inoperancia, el despedido no tiene derecho a ninguna indemnización.
  


  
    En situaciones de crisis económica, como la actual, los gobiernos de turno—en este caso los de Felipe González—, conscientes de que los empresarios difícilmente volverían a contratar trabajadores con contratos indefinidos, introdujeron una modificación que parecía fundamental en las disposiciones sobre el despido. De acuerdo con esa reforma, si el despido tuviera causas objetivas, definidas como «causas económicas, organizativas, tecnológicas o de producción», la indemnización se reduciría a 20 días por año trabajado, con un máximo de 12 mensualidades. Desde cualquier punto de vista, esas causas englobaban todas las posibles por las que un empresario podría despedir con indemnizaciones reducidas. Pero no desde el punto de vista sindical, ni del de los jueces de lo social, que casi siempre alegan que hay otras vías distintas de los despidos para resolver los problemas económicos de las empresas y que esas causas nunca justifican un despido, pues pueden—deben—solucionarse con mayores aportaciones de capital, eliminando el reparto de beneficios —si los hubiera—, o con mayor diligencia por parte del empresario.
  


  
    La doctrina jurisprudencial que se ha impuesto es que el patrimonio neto de la empresa tiene que emplearse, en primer lugar, para pagar los salarios de todos los empleados hasta el agotamiento de los recursos financieros, así como, en su caso, para pagar la máxima indemnización prevista a los trabajadores, y que los empresarios sólo pueden alegar las causas que permiten las leyes para pagar indemnizaciones reducidas en casos auténticamente excepcionales. Es cierto que la ley no definía las causas objetivas, las «causas económicas, organizativas, tecnológicas o de producción», porque en la práctica es muy difícil, y fueran cuales fuesen esas definiciones, siempre podrían ser interpretadas restrictivamente por los tribunales. Pero también en cierto que el espíritu de la reforma era evidente.Y que el legislador no se atrevió a decir, escuetamente, que ésa era una decisión que correspondía al empresario, con esa indemnización reducida u otra que pudiera haberse acordado.
  


  
    El artículo 51.1 del Estatuto de los Trabajadores, modificado por el decreto-ley 10/2010 de 16 de junio, sí define lo que entiende que son causas económicas, técnicas, organizativas y de producción. Es más, consciente el gobierno de las interpretaciones jurisprudenciales dice, en la exposición de motivos de dicho decreto-ley, que esa tarea se hace para «que proporcione una mayor certeza tanto a trabajadores y empresarios como a los órganos jurisprudenciales en su tarea de control judicial».
  


  
    A continuación se incluye, íntegra, la definición que da el decreto-ley en el modificado artículo 51.1 de esas causas:

    
      
        Se entiende que concurren causas económicas cuando de los resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa.A estos efectos, la empresa tendrá que acreditar los resultados alegados y justificar que de los mismos se deduce mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva.
      


      
        Se entiende que concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los medios o instrumentos de producción; causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal; y causas productivas cuando se produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado. A estos efectos, la empresa deberá acreditar la concurrencia de alguna de las causas señaladas y justificar que de las mismas se deduce mínimamente la razonabilidad de la decisión extintiva para contribuir a mejorar la situación de la empresa o a prevenir una evolución negativa de la misma a través de una más adecuada organización de los recursos, que favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda.
      

    

  


  
    Parece clara la definición de causa económica «cuando de los resultados de la empresa se desprende una situación económica negativa». Lo que desconcierta es la necesidad de reiterar y la utilización de expresiones tales como «mínimamente razonables». En el caso de las causas productivas la alusión a «cambios, entre otros, en la demanda de los productos o de los servicios que la empresa pretende colocar en el mercado», debería interpretarse como que una situación como la que vivimos, en la que la demanda de un bien, producido por una empresa, retrocede un 10% o un 20% o un 30%, debería ser considerada como «causa productiva».
  


  
    En la discusión parlamentaria de dicho decreto-ley, tramitado ahora como ley, en la Comisión de Trabajo se llegó a una nueva definición de «causa económica». Se dice que se refiere a «empresas que acrediten la existencia de pérdidas actuales o previstas, o la disminución persistente de su nivel de ingresos, que pueden afectar a su viabilidad o a su capacidad para mantener el volumen de empleo».
  


  
    En mi opinión el nuevo texto empeora el del decreto-ley, tanto en el fondo como gramaticalmente, y deja otra vez al arbitrio judicial la decisión final, al corresponder a los órganos judiciales opinar sobre si esas pérdidas «pueden afectar a su viabilidad».
  


  
    Habrá que esperar, nuevamente, a las resoluciones judiciales para saber si el texto es lo suficientemente claro para los jueces de lo social. Para los mortales sí lo es, pero para este tipo especial de jueces todo es más problemático.
  


  
    Cuando los tribunales no aprecian la existencia de esas causas, el despido tiene el carácter de improcedente, y da derecho a las indemnizaciones máximas. Alrededor del 80% de todos los despidos tienen ese carácter. El 20% restante acoge desde los casos disciplinarios a los de imposible solución económica, por no tener la empresa fondos suficientes para poder pagar el despido como improcedente. La fallida reforma laboral de 2002 sólo mantuvo una novedad en el procedimiento: si el empresario aceptaba, en el momento del despido, calificarlo como improcedente y depositaba la cantidad debida, se libraría de pagar los salarios de tramitación. Los empresarios que se lo pueden permitir se autoinculpan del despido y aceptan su improcedencia. Más del 80% de los despidos se producen en la actualidad con este procedimiento. Los empresarios alegan, por supuesto, infracciones laborales de los despedidos que puede demostrarse que son falsas, como el absentismo, las repetidas llegadas tarde al trabajo, u otras parecidas.Todas inventadas y acordadas con los abogados sindicalistas o con los propios trabajadores.Y los jueces, tan puntillosos en la interpretación estricta de las leyes, hacen caso omiso a esas falsedades acordadas.A pesar de las repercusiones fiscales negativas para el Estado, pues todas las indemnizaciones que no superan los 45 días y 42 meses están exentas de IRPF. Una peculiaridad de la jurisprudencia social, que entra en abierto conflicto con las leyes fiscales, que deberían ser tenidas también en cuenta por los tribunales.
  


  
    Esas indemnizaciones tan elevadas son una anomalía en el mundo desarrollado. En el cuadro siguiente figuran las indemnizaciones medias de los despidos en los países miembros de la OCDE.
  


  
    Las indemnizaciones que se pagan en España son de las más altas, como puede observarse. Y explican el que el trabajo de tipo temporal haya supuesto entre el 30% y el 35% del empleo total, un porcentaje mucho más alto que el de otros países, como ya vimos en el cuadro IV.
  


  
    La legislación española sobre despidos explica, pues, el crecimiento de los contratos temporales para los que la legislación preveía una indemnización de 8 días de salario por año trabajado. Pero sólo en parte porque, en mi opinión, es la propia naturaleza de muchos de los empleos creados en España en los últimos años, desde 1994 hasta 2007, la que empuja a la contratación temporal. Me refiero a los empleos creados en el sector agrario, o en el de la industria agroalimentaria, en el de la construcción, la hostelería, el servicio doméstico externo, el comercio al por menor y el turismo, que son, por naturaleza, en muchas ocasiones, estacionales. Al margen de los contratos de inserción, que utilizan las administraciones públicas para dar empleo a quien consideran oportuno, aprovechando los años pasados, en los que han dispuesto de grandes ingresos públicos para suministrar servicios propios e impropios. Las limitaciones sobre contratación temporal para puestos de trabajo que lo son por naturaleza, podría ser, pues, muy negativas para el empleo cuando la economía se recupere. En todo caso, obliga a los empresarios a no renovar los contratos temporales a los mejores trabajadores si se trata, efectivamente, de puestos de trabajo de naturaleza temporal. Como ocurre en la construcción, por ejemplo.
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    Cuadro V. Coste del despido de la OCDE
  


  
     

  


  


  
    Fuente: CEOE y Banco Mundial («Doing Business 2010»).
  


  
    Lo llamativo de los datos expuestos anteriormente es el gran crecimiento de los contratos de carácter indefinido en el último ciclo. La explicación es la falta de mano de obra cualificada suficiente para atender las necesidades de una economía en expansión continuada durante trece años. Los empresarios sabían a lo que se exponían si sus negocios flaqueaban por falta de demanda interna o externa. Pero prefirieron afrontar el riesgo, que consideraban menor. Un riesgo cierto, que conducía a la descapitalización de la empresa si hubiera que reducir la plantilla, y una tragedia para la economía española, que tendría que asistir a la destrucción no sólo de empleo, sino de las propias empresas afectadas, incapaces de afrontar financieramente el ajuste de empleo necesario para hacer frente a una menor demanda durante la crisis.
  


  
    El coste de los despidos «improcedentes» ha afectado a la forma en que han crecido y se han enfrentado a la crisis las empresas españolas :

    
      
        1. Los empresarios prefieren empresas pequeñas en las que, en caso de dificultades, se pueda negociar, pagando indemnizaciones por debajo de lo legalmente establecido, o modificando salarios y condiciones de trabajo de acuerdo con los trabajadores. Sin intervención sindical.
      


      
        2. Los empresarios que necesitan empresas de tamaño mayor subcontratan con terceros toda la actividad que no sea fundamental para la empresa. Saben que la legislación sobre despidos supone una subida salarial anual acumulativa del 12,5%, que no aparece en ningún lugar del balance o de la cuenta de resultados, pero que se torna real cuando hay que reducir plantilla.
      


      
        3. Las empresas medias y grandes, en momentos de crisis, de lo primero que se preocupan es de cómo reducir costes. El primer coste suelen ser los salarios brutos, es decir, la suma de los salarios, las cotizaciones sociales y los derechos a la indemnización acumulados por el personal con contratos indefinidos. Por eso, y ante la imposibilidad de aplicar con rapidez, de acuerdo a la experiencia histórica, un plan de ajuste que podría ser diferente, lo primero que se hace es reducir la plantilla. Aunque haya dificultades para financiarse no hay ninguna duda económica de que ése es el objetivo más racional. Si se tiene el capital necesario, se ahorran salarios, cotizaciones sociales y un aumento salarial que en 2009 fue del 16% (12,5% por antigüedad y 3,5% por la subida de los convenios). Esta práctica significa que una empresa normal, que no sea un monopolio o que no pertenezca a un sector regulado, en el que no se producen oscilaciones bruscas de la demanda, ni siquiera en momentos de crisis, necesita dedicar una parte importante de sus fondos propios para atender esa eventualidad. La que no lo ha tenido en cuenta se puede encontrar al borde de la desaparición en caso de crisis. Es significativo cómo difieren los planes de empresa que obligatoriamente hay que presentar en los juzgados mercantiles cuando se entra en concurso voluntario, u obligatorio, de acreedores, de los que se presentan en los juzgados de lo social para justificar, cuando se hace, un plan que incluye despidos, temporales o definitivos, por causas objetivas, de un tercer tipo de plan, el que se discute con las entidades financieras para conseguir financiación. En los juzgados de lo social se tiene que explicar que sólo pagando menos indemnizaciones de las previstas puede sobrevivir la empresa y que los accionistas no tienen fondos adicionales a los que aparecen en sus balances. En el juzgado de lo mercantil se solicitan indemnizaciones reducidas como única forma de pagar cantidades significativas al conjunto de los acreedores, para que éstos aprueben el convenio previsto. Con los bancos lo que se discute es la habilidad del empresario para reducir los costes, incluidos los del despido, y los bancos sólo se muestran dispuestos a financiar el ajuste si hay nuevas aportaciones de capital, de los actuales accionistas o de otros que acepten participar en el proceso.
      


      
        4. La experiencia de las grandes empresas, de las multinacionales españolas o extranjeras, es que el sistema más directo para reducir la plantilla es pagar incluso más de los mínimos legales para que el proceso de ajuste sea rápido y, por tanto, menos oneroso.
      


      
        5. Los empresarios que sean capaces de pagar el ajuste saben que el alivio en costes que significan la reducción del número de asalariados—muchos de ellos con sueldos excesivos, que sólo se explican por el simple paso del tiempo y por la imposibilidad de ajustarlos a la productividad de cada trabajador en función del puesto de trabajo que desempeñen—, el ahorro en cotizaciones sociales y los menores pagos por impuesto sobre sociedades—en ese ejercicio si los resultados son, a pesar de todo, positivos, o en otros futuros—, justifican económicamente el gasto por indemnizaciones.
      

    

  


  
    Las cotizaciones sociales, que se analizarán en otro capítulo, son elevadas en España en comparación con las de otros países de la OCDE. En el gráfico IV se comparan las cotizaciones sociales empresariales con las de otros países de nuestro entorno.
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    Gráfico IV. Cotizaciones sociales empresariales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: CEOE y OCDE.
  


  
    Existe otra instancia, por encima de los acuerdos con los representantes de los trabajadores, antes de que las empresas, incluso pagando lo pactado, puedan reducir su plantilla si lo necesitan. Los delegados de las consejerías de trabajo de las autonomías, en las provincias donde tengan su sede social las empresas, tienen que aprobar esos acuerdos. Hay ocasiones en las que no lo hacen, siguiendo instrucciones políticas de los gobiernos autonómicos correspondientes. La negativa a aceptar los pactos se produce en el caso de empresas grandes, que puedan tener repercusiones mediáticas negativas para el gobierno de la autonomía de la que se trate. Por ejemplo, el cierre de una filial de una multinacional que ponga de manifiesto la falta de productividad de la empresa por razones no tecnológicas, sino de costes o de absentismo laboral con repercusiones graves en la actividad de la empresa. La intervención de las autoridades autonómicas se suele saldar o con mayores pagos por parte de la empresa que tenga que cerrar, o con el compromiso de la autonomía de crear puestos de trabajo para compensar los que se pierden; al coste presupuestario que sea. Un caso reciente es el de la empresa Delphi, suministradora de General Motors en la provincia de Cádiz, en el que intervino la Junta de Andalucía, comprometiéndose a emplear a todos los despedidos en unos plazos determinados.Y con costes incalculables.
  


  
    Sólo hay un momento en el que los sindicatos son flexibles en lo que se refiere a las indemnizaciones por despido. Es el periodo en el que los sindicatos temen que la empresa pudiera declararse en concurso de acreedores. Si se alcanzara esa situación jurídica los sindicatos saben que los empleados que pierdan definitivamente su empleo recibirán la indemnización que decida el juzgado mercantil, que suele ser la que adelanta el FOGASA, 20 días por año y un máximo de 12 meses. La legislación laboral no se aplica en esos casos y los juzgados de lo social no tienen jurisdicción sobre las empresas en concurso de acreedores, por más que las leyes establezcan que la prioridad a la hora de cobrar, tanto en caso de liquidación empresarial como de acuerdo de reestructuración y refinanciación, son primero los trabajadores, y después Hacienda y la Seguridad Social.
  


  
    
  


  Indemnizaciones, prestaciones por desempleo y subsidios de paro. El tratamiento fiscal de las indemnizaciones por despido


  
    El tratamiento tributario de las indemnizaciones por despido, siempre que sean inferiores a los 45 días por año y las 42 mensualidades, es un factor que raras veces se menciona cuando se habla de la destrucción de empleo y la tasa de paro. El enorme incentivo fiscal que significan las altísimas indemnizaciones que pagan las empresas explica que a muchos trabajadores les compense el despido. Incluso si tienen la opción de seguir trabajando. Analicen los siguientes datos, que son reales, sobre cómo ha funcionado el sistema tributario y el de protección económica a los que pierden su empleo. Aunque quizá se modifique con las reformas del decreto-ley de 16 de junio de 2010, pero hasta que se compruebe cuál es la reacción judicial, la realidad sigue siendo la que se expone a continuación. Al margen de que sigue siendo la aplicable a todos los contratados actuales que tienen un contrato indefinido diferente del de fomento de la contratación indefinida. En la exposición de motivos del decreto-ley, el gobierno ha dejado claro que los actualmente contratados siguen conservando la indemnización de los 45 días con 42 meses como máximo de indemnización. Dice dicha exposición textualmente: «Entre las medidas que persiguen una utilización más extensa de la contratación indefinida debe destacarse, ante todo, que queda incólume la regulación sustantiva del contrato indefinido de carácter ordinario. Todas las reformas se centran en la regulación del contrato de fomento de la contratación indefinida».
  


  
    Por tanto, una empresa en dificultades, o consigue convencer a los jueces de que existen causas objetivas de carácter económico, técnico, organizativo o productivo, en cuyo caso podría despedir, tras un larguísimo proceso, con intervención de la autoridad laboral —como ahora—y de los sindicatos, con una indemnización de 20 días por año y 12 meses máximo; o pasaría directamente a los 45 días y 42 meses. Un salto tan brusco que podría decantar la interpretación de la nueva norma en el mismo sentido de la anterior, dada la lógica inclinación de los jueces a ejercer de tutelantes de los más débiles.
  


  
    La nueva regulación de 33 días y 24 meses de indemnización máxima se aplicará sólo en el futuro. No tiene carácter retroactivo ni expansivo. La otra modificación en el sistema de indemnizaciones por despido que introduce el decreto-ley es que durante unos meses, hasta 2012, el FOGASA pagará 8 días por año de los que tenga que hacer frente el empresario en caso de despidos, improcedentes o no.
  


  
    A continuación se exponen los efectos económicos de la legislación vigente para los despedidos que tengan contratos indefinidos y que hayan sido improcedentes: 

    
      
        1. Un trabajador que tenga 45 años y 20 años de antigüedad, reconocidos por su empresa, con un sueldo anual bruto de 30.000 euros, tiene derecho, en caso de despido declarado improcedente, a una indemnización de 74.000 euros libres de impuestos. Tiene derecho a permanecer en situación de desempleo, cobrando la prestación por desempleo, 24 meses, lo que le supondría un ingreso adicional de otros 28.000 euros casi libres de impuestos, dado que el IRPF que tendría que pagar por 14.000 euros anuales, con la deducción por mínimos de 6.000 euros y tras el pago de las cotizaciones a la Seguridad Social, le exime de impuestos por ese concepto. Teóricamente podría perder su prestación por desempleo si se le ofreciera un empleo acorde con su categoría profesional y lo rechazara; pero esto es algo que no ocurre en un país en el que se hablaba, hasta hace poco, de «disfrutar del paro».
      


      
        2. Si siguiera sin querer trabajar, o no encontrara empleo, tendría derecho a percibir un subsidio por desempleo de 426 euros mensuales (14 pagas) durante un año más. Es decir, otros 6.000 euros al año libres de impuestos.
      


      
        3. En conjunto, al cabo del tercer año sin trabajar podría haber ingresado: 74.000 + 28.000 + 6.000 = 108.000 euros libres de impuestos, excepto pagos menores a la Seguridad Social durante ese periodo.
      


      
        4. Si hubiera seguido trabajando habría ingresado sólo 90.000 euros en ese mismo periodo. Lo que significa que sólo al cabo de 3 años y 7 meses de trabajo habría logrado ingresar 108.000 euros.
      


      
        5. Pero sobre los 30.000 euros anuales que recibe como salario tendría que haber pagado un 6,4% a la Seguridad Social —el mismo porcentaje que estando en paro, pero sobre una base superior, cercana a su salario real, y en torno al 20% por IRPF—. Cada año esos conceptos le habrían restado alrededor de 7.500 euros. Es decir, su salario neto habría sido de 22.500 euros. Por ello, para lograr 108.000 euros netos, habría tenido que trabajar 4 años y 9 meses. Casi 5 años.
      


      
        6. Y si quien despide es una multinacional o una gran empresa con suficientes fondos propios, los 45 días de indemnización por año pueden convertirse fácilmente en 60 días por año, con lo que la indemnización total ya no sería de 108.000 euros, sino de 132.000 euros, equivalentes a cinco años y medio de salarios. Si bien sobre el exceso sobre los 45 días pagaría IRPF.
      

    

  


  
    Consecuencia: en muchas ocasiones los representantes sindicales aconsejan—o sufren presiones de los propios trabajadores—optar por el despido. Los empresarios, en particular las multinacionales y las grandes empresas españolas, habían olvidado que tendrían que pagar esas indemnizaciones, pues tras trece años de crecimiento ininterrumpido muchas pensaban que nunca se volvería a sufrir una crisis cíclica tan intensa como la que estamos soportando. Con esta realidad tan cercana es difícil pensar que ninguna empresa vuelva a contratar, en los próximos años, un número significativo de personas con carácter indefinido. Preferirán irse a otros países de nuestro entorno, desde Estados Unidos hasta el propio Reino Unido, Italia, la República Checa, Hungría, Polonia, o a cualquier otro país desarrollado o en vías de desarrollo, aunque tengan menores productividades.
  


  
    El cuadro VI expone las diferentes prestaciones por desempleo (que se recogen en la primera columna del cuadro) y de los subsidios de paro (que aparecen integrados con las prestaciones por desempleo, en la segunda columna), en los países miembros de la OCDE. Aunque la legislación española sólo contempla la posibilidad de un año más recibiendo esos pagos, a veces se alargan los subsidios, como ha ocurrido, para todos los afectados, durante doce meses desde finales de 2009. Se denomina «tasa de reposición» a la relación entre el salario que reciben antes de su despido y las prestaciones que reciben después.
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    Cuadro VI. Tasa de reposición media en un periodo de dos y cinco años
  


  
     

  


  


  
    Fuente: CEOE y OCDE («Employment Outlook 2009»).
  


  
    En el cuadro VII figuran los beneficiarios de las prestaciones por desempleo, tanto a nivel contributivo como asistencial.
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    Cuadro VII. Prestationes por desempleo
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Immigracion.
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    Gráfico V. Beneficiarios de prestaciones por desempleo, por clase de prestación
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
  


  
    En el gráfico V se puede ver cómo se incrementa el número total de beneficiarios por prestaciones por desempleo desde finales de 2006. Y cómo el número de las prestaciones contributivas se estanca o se reduce—con efectos positivos en el gasto público total por este concepto—, mientras se dispara el de los desempleados que tienen subsidios de cualquier tipo.
  


  
    La prestación por desempleo es equivalente al 70% de lo que se denomina «base reguladora» durante los seis primeros meses, y al 60% de dicha base los 18 meses siguientes. El subsidio por desempleo se extiende por un año, con un tratamiento diferente según se tenga, o no, familia a cargo del desempleado.
  


  
    
  


  El especialísimo sistema de los juzgados de lo social


  
    Ya se ha hecho referencia a que los juzgados de lo social son los herederos de las magistraturas de trabajo del franquismo. La legislación franquista no permitía ni las huelgas ni los despidos, procedentes o improcedentes. Sólo en contadísimas ocasiones se permitía a una empresa utilizar el despido, y sólo como medida disciplinaria, nunca por razones económicas. En España, las diferencias entre sindicatos o trabajadores y empresarios en la aplicación de las leyes y los convenios colectivos las dirimen los juzgados de lo social. Son juzgados especiales; los jueces, aunque mayoritariamente lo sean por oposición, también lo son, en mayor proporción que en otro tipo de juzgados, por el tercer o cuarto turno. Se trata de abogados y juristas que provienen abrumadoramente del mundo sindical. Sus sentencias son una extensión de la ideología sindical, que a su vez ha impregnado al propio Tribunal Supremo. Más del 80% de los despidos se consideran improcedentes por los juzgados. Por más que, como se ha expuesto anteriormente, las leyes prevean la posibilidad de despidos con indemnizaciones reducidas si hubiera causas económicas, productivas, tecnológicas u organizativas demostradas que los justificaran. La renuncia de los partidos políticos españoles a ejercer su responsabilidad en el orden laboral, al aprobar leyes que permiten interpretaciones que no valoran en absoluto los derechos de las empresas y sus accionistas, y que sólo velan por los derechos a corto plazo de los trabajadores y los sindicatos, es otra de las causas de nuestro poco empleo, de nuestro desempleo, del aumento global de los costes salariales y de la falta de competitividad de nuestras empresas.
  


  
    Los partidos políticos que pusieron en duda la legitimidad de la justicia heredada del franquismo nunca tuvieron vacilaciones para aceptar el sistema de administrar justicia laboral del franquismo. Lo que han hecho es acentuar el carácter tuitivo de la legislación laboral y aceptar un sistema de designación de jueces de lo social que acentúa la separación de la justicia en el ámbito laboral de la del resto.Aquí no hay interferencias políticas como en el resto de la justicia. La justicia en ese ámbito se ha alineado con los sindicatos. En la práctica jurídica los empresarios saben que en la inmensa mayoría de los casos los tribunales van a fallar a favor de las demandas de los trabajadores, que las sentencias dictarán el pago de las indemnizaciones máximas que permitan las leyes y que nunca se valorarán, como algo positivo, la labor empresarial ni la supervivencia de las empresas.
  


  
    En el cuadro VIII se recogen las resoluciones judiciales sobre despidos desde el año 2000 hasta finales de 2009. Lo destacable es que las sentencias desfavorables a los trabajadores suponen, en promedio, en 2009, el 11% del total.
  


  
    
  


  La subida de los salarios y de los costes laborales unitarios en España desde 1998 y la creación de una economía dual


  
    En los gráficos y cuadros siguientes se observa cómo, desde 1998, año de nuestra incorporación al euro, la competitividad de España frente a los países desarrollados y frente a los industrializados se ha ido reduciendo según los diferentes índices utilizados.
  


  
    Esta evolución tan negativa de los índices de competitividad de España podría parecer incompatible con el dato de que la participación de las exportaciones españolas de bienes y servicios se haya mantenido en torno al 1,7% de un total mundial en crecimiento acelerado. La explicación es doble. Por una parte, en 1998 los costes de producción en España, laborales y no laborales, eran muy competitivos en relación con los países centrales de la Unión Monetaria; en relación a Alemania, Francia, Países Bajos y Luxemburgo. Esa situación fue el resultado de las cuatro devaluaciones que sufrió la peseta entre 1992 y 1995 frente a las monedas de esos países. El porcentaje de las cuatro devaluaciones en relación con el marco-franco fue de casi el 50%. De ese margen, una parte importante fue la recuperación de la competitividad perdida artificialmente por la política de Solchaga de sobrevaloración de la peseta frente a las monedas de los principales países europeos; otra parte, alrededor del 5%, se había perdido, ya en 1998, por la mayor inflación en España entre 1995 y 1998. Quedaba, sin embargo, un margen para subidas de precios y salarios antes de que la competitividad española resultara afectada negativamente. Además, los otros costes de producción diferentes de los salarios se han incrementado menos, por lo que muchos bienes y servicios españoles han continuado siendo competitivos. Un resultado lógico si se piensa que la expansión y el crecimiento económico españoles en esos años (1998-2007) fue mucho mayor que el de los países de la Europa central, lo que hizo disminuir los costes totales de producción de las empresas españolas por economías de escala, inversiones en bienes de equipo y mejores infraestructuras.
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    Cuadro VIII. Asuntos resueltos en despidos segun clase de resolución
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Immigración.
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    Cuadro IX. Índices de competitividad de España frente a los países desarrollados y a los paises industrializados
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletin Económico, marzo de 2010).
  


  
    [image: 098]
  


  
    Gráfico VI. Índices de competitividad de España frente a los países desarrollados
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Económico, marzo de 2010).
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    Cuadro X. Costes laborales unitarios. España y zona del euro
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletin Económico, marzo de 2010).
  


  
    La destrucción de empleo en España a partir de 2008 se refleja en un incremento sustancial de la productividad y un descenso de los costes laborales unitarios, compatibles con fortísimos crecimientos de los salarios en 2008 y 2009.Véase el cuadro X y los gráficos VII y VIII.
  


  
    Lógicamente, la situación de partida en el momento de integración en el euro se ha agotado, o está cercana a terminarse, no lo sabemos con certeza. Sí sabemos que en 2009 tuvieron un comportamiento dispar los salarios y los costes laborales unitarios. Los costes laborales unitarios crecieron un 0,4%, mientras los salarios lo hacían en un 3,7%. En el conjunto de la Europa monetaria los costes laborales unitarios crecieron más y los salarios por empleado lo hacían mucho menos.También sabemos que hoy no juegan a nuestro favor ni las economías de escala ni la mayor productividad derivada de las inversiones en bienes de equipo, pues la retracción de la demanda de consumo e inversión internos, no compensada por el crecimiento de las exportaciones, nos está haciendo perderlas.
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    Gráfico VII. Costes laborales unitarios: total (tasa de variación interanual)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Económico, marzo de 2010).
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    Gráfico VIII. Costes laborales unitarios: manufacturas (tasa de variación interanual)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Económico, marzo de 2010).
  


  
    La subida de los costes laborales unitarios en España se ha producido como consecuencia de la subida de los salarios y de la rigidez laboral en el seno de las empresas. Los sindicatos y el primer gobierno del PP pactaron que la subida salarial en los convenios colectivos sería el objetivo de inflación del gobierno en la ley de Presupuestos Generales del Estado, más el diferencial que se pacta en cada caso. La «concesión» sindical fue aceptar el objetivo de inflación que el gobierno incluía en el cuadro macroeconómico que servía de soporte a los Presupuestos Generales del Estado. Con la salvedad de que si en el mes de noviembre la inflación superaba el objetivo previsto por el gobierno, los salarios se revisarían al alza en la misma proporción. Este sistema de indexación se ha ido ampliando desde la integración en el euro, al aceptar los sucesivos gobiernos, conservadores y socialistas, que incluso los sueldos en las administraciones públicas se incrementaran también en relación a la inflación o que en los años de equilibrio presupuestario subieran más que la inflación para compensar pasadas pérdidas de capacidad adquisitiva.
  


  
    El hecho de que la inflación haya subido más en España que en el promedio de los países miembros del euro es consecuencia de que la oferta monetaria ha aumentado en esos años más en España que en el resto de los países. Por tanto, los salarios no son responsables de la mayor inflación. Lo que no tiene lógica es que los salarios estén indexados a la inflación. Hay empresas que podían haber subido los salarios en proporción a la inflación, incluso mucho más, y otras, como las administraciones públicas, que no deberían haber seguido ese camino.
  


  
    En la medida en que la oferta monetaria, medida por la M2 o la M3, aumentó en 2009 menos en España que en el conjunto de países de la zona euro, y de que ese comportamiento se acentuó en los primeros meses de 2010, hemos tenido, y deberíamos tener en el futuro, una inflación menor. El sistema de indexación salarial, en consecuencia, se debería traducir, por una vez, en menores crecimientos de salarios y de costes laborales unitarios. Por eso es incomprensible la firma, en 2010, de un acuerdo salarial a tres años entre la CEOE y los sindicatos que incrementan los mismos, el 1% en 2010 entre el 1% y el 2% en 2011 y entre el 1,5% y el 2,5% en 2012.
  


  
    La simultaneidad de dos fenómenos, el mantenimiento de la cuota de las exportaciones españolas en el comercio mundial y el aumento del paro, pone de manifiesto cuál es el auténtico problema de la economía española: la existencia de una economía dual.
  


  
    En España conviven una economía productiva, capitalizada, moderna, capaz de competir con el resto del mundo a pesar de las subidas de los costes laborales unitarios; y otra realidad económica, la del desempleo, con una enorme masa de parados, oficialmente 4,6 millones de personas, que no son empleables por las empresas españolas. Porque legalmente tienen derecho a salarios muy altos que las empresas no pueden pagar, o porque reciben ayudas públicas suficientes para mantenerse fuera del mercado laboral, aunque sea a costa de un bajo nivel de vida.
  


  
    La consecuencia es que no existen las empresas capaces de producir otros bienes y servicios más baratos, capaces de competir con los que ofrecen otras empresas en el resto del mundo. El problema que plantea esa dualidad—una economía productiva, pero pequeña y que no necesita más mano de obra, junto a un gran contingente de parados—es que el gasto público necesario para mantener a ese porcentaje de la población sin trabajo pesará sustancialmente sobre el gasto público. Un gasto público que sólo podrá financiarse con mayores impuestos sobre la economía productiva o con un déficit público muy elevado, que podría hacer crecer la deuda pública hasta proporciones insostenibles. Excepto, naturalmente, que la economía crezca, absorbiendo esa mano de obra desempleada.
  


  
    El sistema de indexación salarial, general e indiscriminado, tampoco ha favorecido a los trabajadores. Tener incrementos salariales de entre el 4% y el 5% en los últimos años, con una inflación de alrededor del 3% anual, no ha sido tan beneficioso como podría parecer, porque el IPC no registra la subida del precio de los activos, en particular de la vivienda, cuyo precio se ha multiplicado por tres en los últimos años. En un país en el que lo habitual es ser propietario, la mayoría de los empleados que compraron sus viviendas a partir de 2005 se encuentran hoy con deudas muy elevadas en relación con el precio de las viviendas adquiridas. En estas circunstancias, la pérdida del empleo puede significar también la pérdida de la vivienda y de todas las cuotas hipotecarias pagadas en el pasado.
  


  
    No habría sido posible revisar los salarios en relación con el precio de las viviendas, porque muy pocas empresas habrían podido hacer frente a las subidas salariales que se habrían derivado de esa relación, pero sí quiero subrayar que la mayor disparidad entre el incremento del precio de las viviendas y la moderación salarial se ha producido, dentro del euro, en Irlanda y en España. En el resto de los países de la Europa monetaria ha habido subidas del precio de la vivienda, pero no de la magnitud de la soportada por España e Irlanda.
  


  
    Al margen de este problema específico que afecta, obviamente, al nivel de vida de todos los trabajadores, habría sido mucho más sensato el que los acuerdos de revisión salarial se hubieran hecho a nivel de empresa. En estos años ha habido empresas que han tenido grandes beneficios y han disfrutado de moderación salarial, mientras otras muchas han logrado sobrevivir a duras penas, porque la «moderación» salarial suponía un aumento de costes que iba minando su capacidad de competir.
  


  
    
  


  La creación de puestos de trabajo en el periodo 1994-2008


  
    ¿Cómo es posible que con ese sistema legal y judicial se hayan creado 7 millones de puestos de trabajo en el periodo 1994-2008, de los cuales más de 3 millones han sido de carácter indefinido?
  


  
    Aunque el tema se analizará con mayor profundidad en los capítulos dedicados a la política económica, es preciso hacer mención al efecto de la llegada a España de alrededor de 6 millones de inmigrantes en los últimos diez años. La mayor parte de ellos se contrataron como mano de obra barata, con contratos temporales, en los sectores en los que había inicialmente demanda de mano de obra para suministrar servicios en determinados sectores en los que existía una demanda contenida desde hacía años, por la falta de financiación, a tipos de interés asequibles para los empresarios.
  


  
    Estoy hablando del sector de la construcción, el turismo, la agricultura, el servicio doméstico y otros trabajos que los españoles no querían desempeñar. Después, el mero empuje de esa nueva población, con necesidades vitales ordinarias de alojamiento, transporte, educación, sanidad, alimentación, adquisición de bienes como la vestimenta y otros muchos servicios, actuó como dinamizador de la economía mientras hubo financiación para construir viviendas—que se vendían o alquilaban a esa población creciente—y para comprar suelo y promocionar nuevas edificaciones de todo tipo. Por eso el crecimiento español ha sido, básicamente, cuantitativo.
  


  
    La evolución más sorprendente ha sido la conversión de muchos contratos temporales en indefinidos—a la vista del enorme coste del ajuste si disminuía la demanda—. Se pueden hacer las siguientes observaciones:

    
      
        1. La legislación limita el tiempo que pueden permanecer como eventuales los trabajadores contratados temporalmente. No es posible encadenar una sucesión de contratos eventuales, ya sean de prácticas, de formación, por necesidades extraordinarias de la demanda o de contratos de obra. En una situación como la que ha vivido la economía española, en expansión durante trece años, con un desempleo que se había reducido hasta el 8% a nivel nacional, pero que era inferior al 6% en la España más dinámica, no había opción: o se transformaban los contratos en indefinidos o no había mano de obra mínimamente preparada para sustituir a la que tenía el carácter de eventual. La reforma legal de junio de 2010 limita aún más el encadenamiento de contratos temporales, tal y como se ha expuesto anteriormente.
      


      
        2. La mayor parte de los empresarios, y dentro de esta categoría incluyo a los banqueros, creían que los ciclos económicos se habían terminado; que nunca habría una desaceleración del crecimiento. No se plantearon la posibilidad de que se produjera una reducción de la demanda ni una crisis del orden de la que estamos sufriendo. Pensaron que nunca tendrían que hacer frente a la necesidad de reducir los empleos de carácter indefinido. La política sindical desde 1996, año en el que el PP comenzó a gobernar, hasta 2002, cuando la moderada reforma laboral del PP se contestó con una huelga general que se saldó con la derrota en la participación, pero con la retirada del decreto-ley de la reforma, había sido de pacto y concertación. El PP ofreció a los sindicatos no hacer ninguna reforma laboral en profundidad cuando alcanzó el poder. Pidió a cambio acuerdos parciales, que se plasmaron en la aprobación de nuevos contratos, con pagos reducidos a la Seguridad Social, así como la posibilidad ya analizada de reducir las indemnizaciones por despido hasta 33 días por año para fomentar la contratación indefinida.
      


      
        3. Los sindicatos han logrado ir haciendo más difícil la contratación de eventuales, limitando la subcontratación en el sector de la construcción y consiguiendo determinados compromisos de conversión de temporales en indefinidos en los distintos convenios colectivos.
      

    

  


  
    Durante los trece años de crecimiento cíclico la economía española creó 7 millones de puestos de trabajo, de los cuales entre 4 y 5 millones fueron ocupados por inmigrantes.
  


  
    Los partidos políticos, primero el PP y, sobre todo, el PSOE de Rodríguez Zapatero, creyeron que esa creación de empleo era el resultado de su política económica. Nunca quisieron aceptar que la economía española estaba en disposición de volver a crecer, en primer lugar, como consecuencia de las cuatro devaluaciones de 1992 a 1995, que no fueron seguidas por inflación. Se trataba de una condición necesaria pero no suficiente para lograr un crecimiento económico sostenido. El impulso para la recuperación económica y la creación de empleo se produjo por las reformas laborales del PSOE y las generales del PP a partir de 1996: la privatización de empresas públicas, las reformas fiscales y la reducción del gasto público hasta el 40% del PIB. Finalmente, el crecimiento fue posible por la expansión monetaria que significó la introducción del euro, con unos tipos de interés reales negativos, que dinamizaron la inversión, centrada sobre todo en la construcción, pero también en bienes de equipo que modernizaron las empresas.
  


  
    Los gobiernos del PP, decididos a lograr la mayoría absoluta tras el fracaso parcial de 1996, creyeron que una de las claves para lograrlo era iniciar una política de pactos con los sindicatos que les reivindicara como partido de centro, en lugar de aprovechar su mayoría relativa para hacer una profunda reforma del mercado de trabajo que, presumiblemente, habría sido apoyada por CIU y el PNV, sus aliados en la investidura de Aznar. Los acuerdos con los sindicatos fueron innumerables. Se pactó, de hecho, más con ellos que con la patronal. Al margen del contenido de esos acuerdos, lo más fundamental fue que el partido conservador-liberal por excelencia, el PP, concedió a los sindicatos un papel de interlocución social que habían perdido en sus enfrentamientos con los gobiernos del PSOE. El PP hizo algo más que superar al PSOE por su izquierda: volvió a dar a los sindicatos un derecho de veto sobre las modificaciones legales del mercado de trabajo que habían perdido con sus tres huelgas generales y sus excesos contra los gobiernos del PSOE de Felipe González. Cuando el PP quiso reaccionar con una moderada reforma del mercado de trabajo ya era tarde. El gobierno del PP no se atrevió a mantener el denominado «decretazo» de 2002 tras una anémica huelga general.
  


  
    
  


  Las reformas necesarias


  
    Al estallar la crisis comenzaron a perderse muchos de los 7 millones de puestos de trabajo que se habían creado en la expansión. Alrededor de 1,3 millones eran inevitables, porque el sector de construcción de viviendas estaba sobredimensionado y no había demanda suficiente para absorber lo ya construido ni para seguir construyendo. Cerca de 0,7 millones de empleos se perderán porque corresponden a industrias y servicios ligados al sector de la construcción. El resto de la pérdida de empleo es, en parte, consecuencia de la crisis del comercio internacional y, otra parte, responsabilidad del gobierno de Rodríguez Zapatero, que no ha querido reconocer que los problemas de orden tributario, de exceso de gasto público y de mal funcionamiento del mercado de trabajo requieren reformas, rápidas y profundas. Incluso tras los decretos-ley de mayo y junio de 2010, Rodríguez Zapatero ha declarado públicamente que no cree en las reformas, que las hace porque le presionan los organismos internacionales, y que si pudiera daría marcha atrás sobre lo ya reformado.
  


  
    Antes de hablar de esas reformas es necesario tratar el tema de la unidad de mercado en el terreno laboral. Los sindicatos han preservado esa unidad, porque de ella dependía su papel político y económico en la sociedad española. Si las reformas reducen sustancialmente el poder de los sindicatos, como deben hacer, se corre el riesgo de que las autonomías intervengan, sustituyéndoles en lo que puedan. Sería una consecuencia no buscada de las reformas. Por ello la reforma del mercado de trabajo tiene que ir acompañada o de una reforma constitucional o de la aplicación estricta del espíritu de la Constitución, para lo cual sería necesario, a falta de otra solución mejor, que el Tribunal Constitucional se pronunciase, a instancias del gobierno, sobre la indispensable unidad nacional de toda la legislación que tenga que ver con el mercado de trabajo.
  


  
    Las reformas, siguiendo el orden expositivo de este capítulo, deberían ser las siguientes:

    
      
        1. La legislación laboral no puede consensuarse con los sindicatos. La experiencia, desde las innumerables huelgas de 1975 a 1980 y las cuatro huelgas generales de 1988 a 2002, más la prevista contra el gobierno de Rodríguez Zapatero, dejan bien a las claras que cualquier reforma es merecedora de una huelga general por parte de los sindicatos.
      


      
        2. El poder sindical deriva en gran parte del mantenimiento del Estatuto de los Trabajadores, que concede a los sindicatos un nivel de intervención en la vida de las empresas y en el mundo laboral que son incompatibles con un mundo globalizado y con la necesidad que tiene la economía española de abaratar los salarios reales para impulsar el crecimiento del empleo.
      


      
        3. Debe eliminarse totalmente la financiación presupuestaria de los sindicatos y de la patronal. No puede permitirse que los sindicatos y la patronal tengan competencias sobre la formación de los trabajadores. Estas competencias corresponden al sistema educativo.
      


      
        4. En la experiencia internacional, los dos sistemas de convenios colectivos que mejor han funcionado son el muy centralizado, en el que se acuerdan unos pocos temas básicos, y el absolutamente descentralizado, a nivel de empresa. En el caso español no parece conveniente, dada la estructura empresarial, un sistema de convenios colectivos centralizado. Por el contrario, habría que legalizar un sistema descentralizado, que sólo se discutiera a nivel de empresa. Con todas las dificultades de implantación que tiene ese sistema, pues se encontraría con la oposición de miles de profesionales de las patronales y de los representantes sindicales. En cualquiera de las alternativas, la ultraactividad tiene que desaparecer. Si se adoptaran los convenios a nivel de empresa desaparecería, de hecho, la indexación de salarios a los precios al consumo. Habría todo tipo de casos. Tantos como empresas.
      


      
        5. Ninguna empresa, en esta nueva organización, tendría que pertenecer a un sector determinado obligatoriamente, desde un punto de vista laboral. La asignación tendría sólo efectos estadísticos.
      


      
        6. Debe limitarse el tamaño de los comités de empresa y su número no debería crecer con el tamaño, medido por el número de empleados, de las propias empresas. Debe limitarse estrictamente el número de horas en las que se puede hacer política sindical. Y, por principio, ese coste de inactividad laboral no deberían pagarlo las empresas. Aunque éste es un tema que quedaría a discreción de las propias empresas.
      


      
        7. Debe eliminarse la diferencia entre trabajos temporales e indefinidos. Todos los trabajadores deberían tener derecho a la misma indemnización en caso de despido, que no debería sobrepasar el promedio en los países de la OCDE. Éste es el tema que, teóricamente, ha abordado el decreto-ley 10/2010 de 10 de junio, con las limitaciones y posibles mejoras que se han comentado.
      


      
        8. Sería conveniente constituir un fondo para sufragar las posibles indemnizaciones futuras, pagado por las empresas. Esos fondos deberían poder individualizarse y movilizarse con el trabajador en caso de cambio de empresa. El gobierno anuncia que legislará sobre este tema en un futuro, pero no especifica nada sustancial.
      


      
        9. En el caso de que las anteriores reformas no se hicieran, o sólo se hicieran parcialmente, debería modificarse la legislación laboral para romper la jurisprudencia del Tribunal Supremo a favor de considerar improcedentes la mayoría de los despidos. El despido debería poder hacerse por criterios absolutamente económicos. Esa decisión debería reconocerse que sólo pertenece al empresario. Al margen de preservar los derechos fundamentales que protegen a las personas contra los abusos de cualquier tipo.
      


      
        10. Las cotizaciones sociales se sitúan algo por encima del promedio de los países de la OCDE. En la actual tesitura sería lógico rebajarlas, aunque con todo tipo de matices, como se expone en el capítulo III, en la parte correspondiente a la reforma fiscal, y en el VI, en la parte correspondiente al sistema de pensiones.
      


      
        11. Las prestaciones contributivas por desempleo, las que se pagan en los primeros 24 meses, siempre que el trabajador haya mantenido su empleo el tiempo requerido en las leyes, son demasiado altas. Deberían reducirse hasta situarse en el promedio de los países miembros de la OCDE. Los subsidios por desempleo, en cambio, tienen un nivel adecuado.
      


      
        12. Las indemnizaciones por despido, máxime si no se hacen la mayoría de las reformas propuestas hasta ahora, deberían cotizar por IRPF a partir de los 20 días por año trabajado e ir incrementándose conforme más alta sea la indemnización. En el caso de los directivos con poderes, que dejan las empresas en las que trabajan mediante una negociación o que cuentan con contratos de alta dirección, todas las indemnizaciones que se les conceden, sean salariales o en forma de pensiones, deben someterse a un tratamiento fiscal progresivo, hasta el punto de que ni a la empresa ni al directivo les interese conceder o recibir indemnizaciones por encima de una cantidad determinada.
      


      
        13. El PER como tal, creado por ley en 1984, en sustitución de lo que se denominaba «empleo comunitario», debe eliminarse. No de forma brusca, sino gradualmente.
      

    

  


  
    El gobierno de Rodríguez Zapatero no ha sido capaz de abordar este conjunto de reformas. La abstención de la mayoría de los grupos, incluido muy prominentemente el PP, ante un decreto-ley que sólo modifica tres puntos de los que se han expuesto como imprescindibles, es una prueba de las limitaciones de la reforma.
  


  
    Los puntos que se abordan no son los más importantes para que la economía española, una vez finalizada la fase de ajuste, pueda volver a crear empleo. Sí quiero enfatizar que el objetivo fundamental de todas esas reformas debería ser rebajar los salarios reales, de tal forma que fuera posible crear empresas y contratar mano de obra. Para lo cual es necesario, simultáneamente, que no existan alternativas a trabajar, por la vía de conseguir, directa o indirectamente, subsidios públicos permanentes de un nivel tan elevado en relación con los salarios que pueden ofrecerse por la mano de obra menos productiva, que constituyan una auténtica alternativa al trabajo remunerado.
  


  
    España es hoy un país dual, en el que los asalariados y los autónomos tienen sueldos netos relativamente bajos porque los impuestos que soportan, directa o indirectamente, son elevados, pero imprescindibles para proporcionar ingresos tributarios a las administraciones públicas. Ese país dual vive hoy la paradoja de que la presión fiscal—que es el porcentaje que significan los ingresos impositivos sobre el PIB—es muy baja (del orden del 35% del PIB), hasta tal punto que el conjunto de las administraciones públicas tienen un déficit público del 11,2% en 2009. Pero como las personas ocupadas y las empresas activas se han reducido, las cargas fiscales que soportan individualmente son iguales o mayores que antes del comienzo de la crisis. Una situación insostenible. Por eso hay que hacer una nueva reforma tributaria. No es posible que 13,4 millones de personas directamente productivas soporten a 4,6 millones de empleos de las administraciones y del sector privado educativo, sanitario, social, de ocio, deportivo o no directamente productivo, a 4,6 millones de desempleados y a 8,2 millones de pensionistas.
  


  
    La salida no puede ser otra que la de incentivar la creación de empresas que, a su vez, creen empleo en condiciones muy diferentes de las actuales: con salarios reducidos, cotizaciones sociales más bajas que las actuales e Impuestos sobre Sociedades situados en el 10% o 15%, como el que aplican los países de Europa del este.
  


  
    Un plan de reformas del tipo expuesto permitiría crear empleo, reducir el déficit público y hacer más competitiva a la economía española. El gran obstáculo a ese plan son los partidos políticos, tanto el PSOE de Rodríguez Zapatero, como el PP de Mariano Rajoy. Y, naturalmente, los sindicatos.
  


  


  
    Capítulo VI
  


  
    LAS PENSIONES, LA SEGURIDAD SOCIAL Y LOS SINDICATOS. LAS REFORMAS
  


  
    Sino fuera por el poder sindical, todo lo que representa la Seguridad Social, tanto desde el punto de vista de los ingresos como de los gastos, estaría troceado entre las autonomías. Los partidos políticos nacionales, en el gobierno y en la oposición, han conferido a los sindicatos un derecho de veto sobre la ordenación del mercado de trabajo y las contingencias laborales de todo tipo. Hasta el punto de que la forma en que se financia la Seguridad Social es parte de la regulación del mercado de trabajo.
  


  
    Una parte sustancial del coste salarial son las cotizaciones sociales, entendidas en sentido amplio, es decir, incluyendo lo que pagan empresarios y trabajadores, autónomos y asalariados, por la cobertura de los principales riesgos que se cubren con esos pagos: la jubilación, la incapacidad laboral transitoria y las prestaciones por desempleo, los subsidios de paro y otros que atienden, supuestamente, a la formación de los trabajadores y a las indemnizaciones por despido y salarios impagados, en los casos en que las empresas entran en suspensión de pagos y las sustituye el FOGASA (Fondo de Garantía Salarial).
  


  
    Los principales sindicatos, Comisiones Obreras y UGT, en la medida en que siguen siendo nacionales, han defendido la unidad del mercado nacional con más rigor que la patronal. Los sindicatos han obrado así por patriotismo, por igualitarismo o por interés; pero no cabe duda de que han mantenido la igualdad en las cotizaciones, los derechos y las obligaciones de trabajadores y empresarios en toda España, incluidos, con matices, el País Vasco y Navarra. Con excepciones que reflejan también el poder de los distintos sindicatos en los sectores económicos en los que su influencia es mayor. Pero al menos las ventajas en las pensiones son iguales para los mineros o los pescadores. Con la excepción del PER de Andalucía y Extremadura, que compensa el tratamiento favorable que se dio a los afectados por la reconversión industrial de la década de 1980.
  


  
    Antes de seguir adelante, y de analizar la forma en que el impuesto directo más importante de España, las cotizaciones sociales, afectan al crecimiento económico y a la creación de empleo, que son los temas que más nos interesan a todos, hay que hacer algunas consideraciones:

    
      
        1. Las cotizaciones sociales son, dígase lo que se diga, un impuesto directo al trabajo. Un impuesto como los demás, cuya recaudación se integra en la caja única de la Hacienda pública como el resto de los que recauda el Estado. Aunque en el Pacto de Toledo, cuyas recomendaciones aprobó en abril de 1995 el Congreso, se acordaron una serie de reformas para asegurar la estabilidad financiera de la Seguridad Social. Lo primero que se acordó, y refrendó por el Congreso, fue «separar y clarificar las fuentes de financiación de la Seguridad Social». Lo que significó que las prestaciones universales y no contributivas, como la sanidad y los servicios sociales, se financiaran con los ingresos generados por los otros impuestos, y que las pensiones públicas contributivas se hicieran depender de las cotizaciones sociales, moderando el sistema puro de reparto. Los acuerdos prevén modificar las cotizaciones sociales en función de las necesidades del sistema de pensiones contributivas. En atención a ese objetivo se aprobó posteriormente que las pensiones se determinaran de acuerdo con el cómputo de las cotizaciones sociales pagadas en los últimos quince años de vida activa, en lugar de los dos últimos, como se hacía anteriormente.
      


      
        2. El hecho de que se paguen a un organismo autónomo, la Seguridad Social, no significa que ésta sea independiente, ni que sus ingresos puedan tratarse de forma diferenciada respecto al resto de los impuestos estatales, como el IRPF o el Impuesto sobre Sociedades. De hecho, si un día faltasen ingresos en la Seguridad Social para pagar las pensiones contributivas, y se hubiera agotado el Fondo de Reserva, el Estado estaría obligado a hacer frente a las obligaciones de la Seguridad Social con los pensionistas.
      


      
        3. La Seguridad Social tiene un presupuesto de ingresos y otro de gastos, y es un objetivo beneficioso para todos el que se mantenga en equilibrio o en superávit, como ha ocurrido en los últimos años, hasta el punto de que tiene unas reservas propias, para pensiones, del orden de 60.000 millones de euros. Aunque no conviene hacer trampas en el solitario. Esas reservas son fondos públicos, que podrían utilizarse para cualquier finalidad si una ley aprobada en las Cortes así lo dispusiera. De hecho, esos fondos estaban invertidos hasta hace poco en renta fija pública europea en un 65%, y un 35% en deuda pública española. A principios de 2010 se modificó el porcentaje al 50% para cada categoría.
      


      
        4. La necesidad de asegurar la independencia y el equilibrio financiero de la Seguridad Social, que defienden la mayoría de los hacendistas, expertos y sindicatos, se fundamenta en dar seguridad a los trabajadores de que con los fondos que se recaudan a través de las cotizaciones sociales, entendidas en sentido amplio, se pagarán las pensiones a que tienen derecho una vez alcanzada la edad de jubilación. Esta relación entre cotizaciones sociales y pensiones contributivas de los trabajadores no es, sin embargo, tan clara como pudiera parecer. Los gastos sanitarios, que durante muchos años se pagaron, en gran parte, con las cotizaciones sociales, se financian ahora con los otros impuestos. Las prestaciones de desempleo y los subsidios de paro se pagan, sólo en parte, con las cotizaciones específicas para desempleo, pues en momentos como el actual la Seguridad Social requiere transferencias del Estado para poder pagarlas. La Seguridad Social paga las pensiones no contributivas, pero el Estado hace las correspondientes transferencias para pagarlas en su totalidad. Lo mismo ocurre en los casos en los que el que ha cotizado sólo tiene derecho a una pensión reducida, por debajo de la que las Cortes, a instancias del gobierno, han decidido que sean las mínimas. Esa diferencia la paga el Estado con las correspondientes transferencias a la Seguridad Social.
      


      
        5. Por otra parte, como espero poder explicar, no hay una relación clara entre las cotizaciones sociales para contingencias comunes que paga un trabajador a lo largo de su vida laboral—hecho el desembolso por él mismo o por las empresas en las que ha trabajado—y las pensiones que recibe. Éste es el punto clave de todas las reformas del sistema de cotizaciones sociales y del sistema de pensiones. Si se pudiera empezar de cero, lo lógico sería que las pensiones a que tuviera derecho cada trabajador estuvieran relacionadas directamente con las cotizaciones sociales que hubiera pagado a lo largo de su vida laboral. Incluso que esas cotizaciones hubieran estado invertidas, a su nombre, en un fondo que tuviera básicamente deuda pública en su activo patrimonial. Con el complemento de que, en todo caso, por si el trabajador no hubiera cotizado lo suficiente para tener una pensión que superara una cantidad mínima, esa cantidad la pagara, durante toda su jubilación, el Estado. Ése es el denominado sistema de capitalización, que tiene más ventajas que inconvenientes. Inconvenientes y debilidades que también existen, pues para que un sistema de este tipo funcione hacen falta instituciones públicas fuertes, educadas en la tradición del respeto al Estado de Derecho y al derecho de propiedad, que eviten los abusos y los errores de los administradores de esos fondos de pensiones. En países sin tradiciones democráticas, como Argentina, el problema no lo causaron los gestores de los fondos, sino el propio Estado, que en uno de los gobiernos del peronista Kirchner decidió apropiarse de todos los fondos de pensiones de los trabajadores e integrarlos en la Hacienda nacional, comprometiéndose, a cambio, a pagar las pensiones de los trabajadores expropiados —con cargo a los ingresos estatales de todo tipo—cuando llegara el momento de su jubilación.
      


      
        6. Éste no es el problema de España en este momento. Nuestros auténticos problemas son otros: el primero, que las cotizaciones sociales son altas y hacen que el coste salarial bruto para las empresas sea también alto, con lo que se hace difícil, en los momentos en que se pierde competitividad general en la economía, como el actual, contratar mano de obra a un coste total que resulte rentable para la empresa. El segundo, que, independientemente de lo anterior, las pensiones españolas son demasiado altas para lo que el país puede permitirse, y en relación con las cotizaciones sociales pagadas a lo largo de toda la vida. Luego profundizaremos en este tema. El tercer problema, de otro orden, es si, al margen de las prestaciones por desempleo y el subsidio de paro, que ya hemos analizado, las otras partidas de gastos importantes en la vida de un trabajador, como la incapacidad temporal, están debidamente controladas. Un temor que figuraba entre las preocupaciones de los firmantes del Pacto de Toledo. Un cuarto problema, de orden general, es el que se deriva de la decisión política de conceder las denominadas «pensiones no contributivas» a personas que no han cotizado a la Seguridad Social.Ya se ha adelantado que aunque estas pensiones impropias las gestione la Seguridad Social, su financiación se hace con cargo a los impuestos generales. El problema que se plantea es la escasa diferencia que existe entre el nivel de estas pensiones y el de las que recibe el colectivo que las tiene menores, el de los autónomos. Un quinto problema, en ese mismo sentido, es la fortísima subida de las pensiones mínimas por todos los conceptos — jubilación , incapacidad permanente, viudedad, orfandad—que el gobierno de Rodríguez Zapatero ha ejecutado en el periodo 2004-2009. En conjunto, con diferencias entre todas ellas, la subida acumulada se sitúa entre el 35% y el 43% en ese periodo. En cifras absolutas, las pensiones mínimas son hoy de entre 500 y 600 euros mensuales. Esas pensiones mínimas son similares a las pensiones a que tienen derecho, tras treinta y cinco años de cotización, los autónomos y los trabajadores agrarios, y sustancialmente mayores que las que reciben los empleados de hogar. Se ha roto el vínculo entre cotización y pensión contributiva. La reacción lógica de los que tienen que pagar cotizaciones será cotizar lo menos posible en todos esos regímenes e incluso dejar de cotizar, una vez alcanzados los quince años mínimos que se exigen, legalmente, para tener derecho a una pensión permanente. El buenismo de Rodríguez Zapatero, alimentado por el electoralismo del PSOE, ha reventado, por su base inferior, lo previsto en el Pacto de Toledo.
      

    

  


  
    Con estas consideraciones de orden general, vamos a pasar revista a los siguientes temas:

    
      
        1. Las cotizaciones sociales.
      


      
        2. La cuantía de las pensiones públicas.
      


      
        3. El sistema de pensiones públicas y la preparación de la jubilación.
      


      
        4. Los otros ingresos de la Seguridad Social: las transferencias del Estado.
      


      
        5. Los otros gastos: la incapacidad laboral transitoria.
      


      
        6. El gasto total en pensiones contributivas.
      

    

  


  
    Antes es conveniente hacer alguna otra consideración sobre el sistema de reparto, el Pacto de Toledo de 1995, la política de subida de pensiones mínimas de Rodríguez Zapatero y la conveniencia, o no, de rebajar las cotizaciones sociales para impulsar la recuperación.
  


  
    Las consideraciones precedentes sobre la naturaleza, tributaria o no, de las cotizaciones sociales, tienen relevancia para todo el sistema de financiación pública. Hemos visto en el capítulo III que las cotizaciones sociales son el primer capítulo de los ingresos públicos, por encima del IVA, el IRPF, los impuestos especiales o el de Sociedades. Y que las pensiones, las que paga directamente el Estado a los funcionarios jubilados (clases pasivas) y las que paga la Seguridad Social al resto de los jubilados, son el primero de los gastos del conjunto de las administraciones públicas.
  


  
    El sistema de pensiones español es de los denominados de reparto, que se caracterizan por que las pensiones de los jubilados se pagan con los ingresos anuales por cotizaciones sociales y las de las clases pasivas con los ingresos tributarios ordinarios de cada año.
  


  
    No es una situación ideal, pero tampoco es una tragedia. No es el mejor de los mundos, porque dada la evolución demográfica española podría haber un momento en el que haya 16 millones de ocupados, 4 millones de parados, cotizando sobre bases mínimas a la Seguridad Social, y quizá 9 millones de pensionistas. Si ese momento se presentara en los próximos cinco o diez años sólo habría tres formas de financiar las pensiones de esos años difíciles:

    
      
        1. Subiendo las cotizaciones a la Seguridad Social, lo que dificultaría aún más el empleo.
      


      
        2. Pagando parte de las pensiones con ingresos tributarios ordinarios.
      


      
        3. Reduciendo, en la proporción necesaria, la cuantía de las pensiones.
      

    

  


  
    Nunca se podría producir una quiebra del sistema de pensiones, pero sí una reducción de las mismas, que podría ser del 5%, el 10% o el 20%. Y esa reducción podría instrumentarse mediante un descenso nominal, en los años en los que hubiera dificultades
  


  
    —como hizo el gobierno español al rebajar, a mediados de 2010, el sueldo de los funcionarios—o no revisándolas en función de la inflación —que es lo que ha hecho el gobierno para 2011—con las pensiones contributivas no mínimas.
  


  
    La pretensión de separar los derechos de los trabajadores de los del resto de la población, y que los primeros se financien, en sus derechos laborales estrictos, con cotizaciones sociales, mientras el resto de la población—además de los trabajadores en cuanto a sus derechos como ciudadanos—lo haga con los otros ingresos tributarios, es una ficción que tiene, aparentemente, aspectos positivos.
  


  
    Es positivo relacionar los ingresos por cotizaciones sociales con los pagos por pensiones y por incapacidad laboral transitoria. Es positivo relacionar las cotizaciones para desempleo con los pagos por prestaciones y subsidios de desempleo. Es positivo, en la medida en que si se produjera un déficit habría que ajustar los pagos por pensiones, por incapacidad laboral transitoria (enfermedades y accidentes de trabajo) y por prestaciones y subsidios de desempleo. Es positivo si sirviera para adecuar la cuantía de todas esas prestaciones sociales a los pagos por cotizaciones sociales. Pero nada de todo esto ocurre.
  


  
    En los sistemas de reparto, los años de crecimiento acelerado de la población que cotiza a la Seguridad Social son años de excedentes. Como los que ha vivido la economía española desde 1994 a 2007. Ha habido años en los que el número de cotizantes a la Seguridad Social y el de funcionarios de las tres administraciones ha aumentado en torno a 1 millón, mientras el número de jubilados con derecho a pensión contributiva lo hacía al ritmo demográfico que correspondiera; en la España actual ese número crece en torno a los 70.000 a 100.000 personas anuales en términos netos; es decir, contabilizando las personas que entran en el sistema de pensiones y las que desaparecen por fallecimiento. En los últimos quince años, desde 1995 a 2010, el número de cotizantes de la Seguridad Social o de las administraciones ha crecido en casi 7 millones, mientras el número de pensionistas ha aumentado en 1,5 millones.
  


  
    El efecto económico ha sido un gran aumento de la recaudación y la posibilidad de dedicar el superávit logrado a nutrir un Fondo de Reserva de la Seguridad Social, de casi 60.000 millones de euros, para hacer frente a posibles déficit futuros. Esa cantidad puede parecer muy elevada, pero apenas cubre siete meses de los pagos actuales de la Seguridad Social para pensiones.
  


  
    En la medida en que durante los últimos años, incluido 2010, ha habido superávit en la Seguridad Social, se podrían haber reducido las cotizaciones sociales. Afortunadamente no se hizo, pues una disminución de cotizaciones es similar a un descenso de impuestos. La economía española no necesitaba, durante los años de expansión, más aceleradores del gasto privado. Y aunque el alto nivel de las cotizaciones sociales encareciera los salarios brutos que tenían que pagar los empresarios, era el único método fiable y conocido para reducir la demanda de trabajo en una economía que, con un 8% de desempleo, estaba de hecho en pleno empleo.
  


  
    Casi todos esos aspectos positivos de la independencia de la Seguridad Social son ficticios, como se ha demostrado una vez más en los últimos dieciséis años, los transcurridos desde la firma del Pacto de Toledo.
  


  
    El objetivo último del Pacto de Toledo era moderar las incertidumbres del sistema de reparto en un momento en que había un gravísimo problema fiscal y dificultades para financiar la actividad ordinaria de las administraciones públicas.
  


  
    El Pacto de Toledo, aprobado formalmente en 1995, funcionó durante unos años, con reuniones y análisis de alternativas, por si el equilibrio financiero de la Seguridad Social peligrara. Los ingresos fiscales extraordinarios, incluidas las cotizaciones sociales de los últimos años de expansión, que coinciden con los gobiernos de Rodríguez Zapatero entre 2004 y 2008, le permitieron tomar decisiones al margen del Pacto que ahora ponen en riesgo toda la supuesta estructura independiente de la Seguridad Social. La más importante ha sido una subida fortísima de las pensiones mínimas que no se justificaban con las cotizaciones pagadas durante la vida activa laboral.
  


  
    En consecuencia, hoy tienen pensiones más altas de las que les corresponden 2,5 millones de personas, de un total de 7,7 millones de pensionistas de la Seguridad Social. El exceso de gasto que significan esas pensiones mínimas se paga por el Estado. Pero lo relevante no es el hecho en sí, sino que el Estado haya roto la supuesta independencia financiera y regulatoria de la Seguridad Social.
  


  
    Ahora que hemos entrado en, al menos, una década de dificultades centradas en el desempleo, la duda que se deberían plantear las autoridades económicas es si una rebaja de las cotizaciones sociales, en la medida en que abaratan el coste de la mano de obra, podría ayudar a la recuperación económica y a la creación de empleo.
  


  
    Los sindicatos se oponen a esa rebaja, en línea con su política de defensa de los intereses de los ya ocupados con contratos indefinidos. Son conscientes de que si las cotizaciones sociales descienden y la Seguridad Social entra en pérdidas, la única forma de cubrirlas será con otros ingresos públicos. Sería evidente, para todos, que las pensiones se pagan con impuestos. A partir de ese momento la cuantía de las pensiones dependería de la situación presupuestaria general, más que de la situación de una Seguridad Social independiente financiada con altas cotizaciones sociales. La última palabra la tendría el Parlamento a la hora de aprobar los Presupuestos Generales del Estado. Directamente, y no como ahora, que se hace indirectamente. Su papel como lobby defensor de los intereses de los ocupados con contratos indefinidos se diluiría. Su papel como garantes externos del Pacto de Toledo se difuminaría.
  


  
    En una situación crítica, como la que vive la economía española, en la que lo fundamental es abaratar el empleo para que, junto con otras reformas, los inversores nacionales y extranjeros vuelvan a contratar mano de obra, no parece sensato aislar sin más a la Seguridad Social para que siga teniendo superávit, al margen del resto de los intereses generales.
  


  
    Un ejemplo numérico puede ayudar a comprender el posible efecto de una política de reducción de las cotizaciones sociales y de compensación del déficit que se crearía con la subida de tipos del IVA.
  


  
    La Seguridad Social recaudará en 2010 alrededor de 107.000 millones de euros con el nivel actual de cotizaciones sociales, que llegan al 29,9% para los empresarios sobre las bases actuales. Una reducción sustancial, del 29,9% al 24%, abarataría el empleo en un 6%, aproximadamente. Esa reducción podría provocar una disminución de ingresos de alrededor de 30.000 millones de euros en la Seguridad Social en la situación actual. Para cubrirla sería necesario aumentar el IVA en 4 puntos, lo que situaría el tipo ordinario en el 22%.
  


  
    Si sólo se tomaran esas dos medidas, reducir las cotizaciones y subir el IVA, no habríamos ganado nada, pues para volver a contratar mano de obra hacen falta cumplir otros muchos requisitos. Si se cumplieran, es decir, si las administraciones públicas controlaran su déficit, si se hiciera una profunda reforma del sistema financiero, del mercado de trabajo, del propio sistema de pensiones y del Estado de Bienestar, y si se garantizara la seguridad jurídica, tendría sentido modificar el sistema de financiación de la Seguridad Social para que no dependiera sólo de las cotizaciones sociales, sino que se financiara, en parte, con los ingresos por IVA.
  


  
    Si simultáneamente se modificara el sistema de convenios colectivos o se acordara a nivel nacional la congelación de salarios durante tres años, la mano de obra española podría abaratarse en conjunto más del 10%, lo que nos permitiría recuperar la competitividad perdida en la última década y superar la crisis exportando. Lo que ocurre es que un planteamiento de este tipo obliga a repensar el papel de los sindicatos en la economía española. Y el conjunto de las otras reformas afecta a la forma de interpretar la Constitución, al papel de los partidos políticos y al del poder judicial. Todo está concatenado, como consecuencia de haber permitido un funcionamiento perverso de las instituciones.
  


  
    
  


  Las cotizaciones sociales


  
    En los tres cuadros que figuran a continuación se resume todo el sistema de cotizaciones sociales. Las empresas, y en parte los trabajadores, pagan cotizaciones sociales por los siguientes conceptos:

    
      
        1. Contingencias comunes.
      


      
        2. Cotizaciones por desempleo.
      


      
        3. Fondo de Garantía Salarial.
      


      
        4. Formación profesional.
      


      
        5. Horas extraordinarias (en su caso).
      

    

  


  
    La cuantía total para las empresas, por todos estos conceptos, asciende al 29,9% de lo que se denominan «bases de cotización», que aparecen en el cuadro número I. Las empresas tienen que cotizar sobre los salarios reales, con una base máxima y otra mínima, para cada una de las once categorías de trabajadores que existen en la Seguridad Social.
  


  
    El cuadro I recoge la evolución de las bases máximas y mínimas por contingencias comunes (que cubren desde los derechos a la pensión hasta la incapacidad laboral transitoria). En este cuadro se reflejan las diferentes categorías laborales. En las siete primeras las bases son mensuales, mientras en las cuatro últimas se cotiza por horas.
  


  
    En el cuadro II se expone cuál ha sido la evolución de los tipos de cotización por contingencias comunes, diferenciando entre el régimen general y los regímenes especiales: el agrario, el de autónomos y el de empleados de hogar. Existen otros, con mayores pensiones, pero que no tienen cotizaciones diferenciadas, como el minero o el de trabajadores del mar. En este cuadro se distingue entre los porcentajes que paga la empresa y los que pagan los trabajadores.
  


  
    El cuadro III recoge las cotizaciones por los otros conceptos a los que hemos hecho referencia. También en este cuadro se diferencia entre lo que paga la empresa y lo que pagan los trabajadores.
  


  
    En conjunto, por tanto, las cotizaciones sociales por todos esos conceptos, pagadas por los empresarios y los trabajadores, suponen el 36,24% sobre las bases de cotización. Usualmente se cotiza por la base máxima en las dos primeras categorías, la media en la tercera, cuarta y quinta categorías y la mínima en la sexta categoría. Todas ellas referidas al régimen general. Es decir, en todos los casos las empresas pagan el 29,9% y los trabajadores el 6,35% de dichas bases. Ese coste adicional es de los considerados altos entre los países desarrollados, tal y como se pone de manifiesto en el gráfico I, aunque no nos alejamos demasiado del promedio de los países de la OCDE.
  


  
    Los costes salariales, por tanto, para una empresa de, por ejemplo, un trabajador que sea un ingeniero técnico, que tenga un salario de 3.000 euros mensuales (por 14 mensualidades), son ese salario más las cotizaciones sociales que paga por el mismo, 1.046 euros al mes (por 12 mensualidades). Lo que significa un salario bruto anual de 54.558 euros. El trabajador, por su parte, lo que recibe (sin descontar, por el momento, las retenciones por IRPF) son los 42.000 euros de salario, menos el 6,35% por el pago de sus cotizaciones sociales, es decir, 39.714 euros que se transforman en 2.836 euros mensuales (más dos pagas extraordinarias).
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    Cuadro I. Evolución de las bases mínimas y máximas de cotización por contigencias comunes
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «Guía Laboral 2009».
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    Cuadro II. Evolution tipos de cotizacion
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «Guía Laboral 2009».
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    Cuadro III. Evolución de la cotización por desempleo, Fondo de Garantia Salarial, formación profesional y horas extraordinarias. (En porcentaje)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: «Guía Laboral 2009».
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    Gráfico I. Cotizaciones sociales empresariales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: CEOE y OCDE.
  


  
    Pero ahí no terminan los pagos por salarios de los trabajadores para la empresa. Como se ha explicado en páginas anteriores, los derechos a la indemnización por despido, en el caso de que éste se produzca, significan para la empresa que, por cada año de antigüedad, ese salario se ha incrementado en el 12,5% anual, calculado sobre la remuneración total recibida en el último año en el que estuvo de alta en la empresa.
  


  
    Si la empresa tuviera que pagar esa cantidad anualmente, y depositarla en un fondo específico a nombre del trabajador, de tal forma que ese derecho, en caso de despido, se transformara en un salario complementario para el trabajador—que se abonaría sólo en caso de despido o que podría recibir en el momento de su jubilación—, el coste sería imposible de soportar por la empresa. Pero facilitaría tanto el despido como la viabilidad del sistema de pensiones. Éste es el sistema denominado «austriaco», que tiene otros matices. En cualquier caso, las indemnizaciones por despido son una realidad, tanto en la vida de una empresa como en la de un trabajador medio. No hay forma objetiva de calcular cuánto suponen anualmente a la empresa en un periodo de treinta y cinco años —el tiempo mínimo de cotización por parte de un trabajador para tener derecho a la pensión máxima cuando cumpla los sesenta y cinco años (64 años y 1 día)—esos pagos. La experiencia es que si el ajuste de plantilla es muy grande, por ejemplo, del 50% del personal, y su antigüedad media es de 15 años, lo que significa como mínimo unos pagos de 675 días por trabajador, equivalentes a 1,85 años de salario por trabajador despedido, la empresa tiene grandes posibilidades de verse obligada a solicitar concurso de acreedores. Por eso vamos a hacer la suposición de que en el promedio de los 35 años de vida de una empresa, las indemnizaciones por despido sean el equivalente al 2% de la masa salarial anual.
  


  
    La resultante, real, para una empresa, en España, en estos momentos, es que un sueldo de 3.000 euros mensuales se transforma en 4.046 euros (3.000 x 14) de sueldo, más 1.046 x 12 de pagos por cotizaciones sociales, a las que hay que sumar el 2% sobre 42.000 euros: igual, por tanto, a (3.000 x 14) + (1.046 x 12) + (42.000 x 0,02) = 42.000 + 12.558 + 84 = 54.642 euros anuales.
  


  
    Por su parte, el trabajador recibe el salario neto que vimos anteriormente, menos la retención que le corresponde por IRPF. En este caso, si la retención fuera del 30%, recibiría un 30% menos —aplicado al salario personal bruto (39.714 euros), antes de descontar sus pagos por cotizaciones sociales—. La reducción sería de 11.914 euros y su salario final sería de 27.799 euros, menos 2.161 euros por cotizaciones sociales; igual, por tanto, a 25.638 euros anuales, que distribuido en 14 mensualidades se transforma en 1.831 euros al mes.
  


  
    Un trabajador que a la empresa le cuesta 54.642 euros anuales y 2.836 euros al mes (en 14 mensualidades), se transforma en 1.831 euros al mes (en 14 mensualidades) para esa persona.
  


  
    Esta información es habitualmente desconocida por los trabajadores; de lo único que ellos son plenamente conscientes es de lo que reciben mensualmente. Ha habido propuestas de la patronal, y de especialistas en el mercado de trabajo, para que en los recibos de sueldos mensuales figuren las cantidades totales que desembolsa la empresa. La sugerencia ha sido rechazada siempre por los sindicatos, y los gobiernos sucesivos han cedido ante esa postura de ocultamiento de la realidad.
  


  
    En la situación actual, en junio de 2010, los sueldos brutos de los trabajadores españoles resultan excesivos para muchas empresas, que no son capaces de producir competitivamente con esos costes salariales. La única manera de volver a emplear a una parte considerable de los 4,6 millones de personas desempleadas—quizá 2 millones—es reducir los sueldos brutos que paga la empresa. Para lograrlo hay que rebajar los salarios o las cotizaciones sociales, además de las indemnizaciones en caso de despido, en las proporciones que resulten posibles para que el resultado final sea un descenso de los salarios brutos totales de, al menos, el 10%. En el caso que estamos estudiando como ejemplo, los 54.000 euros deberían transformarse en un máximo de 48.600 euros anuales.
  


  
    La otra alternativa sería, como ya se hizo en el pasado, reducir sustancialmente, pero ahora con carácter no permanente, pero sí mucho más extenso en el tiempo, las cotizaciones sociales que se pagan por la contratación de nuevos trabajadores, cuidando de que las empresas no utilicen esa diferencia para despedir a trabajadores con cotizaciones más altas. Este método incentiva el fraude, pues los empresarios siempre encontrarán un sistema para acogerse a estas bajas cotizaciones aun a costa del despido de los trabajadores por los que se pagan cotizaciones más altas. Ésa es, al menos, la experiencia internacional.
  


  
    
  


  La cuantía de las pensiones públicas


  
    No hay tema más espinoso en España, en el verano de 2010, que el de las pensiones. Las pensiones en España son altas en relación con las cotizaciones sociales que han pagado los trabajadores a lo largo de su vida laboral. Son bajas en relación al coste de la vida, máxime si el trabajador no ha terminado de pagar la hipoteca de su casa o vive en una gran ciudad, en la que el coste de la vida es más alto que en otras más pequeñas o en otra situada en una región menos desarrollada.
  


  
    Los sindicatos, y los responsables de la cartera ministerial de Trabajo, son plenamente conscientes de la falta de relación entre los pagos por cotizaciones sociales y la cuantía de las pensiones. Son conscientes de que, en la medida en que aumente el número de pensionistas y se mantenga, o no crezca en la misma proporción o se reduzca, el de trabajadores cotizantes a la Seguridad Social, el nivel cuantitativo de las pensiones no podrá mantenerse en el futuro. Un resultado inevitable, porque el sistema de pensiones de jubilación está pensado para una población que trabajaba, como mínimo, treinta y cinco años a principios del siglo XX y vivía alrededor de cinco años una vez jubilada. En ese cálculo, que respondía a la realidad estadística de esa época, también se tenía en cuenta que los que trabajaban con salarios fuera del hogar eran los hombres, y que las viudas sobrevivían a sus maridos, en promedio, diez años. Hoy la realidad es que la mayoría de los trabajadores no llegan o no llegarán a cotizar como activos los treinta y cinco años, que se jubilarán alrededor de los sesenta y tres o sesenta y cuatro años de edad, que vivirán en promedio quince años después de su jubilación (morirán entre los setenta y ocho o setenta y nueve años) y sus viudas, que también en promedio son cinco años menores que ellos, les sobrevivirán diez años, porque su esperanza de vida es de ochenta y cuatro a ochenta y cinco. Para simplificar los cálculos, en lugar de hacer referencia a la edad real de jubilación en España (63,8 años), supondremos que los trabajadores cotizan como activos 35 años, que se jubilan a los 65, que fallecen a los 80 y sus viudas les sobreviven 10 años y fallecen a los 85.
  


  
    Antes de exponer el resultado de estos cálculos—que he procurado que sean lo más reales posibles—quiero referirme a la evolución de la población jubilada que recibe pensiones de algún tipo en España. Esos datos se reflejan en el cuadro IV, aunque hacen referencia al número de pensiones más que al de pensionistas, lo que, aunque implica errores en la determinación del número de pensionistas, puede utilizarse por aproximación. El margen de error no es tan grande como parece porque en España, con algunas excepciones, nadie tiene derecho a recibir más de una pensión, aunque haya cotizado por partida doble (un caso frecuente en profesionales que son asalariados de una empresa y tienen que darse de alta en la Seguridad Social, como autónomos, para ejercer una segunda actividad).
  


  
    De dicho cuadro interesa sumar las columnas que recogen las pensiones por jubilación, viudedad e invalidez. Con la advertencia de que las pensiones por invalidez son inusualmente elevadas en España, pues reflejan, en parte, un fraude a la Seguridad Social para cobrar mayores pensiones o recibirlas antes de tiempo. La suma de estas tres clases de pensionistas alcanza los 8.325.000 en el mes de marzo de 2010, pero el de pensionistas de la Seguridad Social es de 7,7 millones de personas.
  


  
    Cuando se habla de pensiones se piensa sólo en las que paga la Seguridad Social. No se tiene en cuenta a los pensionistas que han trabajado en la administración pública y que reciben el nombre de clases pasivas. En la actualidad son alrededor de 500.000 personas, por lo que el número total de jubilados con pensiones en España asciende a la cifra total de 8,2 millones de personas.
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    Cuadro IV. Empleo y salarios. Afiliados y pensiones del sistema de SEguridad Social. Miles de pensiones (primer dia de cada mes)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de Espana (Boletín Estadístico, marzo de 2010)
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    Cuadro V. Afiliados y pensiones de lSistema de Seguridad Social. Cuantia media de las pensiones en vigor. Miles de pensiones (euros/mes)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de Espana (Boletín Estadístico, marzo de 2010)
  


  
    En el cuadro V se reproducen las cuantías medias de las pensiones desde 2004 hasta marzo de 2010.
  


  
    Al final de este capítulo se reproducen siete cuadros con la información que suministra la Seguridad Social sobre las pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Creo necesario referirse a algunas cifras:

    
      
        1. La pensión media de jubilación es de 878,64 euros.
      


      
        2. La pensión media de jubilación del régimen general es de 1.094,19 euros.
      


      
        3. La pensión media de jubilación de la minería del carbón es de 1.790,50 euros.
      


      
        4. La pensión media de jubilación de trabajador del mar es de 1.060,34 euros.
      


      
        5. La pensión media de jubilación de trabajadores autónomos es de 600,36 euros.
      


      
        6. La pensión media de jubilación de trabajadores agrarios es de 569, 41 euros.
      


      
        7. La pensión media de jubilación de empleados de hogar es de 490,47 euros.
      

    

  


  
    Otro dato a destacar es la evolución del número de las mal llamadas «pensiones no contributivas», pues se trata de pagos que hace el Estado Español, a través de la Seguridad Social, a personas mayores de sesenta y cinco años, en estado de necesidad, demostrada por la falta absoluta de otros ingresos y siempre que, en el caso de que no sean españoles de origen, hayan vivido en España al menos diez años antes de alcanzar esa edad. Es la prueba del nueve de que las propias pensiones contributivas, las normales, son pagos hechos por el Estado, que guardan relación con las cotizaciones hechas durante la vida activa del trabajador, pero que no existe una relación clara y directa entre las unas y las otras. En marzo de 2010 existían 455.000 personas que cobraban ese tipo de ayudas públicas y que tienen una cuantía mínima de 340 euros. Digo mínima, porque la insolidaridad entre autonomías se puso de manifiesto, una vez más, en el momento de su implantación, y hay autonomías, como la andaluza, que mejoran esa pensión mínima que paga el Estado. Lo que abona el terreno para que autonomías como la catalana, que no lo hacen, se quejen, y con razón, de la prodigalidad de las autonomías que reciben ayudas de las que tienen una renta per capita más alta. Por cierto, una vez más, en el más genuino de sus estilos, el Tribunal Constitucional declaró que esas diferencias entre autonomías eran permisibles.Ver para creer.
  


  
    Centrándonos en las pensiones de jubilación en primer lugar, una forma de calcular si su cuantía se corresponde con las cotizaciones sociales por contingencias comunes que han pagado los trabajadores —ellos y las empresas en que han trabajado—a lo largo de su vida activa, es reflejar con cifras cuáles han sido, en total, esas cotizaciones y cuáles serían las pensiones que les corresponderían si cumplieran todos los requisitos necesarios: edad de jubilación, años de cotización, vida activa, y base sobre la que han cotizado ellos y las empresas en las que han estado dados de alta.
  


  
    Vamos a utilizar tres ejemplos: en el cuadro VI el de un trabajador de la categoría 6, que ha cotizado por la base mínima. El cuadro VII recoge el caso de un trabajador de la categoría 3, que ha cotizado por una base intermedia entre la mínima y la máxima. El cuadro VIII, por último, el de un trabajador del grupo 1, que ha cotizado por la base máxima. En los tres casos he procurado reflejar lo que parece que ocurre en la práctica. Suponemos que las viudas cobra, en ausencia de otros datos, el 52% de la pensión que estuvieran recibiendo sus maridos en el momento del fallecimiento.
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    Cuadro VI. Trabajador grupo 6
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Elaboración propia.
  


  
    Una observación: se ha supuesto que los porcentajes del coste de empresa entre 1976 y 1986 son los mismos que en 1986.
  


  
    Con los datos actuales, un trabajador con 35 años de cotización cobraría una pensión de 842,33 euros brutos al mes, o sea, 11.792 euros al año. Suponiendo que viva 15 años después de jubilado, y que su pensión se actualice de acuerdo con el IPC, que suponemos que será el 2% anual—el objetivo de inflación del Banco Central Europeo—cobraría un total de 203.927 euros en esos 15 años. Por su parte, su viuda cobraría una pensión por viudedad de 587,80 euros el primer mes, que es la cuantía, en 2010, de la pensión mínima por ese concepto, lo que supone 8.299 euros anuales, que se actualizarían igualmente en el 2% anual. Al cabo de 10 años habría cobrado 90.105 euros. Como se puede comprobar en el cuadro siguiente:
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    En conclusión:

    
      
        1. La Seguridad Social habrá percibido en cotizaciones sociales:
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        2. Ese trabajador, del grupo 6, cotizando por la base mínima durante 35 años percibiría:
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        3. Diferencia:
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          Cuadro VII. Trabajador grupo 3
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          Fuente: Elaboración propia.
        

      

    

  


  
    Se ha supuesto que los porcentajes del coste de empresa entre 1976 y 1986 son los mismos que en 1986.
  


  
    Con los datos actuales, un trabajador con 35 años de cotización cobraría una pensión de 1.654,16 euros brutos al mes, o sea, 23.158 euros al año. Suponiendo que viva 15 años después de jubilado, y que su pensión se actualice de acuerdo con el IPC, que suponemos que será el 2% anual, cobraría un total de 400.480,90 euros en esos 15 años. Por su parte, su viuda cobraría una pensión por viudedad de 1.134,95 euros el primer mes, lo que supone 15.889,37 euros anuales, que se actualizarían igualmente en el 2% anual. Al cabo de 10 años habría cobrado 173.648,18 euros. Como se puede comprobar en el cuadro siguiente: 
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    En conclusión:

    
      
        1. La Seguridad Social habrá percibido en cotizaciones sociales:
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        2. Ese trabajador, jefe administrativo, cotizando por la base media durante 35 años percibiría:
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        3. Diferencia:
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          Cuadro VIII. Trabajador grupo 1
        


        
           

        


        


        
          Fuente: Elaboración propia.
        

      

    

  


  
    De nuevo se ha supuesto que los porcentajes del coste de empresa entre 1976 y 1986 son los mismos que en 1986.
  


  
    Con los datos actuales, un trabajador con 35 años de cotización cobraría una pensión de 2.466 euros brutos al mes, es decir, 34.524 euros al año. Suponiendo que viva 15 años después de jubilado, y que su pensión se actualice de acuerdo con el IPC, que suponemos que será el 2% anual, cobraría un total de 597.032,70 euros. Por su parte, su viuda cobraría una pensión por viudedad de 1.691,96 euros el primer mes, lo que supone 23.687,51 euros anuales, que se actualizarían igualmente en el 2% anual. Al cabo de 10 años habría cobrado 259.371,60 euros. Como se puede comprobar en el cuadro siguiente:
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    En conclusión:

    
      
        1. La Seguridad Social habrá percibido en cotizaciones sociales:
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        2. Ese trabajador, titulado superior, cotizando por la base máxima, durante 35 años percibiría:
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        3. Diferencia:
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    Lo que se deduce de los tres cuadros anteriores es que ni los trabajadores del grupo 1, ni los del 3, ni los del 6 pagan lo suficiente en relación con las pensiones a las que tendrán derecho cuando se jubilen. Quizá el caso más llamativo es el de los que más ganan, los del grupo 1, pues si se cumplen las expectativas estadísticas de que estén casados, sean 5 años mayores que sus mujeres y fallezcan a los 80 años ellos y a los 85 sus viudas, recibirían 588.580,30 euros más de lo que han cotizado.
  


  
    Un magnífico ejemplo para apreciar el nivel de las pensiones en España en julio de 2010 es compararlo con los resultados que habrían obtenido esos mismos trabajadores del grupo 1, 3 y 6 si en lugar de pagar las cotizaciones a la Seguridad Social hubieran aportado contribuciones anuales de la misma cuantía a un fondo personal. Se supone que ese fondo, que permitiría, en definitiva, capitalizar sus pensiones, opera en una España con el 2% de inflación anual (el objetivo del Banco Central Europeo) y obtiene una rentabilidad anual del 4,3% (la de un bono estatal a 15 años en esa fecha).
  


  
    Los resultados para el trabajador son:

    
      
        1. Sólo en dos de los casos es más beneficioso para el trabajador haber destinado sus cotizaciones por contingencias comunes a un fondo de capitalización personal.
      


      
        2. El trabajador del grupo 1 obtendría, en total, más de 1.400.000 euros en pensiones de su fondo personal frente a los 856.000 euros que le pagará la Seguridad Social. (Véase cuadro XXVI).
      


      
        3. El trabajador del grupo 6, el que menos cotiza, tendría una situación más favorable con los pagos de la Seguridad Social (cobrará más de 294.000 euros) que con los del fondo personal de capitalización (cobraría alrededor de 273.000 euros). (Véase cuadro XXIV).
      


      
        4. El trabajador del grupo 3 tendría una situación más beneficiosa con la capitalización personal (obtendría 698.000 euros) frente a lo que logrará con los pagos de la Seguridad Social (algo más de 646.000 euros). (Véase cuadro XXV).
      

    

  


  
    El que quiera analizar estos datos puede ver el desarrollo de un sistema de capitalización en los cuadros XXIV, XXV y XXVI, al final de este capítulo.
  


  
    Esa comparación entre capitalización y aportaciones a la Seguridad Social no tiene lógica para el trabajador. El que tiene su propio fondo personal no tiene que preocuparse de nada más. Ni del Estado de las finanzas públicas ni del de la Seguridad Social. Sabe que él o sus herederos disfrutarán de su ahorro. Excepto que el país en el que viva y se jubile no goce de un mínimo de seguridad jurídica.
  


  
    Los casos examinados del actual sistema de reparto de la Seguridad Social reflejan la situación más problemática posible para ésta: el de tres personas, de tres categorías diferentes, casadas, que han cotizado 35 años, que se jubilan a los 65, que viven 15 años con la pensión de la Seguridad Social y que sus viudas o viudos vivan 10 años más tras su fallecimiento con la pensión de viudedad que les corresponde.
  


  
    La realidad no es tan negativa, financieramente, para la Seguridad Social. Esos casos se compensan con otros, y con una serie de regulaciones que maximizan los ingresos por cotizaciones y que no incrementan las pensiones:

    
      
        1. Muchas personas no han cotizado todos los años de su vida laboral. O lo han hecho por cantidades inferiores, por encontrarse desempleados o tener empleos peor pagados y con cotizaciones más bajas, lo que sólo les da derecho a una pensión reducida.
      


      
        2. Es muy frecuente que muchas personas, que están dadas de alta en el régimen general, hayan cotizado simultáneamente como autónomos para llevar a cabo otra actividad. La doble cotización no se tiene en cuenta por la Seguridad Social a la hora de calcular la pensión en el momento de la jubilación.
      


      
        3. Hay personas que siguen trabajando después de cumplidos los 65 años, con 35 años de cotización. Para la Seguridad Social suponen un ahorro sustancial en sus pagos por pensiones.
      


      
        4. Cada vez son menos los trabajadores que se jubilan a los 65 años. La edad media de jubilación en España es de 63,8 años. La legislación actual prevé que por cada año de adelanto de la jubilación, aunque se hayan cotizado 35 años, la pensión se reduzca el 8%.
      


      
        5. No me es posible hacer el cálculo de qué proporción de trabajadores fallecen antes de jubilarse, o antes del promedio de 15 años de vida después de ésta, ni de cuántos llegan solteros o viudos a la jubilación, ni de los años que viven sus cónyuges. Es un tema que pertenece al campo actuarial, la herramienta de las compañías de seguros.
      

    

  


  
    Lo que quiero recalcar es que los cuadros analizados son sólo un ejemplo, un ejercicio que se debería hacer, desde la responsabilidad del gobierno, para intervenir en el polémico tema de si las pensiones en España son altas o bajas, y en relación con qué aportaciones. La Seguridad Social tiene datos suficientes para individualizar las aportaciones y la pensión potencial.
  


  
    El problema de operar con categorías generales, con grupos de cotizantes y jubilados como si fueran homogéneos, es su profunda injusticia. Unas cuantas consideraciones adicionales nos permitirán explicar resultados incomprensibles en un sistema que quiere, según el Pacto de Toledo, que exista una relación entre las cotizaciones y las pensiones:

    
      
        1. La mayor parte de los trabajadores de los grupos 4, 5 y 6 no han empezado a trabajar y cotizar a los 30 años, como suponen los ejemplos que he utilizado. Muchos, hoy todavía, han comenzado a los 16 o 17 años. Muchos, por tanto, si se jubilan a los 65 años han cotizado alrededor de 45 años. Sin embargo, el actual sistema no tiene en cuenta su situación personal. Sus pensiones serán iguales a las de los de su misma categoría que hayan cotizado 35 años y se jubilen a los 65.
      


      
        2. Entre los trabajadores autónomos hay muchos que han cotizado lo mínimo, y aunque lo hayan hecho durante 35 años, la pensión a que tienen derecho es inferior a las mínimas que ha aprobado el gobierno. La diferencia entre ambas se paga por el Estado con cargo a los otros impuestos.
      


      
        3. Cada vez es más frecuente el caso de matrimonios en los que ambos trabajan y cotizan. En caso de fallecimiento de uno de ellos, el otro tendrá que optar por cobrar su pensión o la de viudedad que le corresponda. En estos casos, que serán la mayoría dentro de quince o veinte años, los pagos por cotizaciones de la pareja durante su vida activa les deberían dar derecho a una pensión más alta, que podría ser la que se dedujera directamente de sus aportaciones conjuntas a la Seguridad Social.
      


      
        4. Ya se ha hecho mención al caso de las personas que han cotizado simultáneamente por dos trabajos a la Seguridad Social. La pensión no refleja nunca esos mayores pagos durante la vida activa.
      

    

  


  
    En conclusión:

    
      
        a. Hay que individualizar las pensiones a los pagos reales por cotizaciones durante toda la vida activa. Habrá muchas personas que resulten perjudicadas, pero mientras, hoy, otras tantas son tratadas injustamente. No debería ser lo mismo haber cotizado 35 años, que 40, 45 o más años.
      


      
        b. No debería ser lo mismo haber cotizado por dos actividades diferentes a la Seguridad Social durante una serie de años. Esa doble cotización debería reflejarse en la pensión de jubilación.
      


      
        c. La Seguridad Social tiene hoy información suficiente para individualizar los derechos a pensiones. Si no lo hace es porque, al parecer, los resultados son finalmente insatisfactorios. Al tomar en consideración situaciones personales se deberían producir mayores pagos en algunos casos y menores en otros tantos, lo que pondría de manifiesto las injusticias a que se ha hecho referencia.
      


      
        d. La situación del sistema de pensiones ha empeorado conceptualmente con la subida de pensiones mínimas que ha efectuado el gobierno de Rodríguez Zapatero en el periodo 2004-2009. Estas subidas, sin relación a las cotizaciones, empeoran gravemente la situación de los que han cotizado lo que han podido a lo largo de su vida. Rodríguez Zapatero ha pervertido el sistema de pensiones. Si por razones humanitarias o políticas creía que había que incrementar las pensiones mínimas, lo que debería haber hecho era clasificar esa ayuda pública extraordinaria no como pensión contributiva, sino como ayuda pública para luchar contra la pobreza y la marginación. Aunque la gestión la siguiera llevando la Seguridad Social.
      

    

  


  
    En los cuadros XXII y XXIII, figuran los incrementos de las pensiones mínimas desde 2004 a 2009; un proceso del que se han beneficiado, según las informaciones de la Seguridad Social, 2.603.104 personas.
  


  
    La razón por la que las pensiones de jubilación resultan muy altas en relación a las cotizaciones es la forma en que se calculan. El cálculo se hace tomando en consideración las cotizaciones sociales pagadas en los últimos 15 años de vida activa, antes de la jubilación.
  


  
    El cálculo se hace de la siguiente forma:

    
      
        1. La pensión es del 100% de la base reguladora si se cumplen todos los requisitos de edad de jubilación y años de trabajo.
      


      
        2. La base reguladora se calcula sumando las bases de cotización de los últimos 180 meses (15 años) y dividiéndolas por 210. Las bases de los últimos 2 años se suman a su valor nominal, y las de los 13 años anteriores se actualizan con el índice de precios.
      

    

  


  
    El Pacto de Toledo prevé modificar las cotizaciones si lo requiriera el equilibrio del sistema de pensiones. Al tener en cuenta sólo los últimos 15 años de vida laboral, en los que las bases de cotización son habitualmente más altas que en los primeros años, la pensión resultante se eleva en una cantidad desproporcionada con las cotizaciones de toda la vida laboral. Si se utilizara toda la vida activa, la pensión resultante se reduciría. Otra posibilidad, si el equilibrio de la Seguridad Social así lo exigiera, sería ampliar la edad de jubilación por encima de los 65 años. Hasta los 67 años, al menos.
  


  
    
  


  El sistema de pensiones públicas y la preparación de la jubilación


  
    En relación con la cuantía de las pensiones en España, al margen de que ningún trabajador, de la categoría que sea, ha contribuido por la vía de las cotizaciones sociales, en los casos extremos considerados en los ejemplos que se han desarrollado, lo suficiente para tener el actual nivel de pensiones, creo que es necesario hacer diversas consideraciones.
  


  
    
      1. Una primera decisión, fruto del Pacto, fue calcular la pensión de la forma en que se hace actualmente. El Pacto prevé revisiones y modificaciones, si fueran necesarias, cada 5 años. Ese acuerdo se ha incumplido. Los estudios que se han hecho para actualizar el Pacto han analizado varios escenarios. El primero, hacer el cálculo teniendo en cuenta las cotizaciones de toda la vida activa. El segundo, hacerlo ampliando a 20 años la base del cálculo. Con la previsible evolución demográfica en España, a pesar de la llegada de inmigrantes, excepto que se produzcan hechos que no podemos imaginar, el sistema de pensiones, basado en las cotizaciones sociales, entrará en déficit en 15 o 20 años.
    


    
      2. De acuerdo con el Pacto de Toledo, el Estado tiene que compensar a la Seguridad Social por los pagos de pensiones que excedan las cantidades que resulten de aplicar las actuales normas reguladoras del cálculo de la pensión. Entre 2004 y 2010, los años de gobierno de Rodríguez Zapatero, los incrementos de las pensiones públicas mínimas han sido de entre un 35% y un 45%. En 2010 esa cantidad asciende presupuestariamente a 2.706 millones de euros, 300 millones más que en 2009.
    


    
      3. Todavía no ha concluido el proceso de separación de fuentes de financiación, pues hoy todavía la Seguridad Social atiende pagos que corresponden al Estado.
    


    
      4. He intentado poner de manifiesto los pagos reducidos que hacen los trabajadores españoles, a título personal, para financiar sus pensiones de jubilación. Sólo pagan el 4,70% sobre sus salarios, bajo la forma de contribución al pago de las contingencias comunes. Las empresas, con sus pagos del 28,3% sobre las bases de cotización, son las que sufragan sustancialmente las pensiones futuras. Los sindicatos se quejan simultáneamente de los bajos sueldos—sin tener en cuenta el total de lo que pagan las empresas por cada trabajador—y de las bajas pensiones.
    


    
      5. Las Naciones Unidas, después de analizar los diversos sistemas de preparación de la jubilación que existen en el mundo, y de comparar sus resultados, aconsejan un sistema mixto, un sistema de pensiones que tenga tres apoyos financieros diferenciados. El primero, un sistema de pensiones públicas, garantizado por el Estado, que cubra los mínimos vitales. El segundo, un sistema de pensiones constituido a nivel empresarial, que se financie con deducciones en los salarios brutos. El tercero, un sistema individual, que se concrete en un fondo de pensiones del que sólo se pueda disponer en el momento de la jubilación. En España, el sistema descansa en la práctica sólo en las pensiones públicas, pues apenas hay pensiones a nivel de empresa y los fondos privados no tienen suficientes incentivos fiscales, sobre todo en el momento de la jubilación. Por eso en España son tan importantes las finanzas públicas. El único sector en el que existen, de forma universal, pensiones de empresa es en el sector financiero, incluido el Banco de España. Una cuestión de la máxima importancia en estos casos es quién controla la política de inversión de los fondos de pensiones de empresa. La postura de los sindicatos es que el control les corresponde a ellos. El problema es que ha habido muy malas experiencias. No sólo en España, sino en todos los países en los que existen ese tipo de fondos controlados por los sindicatos.
    


    
      6. En otros países los trabajadores en activo dedican una parte mucho más importante de su salario a preparar su jubilación por dos vías alternativas o complementarias. La primera, a través de contribuciones a los fondos de pensiones empresariales; contribuciones que se deducen de los salarios brutos. Es el caso del Reino Unido. En este país las cotizaciones sociales que se pagan a la Seguridad Social para garantizar las pensiones públicas son mucho más bajas que en España. Los trabajadores conocen cuáles son sus auténticos salarios, los que cobran directamente y la parte de los mismos que, obligatoriamente, se deducen para nutrir su fondo de pensiones en la empresa. En el caso de países que han optado por un sistema de capitalización personal, como Chile, los trabajadores dedican directamente parte de su salario a constituir un fondo de pensiones individual. A los trabajadores se les da libertad para que decidan si quieren ahorrar más o menos y, por tanto, si quieren contribuir con sus cotizaciones a nutrir un mayor o menor fondo de pensiones y, por consiguiente, una mayor o menor pensión una vez que se jubilen. El Estado se obliga, siempre, a garantizar una pensión mínima, para evitar la pobreza absoluta de los que no hayan cotizado lo suficiente o hayan perdido sus ahorros por cualquier motivo.
    


    
      7. En España no hemos salido del paternalismo del sindicato vertical. Los trabajadores no saben si contribuyen poco o mucho, directa o indirectamente, para preparar su jubilación. Los sindicatos, los herederos de los sindicatos franquistas, les animan en su irresponsabilidad. Ellos se consideran sus representantes, obligados a proteger sus intereses. Con razón o sin ella. Con pagos suficientes o insuficientes. Los sindicatos venden a los trabajadores su capacidad de presión para lograr pensiones altas, con pagos reducidos por cotizaciones, a cambio de despreocupación personal y transferencia de representación institucional.
    


    
      8. Si, efectivamente, los salarios netos son más altos de lo que deberían ser, porque las cotizaciones sociales son insuficientes para pagar las pensiones públicas—altas o bajas—a que los trabajadores tienen derecho, los trabajadores deberían tener una cierta capacidad financiera para invertir en otros activos o para mantener un nivel de consumo más alto del que los trabajadores de otros países, con similares niveles de salarios, tienen. Eso, por disparatado que parezca en un país en el que todos nos quejamos, es lo que ha ocurrido durante muchos años en España. Más en el pasado que en el presente.
    


    
      9. Los salarios netos que reciben en España los cotizantes no se usan para pagar los gastos sanitarios, ni los educativos, ni el 60% del precio de los medicamentos (o el 90% según los casos), ni una parte sustancial del auténtico coste del transporte público.Y empiezan a no tener que preocuparse financieramente de sus mayores si lo necesitaran, porque ahora, en parte, se sostienen—los que no tienen otros medios—con las ayudas a la dependencia por parte del Estado. Esta situación es muy excepcional. Muy pocos países en el mundo tienen esos servicios sociales, de contenido económico, sin coste o con un coste muy reducido. El Estado de Bienestar es una realidad bastante insostenible en la España de 2010.
    


    
      10. Hasta que entramos en el euro los salarios de la mayoría de los trabajadores les permitían vivir, mejor o peor, y ahorrar lo suficiente como para comprarse una vivienda y pagarla con una hipoteca a quince o veinte años. De tal forma que, en el momento de la jubilación, muchos tenían su vivienda en propiedad totalmente pagada y podían dedicar su pensión, alta o baja, sólo a mantener un cierto nivel de vida, pero sin tener que pagar alquiler, algo que era una característica de España, donde el 80% de la población es dueña de sus viviendas.
    


    
      11. La subida del precio de la vivienda ha afectado gravemente al balance patrimonial de los trabajadores que decidieron comprar una a partir de 2004. Estamos hablando, posiblemente, de cerca de 2.000.000 de las familias que, ahora, se encuentran con viviendas que valen menos que lo que resta por pagar de la hipoteca que han contraído. Muchos de ellos con la triste realidad de no poder pagarlas por haber perdido su trabajo o tener un sueldo reducido. A este grupo le preocupa, con razón, el presente y el futuro. El futuro sobre todo, porque el sistema tradicional de organización patrimonial del jubilado ha desaparecido.
    


    
      12. Los que han accedido a la jubilación en los últimos diez años se han encontrado con gastos mayores de los esperados en la cesta de la compra, el precio de la electricidad y de los combustibles. Pero tienen, la mayoría, un patrimonio del que carecen muchos pensionistas con pensiones sustancialmente más altas en otros países desarrollados. Son dueños de su vivienda. Que hoy, probablemente, no tiene precio o ha sufrido un deterioro patrimonial muy acusado, pero que existe y que, lógicamente, se recuperará en un futuro indeterminado.
    


    
      13. Durante muchos años, desde la década de 1950 hasta principios de la de 1990, las cotizaciones a la Seguridad Social fueron suficientes para atender el pago de las pensiones, para atender los gastos sanitarios del conjunto de la población y otros muchos gastos sociales. Fue el momento en el que se incrementaba la población ocupada y los que se jubilaban eran, proporcionalmente, muy pocos.
    


    
      14. La crisis de empleo de 1974-1993 afectó a este esquema de funcionamiento. En esos años los cotizantes a la Seguridad Social se mantuvieron en torno a los 12 millones, mientras crecían imparablemente los pensionistas, que superaban los 6 millones en 1992. En esas circunstancias, la Seguridad Social entró en déficit, que se recuperó con decisiones jurídicas (Pacto de Toledo) y con el aumento de cotizantes a la Seguridad Social a partir de 1994.
    


    
      15. Si en los próximos cinco a diez años no se crea empleo, como parece probable, la situación de la Seguridad Social puede empeorar drásticamente, pues el número de personas con derecho a pensión de uno u otro tipo crece, en términos netos, entre 70.000 y 100.000 anualmente. No es imposible que dentro de cinco años haya menos cotizantes a la Seguridad Social que hoy y que el número de pensionistas haya aumentado en 500.000 personas.
    

  


  
    Por eso las reformas son imprescindibles. Habrá que relacionar la pensión con las cotizaciones y aumentar la edad de jubilación. Aunque lo lógico sería preguntar a cada interesado qué prefiere, si trabajar más años o jubilarse a los sesenta y cinco, como ahora, con una pensión más reducida. Sin olvidar el caso de trabajadores que han cotizado mucho más de 35 años. Es un poco absurdo que se incrementen las pensiones máximas—con un tope del 2% anual—para los que trabajen por encima de los 65 años y no se tomen en consideración los casos de trabajadores que han cotizado muchos más años antes de cumplir esa edad.
  


  
    Si las pensiones se calcularan teniendo en cuenta las cotizaciones de los últimos 20 años de vida activa, en lugar de los actuales 15, las pensiones se reducirían en torno a los 100 euros mensuales. Si se tuviera en cuenta toda la vida laboral la reducción sería, obviamente, mucho mayor.
  


  
    La primera modificación ahorraría al sistema de pensiones entre 1.000 y 1.500 millones de euros anuales. Si la edad media de jubilación se retrasara dos años efectivos, como parece que se está considerando, el ahorro sería mayor, una vez transcurrido el periodo transitorio en el que esa medida se iría aplicando.
  


  
    En efecto, cada trabajador cotizaría dos años más a la Seguridad Social y recibiría dos años menos de pensión. Por cada trabajador, en promedio, la Seguridad Social recibiría 15.000 euros más de ingresos y pagaría 30.000 euros menos en pensiones, a precios de hoy. En porcentaje, cada cotizante pagaría un 5,7% más y recibiría un 13,3% menos de pensión a lo largo de su vida. A nivel global, una vez consolidada esa situación, el ahorro a nivel nacional de gasto público total es sustancial.
  


  
    Conclusión: el sistema de protección social de los jubilados en España no es muy racional. Es fruto, como el de todos los países, de tradiciones familiares, de comportamientos públicos y de programas políticos. No se puede, sin más, decir «las pensiones son bajas en España». Por ello, en las anteriores consideraciones he procurado meter en la coctelera algunos de los datos que deberíamos tener en cuenta antes de hacer un juicio tan categórico, así como de resaltar la inevitabilidad de hacer cambios en el sistema.
  


  
    La entrada en el euro ha alterado los parámetros tradicionales que han tenido en cuenta los empresarios, los trabajadores, los partidos políticos, las entidades financieras, las familias, los trabajadores e incluso los sindicatos y la patronal para diseñar la estructura económico-social que España necesita para crecer y crear empleo.
  


  
    En el caso de los pensionistas ha alterado las consecuencias de muchas decisiones, que parecían racionales, de gasto y ahorro—tomadas durante su vida activa como trabajadores—.Todos, pero ellos en primer lugar, se encuentran con un mundo diferente, con unos precios alterados respecto a los tradicionales, tanto en los activos patrimoniales, la vivienda básicamente, como en los que constituyen la cesta de la compra.
  


  
    
  


  Los otros ingresos de la Seguridad Social: las transferencias del Estado. Los otros gastos: la incapacidad laboral transitoria


  
    En el cuadro IX aparecen los ingresos que se prevén presupuestariamente para 2010.
  


  
    Del desglose de los 107.376 millones de euros del conjunto de ingresos por cotizaciones sociales, que se reproducen en el cuadro X, destacan las cotizaciones de los desempleados, que se cree serán de alrededor de 11.333 millones de euros.
  


  
    Entre las otras transferencias del Estado que se reproducen en el cuadro XI creo destacable señalar el aumento de las transferencias corrientes, que se incrementan en un 12,2%, según el presupuesto, para 2010. Esas transferencias cubren, además de un sinfín de servicios sociales de todo tipo, dos gastos que ejecuta la Seguridad Social por delegación del Estado: 
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      Cuadro IX. Presupuesto de ingresos de la Seguridad Social
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010.
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      Cuadro X. Cotizaciones sociales de la Seguridad Social
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010.
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      Cuadro XI. Aportaciones del Estado a la Seguridad Social
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010.
    


    
      
        1. Los complementos a mínimos. Es decir, el aumento de las pensiones por encima de lo que correspondería legalmente a los pensionistas, en función de lo que han cotizado en su vida activa. Suman 2.706 millones de euros en 2010.
      


      
        2. Las prestaciones no contributivas, a las que ya se ha hecho referencia, y que alcanzan, para 2010, la cifra de 1.995 millones de euros.
      

    

  


  
    En lo que respecta a los gastos, que se reproducen en el cuadro XII, la mayor de las cifras es la que corresponde a las «transferencias corrientes», que alcanzan un total previsto de 111.556 millones de euros, y cuyo desglose aparece en el cuadro XIII.
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    Cuadro XII. Presupuesto de Gastos de la Seguridad Social
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010.
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    Cuadro XIII. Transferencias corrientes de la Seguridad Social
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Presentación del proyecto de Presupuestos Generales del Estado 2010.
  


  
    De este cuadro me gustaría destacar:

    
      
        1. El gasto en pensiones contributivas es de algo más de 95.320 millones de euros.
      


      
        2. El gasto previsto para incapacidad temporal disminuye hasta los 7.373 millones de euros.
      


      
        3. La partida destinada a prestaciones por maternidad, paternidad y riesgos durante el embarazo crece un 11%, y se sitúa en 2.683 millones de euros.
      


      
        4. Los gastos derivados de la aplicación de la ley de dependencia (ley 39/2006) crecen un 62,7%, hasta casi 1.487 millones de euros.
      

    

  


  
    Finalmente, consignar que en los presupuestos para 2010 se ha previsto dotar al Fondo de Reserva de la Seguridad Social para pensiones contributivas con 2.249 millones de euros, que se sumarían a los existentes en junio de 2009, que alcanzaban, en ese momento, 58.624 millones de euros.
  


  
    De todos estos gastos es necesario destacar el que corresponde a los de «incapacidad laboral temporal». Bajo ese nombre se encuentran tres tipos de pagos de distinta naturaleza:

    
      
        1. Los pagos a los trabajadores que sufren un accidente laboral o una enfermedad profesional.
      


      
        2. Los pagos a los trabajadores por enfermedad común.
      


      
        3. Los pagos a los trabajadores por otros accidentes, incluyendo los producidos in itinere.
      

    

  


  
    En el primer caso los trabajadores reciben el 75% de su base reguladora y el pago corre a cuenta de la Seguridad Social, a través de las correspondientes mutualidades. En el segundo y el tercer caso los tres primeros días de baja los paga íntegramente la empresa. Entre el cuarto y el vigésimo día paga la Seguridad Social, aunque el dinero lo adelanta la empresa y la cuantía se fija en el 60% de la base reguladora. A partir del vigésimo primer día los pagos se incrementan hasta el 75% de la base reguladora. Las empresas compensan esos pagos en las liquidaciones de cotizaciones sociales a la Seguridad Social. Es muy habitual que los convenios colectivos cubran los porcentajes que no paga la Seguridad Social, hasta llegar, en muchos casos, al 100% de la base reguladora.
  


  
    Un sistema tan generoso puede producir fraudes, en la medida en que resulta muy difícil a los médicos encargados de otorgar las bajas dictaminar, con seguridad, la situación real de los enfermos y accidentados. En el cuadro XIV, que figura a continuación, se expone el número de procesos de incapacidad temporal producidos en España en 2009, clasificados por provincias y autonomías.
  


  
    Quizá lo más llamativo son las diferencias en la duración de los procesos de baja entre provincias y autonomías. La media nacional es de 38,11 días, mientras, por el extremo superior, destacan Valencia (55,86), Murcia (51,52) y Extremadura (48,04). Por el inferior, en cambio, aparecen Cataluña (32,42), Madrid (29,70) y Navarra (26,19). Unas diferencias tan acusadas reflejan controles más estrictos en unas autonomías que en otras y distinta situación económica y de empleo.
  


  
    Al margen de lo que significan los abusos de este sistema, lo más grave es lo que ocurre transcurridos los plazos máximos de bajas temporales. La incapacidad laboral temporal puede durar hasta 12 meses, prorrogables a 18. A partir de ese momento la comisión médica correspondiente tiene que dictaminar qué tipo de minusvalía ha tenido lugar. Minusvalía que puede ser para un trabajo determinado, o para todo tipo de actividad. Al margen de que la situa- ción de los que obtienen bajas permanentes puede ser reexaminada transcurrido cierto tiempo, según cuál sea el motivo de esas bajas definitivas. El reflejo de las bajas definitivas aparece en las columnas de «pensiones por incapacidad», que se reproducen al final de este capítulo. En la medida en que al menos un porcentaje significativo sea fraudulento, las consecuencias económicas son muy beneficiosas para el que comete el fraude y muy perjudiciales para la Seguridad Social, pues la cuantía media de esas pensiones, como puede observarse, es similar a las de las pensiones de jubilación. La situación de fraude percibido—que se menciona expresamente en una de las conclusiones del Pacto de Toledo como un problema que hay que atajar—es tan grave que en los presupuestos de la Seguridad Social que hemos examinado figura un desembolso previsto de 31,84 millones de euros para «desarrollar actuaciones de control de las situaciones de incapacidad temporal», según aparece en la explicación de los presupuestos para 2010.
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    Cuadro XIV. Agregado del Sistema. Incapacidad temporal. Contingencias comunes (excepto autónomos y hogar)
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    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
  


  
     

  


  


  
    
  


  El gasto total en pensiones contributivas


  
    Según los datos que hemos manejado en los anteriores cuadros, si las cotizaciones sociales sólo cubrieran las pensiones contributivas habría un exceso de casi 12.000 millones de euros en la actualidad. Una conclusión precipitada, pues las cotizaciones sociales cubren también otras contingencias comunes, como la incapacidad laboral transitoria. El gasto en pensiones es, como se expone en otro capítulo, la partida de gasto más elevada de entre el conjunto de gastos públicos.
  


  
    La decisión del gobierno de congelar todas las pensiones, y no revalorizarlas de acuerdo con el IPC de 2011, excepto las mínimas y las no contributivas (incomprensiblemente), puede significar un menor incremento del gasto total en pensiones de entre 1.000 y 1.300 millones de euros. Pero el gasto total seguirá creciendo a menos que se modifique la forma de calcular las pensiones de jubilación, pues sólo el incremento de 60.000 nuevos pensionistas jubilados con pensiones superiores en 2.000 euros anuales a los que fallecen, 20.000 nuevos pensionistas por incapacidad y en torno a otros 20.000 pensionistas netos más por viudedad, pueden suponer en torno a 1.000 millones más de gasto anual en pensiones contributivas.
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    Cuadro XV. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Total sistema
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    Cuadro XVI. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Régimen general
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Cuadro XVII. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Régimen especial de la minería del carbón
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Cuadro XVIII. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Régimen especial de trabajadores del mar
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Cuadro XIX. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Régimen especial de trabajadores autónomos
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Cuadro XX. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Régimen especial agrario
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Cuadro XXI. Pensiones en vigor a 1 de marzo de 2010. Régimen especial de empleados del hogar
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Fuente: Ministerio de Trabajo e Inmigración.
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    Cuadro XXII. Cuantias minimas de las pensiones para el año 2009. (Incrementos 2004/2009)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Gobierno de España.
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    Cuadro XXIII. Cuantías mínimas de las pensiones para el año 2009
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Gobierno de España.
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    Cuadro XXIV. Trabajador grupo 6
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    Cuadro XXV. Trabajador grupo 3
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Alberto Nadal, economista.
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    Fuente: Alberto Nadal, economista.
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    Cuadro XXVI. Trabajador grupo 1
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    Fuente: Alberto Nadal, economista.
  


  
     

  


  


  


  
    Capítulo VII
  


  
    EL SISTEMA FINANCIERO. EL TEMOR A LA DEUDA EXTERIOR. LA REFORMA
  


  
    
  


  Un sistema financiero diferente: las entidades monetarias y el Banco de España


  
    Se han hecho repetidas alusiones a la importancia del sistema financiero para la economía española. Es una institución fundamental para todas las economías, pero tiene mayor incidencia en la española, en la que ha sido determinante para la formación de la estructura del país. Entre otras razones porque no hay posibilidad de financiar ninguna actividad económica sin contar con la banca. En España no hay ni ha habido nunca shadow banking, es decir, sociedades financieras no monetarias, en las que los españoles puedan depositar sus ahorros y a través de las cuales pudieran invertir en cualquier valor, en empresas o instituciones públicas, españolas o extranjeras. Las instituciones financieras no monetarias existen, pero están casi siempre gestionadas por la banca, como puede comprobar el que quiera analizar los informes del Banco de España y los del sector financiero no monetario.
  


  
    Tampoco hay que olvidar el papel director del Banco de España en la ordenación del sistema financiero. Al Banco de España nunca se le podrá acusar de haber dejado que el mercado financiero se autorregule, como creía que debía hacer ese gran irresponsable que ha sido Alan Greenspan, al que ha sucedido, en su irresponsabilidad fiscal, Ben Bernanke. El Banco de España ha regulado, controlado e inspeccionado. Ha impuesto sus criterios sobre los riesgos, clasificados como excelentes, aceptables o difícilmente asumibles. Ha sido cuidadoso con la expansión internacional de las entidades financieras menos experimentadas. No ha tolerado la creación y comercialización de activos bancarios complejos por los gestores bancarios más imaginativos, ligados a fórmulas de difícil comprensión, que después se vendían a los depositantes de las entidades emisoras o a otras sociedades, financieras o no. Ha sido exigente incluso en la preparación y colocación de los activos que se integran en las cédulas hipotecarias, para evitar la puesta en el mercado de productos de baja calidad.
  


  
    Exactamente lo contrario de lo que han hecho las autoridades monetarias en el mundo anglosajón y en Europa occidental. La regulación y el control del sistema financiero español han evitado que en nuestro país se produjera la catástrofe que ha ocurrido con la mayoría de las grandes instituciones financieras de esos países, que perdieron en pocas semanas, cuando estallaron las burbujas inmobiliarias y crediticias, un porcentaje significativo del valor de sus activos, encontrándose en situación de quiebra, antes incluso de pasar por la suspensión de pagos por falta de liquidez. Aunque hay que destacar positivamente la aplicación, en el mundo desarrollado, de la normativa legal que obliga a valorar los activos de las instituciones financieras de acuerdo con el precio de esos activos en el mercado, en cada momento. Esa normativa ha forzado a que los ajustes en los fondos propios de las instituciones financieras se hayan hecho con rapidez, obligándolas a quebrar, a fusionarse o a recapitalizarse con fondos privados o públicos.
  


  
    Las instituciones crediticias son sociedades enormemente apalancadas —en España su apalancamiento es, en promedio, 17 veces sus fondos propios estrictos—. En la mayoría de los países desarrollados ese ratio es muy superior, entre 25 y 50 veces sus fondos propios. Con capitales tan pequeños casi cualquier pérdida de valor de su activo les conduce a situaciones de insolvencia. Eso es lo que ha ocurrido en países como el Reino Unido, Estados Unidos, Irlanda, Islandia, Bélgica, Países Bajos, Suiza,Alemania o Francia. En Estados Unidos y el Reino Unido ha sido el propio Estado el que ha tenido que recapitalizar las entidades financieras—sin distinguir entre bancos de depósito y bancos de inversión—porque en el momento de la quiebra no se encontraron inversores privados dispuestos a asumir el riesgo de esas inversiones. En los dos gráficos que aparecen a continuación (I y II) se puede ver hasta qué punto han sido fundamentales las intervenciones públicas y la forma que han adoptado jurídicamente.
  


  
    En algunos países, como Estados Unidos, el Tesoro ya está vendiendo sus participaciones, registrándose lógicamente plusvalías, pues la entrada en el capital se hizo al precio del mercado de ese momento, que estaba muy por debajo de su valor en libros.
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    Gráfico I. Inyecciones públicas de capital
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España («Informe de Estabilidad Financiera», marzo de 2010).
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    Gráfico II. Garantías y avales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España («Informe de Estabilidad Financiera», marzo de 2010).
  


  
    Los problemas del sistema financiero español han sido de otro orden. Los excesos de crédito, provocados por una política monetaria muy expansiva, se han concentrado, como en Estados Unidos en esta ocasión, en la financiación de la compra de activos reales. Una política impulsada por las regulaciones internacionales, Basilea I y II, que determinan, con criterios puramente históricos, que los créditos bancarios concedidos para actividades inmobiliarias y del sector de la construcción apenas «consumen capital». Es decir, que si el ratio entre fondos propios y el pasivo total que se quiere mantener regulatoriamente es de 10, cuando se concede un crédito que tiene garantías hipotecarias el ratio que se aplica es de 20 o 30, porque históricamente se ha demostrado que si esos créditos, con esas garantías, resultaran fallidos, la banca perdería, con la apropiación de la garantía y su posterior venta, un porcentaje bajísimo del crédito. En el caso de España, al final de la crisis inmobiliaria de 1990 a 1996 las pérdidas derivadas de créditos fallidos de esas características fueron, conjuntamente, sólo del orden del 2% o 3% del nominal de los créditos.
  


  
    Esas normas son absurdas. Como lo son todos los modelos y las regulaciones que se construyen confiando en la estabilidad permanente de las correlaciones estadísticas que se consideran relevantes. Es evidente que el modelo de riesgo que se utilizó en los acuerdos de Basilea I y II no ha funcionado. Quizá porque no se tuvieron en cuenta tres fenómenos que han transformado la economía mundial en los últimos veinte años. El primero, la libertad de movimientos de capitales, una realidad en el mundo desarrollado y en gran parte de los países emergentes. El segundo, la globalización, que obliga a la banca a participar en la financiación de la operativa de las empresas en todo el mundo. El tercero, el fenómeno de la abundancia de dinero, fruto de la política de bajos tipos de interés y facilidades crediticias, consecuencia de la política monetaria de la Reserva Federal de Greenspan y Bernanke, imitada por el Banco de Inglaterra y, con mayores reticencias, por el Banco Central Europeo.
  


  
    En España se puede hablar de burbuja crediticia, no sólo de burbuja inmobiliaria. La política monetaria del Banco Central Europeo, adecuada para Alemania, produjo en España incrementos de la oferta monetaria 10 puntos superiores a los de los países centrales del euro. Los efectos han sido deletéreos para la economía española y han debilitado el sistema financiero, aunque no tanto como en otros países afectados también por excesos crediticios. En España la economía real ha sufrido más que el sector financiero, porque los excesos crediticios provocaron un crecimiento anormal del tamaño del sector de la construcción y porque la forma en que se producen la morosidad y los fallidos en ese sector y en el resto de la economía real se controlan por la banca, con la colaboración del Banco de España, al margen de las necesidades del resto de la economía, para evitar desfases de fondos propios de magnitud significativa del sector financiero en cada momento temporal. El regulador, el Banco de España, decide quién tiene que reconocer las pérdidas, cuándo y con qué consecuencias.
  


  
    
  


  La formación de las burbujas inmobiliaria y crediticia


  
    
      1. El crédito. Crecimiento sectorial. Las normas que asignaban poco riesgo, poco consumo de capital, a los créditos dedicados a la promoción urbanística, al sector de la construcción y a los préstamos hipotecarios, junto con una política muy conservadora por parte del Banco de España, impulsaron un crecimiento desmesurado de los créditos concedidos a estos sectores desde el momento de la entrada en el euro, tal y como puede observarse en el cuadro que figura a continuación. Mientras el crédito total para actividades productivas se multiplica por 3 entre 2001 y 2009, el crédito para actividades inmobiliarias lo hacía por 7,6. Si eliminamos los créditos para actividades inmobiliarias, el crédito total para actividades productivas sólo se ha multiplicado por 2,3. Un porcentaje de crecimiento que revela la falta de dinamismo del resto de la economía y la falta de impulso crediticio a todo tipo de actividades productivas que no tuvieran que ver con el sector de la construcción y el inmobiliario.

      
        La desproporción entre el crecimiento del crédito a esos sectores y al resto de la economía no tenía consecuencias estadísticas en la solvencia de las entidades financieras, porque esos créditos tenían, aparentemente, muy poco riesgo. Apenas consumían capital.
      

    


    
      2. El riesgo de los promotores inmobiliarios. Su riesgo era todavía mayor que el que parecía, pues entre los créditos que se les concedieron se incluía la financiación de operaciones societarias para comprar otras empresas promotoras de contenido más o menos inmobiliario. Un riesgo que tenía, aparentemente, la garantía de que los activos de la compañía que se iba a adquirir también tenían esa misma naturaleza «real», poco consumidores de capital. 
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        Cuadro I. Total crédito a otros sectores residentes para finaciar actividades productivas. (En millones de euros)
      


      
         

      


      


      
        Fuente: Banco de España (Boletin Estadísticio, mayo de 2010).
      

    


    
      3. Los otros riesgos no inmobiliarios. Dentro del crédito a las actividades inmobiliarias, el Banco de España siempre ha insistido—la última vez en el «Informe de estabilidad financiera» de marzo de 2010—en que bajo ese epígrafe también figuraba la financiación de actividades de poco riesgo. En dicho informe se fija en 44.000 millones esas actividades de supuesto poco riesgo. Que quizá habría que recalificar después de que el gobierno español haya tenido que renunciar a llevar a cabo su programa de inversiones públicas en los próximos años; estamos hablando de la explotación de concesiones administrativas en puertos y carreteras, o participaciones significativas en otros sectores económicos españoles de los también considerados seguros, como la energía eléctrica.
    


    
      4. La politización del Servicio de Estudios del Banco de España. El propio Banco de España había advertido regularmente, desde 2002 aproximadamente, de la sobrevaloración de las viviendas. Su opinión sobre el riesgo y su llamada a la prudencia desapareció a partir de 2004, a pesar de que el riesgo se disparó. Por una parte, porque la llegada del PSOE al gobierno rebajó el tono crítico del Servicio de Estudios, que ha actuado siempre como si fuera el portavoz de la izquierda española. Por otra parte, en 2000 se aprobó un sistema de «provisiones genéricas» que las instituciones financieras españolas tuvieron que constituir, obligatoriamente, en función del crecimiento del crédito total que concedieron. Un sistema prudencial que detrajo hasta 25.000 millones de euros del beneficio del sistema financiero, y que ahora es parte de la solución de los problemas de solvencia. Aunque estaba mal diseñado, pues no discriminaba respecto al riesgo de unos y otros créditos. Esa no discriminación era minusvalorar los riesgos de las promociones inmobiliarias y del sector de la construcción, y no se modificó al alza cuando el crecimiento del crédito se convirtió en explosivo en los años siguientes. Era probablemente la única forma de haber frenado la formación de la burbuja inmobiliaria, los excesos de formación bruta de capital fijo (FBCF) y el endeudamiento exterior del sector financiero y del conjunto de la economía.
    


    
      5. El sector de las cajas de ahorro creció más que el resto hasta suponer más del 50% del sector financiero español. Las cajas financiaron sobre todo las actividades inmobiliarias y las del sector de la construcción, así como las de las empresas asentadas en las autonomías en las que tenían sus sedes sociales. Las autoridades autonómicas, aplicando la ley de ordenación y regulación de las cajas de ahorro (LORCA), las leyes autonómicas de regulación de las cajas de ahorro y los estatutos de estas entidades, forzaron la financiación de proyectos económicos de dudosa viabilidad, pero políticamente relevantes para los intereses de la nomenklatura autonómica. Al mismo tiempo se enfrentaron abiertamente al Banco de España, pues no aceptaban su competencia regulatoria. El espectáculo del gobierno de la autonomía madrileña intentando hacerse con el control de Caja Madrid, es un buen ejemplo de la perversión de la política financiera de las autonomías, por tratarse de la conducta de un gobierno que ha sido un modelo en otros aspectos, como el tributario.
    

  


  
    
  


  La expansión internacional de la banca española


  
    Simultáneamente, en el ámbito más puramente bancario, se produjo la expansión internacional de la banca española que, ya se ha mencionado, estaba bien organizada, era eficiente y capaz de generar grandes beneficios. Una banca sólida, con la financiación asegurada a través de su tupida red de oficinas, que recogía depósitos de sus clientes, los orientaba en sus inversiones y atendía sus necesidades de financiación a corto y largo plazo.
  


  
    Esa banca es la que comenzó una imparable expansión en Latinoamérica a finales de la década de 1990, acompañando el proceso de inversión en ese continente de la mayoría de las grandes empresas españolas. Y que después, una vez consolidada en América central y del sur, se ha expandido por el norte de América y por la Europa desarrollada. Su éxito es atribuible a dos causas: la primera, la completa gama de servicios que es capaz de ofrecer a sus clientes a precios reducidos. La segunda, que los países que sostienen el grueso de su actividad, en concreto los latinoamericanos, han resistido mejor que los desarrollados la crisis internacional que comenzó en agosto de 2007. Esa banca, el Santander y el BBVA, se ha fortalecido frente al resto de la banca mundial, porque los beneficios que han logrado y logran en esos países compensan la debilidad de generación de beneficios en otros países, como España, e incluso ayudan a provisionar los créditos con problemas de otros mercados. Su debilidad en estos momentos es la economía española, pues los inversores no distinguen entre actividades bien y mal gestionadas, rentables y no rentables, cuando lo que se pone en duda es la solvencia del Estado Español.
  


  
    
  


  El exceso de FBCF en España y su financiación con endeudamiento exterior


  
    El aumento de la demanda de crédito en España y las necesidades de la expansión internacional no se pudieron financiar sólo con los ahorros que generaba la economía española. España, como país, a partir de 2004, se endeuda en 100.000 millones de euros anuales para poder invertir en viviendas, otros edificios, infraestructuras y bienes de equipo. Fueron años en los que en España se invirtieron entre 250.000 y 300.000 millones de euros anuales.
  


  
    Una cifra tan elevada, que significaba el 30% del PIB, era una aberración, un ejemplo de libro de lo que significa no tener precios de referencia. La economía española utiliza, desde la integración en el euro, dos precios ajenos a su propia economía. El tipo de cambio, que es el del euro, y los tipos de interés a corto plazo, que fija el Banco Central Europeo. Esos dos precios, que han minusvalorado gravísimamente los desequilibrios de la economía española, en especial la importancia del endeudamiento y la falta de competitividad, son los determinantes de que la economía española haya invertido demasiado y en las actividades equivocadas. En términos de economía austriaca se produjo un proceso de overinvestment y malinvestment .
  


  
    La financiación de ese proceso de inversión acelerado la facilitó el sistema financiero español, tomando fondos en el exterior de España mediante depósitos, bonos, obligaciones, cédulas hipotecarias y ampliaciones de capital.
  


  
    En pocos años el sistema financiero español financió hasta un 23% (2007) del total de su balance fuera de España, para malinvertir una proporción significativa de lo que captó en el exterior en el sector inmobiliario y en el de la construcción. Hablo, por supuesto, en términos globales. No hay nada más diverso que los bancos españoles. Unos vieron el riesgo y otros no. Unos se financiaron a corto y otros a largo. Unos diversificaron negocio y otros no.
  


  
    Es en esta circunstancia de dependencia del exterior cuando estalla en Estados Unidos, en agosto de 2007, la crisis subprime que es el comienzo de la gran crisis económica de la que todavía muchos países no hemos salido.
  


  
    
  


  Las crisis de liquidez de la economía española (2007-2010)


  
    A partir de ese momento, y hasta junio de 2010, se produjeron cuatro crisis de liquidez que han afectado al sistema financiero español y al resto de la economía:
  


  
    La primera, la crisis de las hipotecas subprime en Estados Unidos, tuvo lugar en los últimos meses de 2007. Después de agosto de ese año se paralizaron la mayor parte de las transacciones financieras internacionales. Se produjo una huida hacia la liquidez que afectó sobre todo a los más endeudados, al margen de su situación de solvencia. En ese momento casi nadie tenía dudas sobre la salud del sistema financiero español, pero se hizo muy difícil no ya ampliar la financiación con el exterior, sino mantenerla con lo ya comprometido con los prestamistas. El sistema financiero español redujo sus créditos a la economía española y buscó financiación, sustitutiva de la del exterior, en España. Pagó altos tipos de interés y consiguió desviar inversiones de sus clientes desde los fondos de inversión de todo tipo hacia la financiación de sus balances. Se recortó drásticamente el crédito a corto plazo en la economía. El descuento de papel comercial se interrumpió, debido también a las pérdidas que sufrieron las compañías de seguros de crédito que, en la práctica, dejaron de operar. Los primeros síntomas de morosidad en los créditos a promotores y al sector de la construcción ya se habían presentado. Todo el sector, junto a las empresas suministradoras de materiales de construcción, dejó de recibir créditos.
  


  
    El Banco de España reaccionó impulsando, en ese primer momento, la refinanciación de los grandes promotores, incluso de los morosos y de los potencialmente insolventes. El temor del Banco de España era que una crisis de liquidez, que no tenía su origen en la situación del sistema financiero español, se convirtiera en una crisis nacional. Un riesgo probable si los inversores hubieran sospechado de la calidad de los activos del sistema financiero.A mediados de 2008 lo peor parecía haber pasado y fue posible recuperar la financiación externa, imprescindible para una economía tan endeudada como la española.
  


  
    La segunda crisis de liquidez, mucho más grave que la anterior, tuvo lugar tras la quiebra de Lehman Brothers, en septiembre de 2008. La gran crisis hizo desaparecer a la mayoría de los bancos de inversión y provocó la suspensión de pagos, en la práctica, de Freddie Mac y Fannie Mae, las dos grandes financieras hipotecarias públicas estadounidenses. En esta ocasión, la parálisis financiera alcanzó a todas las transacciones financieras, desde las que se hacían en el mercado interbancario hasta las que se hacían descontando papel comercial de la mejor calidad. Una fuente de financiación importantísima para la economía estadounidense. La Reserva Federal intervino abriendo líneas de descuento y de crédito con todas las entidades financieras y comerciales, a las que se les aceptó todo tipo de papel comercial para suministrarles liquidez. El balance de la Reserva Federal se multiplicó por tres en unos meses.
  


  
    Así, el banco central de los Estados Unidos pasó a ser el primer banco comercial del país. Por ese camino le siguieron los principales bancos centrales del mundo: inmediatamente el Banco de Inglaterra y, con muchas más reticencias, el Banco Central Europeo. Los tipos de interés oficiales se rebajaron hasta casi el 0%. Fue el momento en el que se puso en marcha un crédito extraordinario, el TARP, de 750.000 millones de dólares, para suministrar liquidez a la economía, empezando por los bancos. El Banco Central Europeo abrió finalmente líneas de descuento para los bancos de los países miembros de la eurozona. Primero descontó sólo activos de cierta solvencia a corto plazo. Después, cuando la crisis se agravó, se aceptaron activos de peor calidad, se eliminaron los límites cuantitativos en la actividad crediticia, se concedieron a plazos más largos y a menor tipo de interés. Los Tesoros del Reino Unido y de Estados Unidos intervinieron recapitalizando los bancos con mayores problemas de solvencia.
  


  
    En el caso de España los problemas siguieron siendo, oficialmente, de falta de liquidez. La morosidad y la insolvencia eran cada vez más significativas, pero la política del Banco de España siguió siendo la de facilitar las refinanciaciones, permitiendo la compra de activos cuando era posible, sin exigir, en aquellos momentos, provisiones significativas por esa actividad de refinanciación. Todavía no se consideraba que el problema fuera de la magnitud que después ha demostrado tener. Para el Banco de España lo esencial seguía siendo el temor a que faltara liquidez. A nivel del Tesoro se pusieron en marcha dos procesos: uno de compra de activos de buena calidad a la banca, y otro de concesión de avales públicos para poder emitir deuda bancaria en los mercados nacional o extranjeros. Ambas líneas de actuación se reflejan en los gráficos I y II, que se han reproducido en las primeras páginas de este capítulo. La segunda crisis de liquidez parecía haber terminado en la primera parte de 2009. La política monetaria, la expansión de los déficit públicos y las actuaciones de los Tesoros de los principales países convencieron a los inversores de que los sistemas financieros iban a sobrevivir, pasara lo que pasase, con ayudas masivas de los respectivos Estados. En ese momento se consideraba que la acumulación de deuda pública no era un problema significativo. El sistema financiero español recobró un cierto equilibrio y fue posible volver a emitir deuda bancaria sin aval público. Lo que además ocurrió fue que empezaron a multiplicarse los problemas de solvencia y liquidez en algunas cajas de ahorro, las más expuestas a los sectores inmobiliario y de la construcción. Caja Castilla-La Mancha fue la primera en ser intervenida tras multiplicarse sus problemas de liquidez y de solvencia.
  


  
    La tercera crisis de liquidez internacional comenzó en febrero de 2010 y no se cerró—aunque fuera en falso—hasta el mes de mayo. Afectó sólo a los miembros de la eurozona, cuando se descubrió la manipulación y la falsificación de las cifras de déficit y deuda pública de la economía griega. Los gobernantes griegos confesaron que el engaño se remontaba a la entrada en el euro, en 2004, que su deuda pública era superior al 130% del PIB y que su déficit en 2009 habría superado el 13% del PIB. El tamaño de la deuda y la incapacidad de las autoridades griegas para frenar el déficit público hacían imposible una solución puramente nacional. Era evidente que habría que refinanciar, y que serían necesarios créditos de emergencia. La Comisión Europea, incomprensiblemente desde mi punto de vista, decidió que el problema de Grecia era un problema de la Unión Monetaria Europea y que de su solución dependía el futuro del euro, en lugar de aceptar que un problema de esa magnitud le correspondía al Fondo Monetario Internacional. El Tratado de Maastricht, por otra parte, y los estatutos del Banco Central Europeo, por otra, prohíben a las instituciones monetarias europeas intervenir para salvar a cualquiera de los Estados miembros. Los países miembros de la Unión Europea, pero no de la Unión Monetaria, como el Reino Unido, dejaron bien claro que no participarían en la ayuda a Grecia. Consideraban que la intervención era una trasgresión de los acuerdos de Maastricht y que, en cualquier caso, sólo afectaría a los países miembros del euro.
  


  
    ¿Por qué intervino la Comisión Europea, trasgrediendo la letra y el espíritu de los tratados europeos? ¿Por qué Alemania y Francia decidieron forzar la letra y el espíritu del Tratado de Maastricht y ayudar a Grecia, en lugar de encomendar esa misión al Fondo Monetario Internacional? Sin duda, porque la decisión del FMI habría sido suspender todos los pagos de Grecia. Renegociar con sus acreedores. Imponerles las quitas que considerara imprescindibles y ayudar a diseñar el plan de reformas necesarias en los sectores financieros, el mercado laboral, el sistema de pensiones y el montante, composición y financiación del gasto público. Para los bancos extranjeros acreedores habría significado pérdidas significativas, inmediatas, que podrían haber obligado nuevamente a intervenir a los gobiernos en los que estuvieran domiciliados, volviendo, en algunos casos, a tener que recapitalizarlos. Habría sido el caso de muchos bancos franceses, alemanes e incluso austriacos e italianos. El PIB griego es de alrededor de 240.000 millones de euros. Su deuda pública, cerca del 80% en manos de extranjeros, era del 130% del PIB, es decir, de algo más de 300.000 millones de euros. El programa de ayuda se fijó finalmente en 110.000 millones de euros, una cifra que se considera suficiente para hacer frente a todos los vencimientos de la deuda en el periodo 2010-2012. La solución ha sido un gravísimo error desde todos los puntos de vista:

    
      
        a. Alemania, Francia, la Comisión Europea y el resto de países que participan en el rescate han incumplido a sabiendas el Tratado de Maastricht, que prohíbe el salvamento de los países miembros del euro. Las formas se guardan acudiendo a un artículo del tratado que permite ayudas del Estado en casos de situaciones catastróficas; no era el espíritu, ni la ley.
      


      
        b. La canciller Merkel tuvo que defender en el Parlamento alemán la política de salvamento. Sin mencionar al sistema financiero alemán. Logró que se aprobaran unas medidas que, sin embargo, crearon un gran resquemor entre la población, al tiempo que le significaron un descalabro político en las siguientes elecciones en el land de Renania.
      


      
        c. Un plan de salvamento de la economía griega sin quitas es difícil que sea positivo para la economía griega. Las medidas de reforma tendrían que ser muy profundas, aceptadas por la población, los partidos y los sindicatos. Lo que no parece ser el caso. El plan actual, por lo que se sabe, podría estabilizar la situación, pero no da ningún tipo de seguridad de que Grecia resolverá por esta vía sus problemas de endeudamiento y de crecimiento. La crisis de la deuda griega, simplemente, se aplaza. Si el país entra en una recesión más profunda, el déficit público podría aumentar hasta situarse en cifras insostenibles.
      

    

  


  
    Una situación que podría agravarse en el tiempo, pues los griegos, sean personas físicas o jurídicas, pueden utilizar la libertad de movimientos de capitales que consagra la Unión Europea—no la Monetaria—para transferir sus ahorros a terceros países si no se convencen de que el plan de ajuste va a funcionar.
  


  
    La crisis de deuda pública griega podría combinarse con una crisis de liquidez general de la economía. La reducción de la oferta monetaria resultaría, inevitablemente, en una contracción de la actividad económica y en un déficit público mayor del esperado, a pesar de las reformas impuestas por la Unión Europea y el FMI.
  


  
    Grecia podría encontrarse en recesión y con una deuda pública que podría crecer al ritmo del 7% del PIB anual en los próximos tres años. Un plan más sensato habría incluido otro tipo de medidas, incluidas las quitas, además de todas las reformas. Con el plan que se está diseñando será difícil que se recuperen los equilibrios fundamentales de la economía dentro del euro.
  


  
    En esos meses de turbulencias monetarias en la Europa del euro, provocados por la deuda pública griega, los analistas y los inversores internacionales tenían, sin embargo, una preocupación mayor: la situación de otras economías, ahora denominadas «periféricas», como España, Portugal, Irlanda y la propia Italia. A partir de la crisis griega la economía española se ha convertido en la gran preocupación de todos los gobiernos, desde los europeos hasta el estadounidense, además del FMI y de otros organismos internacionales. Por razones fundadas e infundadas. Por datos objetivos y por desconocimiento de la estructura económica española. La tercera crisis de liquidez española se ha desarrollado en varios actos.
  


  
    Por un lado, el gobierno de Rodríguez Zapatero repitió en febrero que no hacían falta reformas económicas sustanciales. A pesar de un déficit público del 11,2% del PIB en 2009 y de las promesas, hechas en Londres, de reducir el déficit de 2010 y 2011 y de reformar el mercado de trabajo y el sistema de pensiones. El gobierno español seguía creyendo aparentemente en que el crecimiento mundial impulsaría la recuperación española y los problemas se atenuarían. Contaba con una gran baza, la deuda pública española, a pesar del déficit de 2009 y de que el previsible para 2010—similar al del año anterior—seguiría siendo casi 20 puntos inferior, en términos de PIB, al de los países centrales del euro.
  


  
    Mientras tanto, la auténtica crisis del sistema financiero español, una crisis de solvencia, irrumpió en el panorama. El estallido de la burbuja inmobiliaria comenzó a tener consecuencias en los balances de algunas instituciones financieras. Moody’s había calculado las pérdidas de capital del sistema en 225.000 millones de euros si la economía española no se recuperara como las del resto de la Europa del euro. Una cifra cercana a la que yo mismo había llegado (véase en Libertad Digital, «La solvencia del sistema financiero español: el futuro previsible», de 17 de noviembre de 2009).
  


  
    La crisis era más evidente en el sector de cajas de ahorro, que necesitaba recapitalizarse, algo que resultaba imposible con la ley de cajas vigente y la rebeldía de las autonomías, que se negaban a permitir fusiones con cajas de otras autonomías, porque no estaban dispuestas a perder su cuota de poder en los consejos de administración correspondientes.
  


  
    El Banco de España, que había impulsado la creación del FROB para facilitar la reconversión, clamaba en el desierto. No conseguía que las autonomías le obedecieran en un tema que es de su competencia constitucional, ni que el gobierno nacional le escuchara. Cuatro autonomías, dos del PSOE, Cataluña y Extremadura, y dos del PP, Madrid y Valencia, recurrieron la ley que creó el FROB por entender que invadía sus competencias.
  


  
    Una crisis de solvencia que afectaba, en ese momento, sólo a algunas cajas de ahorro, se convirtió en la tercera crisis de liquidez de la economía española. La crisis afectó a las entidades financieras españolas, a las multinacionales y a todas las administraciones públicas. Especialmente afectados resultaron muchos ayuntamientos y algunas autonomías, a pesar de que el endeudamiento público todavía no había superado oficialmente el 60% del PIB, frente a porcentajes superiores al 80% del PIB en Alemania, Francia, Reino Unido y Estados Unidos.
  


  
    Se ha diseccionado la economía española por parte de todo tipo de gobiernos, inversores e instituciones internacionales. Las inquietudes se dispararon, porque hay algunos datos incomprensibles para quien no esté familiarizado con la economía española: en concreto, la tasa de paro del 20% y los más de 4 millones de parados registrados oficialmente. Otro dato es más objetivo: el endeudamiento exterior neto, que alcanzaba ya el 100% del PIB español en los primeros meses de 2010.
  


  
    Muchos inversores—los mercados—llegaron a la conclusión de que la economía española podía llegar a suspender pagos como estuvo a punto de suceder con la griega. No por haber engañado a nadie, sino por la combinación de un endeudamiento exterior que no se controlaba, la continuación de la recesión, acompañada de un paro enorme, y un déficit público que se derivaba de los gastos sociales, de la caída de los ingresos fiscales y de la política de aumento del gasto público del gobierno. La economía española parecía estar entrando en un círculo vicioso de contracción y aumento de la deuda pública del que sólo podría salir con reformas y con ayuda financiera internacional.
  


  
    La conclusión de inversores y analistas fue que la economía española, privada de liquidez, podría suspender pagos en pocas semanas. Y que, como en el caso de la griega, el plan de ajuste tendría que hacerlo el FMI y la Unión Europea, lo que conllevaría reformas, refinanciaciones y probablemente quitas a los acreedores, lo que afectaría a toda la banca internacional, pero sobre todo a la europea, a la francesa y alemana en particular, que tienen riesgos crediticios comprometidos en España por más de 600.000 millones de euros.
  


  
    Los gobiernos europeos, los de Alemania y Francia, se volvieron a encontrar con la misma situación que en el caso de Grecia. Pero con un problema cuatro veces superior. La decisión volvió a ser la misma, pero de mucha mayor cuantía. Se aprobó la constitución de un fondo extraordinario de 750.000 millones de euros en el que participan la propia Unión Europea, con 60.000 millones, con cargo a una partida que podría obtenerse—de forma espúrea—del presupuesto comunitario, del FMI, con 250.000 millones, y los países europeos miembros del euro, con 440.000 millones.
  


  
    El gobierno español, forzado por los gobiernos de todo el mundo, aprobó el decreto-ley 8/2010 de 20 de mayo, en el que se recoge una batería de decisiones similares a las impuestas a Grecia, y que ya habían tomado por su cuenta Irlanda y, en menor grado, Portugal. Se recortaron los sueldos de los funcionarios, se congelaron algunas pensiones y se rebajó el gasto público.
  


  
    Se recuperó la calma en los mercados, aunque la cotización del euro se redujo en relación al dólar, pues no cabía duda de que se estaban aprobando medidas que podían resultar muy difíciles de implantar política y económicamente, y que muchos políticos de países como Alemania habían comenzado a discutir abiertamente la viabilidad de la eurozona tal y como se había diseñado en el Tratado de Maastricht.
  


  
    La cuarta crisis aparece apenas un mes después, a principios del mes de junio. Por nada específico. Por la acumulación de noticias sobre la situación financiera y de liquidez de la economía española. Las entidades financieras españolas se encontraron otra vez con grandes dificultades para renovar créditos en el exterior. Los títulos que emite el Tesoro español sólo se colocaron con diferenciales de 200 puntos en relación con Alemania. La Bolsa española registró la mayor caída de todas las de Europa occidental. Las dudas alcanzaban a cómo afrontaría el gobierno español sus compromisos.
  


  
    La crisis obligó a una nueva llamada a capítulo del Ecofín al gobierno español. Éste se comprometió a reducir el déficit de 2011 hasta el 6% del PIB, lo que implicaba mayores recortes de gasto público tanto de la administración central como de las autonomías. Simultáneamente, el gobierno español aprobó otro decreto-ley, en este caso de reforma del mercado de trabajo, y anunció una reforma del sistema de pensiones para después del verano. El Banco de España, por la vía de endurecer la obligación de provisionar las refinanciaciones de los promotores inmobiliarios, obligó a muchas cajas a que reflejaran en sus balances sus pérdidas y su situación de solvencia. La resistencia de las autonomías se disolvió como un azucarillo, porque el gobierno nacional utilizó—que yo sepa—por primera vez desde la transición sus poderes constitucionales para imponerles menores transferencias financieras y para obligarles a reducir sus gastos. Las autonomías, unos gigantes con pies de barro, desaparecieron repentinamente del mapa financiero. Las cajas, finalmente, comenzaron a fusionarse, pidiendo las ayudas previstas en el FROB. El gobierno reiteró que antes de agosto habría una nueva ley de cajas, una nueva LORCA, que permitiría la capitalización de las cajas.
  


  
    El conjunto de esas decisiones calmó a los mercados. Y en esta ocasión el FMI, la Comisión y los gobiernos alemán y francés elogiaron como suficiente el plan de reformas español. Lo cual no obsta para que, en el mes de julio, fuera casi imposible encontrar financiación internacional para la mayoría de las entidades financieras, empresas y administraciones públicas distintas de la central.
  


  
    Los inversores parecían haber llegado a la conclusión de que la eurozona iba a mantenerse, pero parecían también creer que España podría tener que financiarse con los fondos extraordinarios europeos.
  


  
    
  


  El factor diferenciador de la crisis económica española: el endeudamiento


  
    Las dos primeras crisis de liquidez que hemos descrito fueron comunes a todo el mundo. Aunque con grandes diferencias, que se han mantenido, entre países endeudados y no endeudados. Entre países con burbujas crediticias y sin ellas. Entre países con burbujas inmobiliarias y sin ellas. La economía española estuvo desde el principio entre las peores:

    
      
        1. Por estar muy endeudada.
      


      
        2. Por haber tenido una burbuja crediticia.
      


      
        3. Por haber tenido una enorme burbuja inmobiliaria.
      

    

  


  
    Son problemas que todavía no hemos resuelto. Las dos últimas crisis de liquidez se han centrado en la eurozona, como hemos visto. La tercera se originó en Grecia, con el temor a España como telón de fondo. Y la cuarta es ya específicamente española.
  


  
    Desde mi punto de vista el factor diferencial que hace que España sea el centro de todas las preocupaciones internacionales es el endeudamiento exterior, por lo que en las siguientes páginas lo analizaremos con el mayor detalle posible.
  


  
    El endeudamiento de la economía española, desde la entrada en el euro hasta hoy, ha sido brutal. La evolución puede analizarse en los siguientes cuadros.
  


  
    Habitualmente se utiliza la cifra de endeudamiento «neto» para referirse al endeudamiento de una economía, pero en situaciones de crisis de liquidez lo determinante es la deuda bruta.
  


  
    En términos nacionales se puede considerar relevante el saldo neto entre las inversiones de España en el exterior y las del exterior en España. Este saldo nos da una idea de qué tipo de inversiones han hecho los residentes españoles fuera de nuestras fronteras y qué tipo de inversiones han hecho los extranjeros en España.
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    Cuadro II. Posición de inversión internacional. Resumen. (Em millones de euros)
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010).
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    Cuadro III. Inversiones del exterior en España. (En millones de euros).
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010).
  


  
    Es un procedimiento aceptable en caso de normalidad, pero no en situaciones de búsqueda de liquidez y cuando se considera que todas las inversiones en un país determinado están en situación de riesgo.
  


  
    Estados Unidos es un país que tiene una abultada deuda exterior bruta, pero su endeudamiento exterior neto es reducido, aunque por encima del 20% del PIB, porque las inversiones estadounidenses fuera de su país son también muy grandes y han tendido a revalorizarse. Y el funcionamiento normal de las instituciones estadounidenses no se pone en duda. El dólar podrá valer más o menos en términos de otras monedas, pero no hay duda de la solidez de las instituciones políticas y económicas del país americano.
  


  
    España es un país, por el contrario, con un endeudamiento exterior también muy alto y en el que las instituciones políticas y económicas fundamentales no funcionan bien, hasta el punto de despertar el temor, absolutamente infundado desde mi punto de vista, entre muchos españoles y extranjeros, de si en la España del euro podría llegar a producirse un corralito como en Argentina. Porque quien asegura la libertad de movimientos de capitales es la pertenencia a la Unión Europea, no a la Unión Monetaria.
  


  
    El endeudamiento bruto español aparece en el cuadro III. El total, en el cuarto trimestre de 2009, alcanzó la cifra de 2.350.077 millones de euros, el 224% del PIB. Una cifra enorme. Sin paliativos. En 2001, apenas tres años después de la integración en el euro, el endeudamiento bruto era de 879.049 millones de euros, un 135% del PIB de ese año. En 2004 alcanzó los 1.293.290 millones de euros, un 163% del PIB, y después siguió creciendo disparatadamente hasta llegar a esa cifra del 224% del PIB en 2009. Aunque quizá es más llamativo aún que en 2009, un año en el que el PIB decreció un -3,7% (según la última revisión) y el IPC se incrementó sólo en un 1,2%, el endeudamiento bruto aumentó en 105.000 millones de euros, un 10% de PIB.
  


  
    Por otra parte, la posición de inversión internacional neta de España en el cuarto trimestre de 2009, es decir, lo que se considera deuda neta, era deudora por 983.400 millones de euros, un 94% del PIB de ese año.
  


  
    Llama la atención que la posición de «inversiones directas» de España en el exterior y del exterior en España esté sustancialmente equilibrada. Un análisis más pormenorizado de las inversiones directas de España en el exterior nos permite comprender un poco mejor la estructura de la economía española. Son inversiones que han realizado un conjunto de grandes empresas, de multinacionales, con un peso significativo en los sectores en los que la economía española es más eficiente: el sector financiero, el de grandes empresas de la construcción, el de explotación de concesiones administrativas de servicios públicos, el de las telecomunicaciones y el petrolífero. Son los sectores que más crecieron en la España en expansión de los diez primeros años del euro y que utilizaron sus beneficios, o su capacidad de endeudamiento, para internacionalizarse. En gran parte esas empresas internacionalizadas son las que cotizan en el IBEX-35 que, por esa razón, no es representativo de la economía española. Es el reflejo de un pequeño conjunto de empresas en las que el negocio que generan en España es cada vez más reducido.
  


  
    Por su parte, las inversiones directas extranjeras en España recogen la expansión de las multinacionales extranjeras en nuestro país. Con esas inversiones se ha mantenido el sector de la automoción, el de la distribución, el propio sector financiero, el químico, el siderúrgico y el eléctrico, entre otros.
  


  
    La suma de las inversiones directas de España en el exterior, con algunas adiciones en el sector del comercio, es un reflejo de la España de las grandes empresas. El resto es la de las pequeñas empresas, a las que ya nos hemos referido en otros capítulos.
  


  
    En situaciones de tensiones de liquidez—como las que hemos vivido en los últimos tres años—la cifra de inversiones directas extranjeras en España, incluyendo la financiación a empresas radicadas en el país, pero dependientes jurídicamente de otras extranjeras, no añaden volatilidad, sino al contrario: son estables. Esas inversiones directas sumaban 465.466 millones de euros en 2009.
  


  
    Las inversiones en cartera y otras inversiones del exterior en España es donde se concentra la volatilidad; las que pueden reaccionar ante una situación de incertidumbre política y económica, intentando deshacer posiciones y buscar liquidez. Esas inversiones son las que se reproducen en los cuadros IV,V y VI.
  


  
    Los desequilibrios netos en la posición internacional de España se producen en las inversiones de cartera (-683.800 millones de euros) y en otras inversiones (-325.700 millones de euros).
  


  
    Las inversiones de cartera del resto del mundo en España sumaban, a finales de 2009, 1.069.209 millones de euros, divididas entre acciones y participaciones en fondos de inversión (223.882 millones), bonos y obligaciones (768.001 millones de euros), e instrumentos del mercado monetario (77.326 millones de euros). Son inversiones poco líquidas, aunque siempre se pueden vender aceptando pérdidas que pueden ser sustanciales.
  


  
    La ventaja de ese tipo de participaciones, por ejemplo las inversiones en acciones, fondos de inversión, bonos, obligaciones e incluso en algunos de los instrumentos del mercado monetario, es que no son exigibles inmediatamente; sólo lo son en la medida en que vayan venciendo. Lo que sí puede ocurrir, si se venden con un gran descuento, es que sea mucho más difícil colocar nuevos tipos de activos de esas características en el mercado, excepto que se esté dispuesto a asegurar una rentabilidad mucho más alta.
  


  
    Las otras inversiones del exterior en España, en el cuarto trimestre de 2009, estaban constituidas por préstamos (184.345 millones de euros) y depósitos pasivos (506.453 millones de euros). Los préstamos, en principio, sólo son exigibles cuando vencen, y los depósitos pasivos son, en la mayoría de los casos, de vencimiento inmediato a requerimiento del inversor.
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    Cuadro IV. Inversiones del exterior en España. Inversiones de cartera. Detalle por sectores institucionales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010)
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    Cuadro V. Inversiones del exterior en España. Otras inversiones, incluido el Banco de España. Detalle por sectores institucionales
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010)
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    Cuadro VI. Inversiones del exterior en España. Otras inversiones. Préstamos recibidos por las AAPP y OSR. Detalle por prestatarios
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010)
  


  
    En una situación de pánico financiero, en la que lo que se busque sea huir del país que sea o tener liquidez por las razones que fueran, lo primero que se intentaría materializar en liquidez serían los depósitos, después los préstamos, a continuación los instrumentos del mercado monetario, los bonos y obligaciones y, finalmente, las acciones y participaciones en fondos de inversión.
  


  
    El riesgo de liquidez total español (sin tener en cuenta la posición del Banco de España) era, por tanto, de 1.884.611 millones de euros a finales de 2009.
  


  
    Los prestatarios españoles constituyen otra información fundamental para medir el riesgo de liquidez. Se trata de analizar quiénes son los deudores españoles en cada caso (a finales de 2009).
  


  
    
      1. De las acciones y participaciones en fondos de inversión (223.882 millones).

      
        
          • Las instituciones financieras monetarias, 94.898 millones.
        


        
          • Los otros sectores residentes, 128.983 millones.
        

      

    


    
      2. De las emisiones de bonos y obligaciones (768.001 millones).

      
        
          • Las administraciones públicas debían 229.356 millones.
        


        
          • Las instituciones financieras monetarias, 259.568 millones.
        


        
          • Otros sectores residentes, 279.077 millones.
        

      

    


    
      3. De los instrumentos del mercado monetario (77.326 millones).

      
        
          • Las administraciones públicas, 44.479 millones.
        


        
          • Instituciones financieras monetarias, 14.873 millones.
        


        
          • Otros sectores residentes, 17.974 millones.
        

      

    


    
      4. De los préstamos (184.345 millones).

      
        
          • Las administraciones públicas, 24.933 millones.
        


        
          • Otros sectores residentes, 159.412 millones.
        

      

    


    
      5. De los depósitos (547.852 millones de euros, incluido el Banco de España). 

      
        
          • Banco de España, 41.400 millones.
        


        
          • Otras instituciones financieras monetarias, 506.453 millones.
        

      

    

  


  
    Agrupando ese endeudamiento entre prestatarios españoles nos encontramos con las siguientes cifras de deuda bruta:

    
      
        1. Administraciones públicas: 298.768 millones de euros.
      


      
        2. Instituciones financieras monetarias: 875.792 millones de euros.
      


      
        3. Otros sectores residentes: 426.034 millones de euros.
      

    

  


  
    No cabe duda de que, por cuantía, el primer deudor son las instituciones financieras monetarias, el segundo el resto de los sectores económicos, y el tercero las administraciones públicas.
  


  
    Los 875.792 millones de euros que debían las instituciones financiera monetarias españolas (incluido el Banco de España) suponían el 23,77% de un total de 3.683.822 millones de euros de pasivo total de dichas instituciones. Sin tomar en consideración el Banco de España, la deuda exterior bruta de las instituciones financieras monetarias era de 834.392 millones de euros, que suponían el 24,14% de un total de 3.455.748 millones de euros, que era el total de su balance consolidado a finales de 2009.
  


  
    Analicemos ahora la evolución del endeudamiento desde el comienzo de la crisis financiera internacional. Desde el segundo trimestre de 2007 hasta diciembre de 2009 el endeudamiento bruto de la economía española ha seguido incrementándose desde los 2.073.729 millones de euros del segundo trimestre a los 2.350.077 millones de euros en diciembre de 2009. Un crecimiento de 276.348 millones de euros en 30 meses.
  


  
    En términos netos, en ese mismo periodo hemos pasado de los 729.500 millones a los 983.400 millones de euros, es decir, un crecimiento de 253.900 millones de euros. Mientras el endeudamiento bruto ha crecido un 13,3%, el neto se ha disparado en un 34,8%.
  


  
    La conclusión es que en esos 30 meses la economía española no ha corregido su dependencia del exterior. A pesar de que su déficit de balanza por cuenta corriente y de capital, es decir, su exceso de formación bruta de capital sobre el ahorro interno, ha pasado de significar el 10% del PIB en 2007, 100.689 millones de euros, a 53.086 millones de euros en 2009, el 5% del PIB de 2009. Como puede observarse en el cuadro X.
  


  
    La evolución de endeudamiento bruto de los tres grupos de prestatarios españoles, el sistema financiero, las administraciones públicas y el resto de la economía (que estadísticamente se denomina «otros sectores residentes»), en los 24 meses desde el cuarto trimestre de 2007 a diciembre de 2009, puede observarse en los siguientes cuadros:
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      Cuadro VII. Endeudamiento exterior de las instituciones financieras monetarias
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010.
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      Cuadro VIII. Endeudamiento exterior de las administraciones públicas
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010.
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      Cuadro IX. Endeudamiento exterior de otros sectores residentes
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010.
    

  


  
    Del análisis de estos cuadros pueden deducirse las siguientes conclusiones:

    
      
        1. El sector financiero monetario español ha aumentado su dependencia del exterior. Las acciones y participaciones en fondos descendieron sustancialmente en 2008 para recuperarse en 2009, lo que es un reflejo de la caída de cotizaciones bancarias en 2008 y su recuperación en 2009. Más importante aún es destacar que los depósitos del extranjero se han incrementado en algo más de 102.000 millones en esos 24 meses. Esa cifra recoge, sin duda, la financiación del Banco Central Europeo, que entre 2008 y 2009 llegó a los 80.000 millones de euros aproximadamente y que en junio de 2010 se incrementó hasta 126.000 millones de euros. Desde finales de 2007 a finales de 2009 el pasivo total de las instituciones financieras monetarias pasó de 3.182.833 millones de euros a 3.666.617 millones de euros, un crecimiento de 483.784 millones de euros, de los cuales sólo algo más de 102.000 millones de euros provinieron del exterior (sobre todo, como se ha dicho, del Banco Central Europeo).
      


      
        2. Las administraciones públicas tuvieron superávit en 2007, un déficit del 4,1% del PIB en 2008, que se financió en 18.000 millones en el exterior, y un déficit del 11,2% del PIB en 2009, que se financió en 53.086 millones de euros en el exterior. A finales de 2009, del total de deuda pública computable a efectos del protocolo de déficit excesivo, el 53,2% del PIB, equivalente a 559.650 millones de euros, un 53,38% estaba colocado en el exterior. Al comienzo de la crisis, a finales de 2007, la deuda pública española era el 36,2% del PIB, equivalente a 380.600 millones de euros. De esa cantidad, alrededor del 56,5% del total estaba colocada fuera de España.
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          Cuadro X. Balanza de pagos. Saldos. Resumen
        


        
           

        


        


        
          Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010.
        

      


      
        3. Los otros sectores residentes. La evolución del resto de la economía es diferente. Disminuye el valor de las acciones y participaciones en fondos de inversión. No se produce una recuperación del valor del orden de la del sector financiero monetario en 2009. Posiblemente ha disminuido la participación extranjera en la Bolsa española en esos valores. Los bonos y obligaciones se reducen conforme se van amortizando. Los préstamos se incrementan ligeramente.
      

    

  


  
    En conjunto, el mayor endeudamiento con el exterior se centra en el sector financiero monetario en 98.085 millones de euros y el de las administraciones públicas en 83.634 millones. El de los otros sectores residentes disminuye en 67.632 millones de euros. La diferencia para explicar el crecimiento global del endeudamiento bruto lo marca el Banco de España, que pasa de tener un endeudamiento de 423 millones de euros en el segundo trimestre de 2007 a otro de 41.400 millones de euros a finales de 2009.
  


  
    De lo que no cabe duda es de que las tensiones de liquidez que está sufriendo la economía española sólo pueden originarse por las dudas sobre la solvencia de las instituciones financieras monetarias y de las administraciones públicas, pues los otros sectores residentes han reducido su endeudamiento y, por sus características, no pueden estar sujetos a más volatilidad de la que ya han sufrido desde 2007.
  


  
    
  


  La solvencia del sistema monetario de la eurozona


  
    Los pánicos financieros de 2007 y de 2008 tuvieron su origen en las dudas sobre la solvencia de los sistemas financieros afectados por la burbuja crediticia, la inmobiliaria y la pérdida de valor de instrumentos financieros tan sofisticados como incomprensibles. Un fenómeno que fue gravísimo, sobre todo en los países que habían sufrido esos desequilibrios y que, además, se habían endeudado con el exterior. Ambas crisis afectaron a España, pero sin especial virulencia en relación con otros países que habían experimentado situaciones similares de expansión crediticia. El sistema financiero español no tenía, en sus balances, activos tóxicos de las características de los países anglosajones y otros países desarrollados europeos.
  


  
    Los otros dos pánicos financieros, el de febrero-mayo de 2010 y el de los meses de junio y julio, son de origen monetario y relacionados con la deuda pública de países miembros del euro. La deuda pública, cuyo volumen parece no inquietar excesivamente a la mayoría de los analistas en el caso de países que conservan su moneda nacional, como Estados Unidos y el Reino Unido, es una preocupación agobiante si se trata de países que han sufrido burbujas, excesos y han quedado endeudados y no tienen moneda propia, lo que ocurre, en principio, sólo en los países miembros del euro: Irlanda, Portugal, España, Italia y Grecia, e incluso, con todo tipo de matices, Francia. Con sólidas razones. Un país que haya perdido competitividad, que tenga una deuda pública elevada y una deuda exterior alta, podría encontrarse con que su moneda, el euro, se revalúa, en lugar de perder valor si entrara en recesión, como consecuencia de los pasados excesos a los que se ha hecho referencia.
  


  
    Los problemas de Grecia, que explotaron cuando confesó que llevaba años falsificando sus cifras de déficit y deuda pública, provocaron el pánico financiero correspondiente por el volumen del déficit y la deuda, la falta de control de las autoridades sobre sus ingresos y gastos, y las dudas y contradicciones de la Comisión Europea y los dirigentes políticos de Alemania y Francia respecto a cuál debería ser la posición de la Europa monetaria en ese caso: determinar si iban a ayudar al rescate financiero de la economía griega o permitir que suspendiera pagos, que es lo que había previsto el Tratado de Maastricht.
  


  
    Los problemas de Grecia, un país muy pequeño económicamente, no deberían haber preocupado a los políticos franceses y alemanes. Su reacción histérica, y la de pánico del Banco Central Europeo, sólo se explican por el temor a que la suspensión de pagos de Grecia y la obligada intervención del FMI forzaran—dentro siempre del euro—a una renegociación de la deuda exterior con todos los prestamistas, entre los que se encontraban prominentemente la banca francesa y la alemana. Los créditos bancarios de países de la zona euro a Grecia suman alrededor de 140.000 millones de euros. Una suspensión de pagos y una renegociación en la que la banca acreedora perdiera entre un 25% y un 30% de principal, además de refinanciar a largo plazo y a bajos tipos de interés, podría haber supuesto pérdidas para los bancos europeos del área euro afectados de, quizá, entre 35.000 y 40.000 millones de euros. Una cifra que las autoridades francesas, alemanas, el Banco Central Europeo y la propia Comisión consideraron inaceptable. Aunque habría sido el camino lógico, junto con las reformas de rigor en la economía griega, para resolver una situación totalmente inesperada.
  


  
    El Tratado de Maastricht no prevé ni la expulsión de ningún país del área euro—aunque incumpla todos sus principios—ni la salida voluntaria de ninguno de sus miembros. Sólo tiene previstas multas para los que no respeten el límite del 3% de déficit público. Una regla que incumplieron, con el consentimiento de la Comisión Europea, Francia y Alemania en 2003. Y posteriormente, la mayoría de los países, con la notable excepción de los nórdicos.
  


  
    El Tratado de Maastricht iba más allá. Prohibía y prohíbe explícitamente el salvamento de países miembros en caso de suspensiones de pagos. Por su parte, el Banco Central Europeo tampoco puede intervenir comprando deuda pública de los países en dificultades. Pero entre 2007 y 2010 habían cambiado muchas cosas. Se había sufrido una tremenda crisis financiera, que hizo entrar en recesión a la mayoría de los países desarrollados, y que había obligado a los gobiernos de esos países a intervenir, apoyando a sus bancos nacionales a un altísimo precio en términos de ayudas públicas. La deuda pública de Alemania y de Francia, por no hablar más que de los protagonistas políticos de la actual crisis del euro, ha crecido hasta el 80% del PIB, y se esperaba que alcanzara el 90% entre 2012 y 2013. Una evolución a la que el gobierno alemán no parece estar dispuesto, motivo por el cual ha puesto en marcha un plan de reducción del déficit público de 80.000 millones de euros en tres años (2010-2012). Pase lo que pase con la economía real.
  


  
    En esas circunstancias, un nuevo plan de saneamiento de los bancos nacionales de Alemania y Francia ha sido más de lo que esos líderes europeos eran capaces de aceptar políticamente. Las ayudas públicas necesarias para los bancos afectados por la crisis griega quizá hubieran sido soportables. Lo que no lo era es que a Grecia se sumaran España Portugal e Irlanda.
  


  
    Ya hemos examinado la deuda externa española. Los bancos europeos del área euro tienen préstamos vivos en España por más de 600.000 millones de euros. Si la economía española entrara en suspensión de pagos y, con toda la lógica económica, interviniera el FMI, tendría que imponer a las autoridades españolas un plan de saneamiento y quizá una quita a los acreedores extranjeros (aunque ésta es una incógnita sin despejar), junto con una refinanciación a largo plazo y tipos de interés reducidos respecto a los que exigirían los mercados, pero más altos que los normales para países sin dificultades. El efecto de esos ajustes en el balance y en los fondos propios de los bancos europeos prestamistas sería devastador. No sería exagerado hablar de necesidades de recapitalización de entre 70.000 y 100.000 millones de euros. Que habría que sumar a las de Grecia.Y si España entrara en suspensión de pagos, la posibilidad de que Portugal escapara a la misma suerte sería muy reducida. Un tercer país que sumar, aunque en este caso sería la banca española la más afectada porque, al parecer, tiene concedidos créditos a la economía portuguesa por una cuantía superior a los 65.000 millones de euros. Suma y sigue en las necesidades de fondos públicos para recapitalizar los sistemas financieros de los países miembros del euro.
  


  
    Si los políticos europeos no hubieran perdido los nervios, si el Banco Central Europeo hubiera mantenido la política ortodoxa a que le obligan sus estatutos, y la Comisión Europea hubiera, a su vez, cumplido con los diferentes tratados que especifican cuáles son sus obligaciones y sus limitaciones, podría haberse producido un periodo de turbulencias financieras que habría desestabilizado nuevamente, como en 2008, a los países europeos del área euro, a los del área no euro—por sus relaciones crediticias con los primeros—, y a los principales bancos del mundo, que tienen relaciones financieras cruzadas con todos los demás. Habría sido una crisis gravísima, pero de tamaño conocido. No sería una incertidumbre del tamaño y el tipo de pérdidas que significaron los activos tóxicos comercializados en la era de Greenspan.
  


  
    El tamaño del problema sería el resultado de la suma de las deudas externas griegas, españolas, portuguesas e irlandesas, en su caso.Y sobre esa cifra total se podría producir un porcentaje determinado de pérdidas. En conjunto, en el peor de los casos, las pérdidas conjuntas para el sistema financiero mundial podrían situarse entre 200.000 y 350.000 millones de euros.
  


  
    La decisión política final—en la que participaron tanto los dirigentes europeos como el presidente de Estados Unidos—, fue que no era asumible una nueva crisis del sector financiero y que había que buscar una salida para, al menos, posponerla.
  


  
    El caso de Grecia se solucionó con rapidez. Se aseguró una liquidez de 110.000 millones de euros para atender todos los vencimientos de la deuda pública griega hasta 2012. No es evidente que el plan de saneamiento conjunto de la Unión Europea y del FMI vaya a funcionar en el sentido de resolver los desequilibrios fundamentales de la economía griega, de tal forma que solucione sus problemas de déficit público, de recuperación de la competitividad, de crecimiento, de creación de empleo y de devolución de créditos.
  


  
    Para que funcionara sería necesario hacer todas las reformas, de tal forma que los griegos aceptaran perder entre un 15% y un 25% de su nivel de vida y que la economía europea ayudara recuperándose. Si las reformas son insuficientemente profundas, el déficit exterior se mantendrá, el déficit público volverá a crecer, la recesión se agravará y el problema de la suspensión de pagos volverá a presentarse dentro de dos o tres años. Aunque si los mercados financieros, y los propios griegos, consideran que el plan de saneamiento no va a funcionar, se producirá una salida masiva de dinero, de euros, de Grecia, que precipitará una crisis económica y financiera aún mayor que la que se está intentando resolver. Si esto ocurriera, el plan del FMI y la Unión Europea habría sido inútil. Si éste fuera el caso, las autoridades griegas tendrían que plantearse el abandono del euro como única salida.
  


  
    
  


  El caso de los países periféricos


  
    El miedo del contagio griego al resto de los países periféricos no tiene, en estos momentos, al menos en el caso de España, muchos argumentos en los que apoyarse. La deuda pública española alcanzó el 53,6% del PIB en 2009, y se situará en torno al 64% del PIB en 2010, lejos de los porcentajes medios europeos. La única razón por la que se han producido situaciones de pánico monetario y financiero, cuyo centro ha sido España, en dos momentos, entre febrero y mayo en una primera fase y en la primera quincena de junio hasta finales de julio en una segunda, fue la actitud del gobierno.
  


  
    El gobierno español mantuvo hasta febrero de 2010 que no iba a hacer ninguna reforma, ni en el sector público, ni en el mercado de trabajo, ni en el sistema de pensiones, ni en el sistema financiero, porque no eran necesarias. Ese mismo mes rectificó, pero en Londres. En un documento presentado en inglés, en esa ciudad, aseguró que controlaría el déficit, que habría una reforma del mercado de trabajo, sin especificar en qué consistiría, y del sistema de pensiones, incrementando la edad de jubilación de 65 a 67 años. Aunque lo más importante fue explicar, numéricamente, que el Tesoro español no tendría problemas de financiación, máxime con el plan de ajuste del gasto que se proponía. Posteriormente, el presidente del gobierno se comprometió a aprobar, antes del verano, una nueva ley de cajas para hacer frente a los problemas del sector, una vez que la CECA, la Confederación de Cajas, eligió como presidente a Isidro Fainé, el de la Caixa, con el apoyo de Rodrigo Rato, presidente de Caja Madrid.
  


  
    En el mes de mayo todo cambió. Las dudas de Alemania sobre el rescate de Grecia, los conflictos entre Francia y Alemania, y las afirmaciones de Merkel en el sentido de que los países que no cumplieran con los acuerdos de Maastricht podrían ser expulsados del euro, pusieron en duda, por primera vez abiertamente, por los principales responsables políticos, la supervivencia de la moneda única. Todos los países miembros con debilidades estructurales están siendo reexaminados por los mercados ante esa eventualidad, y han llegado a la conclusión de que España no es el eslabón más débil en la cadena del euro, pero sí el que podría romper la moneda única.
  


  
    En el caso de España asustaba el déficit público de 2009 (11,2% del PIB), junto con las afirmaciones del gobierno, hasta casi el mes de mayo, con el paréntesis de Londres, de que no era necesario tomar ninguna medida, mientras los datos de gasto público dejaban adivinar que el déficit podría acercarse nuevamente a esa cifra en 2010. A los mercados, a los inversores, les preocupaba también el nivel de paro, y creían que, a menos que se tomaran decisiones de control de gasto, el déficit se iría de las manos del gobierno.
  


  
    En este contexto, con el temor añadido de cuál era realmente la solvencia de un sector financiero que tenía que soportar una recesión de la que apenas se salía, un ajuste en el valor de sus créditos al sector inmobiliario y al constructor y, por tanto, que quizá tendría que recapitalizarse, es en el que se produce la crisis de los primeros días de mayo, que termina con compromisos por parte europea y española.
  


  
    La Unión Europea y el FMI aprobaron la constitución de un fondo dotado con 750.000 millones de euros para hacer frente a los problemas de financiación que pudieran presentarse en los países miembros. Con esa cantidad se podría hacer frente a todas las necesidades de financiación pública de España, Portugal e incluso Irlanda desde 2010 a 2012.
  


  
    El Banco Central Europeo, tras negar que fuera a hacerlo, comenzó a comprar deuda pública griega, portuguesa y española en el mercado secundario. Se intervenía ilegalmente en el mercado, pero se salvaba la cara comprándola en ese mercado, en lugar de adquirir nuevas emisiones.
  


  
    
  


  La solvencia del sistema financiero monetario español


  
    Analicemos primero las pérdidas posibles. Desde que Moody’s, en un informe de octubre de 2009, fijara las posibles pérdidas del sistema financiero español—si la situación económica española se deteriorara más de lo previsto en esa fecha—en 225.000 millones de euros, la inestabilidad en la valoración de la solvencia del sistema financiero ha sido una constante.
  


  
    A las protestas de la AEB siguió un primer análisis de la situación de solvencia por parte del Banco de España en su «Informe de estabilidad financiera» de noviembre de 2009. En dicho informe decía textualmente en relación con las posibles pérdidas derivadas de los créditos concedidos al sector de actividades inmobiliarias: «… el sistema podría hacer frente a una pérdida en la cartera de promoción inmobiliaria de un 40%». Ese porcentaje se traduce en unas posibles pérdidas de 130.000 millones de euros.
  


  
    Posteriormente en el «Informe de estabilidad financiera» de marzo de 2010 cambia el análisis. Para empezar, suma la cartera de créditos del sector inmobiliario y del de la construcción. Dice el informe que «la exposición al sector de la construcción y promoción inmobiliaria supone un riesgo relevante para el sistema bancario español».
  


  
    En los dos siguientes cuadros se puede ver la relevancia de dichos créditos dentro de los que se dan para actividades productivas y el análisis que hace el Banco de España de la magnitud del riesgo y de la capacidad que tiene el sector para hacer frente a las posibles pérdidas derivadas de esos créditos.
  


  
    Como se observa en dichos cuadros, la suma conjunta de esos créditos alcanza los 445.000 millones de euros en el cuarto trimestre de 2009. De ellos, el Banco de España considera que 43.000 millones no son propiamente créditos de ese tipo, porque financian otro tipo de inversiones, como la dirigida al sector eléctrico, a la del petróleo o a la de infraestructuras aeroportuarias. Dice también que «además, la actividad de construcción derivada de la inversión pública en infraestructuras ferroviarias o redes de carreteras no presenta tampoco dificultades especiales». Dejémoslo ahí, por el momento. Pero junio de 2010 es muy diferente a marzo de 2010 en lo que se refiere al sector público. En cualquier caso, el Banco de España considera que el riesgo crediticio hay que aplicarlo sobre 402.000 millones de euros en lugar de sobre 445.000 millones de euros.
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    Cuadro XI. Total crédito a otros sectores residentes para financiar actividades productivas. Detalle por la actividad principal
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España, Boletin Estadisticio, mayo de 2010
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    Cuadro XII. Exposición y cobertura de las entidades de depósito al sector de construcción y promoción inmobiliaria. Diciembre de 2009
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Banco de España, «Informe de estabilidad financiera», marzo de 2010.
  


  
    Los cuadros XII y XIII descomponen los créditos conjuntos a los dos sectores más problemáticos afectados por algún tipo de dificultades, presentes o futuras, según el Banco de España:
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      Cuadro XIII
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Banco de España, «Informe de estabilidad financiera», marzo de 2010.
    

  


  
    El Banco de España hace también mención a las «refinanciaciones», que considera actividades normales, al margen de que según sean dichas operaciones puedan aparecer, en parte o todo, como créditos dudosos o subestándar. No da cifras respecto a su cuantía; sólo hace una referencia a una posible doble contabilización en el caso de los activos adjudicados, en la medida en que aparezcan en el balance de la banca y en el de sociedades inmobiliarias de la propia banca.
  


  
    En el cuadro XIV se desglosan los créditos dudosos de los concedidos para actividades productivas. La suma de los dudosos, en diciembre de 2009, de las actividades inmobiliarias y las del sector de la construcción, sumaban 43.591 millones de euros.
  


  
    Lo más preocupante de la información de los tres cuadros precedentes es que desde el segundo trimestre de 2007 el montante de los créditos para actividades inmobiliarias, que era de 282.081 millones de euros, siguió aumentando hasta 318.032 millones en diciembre de 2008—18 meses más tarde—. En diciembre de 2009 alcanzaron los 323.306 millones, habiéndose mantenido más o menos estables en esa cifra a lo largo de todo 2009. El incremento de los primeros 18 meses, incluso de los primeros 24 meses, puede tener lógica, pues los créditos de esa naturaleza se desembolsan a lo largo de 36 o 48 meses. Lo que no tiene lógica es que, al tratarse de créditos que por su propia naturaleza tienen una extensión media de entre 36 y 48 meses, no haya habido amortizaciones netas. Sí las ha habido en los créditos concedidos al sector de la construcción, que se han reducido desde los 144.552 millones del segundo trimestre de 2007 hasta los 130.435 millones de diciembre de 2009. Reducción mínima, pero reducción.
  


  
    No hay manera de saber qué porcentaje de los 165.500 millones de euros clasificados como problemáticos terminarán siendo pérdidas, ni en cuánto tiempo. Tampoco sabemos qué porcentaje de las refinanciaciones que, grosso modo, da la impresión de que alcanzan al resto de los créditos que no han entrado en algún tipo de problemas, terminará siendo pérdidas. Desde esta perspectiva, la cifra de Moody’s de posibles pérdidas de 225.000 millones de euros no parece excesiva.
  


  
    Las dificultades para el sector financiero monetario es que las pérdidas se pueden producir no sólo por los créditos concedidos a esos dos sectores. Hay otras posibles fuentes de problemas: 
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      Cuadro XIV. Total créditos dudosos a otros sectores residentes para financiar actividades productivas. Detalle por la actividad principal
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010)
    


    
      
        1. Pérdidas derivadas de los créditos al resto de las actividades productivas que, descontadas las de esos dos sectores, alcanzaban la cifra de 537.575 millones de euros en el cuarto trimestre de 2009.
      


      
        2. Gastos extraordinarios causados por el proceso de reconversión del sector. En concreto, por la reducción de capacidad del subsector de las cajas de ahorro, del que sobran, posiblemente, un mínimo de 20.000 empleados.
      

    

  


  
    En el peor de los casos, que es el que está sufriendo la economía española, estancada, y ahora en un proceso de reducción obligada de déficit público que repercutirá en las ventas, la rentabilidad y la capacidad de supervivencia de todo tipo de empresas, no sería disparatado que a las pérdidas derivadas de los créditos al sector inmobiliario y al de la construcción se sume un 10% del resto de los créditos a los otros sectores productivos.
  


  
    Las pérdidas totales del sistema, derivadas de la actividad crediticia pasada, bien podrían alcanzar incluso los 250.000 millones de euros. Pero es un ejercicio de pura adivinación. Ese volumen de pérdidas supondría el 6,94% del total de los activos del balance de las entidades de crédito en marzo de 2010 (3.240.926 millones de euros).
  


  
    Otro asunto de interés es el patrimonio neto de las entidades de crédito y su capacidad de absorción de pérdidas. Tal y como aparece en el cuadro XV, en marzo de 2010 el patrimonio total de las entidades de crédito alcanzaba la cifra de 275.931 millones de euros distribuidos de la siguiente forma:

    
      
        1. Patrimonio neto: 189.636 millones de euros.
      


      
        2. Provisiones genéricas y específicas: 66.348 millones de euros. 
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          Cuadro XV. Capital y reservas
        


        
           

        


        


        
          Fuente: Banco de España (Boletín Estadístico, mayo de 2010)
        

      


      
        3. Ajustes positivos en valoraciones: 19.947 millones de euros.
      

    

  


  
    En un año completo, en 2009, el patrimonio total del sistema financiero se incrementó en 27.340 millones de euros. En los tres primeros meses de 2010 el incremento ha sido de 6.165 millones de euros.
  


  
    En la medida en que la capacidad del sistema financiero monetario de generar recursos propios, vía provisiones o beneficios no repartidos, se reduzca, como preveía el Banco de España en su informe de noviembre de 2009, en un 10% anual durante los próximos ejercicios, en los años 2010, 2011 y 2012, presumiblemente los años más difíciles de la economía española, los recursos propios generados podrían incrementarse en 24.606 millones en 2010, en 22.145 millones en 2011, y en 19.930 millones en 2012. En conjunto, en los tres años podrían generarse por tanto 66.681 millones de euros.
  


  
    Por tanto, los recursos propios totales a finales de 2012, sumados a los recursos propios totales de diciembre de 2009 (269.799 millones), alcanzarían la cifra de 336.447 millones de euros.
  


  
    Si en diciembre de 2012 se hubieran materializado contablemente unas pérdidas de 250.000 millones de euros—lo que es absolutamente imposible, dado el tipo de riesgo del que se trata, de la extensión del proceso legal de reconocimiento de las pérdidas y de la realidad de las continuas efinanciaciones—, el patrimonio neto del sistema monetario se habría reducido hasta los 111.447 millones de euros.
  


  
    En marzo de 2010 el ratio entre patrimonio neto (189.636 millones de euros) y el pasivo total (3.240.926 millones de euros) era de 5,85. Es decir, el apalancamiento verdadero del sistema financiero español era de 17 veces. Muy alto, pero muy inferior, como ya se ha comentado, al del resto de la banca europea y estadounidense, que fluctúa entre 25 y 50 veces.
  


  
    Para recuperar el ratio de 17 en 2012 sería necesaria una aportación extraordinaria de capital de 78.189 millones de euros, siempre que el balance total del sistema se mantuviera en los próximos tres años en la misma cifra nominal. Si se lograra atraer esa cifra de nuevo capital, el sistema financiero español estaría totalmente saneado. Una cifra de pérdidas totales, por todos los conceptos, de 250.000 millones de euros, 25.000 millones más de los que había calculado Moody’s a finales de 2009, es quizá una exageración. Pero ése es el auténtico test de estrés, el auténtico examen de resistencia del sistema financiero.
  


  
    Lo más llamativo no es, en mi opinión, esa cifra, sino que entre lo ya provisionado, la generación de recursos ordinarios de 2010, 2011 y 2012, y una aportación extraordinaria de capital del orden de 78.000 millones de euros, el sistema financiero habría superado todos sus problemas de solvencia y, por ende, los de liquidez, excepto los que le provocaría que el gobierno español no cumpliera el plan de reducción del déficit público.
  


  
    Si la cifra de pérdidas fuera la que supone Moody’s, de 225.000 millones, sólo faltarían 53.000 millones de euros para recapitalizar totalmente el sistema financiero. Y si los portavoces de la banca y del propio Banco de España tuvieran razón, y las pérdidas fueran menores, por ejemplo de 200.000 millones de euros, la recapitalización necesaria se reduciría a 28.000 millones de euros.
  


  
    Analizaremos a continuación el proceso de reducción y recapitalización de las cajas de ahorro. A finales de junio de 2010 se concluyeron los acuerdos para reordenar y recapitalizar el sector de cajas de ahorro, tal y como pretendía el Banco de España. Finalmente las 45 cajas de ahorros se fusionarán, utilizando la fórmula de los SIP (Sistema Institucional de Protección), en 12 nuevas entidades financieras; otras 8 permanecerán independientes.
  


  
    Hasta esa fecha, las peticiones de fondos al FROB para llevar a cabo esos procesos ascendían a 10.200 millones de euros. Si a esa cifra se suman las cantidades que se han asignado con cargo a los fondos de garantía de depósito para hacer frente a las suspensiones de pagos de Caja Castilla-La Mancha, que alcanzan 3.775 millones de euros, y de Cajasur, con la que existe una línea de liquidez de 1.500 millones de euros, se alcanza un total de alrededor de 5.000 millones de euros. Por tanto, la cifra ya desembolsada—o comprometida—de fondos ajenos para recapitalizar el sistema se sitúa en torno a los 17.000 millones de euros. De acuerdo con los cálculos hechos en el apartado anterior sólo serían necesarios otros 61.000 millones de euros, aproximadamente, en el peor de los casos, de 36.000 millones de euros en el de pérdidas de 225.000 millones de euros y de apenas 11.000 millones de euros si las pérdidas fueran de 200.000 millones de euros.
  


  
    Los fondos procedentes del FROB, que pueden alcanzar los 99.000 millones de euros, serían más que suficientes para cubrir todas las necesidades de nuevo capital del sistema financiero español para hacer frente a sus posibles pérdidas en los próximos años. El sistema financiero resolvería sus problemas de solvencia. Los fondos del FROB, tal y como han quedado regulados, son ayudas de alto coste, pues hay que devolverlas a los 5 años (ampliables a 7 años) y cuestan un 6,75% de interés a las entidades que las utilicen. Una limitación derivada de una mala presentación y peor negociación en Bruselas, cuando nuestras autoridades afirmaban que la economía española no necesitaba tomar medidas excepcionales. Aunque, excepcionalmente, pueden convertirse en créditos participativos.
  


  
    Con FROB o sin él, lo que es evidente es que las carencias de capital de las que estamos hablando, alrededor de 61.000 millones de euros (o 36.000 millones u 11.000 millones), no son relevantes ni para la banca en su conjunto, ni para la economía española, ni en relación con las aportaciones de capital que han necesitado los sistemas financieros de otros países afectados por las burbujas crediticia e inmobiliaria en los últimos tres años.
  


  
    De todo lo anterior creo que se deduce que la banca española —bancos y cajas—ni tiene ni va a tener un problema grave de solvencia en los próximos años, pero creo que también se deduce que ese problema, del tamaño que hemos visto que tiene, afecta a la opinión de los analistas, de los inversores y de las agencias de riesgo. Y en la medida en que se mantenga provoca incertidumbre y, en momentos de pánico, problemas de liquidez de carácter gravísimo.
  


  
    La única forma de resolver esos problemas que afectan y afectarán a la liquidez es resolver anticipadamente las carencias de fondos propios del sistema financiero. Habría que adelantar los problemas de reconocimiento de pérdidas y de recapitalización. Habría que modificar las circulares del propio Banco de España para reconocer inmediatamente todas las posibles pérdidas, obligando a constituir nuevas provisiones anticipadas, y habría, simultáneamente, que recapitalizar el sistema financiero. En concreto el de las nuevas cajas, integradas ahora en los SIP.
  


  
    El decreto-ley por el que se modifica la LORCA permite la emisión de cuotas participativas con derechos políticos o que sean las propias SIP las que puedan emitir acciones. En algunos casos se lograrán suficientes aportaciones de capital de inversores privados. La nueva ley limita al 50% el capital—sean cuotas participativas o acciones—que puede privatizarse y prevé una representación en los órganos de dirección de las cajas acorde con esa participación. De esa forma, entre autonomías, ayuntamientos, entidades representativas (que son trasuntos de los partidos políticos) y sindicatos podrían conservar el 50% de la representación en dichos órganos. También se prevé la posibilidad de traspasar toda la gestión financiera a un banco y que los órganos tradicionales controlen en exclusiva la obra social. No parece tampoco que vayan a ponerse impedimentos a que los propios bancos privados puedan comprar cuotas participativas o acciones. No parece exagerado calcular que la red de oficinas de las cajas mayores, integradas en SIP, sean capaces de captar, al menos, entre 20.000 y 30.000 millones de euros.
  


  
    La parte que no se cubriera en el mercado se podría suscribir por el ICO. Estaríamos hablando de una nacionalización parcial, frente a una «autonomización» actual total. En el caso más extremo el ICO tendría que desembolsar entre 30.000 y 40.000 millones de euros, alrededor del 4% del PIB, que no serían déficit público, pero sí deuda pública. Una forma, en mi opinión, mucho más lógica de utilizar los recursos a los que puede tener acceso el ICO que la actual, en la que el ICO financia directamente a los demandantes de crédito. Sería, además, una nacionalización temporal, que podría irse liquidando en la medida en que las cajas de ahorro, o las SIP, terminaran sus procesos de saneamiento y reducción de capacidad.
  


  
    La gran ventaja, en estos momentos, sería resolver anticipadamente los problemas de solvencia de muchas cajas, y poner punto final—al margen de otros posibles accidentes—a los de liquidez, que son los auténticamente graves para la economía española.
  


  
    Otra ventaja sería poder ejecutar todos los créditos inmobiliarios y constructivos impagados y reconocer las pérdidas con cargo a los nuevos capitales, lo que permitiría sacar al mercado una parte sustancial de las viviendas sin vender que hay en España, a precios reducidos. Sería el primer paso para sanear el sector de la construcción y permitir que, quizá en 2013, pudiera volver a crecer.
  


  
    Los resultados de los test de estrés de la banca española, publicados a finales de julio de 2010, son aparentemente inmejorables. Si fueran creíbles resultaría que el FROB podría cancelarse inmediatamente. Tampoco sería necesaria la ley de cajas, que permite la recapitalización del sistema. Se podrían ejecutar todos los créditos impagados y las refinanciaciones a promotores y constructores. Todas las dudas sobre la solvencia habrían sido una falsa alarma. El sector financiero podría conceder nuevos créditos a los que lo demandaran, sin temor a unas consecuencias excesivamente negativas si los créditos resultaran fallidos.
  


  
    Y, al parecer, el Banco de España ha sido el más exigente a la hora de aplicar los criterios de valoración del riesgo. Es un resultado tan sorprendente que surge la tentación de creer que están falseados. Y no es así. Simplemente los criterios utilizados no llegan a calcular los efectos del proceso de ejecución de créditos impagados. Se han quedado en una pura reducción de la valoración de los activos. Los test no reconocen siquiera los riesgos que el propio Banco de España había considerado como relevantes para la estabilidad financiera en su informe del mes de marzo de 2010. En dicho informe, y en el anterior, se consideraba fundamental la capacidad de generación de resultados en 2010, 2011 y 2012 para restablecer el equilibrio en los fondos propios del sistema. Es posible que en los test de resistencia que se han hecho se hayan tenido en cuenta esos fondos adicionales, que el Banco de España calculaba que podrían ser de casi 67.000 millones de euros. No lo sabemos.
  


  
    Lo que seguimos sabiendo es que el volumen total de créditos al sector inmobiliario-constructor, que en el segundo trimestre de 2007 sumaba 426.000 millones de euros, en diciembre de 2009 alcanzaba la cifra de 445.000 millones de euros. Y que es evidente que la mayor parte de los créditos a los promotores inmobiliarios han sido refinanciados, esperando, sin mucha justificación, que los nuevos planes de negocio se cumplan y que los activos inmobiliarios que financian esos créditos se vendan en los nuevos plazos contemplados en esas refinanciaciones.
  


  


  
    Capítulo VIII
  


  
    EL FUTURO DE LA ECONOMÍA ESPAÑOLA HASTA 2013...Y DESPUÉS
  


  
    
  



  La nueva política económica: reducir el déficit público


  
    La economía española se encuentra con todo tipo de obstáculos económicos y políticos, internos y externos, para crecer:

    
      
        1. Los obstáculos económicos internos son el endeudamiento exterior bruto y neto, la dependencia del sistema financiero de la financiación exterior, el endeudamiento de las familias y las empresas, la falta de solvencia de las cajas de ahorro, el gasto de las autonomías, el déficit público total, el nivel creciente de deuda pública, el nivel de desempleo, la rigidez del mercado de trabajo y el futuro del sistema de pensiones.
      


      
        2. Los obstáculos externos son los ajustes todavía en curso de los sistemas financieros de los países que experimentaron burbujas crediticias e inmobiliarias, básicamente desarrollados, como Estados Unidos, Reino Unido y algunos europeos, y los problemas de credibilidad del euro, que han afectado a los países periféricos, sobre todo a España, en los primeros meses de 2010.
      


      
        3. También hay obstáculos políticos: la tardanza, y la reticencia del gobierno español, manifestada, una vez más, por el presidente del gobierno en el debate sobre el estado de la nación en julio de 2010, para reconocer la gravedad de la situación económica, que se centra en los factores mencionados anteriormente; junto con la posición del Partido Popular, instalado en el populismo, que entorpece y desanima las limitadas reformas que propone el gobierno; y el poder de las autonomías, confirmado por la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el estatuto de Cataluña de 2006.
      

    

  


  
    No voy a repetir en este capítulo los datos que he ido exponiendo sobre los principales problemas económicos internos y externos a los que he hecho referencia en los primeros párrafos. Y no voy a tomar en consideración, en este momento, los problemas políticos.
  


  
    Desde la crisis griega, en febrero de 2010, los problemas fundamentales de la economía española han dejado de ser la crisis, el desempleo o los problemas financieros, para pasar a ser el de si el gobierno será capaz de reducir el déficit público desde el 11,2% del PIB de 2009 al 3% del PIB de 2013.
  


  
    La opinión unánime de las instituciones europeas, el FMI, los analistas y los inversores es que si el gobierno español no fuera capaz de asegurar ese resultado, sería imposible financiar en el exterior el proceso de ajuste, lo que se traduciría en la suspensión de pagos de nuestro país.
  


  
    Un resultado que nadie quiere por las repercusiones que tendría en el euro como moneda única, en la supervivencia de algunas instituciones europeas y por las nuevas provisiones que necesitaría el grueso de la banca europea, que tendría que acudir nuevamente a los Estados en los que está domiciliada para volver a ser recapitalizada.
  


  
    A lo largo de estos meses las instituciones comunitarias, los países europeos más importantes, como Alemania y Francia, y el FMI, con el apoyo de Estados Unidos, han aprobado la creación de un fondo extraordinario, que contará con 750.000 millones de euros para hacer frente a la posible suspensión de pagos de España que, de producirse, afectaría probablemente también a Portugal e incluso a Irlanda. Un fondo de una extraordinaria dificultad política, pues 440.000 millones de euros tendrían que ser aportados por los países miembros del euro a título individual, lo que sin duda generaría disputas políticas internas sobre la idoneidad del euro como moneda común, que no se podrían resolver a corto plazo, pero que resultarían o en el fortalecimiento de las instituciones europeas o en la desaparición del euro en un plazo de entre cinco y diez años.
  


  
    La institución que más ha cambiado en estos meses ha sido el Banco Central Europeo, que mantiene abiertas líneas de descuento y liquidez con la banca de la zona euro por una cuantía de entre 400.000 y 700.000 millones de euros y que interviene, como comprador en última instancia, de bonos y obligaciones emitidos por los países miembros cuya solvencia está en duda, como Grecia, España, Portugal e Irlanda.Y que podría, en mi opinión, a pesar de lo que digan sus estatutos, actuar como lo hizo la Reserva Federal en Estados Unidos tras la quiebra de Lehman Brothers: multiplicando su balance para hacer frente a la crisis masiva de liquidez que generaría una posible suspensión de pagos de España. Al menos hasta que el fondo de 750.000 millones de euros estuviera constituido.
  


  
    El gobierno español, por su parte, en cuatro momentos diferentes, en febrero, mayo, junio y julio de 2010, ha presentado planes, aprobado decretos-ley o hecho declaraciones explicando a los organismos europeos y al FMI cómo va a proceder para reducir el déficit de 118.000 millones de euros de 2009 al 3% del PIB en 2013.
  


  
    Es aquí donde surge la primera duda sobre si las medidas que se han anunciado y las que tendrían que tomarse por el gobierno español serán suficientes. Para empezar, es muy diferente un 3% de un PIB que apenas decrece en 2010 y que crece cada vez más en los tres años siguientes—que es lo que aventura el gobierno—, que otro que no lo hace, o lo hace escasamente, en esos cuatro años. Es diferente que en estos años el deflactor del PIB sea el 0,4%, el 1%, el 2% o una cifra intermedia. Por otra parte, en mi opinión, a las instituciones europeas y al FMI, en estos momentos, no les importa tanto que se alcance el 3% de déficit público sobre el PIB nominal que sea en 2013, como que los objetivos de déficit en 2010 y 2011, el 9,3% y el 6%, se cumplan. Para todos ellos el tiempo es esencial, en la medida en que si en 2010 y 2011 el déficit se controlara, lo peor de la crisis actual del euro podría haber pasado.Al margen de que en dos años, si la recuperación de la economía mundial se dejará sentir en Europa, la posición fiscal de los países miembros del euro sería un poco mejor y la de la banca también.
  


  
    Para saber si el objetivo de reducción de déficit público del gobierno español, con las medidas que ha anunciado, y las que ha tomado, es posible, es necesario que se cumplan otros objetivos previos:

    
      
        1. Que la proyección de crecimiento del PIB en el periodo 2010-2013 sea realista.
      


      
        2. Que los ingresos fiscales crezcan al mismo ritmo que el PIB o que lo hagan más que proporcionalmente, si se producen cambios fiscales en la estructura o los tipos de los principales impuestos.
      


      
        3. Que el programa de reducción del gasto público se conozca, sea realizable y se ejecute.
      

    

  


  
    
  



  Las proyecciones de crecimiento del PIB en el periodo 2010-2013


  
    Si el PIB nominal no se incrementa al ritmo que supone el gobierno en su último Programa de Estabilidad Presupuestaria para 2011-2013, el objetivo del 9,3% de déficit para 2010, el del 6% para 2011 y el del 3% para 2013, serán de imposible consecución, porque los ingresos impositivos no crecerán lo suficiente.
  


  
    En los cuadros I y II, que figuran a continuación, se reproducen las previsiones de crecimiento del PIB del gobierno, con los correspondientes cuadros macroeconómicos y el desglose del déficit público entre las diferentes administraciones públicas (previsiones del mes de mayo).
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    Cuadro I. Perspectivas macroeconómicas. Informe de posición cíclica 2010
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Gobierno de España.
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    Cuadro II. Objetivo de estabilidad presupuestaria 2011-2013
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Gobierno de España.
  


  
    En relación con los cuadros macroeconómicos, la transformación a euros del PIB esperado por el gobierno sería la siguiente:
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      Cuadro III. PIB nominal. (En millones de euros)
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Elaboración propia.
    

  


  
    Si en 2013 el PIB nominal fuera de 1.182.289 millones de euros, un 3% de déficit público equivaldría a 35.468 millones de euros. Como el déficit de 2009 fue de 118.000 millones (117.728 millones de euros exactamente) de euros, el esfuerzo fiscal que habrá que hacer en este periodo, entre mayor recaudación y menor gasto, tendría que ser, de entrada, de 82.260 millones de euros.
  


  
    Si no se modifica significativamente el sistema tributario, y teniendo en cuenta los cambios que se han producido en las disposiciones tributarias en 2009 y 2010 (la subida de los impuestos sobre las rentas de capital del 18% al 19% o 21%; la del IVA del 16% al 18%; el vencimiento, en 2010, de los aplazamientos de pagos del IVA de 2009), la reducción de los beneficios fiscales en el IRPF en más de 6.000 millones de euros y el posible nuevo descenso de recaudación por Sociedades, y siempre que el PIB nominal de 2010 creciera el 0,1% en 2010, la recaudación aumentará significativamente. Lo que no está claro es en cuánto.
  


  
    En 2009, los ingresos no financieros del Estado ascendieron a 109.626 millones de euros, frente a los 141.109 millones de euros presupuestados. El presupuesto inicial para 2010 asciende a 121.627 millones de euros. Es decir, un crecimiento de 12.000 millones de euros.
  


  
    El crecimiento de los ingresos impositivos se produce, grosso modo , por un aumento de la recaudación por IRPF de 9.000 millones de euros, un aumento por IVA de 9.500 millones de euros, una disminución de 4.000 millones en Sociedades y de otros 6.500 millones en tasas. La subida por IRPF se apoya en la supresión de beneficios fiscales, la del IVA en el vencimiento de los aplazamientos y en la subida de los tipos. El descenso de Sociedades es el previsible, y el de tasas compensa la excepcionalidad de 2009. Los datos del periodo enero-mayo de 2010, en relación con el mismo periodo de 2009, reflejan un aumento de la recaudación impositiva de 4.000 millones de euros. Si esa tendencia se mantuviera se estaría cerca, pero no se llegaría a lograr el aumento global de la recaudación de 12.000 millones de euros.
  


  
    En cuanto a los gastos, lo único destacable es que aumentan en casi 10.000 millones de euros en ese periodo sobre lo programado, por aportaciones patrimoniales no previstas a otros organismos del Estado. Un resultado sorprendente por su importancia cuantitativa, porque una parte importante del déficit de 2009 se produjo por decisiones autónomas de gasto público por parte del gobierno, que creía que podría salir de la crisis incrementando el déficit público. Estas políticas expansivas fueron de, al menos, 11.000 millones de euros, de los que 8.000 millones se transfirieron a los ayuntamientos para llevar a cabo el denominado Plan E. Otras políticas voluntaristas de gasto público, en subvenciones y reducciones fiscales, sumaban otros 8.000 millones de euros. Por esa razón, en este último caso, la recaudación por IRPF podría crecer en 10.000 millones de euros a pesar de que el PIB no crezca nominalmente.
  


  
    En esos cinco meses todavía no se reflejan, ni en los ingresos ni en los gastos públicos, el efecto de las decisiones del gobierno a partir del decreto-ley de 20 de mayo. Esas decisiones se han tenido en cuenta, aparentemente, al elaborar las proyecciones de crecimiento del cuadro I. En relación con el crecimiento del PIB en el periodo 2010-2013, es posible que el recorte de gastos influya, más de lo que reflejan los cuadros macroeconómicos, en su crecimiento.
  


  
    El cambio más importante se podría producir en la Formación Bruta de Capital Fijo, que en 2009 alcanzó la cifra de 259.600 millones de euros, un 24,7% del PIB de 2009. El descenso del déficit público hasta 2013 se va a producir reduciendo sustancialmente el gasto en inversión pública, tanto por el Estado, como por las autonomías y los entes locales. En el cuadro II el gobierno supone que la FBCF va a disminuir un 7,2% en 2010, un 1,3% en 2011, y que va a crecer un 4% en 2012 y un 5,4% en 2013. Si esta previsión se cumpliera, la evolución de la FBCF en los próximos años, en términos del PIB que el gobierno ha proyectado para cada año, sería la siguiente:
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      Cuadro IV
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Gobierno de España y elaboración propia.
    

  


  
    En términos numéricos, el gobierno está presupuestando que la FBCF, que en 2009 alcanzó los 259.600 millones de euros, se va a reducir en 19.000 millones de euros en 2010. Me parece que se equivoca, pues el sector público reducirá su inversión en, al menos, 10.000 millones de euros, y el sector privado reducirá su inversión en construcción en otros 10.000 millones de euros y, al menos, en 3.000 millones de euros en bienes de equipo. Es probable, pues, que la reducción total sea de 23.000 millones de euros, lo que significaría que la FBCF se reduciría un 9,1% sobre la de 2009 y restaría un 2,25% al crecimiento del PIB en 2010, en lugar del 1,8% que supone al gobierno.
  


  
    Las cifras de FBCF para 2011, 2012 y 2013, según el gobierno, me parecen mucho más irreales. En mi opinión, en 2011 la FBCF descenderá nuevamente, pues la inversión pública se reducirá en, al menos, otros 7.000 millones de euros, hasta situarse, en conjunto, en 29.000 millones de euros, lo que significa que la reducción de la FBCF será, si la inversión privada en construcción y bienes de equipo se mantuviera, del 3% aproximadamente. Más sorprendentes son las proyecciones de la FBCF para 2012 y 2013. Es posible que la inversión pública se vuelva a reducir hasta los 25.000 millones de euros, pero creer que la inversión privada va a aumentar en 2012 en 12.000 millones de euros sobre la cifra de 2011, y la de 2013 en 44.000 millones de euros sobre 2011, es incomprensible.
  


  
    Lo más lógico sería que la inversión en construcción se mantuviera estable en 2012 y creciera ligeramente en 2013, y que la inversión en bienes de equipo creciera muy poco en ambos ejercicios, de tal forma que el cuadro de FBCF podría ser el que sigue:
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      Cuadro V
    


    
       

    


    


    
      Fuente: Elaboración propia.
    

  


  
    Lo significativo, sin embargo, no es lo que ocurra con la FBCF en sí misma, sino su efecto sobre el crecimiento del PIB. Si el gobierno acertara, la reducción de 2010 afectaría negativamente el crecimiento del PIB en el 1,8%, en 2011 sería neutral, en 2012 incrementaría el crecimiento en el 0,9%, y en 2013 en un 1,2%. Si se equivocan y las cifras se acercan a las que he reflejado en el cuadro V, en 2010 reduciría el crecimiento del PIB en un 2,25%, en un 0,6% en 2011, y en 2012 se producirá una gran divergencia, porque afectaría al crecimiento en -0,65%, mientras que en 2013 habría una aportación positiva de 0,5% frente al 1,18% que prevé el gobierno. El cuadro VI recoge una evolución que a mí me parece más realista.
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    Cuadro VI
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Elaboración propia.
  


  
    Suponemos, sin mucha fe, que el gobierno acierta en la evolución previsible del resto de los componentes del PIB. Es decir, que el consumo privado crecerá el 0,3% en 2010, un 1,8% en 2011, un 2,3% en 2012, y en 2013 se incrementará hasta en un 2,4% en términos reales. Y que el consumo público descenderá, en términos reales, en los porcentajes que aparecen en el cuadro I, mientras las exportaciones y las importaciones también lo harán en esos porcentajes —aunque lo lógico sería que consideráramos un menor aumento de las importaciones—. En cualquier caso, si el crecimiento real y el nominal (el que suma al real el incremento de los precios) no fueran tan positivos como ha calculado el gobierno, los ingresos impositivos no podrían crecer en los porcentajes presupuestados. El plan de reducción del déficit público sería de imposible cumplimiento.
  


  
    
  


  Los ingresos fiscales en ausencia de cambios en la estructura de los impuestos


  
    Si el PIB no crece tanto como ha previsto el gobierno, el esfuerzo fiscal necesario aumenta desde los 82.260 millones de euros hasta los 83.340 millones de euros, porque el 3% de déficit para 2013 se calcularía sobre un PIB que sería menor.
  


  
    Sin embargo, aunque el PIB nominal se reduzca en 2010 hasta un -0,4%, podría acercarse al objetivo de incrementar los ingresos impositivos en ese año, aunque en algo menos de lo presupuestado: quizá en 10.000 millones de euros, en lugar de los 12.000 millones previstos. Los ingresos impositivos estatales serían de alrededor de 120.000 millones de euros.
  


  
    En 2011, con un crecimiento nominal del PIB del 2%, es posible que los ingresos impositivos crezcan el 2,2% al menos. El total de ingresos alcanzaría cerca de los 123.000 millones de euros. La subida del IVA y del IRPF podría incrementarlos en otros 3.000 millones de euros; llegaríamos a los 126.000 millones de euros. En 2012, si suponemos un incremento del PIB nominal del 3%, los ingresos impositivos podrían incrementarse en un 3,2% y alcanzar los 130.000 millones de euros. Finalmente, en 2013, con el PIB nominal creciendo un 4,1% y los ingresos impositivos el 4,3%, los ingresos alcanzarían los 135.000 millones de euros. Es decir, desde 2009 hasta 2013 los ingresos impositivos se habrían incrementado en 25.000 millones de euros sobre los ingresos impositivos efectivos de ese primer año.
  


  
    Al esfuerzo fiscal necesario, que hemos calculado en 83.340 millones de euros, los ingresos impositivos estatales habrían contribuido en 25.000 millones de euros. En la medida en que el 50% del IRPF y del IVA, que son los impuestos en los que se produce un crecimiento de ingresos estatales de 25.000 millones de euros, están cedidos a las autonomías en esos porcentajes, los ingresos de las autonomías también se incrementan en esa misma cifra. Si suponemos, además, una recuperación de los ingresos autonómicos por el Impuesto de Transmisiones Patrimoniales de 3.000 millones de euros, desde el mínimo de 2009, y que los ingresos de los ayuntamientos crecen en 1.000 millones de euros, y que en la Seguridad Social se incrementan los ingresos y los gastos en la misma proporción, nos podríamos encontrar con un crecimiento del total de los ingresos de 54.000 millones de euros. El esfuerzo fiscal teórico que habría que hacer en reducción de gastos sería de 29.340 millones de euros, aproximadamente.
  


  
    
  



  El esfuerzo en reducción del gasto público


  
    Sin embargo, tal y como se ha analizado en el capítulo III, el efecto de los mayores pagos por intereses, por acumulación de deuda pública, que llegaría al 80% del PIB en 2013, significaría—con un aumento de los tipos de interés medios que España paga por su deuda, desde el 3,5% actual hasta el 3,8%, que sería el resultado de extrapolar el promedio de los primeros meses de 2010—unos gastos anuales por intereses de la deuda, en 2013, de alrededor de 35.000 millones de euros, frente a 17.400 millones de euros en 2009. Un incremento de 17.600 millones de euros. El esfuerzo en reducción de gasto público subiría hasta los 47.000 millones de euros. El incremento del gasto en pensiones, que habíamos considerado en el capítulo VI, sería de alrededor de otros 10.000 millones de euros, pero se compensaría, de acuerdo con esta visión más optimista del gobierno, con mayores ingresos por cotizaciones sociales. El esfuerzo en reducir el gasto público seguiría siendo de 47.000 millones de euros anuales. Una cifra de reducción del gasto que debería alcanzarse en 2013.
  


  
    Una última revisión al alza del esfuerzo fiscal debería tener en cuenta una mínima subida de los gastos de personal y funcionamiento de las tres administraciones. Si suponemos que la inflación promedio en 2011, 2012 y 2013 fuera del 1,5% anual, y que la masa salarial subiera un 2% anual en las tres administraciones, estaríamos hablando de un aumento de gastos de personal y de gastos de funcionamiento de 6.000 millones de euros. El esfuerzo de reducción de gastos total tendría que ser de 53. 000 millones de euros.
  


  
    
  



  Nuestras dificultades internas para crecer


  
    Sea el esfuerzo fiscal de una u otra magnitud, se alcance el 3% de déficit público en 2013 o se limite a un 5%, como parece probable, todo este ejercicio descansa en una premisa: la de que la economía española ya ha alcanzado un punto de inflexión en su decrecimiento real, o que lo alcanzará en 2010 y, a partir de 2011, volverá a crecer hasta tasas reales del 2,5% en 2012 y el 2,7% en 2013, según el gobierno.
  


  
    En los últimos ciento treinta años de nuestra historia económica nunca hemos salido de la parte baja de un ciclo económico sin recurrir a la reducción de las importaciones, al aumento de las exportaciones y al descenso de los precios y salarios nacionales en relación con los de nuestros competidores extranjeros. Eso se llama devaluación, sin una inflación significativa posterior, que volvería a erosionar la competitividad de la economía.
  


  
    Ahora lo vamos a intentar sin devaluación, integrados en el euro. No sólo nosotros, sino todos los países periféricos del euro, incluidos Italia e incluso Francia. Tenemos a favor que el grueso de nuestro comercio exterior lo realizamos con países europeos también miembros del euro, y que Italia, Francia, Grecia o Portugal tienen los mismos problemas de competitividad que nosotros. Alemania es harina de otro costal porque, aunque dentro del euro, continúa mejorando su competitividad frente a todos los miembros del euro sobre la base de acuerdos salariales y de condiciones de trabajo más exigentes que las nuestras.
  


  
    Al margen de esta ventaja, España tiene otras dos. La primera es que todavía conserva un margen de la competitividad que ganó en 1998, cuando se fijó el tipo de cambio de la peseta con el euro. Es una de las razones por la que la participación de las exportaciones españolas en el total mundial se ha mantenido y ha mejorado en el área euro desde esa fecha. La segunda, que los beneficios empresariales y las rentas personales generados en el ciclo ascendente del periodo 1994-2007 han permitido el fortalecimiento tecnológico de muchas empresas, que son capaces de resistir y de aumentar sus exportaciones en un contexto mundial con mucha mayor competencia por parte de los países emergentes y de otros que han devaluado sus monedas, como el Reino Unido.
  


  
    Pero hay que aceptar otra evidencia. Dado el endeudamiento de nuestras empresas y nuestras familias, y con un sector de la construcción que continúa reduciéndose, la única forma de volver a crecer es exportando. En el mercado interior no se puede crecer ni crear empleo. Lo más probable es, por otra parte, que la población se estanque o disminuya y que muchos empleos públicos relacionados con el suministro de servicios públicos, que hoy se dan gratis a la población, se limiten, cuando sea evidente que es la única forma de reducir el gasto público en los próximos años, lo que repercutirá en la capacidad de ahorro de las familias—que descenderá—y en el empleo público, que tendría que descender considerablemente.
  


  
    Por otra parte, con unos impuestos con los que se va a recaudar, si el gobierno acierta, alrededor de 54.000 millones de euros más en 2013, será difícil que el endeudamiento familiar y el empresarial se reduzcan significativamente, lo que condicionará el consumo privado, que crecerá con dificultad, y las inversiones privadas, que sólo lo harán cuando los bienes de equipo que existen en la actualidad estén obsoletos y sea también necesario reformar las vivienda existentes. Internamente, el único sector que podría volver a crecer a partir de 2013 sería el de la construcción, siempre que se hubiera dado salida al stock de viviendas sin vender que existe en la actualidad; tendría un crecimiento modesto, pero ayudaría al crecimiento, al contrario de lo que viene haciendo el sector desde 2007.
  


  
    La estrategia de salida de la crisis de la economía española pasa, pues, por el aumento de las exportaciones de bienes y servicios. Es la salida tradicional de todas las economías que sufren una caída cíclica, pero dificultada en este caso por la existencia de una moneda común, el euro, que puede ayudar o entorpecer esa salida.
  


  
    El otro factor coadyuvante en una devaluación es la reducción de las importaciones, pues a un tipo de cambio que desvaloriza la moneda nacional se compran menos bienes y servicios en el exterior, porque sus precios no son competitivos con los nacionales o porque a un precio más alto disminuye la demanda, lo que ocurriría, por ejemplo, con los carburantes. Este efecto de las devaluaciones no se va a producir. La recuperación económica dependerá, casi en soledad, del crecimiento de las exportaciones.
  


  
    El euro es una variable fundamental, porque afecta a la competitividad de toda el área euro frente al resto del mundo, pero su tipo de cambio depende de muchos factores. Depende, en primer lugar, de lo que los inversores crean que va a ocurrir con el euro como moneda—si sobrevivirá o no a su crisis—; depende, en segundo lugar, de las perspectivas de crecimiento de la Europa monetaria; depende, en tercer lugar, de la confianza o desconfianza que despierte el dólar; y depende, finalmente, de la situación de equilibrio o desequilibrio comercial del área euro en su conjunto.
  


  
    En la primera parte de 2010 las dudas sobre el mantenimiento de la moneda única a medio plazo debilitaron al euro. Cuando el miedo se pierde, el euro se fortalece. La percepción de que España superará sus problemas de liquidez fortalece el euro. Las críticas sobre política económica estadounidense, que tiene un déficit fiscal excesivo, debilitan al dólar. El área euro, en su conjunto, continúa equilibrada comercialmente, porque los superávit comerciales alemanes compensan los déficit del resto de los países miembros.
  


  
    Por tanto, la salida de la crisis española tendrá que ser, como siempre, exportando, pero la moneda española, el euro, puede facilitar o hacer muy difícil esa única vía de recuperación. En la imposibilidad de seguir avanzando por el camino del conocimiento de qué va a ocurrir con el tipo de cambio del euro, lo aparcamos. Suponemos que será neutral. Que ni impedirá la salida, con una revalorización significativa, ni ayudará perdiendo valor, también significativamente, en los próximos años, frente al resto de las monedas de los otros países.
  


  
    
  


  El crecimiento de las exportaciones y las reformas


  
    Nos tenemos que centrar en cómo hacer crecer nuestras exportaciones de bienes y servicios. Empecemos por los servicios, cuyo principal componente siguen siendo los ingresos por turismo extranjero. Un crecimiento del gasto en España de los turistas extranjeros pasa, en primer lugar, por la recuperación económica de nuestros principales clientes: de Francia, Alemania, Reino Unido e Italia. Una posibilidad cierta en el caso de Alemania, menor en la de Francia y casi nula en la del Reino Unido e Italia. Al menos en los próximos dos o tres años. El segundo factor—imprescindible para que se incrementen nuestras exportaciones por turismo—sería que el turismo de masas, que sigue siendo fundamental para España, se incremente porque seamos capaces de reducir nuestros precios, así como de mejorar nuestra calidad. Precios más bajos y mejor calidad sólo pueden lograrse si España hace todas las reformas a las que nos hemos referido en este libro. Si se hicieran, repercutirían en una mano de obra más barata, en unas prestaciones más flexibles y en una mayor calidad de la oferta.
  


  
    La importancia de las reformas se extiende por toda la economía: sin reforma del sistema financiero, no habrá financiación a costes razonables y las entidades financieras no darán crédito suficiente por temor al riesgo, lo que dificultará la financiación del capital circulante y las inversiones de toda la economía. Sin reforma del mercado de trabajo, no habrá salarios más reducidos, ni se adaptarán a la situación de cada empresa, en cada momento. Sin reforma de la administración pública, no habrá manera de reducir los costes de funcionamiento de nuestra economía, ni de rebajar los impuestos —una vez superada la situación de desbalance fiscal en la que nos encontramos—. Sin reforma tributaria, la inversión en las empresas, nuevas o viejas, no se llevará a cabo con la intensidad necesaria, porque la remuneración del capital no compensará los riesgos asumidos. Sin reforma del sistema de pensiones, el gasto total por este concepto obligará a subir los impuestos o las cotizaciones sociales en pocos años, o a reducir el nivel de las pensiones, creando tensiones sociales y poniendo en duda, nuevamente, la credibilidad de nuestras cuentas públicas.
  


  
    No deberíamos engañarnos, como está haciendo el PP de Rajoy durante estos años de crisis. Las reformas tienen como objetivo abaratar salarios y reducir los precios en España para conseguir, por ese medio, un efecto similar al que provocaría una devaluación. Sólo de esa forma exportaríamos más y podríamos comenzar a crecer nuevamente.
  


  
    La reducción de salarios en el sector público, que ha comenzado a poner en vigor el gobierno en el decreto-ley de 20 de mayo, probablemente no será suficiente. En los próximos años habría que reducir la masa salarial del conjunto de las administraciones públicas y volver a rebajar nominalmente los salarios. En el sector privado, la única forma de hacer una política semejante sería con un acuerdo nacional de congelación de salarios durante cuatro años o, en su caso, si se hiciera la reforma que hemos propuesto, si se descentralizara la negociación de los convenios colectivos. La primera dificultad para un acuerdo de este tipo es que la CEOE ha firmado con los sindicatos un acuerdo desde 2010 a 2012 por el que los salarios se incrementarán el 1% en 2010, entre el 1% y el 2% en 2011 y entre el 1,5% y el 2,5% en 2012.
  


  
    La evolución salarial propuesta no sería tan onerosa para los trabajadores como podría temerse, porque una de sus consecuencias más inmediatas sería la de una reducción general de precios. O por decirlo de otro modo, se traduciría en subidas muy moderadas del IPC, pues los salarios son el principal componente de los precios interiores. Por supuesto que en su composición influyen otros costes, como el de la energía, el precio de las materias primas, los precios de los productos de importación o el tipo de cambio, pero el nivel de los salarios es fundamental para determinar la evolución de los precios al consumo, el IPC.
  


  
    La evolución de la M3 (oferta monetaria) y el crédito a otros sectores residentes, tal y como se reflejan en el cuadro VII y los dos gráficos siguientes, anuncian una actividad reducida en la zona euro —con los sectores públicos de la zona como grandes protagonistas—y una caída de la actividad y de los precios en España para la segunda parte de 2010 y principios de 2011.
  


  
    El que la M3, la oferta monetaria, se haya reducido en España, en 2010, en el 1,73% en enero, el 2,97% en febrero, el 3,17% en marzo, y el 4,54% en abril, mientras en el conjunto del área euro se ha reducido en porcentajes muy bajos (0,2% en abril), puede tener dos explicaciones: la salida de dinero, de depósitos, de los residentes en España al exterior, o la falta de concesión de créditos del sistema financiero a la economía real. O una combinación de ambos fenómenos. Lo que hay que tener en cuenta es que cuando la M3 se reduce tan fuertemente, en un plazo de entre 12 y 18 meses, los precios y la actividad económica decrecen. Habrá que seguir con atención la evolución de la M3 en lo que resta de 2010 para evaluar los efectos de la falta de liquidez—la reducción de la M3—en la economía española.
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    Cuadro VII. Evolución de los agregados monetarios de la zone euro y de la contribución del FMI residentes en España
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010
  


  
    Para completar la información, de la observación de la evolución de la M1, que es la suma de los billetes de curso legal en circulación, de las líneas de crédito disponibles en el Banco Central Europeo y de los depósitos a la vista, que se incrementó un 10% en la Europa monetaria en los primeros meses de 2010 y entre un 10% y un 6% en España, se deduce el gran incremento de las facilidades del Banco Central Europeo para dinamizar la economía y para atender la demanda de liquidez de las entidades monetarias de todo el área euro, que no han sido capaces de captar liquidez por otros medios.
  


  
    Lo relevante es que la caída de precios irá probablemente por delante de la necesaria caída general de salarios, lo que facilitará los acuerdos si los sindicatos se comportan con responsabilidad o si, finalmente, el gobierno hace otra reforma del mercado de trabajo que prive de su incomprensible poder a los sindicatos.
  


  
    Las posibilidades de que la economía española repita el proceso de recuperación del crecimiento y del empleo a partir de 2012
  


  
    —que es lo que ha previsto el gobierno—, similar al del periodo 1994-1998, es decir, hasta que la entrada en el euro redujo sustancialmente los tipos de interés, son muy limitadas.
  


  
    Los datos que vimos en el capítulo II, en el que se analizó la creación y destrucción de empleo en la economía española desde 1994 hasta 2010, no dejan mucho espacio para la esperanza. Hemos perdido y seguimos perdiendo empleo en el sector primario, pero a cambio continúa el proceso secular de aumento de su productividad. La agricultura y la industria agroalimentaria, ligada a aquélla, continúan manteniendo su competitividad, a pesar de la reducción de las ayudas directas a la producción de la Política Agraria Común. Las perspectivas, a pesar de la competencia de los países emergentes y en vías de desarrollo, no son negativas; son sólo complicadas. Es un caso claro en el que un país desarrollado, como España, puede competir, siempre que se especialice, cuide la política comercial y consiga mercados marquistas, empresas de mayor tamaño y mayor calidad. Es un reto, pero la competencia es posible.
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    Gráfico I. Tasas de crecimiento interanual. Agregados de la UEM
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010.
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    Gráfico II. Tasas de crecimiento interanual de M3 y valor de referencia
  


  
     

  


  


  
    Fuente: Boletín Estadístico del Banco de España, mayo de 2010.
  


  
    La situación y la posible evolución de nuestro sector industrial son mucho más complejas y más comprometidas. Si analizamos nuevamente los datos de la fase de creación de empleo en este sector, comprobaremos que se extiende desde los 2.500.000 de empleos de 1995 hasta los 3.000.000 de empleos de 2002, y en esta cifra se estanca hasta 2007. En esos años se produjo una expansión de la capacidad y una fortísima creación de empleo en prácticamente todos los subsectores industriales. La recuperación de la competitividad, lograda con cuatro devaluaciones, siendo la última en 1995, sin una inflación significativa posterior, impulsó la inversión y la producción de casi todos los subsectores industriales.
  


  
    En el sector industrial, el empleo se desplomó en 2008, con grandes diferencias entre subsectores, como se puede ver en el mencionado capítulo II. La causa fue la caída de la demanda interna —muy ligada a la del sector de la construcción—, a la falta de financiación para capital circulante, a la desaparición del descuento del papel comercial—al dejar de asegurarlo las compañías de seguros—y, siempre, a la competencia exterior. En precios, la competencia fue y es de los países emergentes, como China, y en prestaciones de países como Alemania.
  


  
    El proceso de destrucción de empleo industrial alcanzó tasas máximas negativas en 2009, cuando la crisis desembocó en una gran contracción del comercio internacional. En la segunda parte de 2009 y la primera de 2010 el comercio exterior se recuperó, sin alcanzar todavía ni de lejos las cifras de antes del comienzo de la crisis. Los datos de los primeros meses de 2010 siguen reflejando destrucción de empleo, aunque la producción industrial se haya estabilizado. Una consecuencia de la evolución del consumo privado, que a principios de 2010 dejó de reducirse.
  


  
    En julio de 2010 parece evidente que hay un exceso de capacidad productiva, de distintos calibres según los subsectores industriales, que aseguran una capacidad de reacción al aumento de la demanda, interior y exterior, sin costes excesivos, pues los costes marginales en la mayoría de los casos deberían ser muy reducidos.
  


  
    En el sector industrial hay subsectores y empresas integrados en grupos multinacionales que son parte de un engranaje que seguirá manteniendo su capacidad de producción, e incluso de crecimiento, si sus costes de producción se adaptan a lo que exige el resto de la cadena multinacional de la que se trate. Es el caso de la industria del automóvil y de sus componentes. El riesgo para el sector completo, a nivel europeo, es el exceso de capacidad mundial y la competencia, en precios, de productores instalados en países emergentes. Se trata de nuestra segunda gran industria nacional, tras el turismo. Se puede ser optimista respecto a su capacidad de supervivencia, pero tiene escasa potencialidad desde el punto de vista de un crecimiento sostenido, vía exportaciones, que desemboque en creación de empleo por los factores señalados.
  


  
    La situación de otras industrias, que en tiempos fueron un puntal de nuestras exportaciones, como el sector textil, la confección, la producción de calzado, la de muebles—muy ligada a la del sector de la construcción—, la de juguetes o la de cerámica—ligada igualmente al sector de la construcción—es dramática. No hay otra palabra que describa mejor su situación. La competencia en diseño y capacidad comercial de grandes empresas de países desarrollados y la de precios de países emergentes está convirtiendo una parte considerable de todas estas industrias en sectores en declive, sin posibilidad de incrementar su producción, excepto durante el periodo de tiempo en el que el exceso de capacidad—el actual—permite aumentar la producción con costes marginales muy reducidos.
  


  
    Hay otros subsectores que se defienden por las ingentes inversiones que se han realizado en los mismos—como el químico y el de refino—o por la protección que prestan los costes de transporte, o por su naturaleza, necesariamente local, como el sector eléctrico. Son sectores que tienen una difícil expansión futura, pero que cuentan con una gran capacidad de resistencia y una casi nula capacidad para crecer exportando.
  


  
    En conclusión, excepto que se produzca un pacto salarial que congele o reduzca todos los costes de esta naturaleza, o que se incremente el número de horas trabajadas, o que mejore la productividad significativamente por un menor absentismo, o que se produzca un cambio en el mercado laboral que se traduzca en convenios descentralizados, sin normas de funcionamiento interno obligatorias para las empresas, lo que produciría una ganancia de flexibilidad—la cualidad que más echan de menos las empresas multinacionales—, el sector en su conjunto sólo podrá mantenerse, no liderar el crecimiento exportando más. En el mejor de los casos.
  


  
    Sabemos que los países desarrollados que incrementan sus exportaciones de productos industriales lo hacen a base de innovación, desarrollo y nuevos productos. Y que estas actividades exigen grandes inversiones, mantenidas en el tiempo, en las que colaboren universidades, centros de investigación y empresas. En España hay casos en los que este fenómeno se produce, pero son escasos. Son excepciones. Las carencias son achacables, desde mi punto de vista, como ya se ha expuesto en otros capítulos, a las deficiencias de las universidades públicas y a la falta de capacidad de respuesta de las privadas, maniatadas en sus programas educativos por un intervencionismo público inimaginable, así como por el escaso tamaño de las empresas españolas, que no les permite dedicar recursos económicos y personal a este tipo de actividades, que sólo son rentables a muy largo plazo.
  


  
    No ha habido un solo ciclo expansivo de la economía española que no haya contado con la aportación positiva del sector de la construcción. Un sector que todavía no ha terminado su contracción. En 2010 se terminará el ajuste en el sector de construcción de viviendas y descenderá con fuerza el número de ocupados en el subsector de infraestructuras y obras civiles y en el de ingeniería de la construcción. Durante muchos años, al menos una década, no habrá obras públicas de consideración en España. Se terminarán algunos de los trayectos del AVE y se construirán los nudos logísticos, de carreteras o ferrocarriles que sean necesarios para facilitar el transporte de mercancías, pero no habrá fondos para financiar nuevos proyectos de obras públicas.
  


  
    Al final del proceso de ajuste, que podría ser 2012, el sector de la construcción, que llegó a significar el 16% del PIB en los últimos años del ciclo expansivo, se habrá reducido quizá al 10% del PIB, una cifra similar a la de otros países europeos desarrollados. Si la recapitalización del sector de cajas se terminara a finales de 2010, entre 2011 y 2012 las entidades financieras—bancos incluidos—podrían ejecutar los créditos impagados de los promotores inmobiliarios adquiriendo la propiedad de suelos, viviendas y edificios de todo tipo y vender en el mercado todos esos activos, con descuentos de entre el 40% y el 50% o los que sean necesarios. Si a finales de 2012 se hubiera liquidado un porcentaje importante de las viviendas en stock, el subsector de la construcción de viviendas podría empezar a crecer, para construir, quizá, 150.000 viviendas anuales. El sector de la construcción aportaría crecimiento, en lugar de restarlo, como hace desde 2007. El ciclo bajista habría vuelto a durar siete años, que es el promedio de los últimos que ha vivido el sector de la construcción en España. Aportación, pues, positiva al crecimiento, pero muy modesta, a partir de 2013.
  


  
    Resumiendo lo expuesto hasta ahora: el sector primario, el industrial y el de la construcción han perdido empleo, el primero secularmente, el segundo desde 2008 y el de la construcción desde 2007. No es de esperar que, aunque la economía española crezca fuertemente a partir de 2012, como dice el gobierno, ninguno de ellos se convierta en una locomotora que pudiera tirar del resto. Excepto que la industria reaccionara si se hicieran todas las reformas y el sector de la construcción comenzara a crecer, lo que exigiría previamente que el sector financiero se recapitalizara y limpiara su balance de créditos inmobiliarios impagados.
  


  
    El sector terciario o de servicios, el que más crece en empleo y aportación al PIB cuando una economía se desarrolla, es tan diverso en España como en el resto de países. En él se incluye el sector del turismo, tan fundamental como siempre para la economía española. El único modelo—con todos los matices que se quiera—en el que puede inspirarse la economía española para crecer es el que ha desarrollado Florida. En este estado hay turismo de alta y baja calidad, de temporada y permanente para personas jubiladas. Su capacidad de crecimiento es casi ilimitada, en la medida en que la población europea envejece, aunque siempre estará condicionada por la situación económica en el continente europeo. En España se denigra al turismo de masas por ser poco rentable y, simultáneamente, se ponen todo tipo de obstáculos al de calidad por parte de los gobiernos de las autonomías, a los que les horroriza perder su imagen de preocupación por el ecologismo, la defensa del igualitarismo y la de ser enemigos de las excepciones que significan ese tipo de turismo, sea de golf, marítimo o cinegético. Sólo se salva el cultural, al que todos quieren apuntarse y que, afortunadamente, es cada vez más importante en España. No hay ningún dirigente autonómico que dude en arrasar decenas de miles de hectáreas para convertir nuestros secarrales en regadíos en los lugares más estrambóticos, pero todos se lo piensan antes de autorizar la construcción de un campo de golf que ocupa, en promedio, 70 hectáreas, que mejora en muchas ocasiones el paisaje y que gasta menos agua por hectárea que el regadío. En los últimos treinta años se han puesto en regadío más de 2 millones de hectáreas en España, en zonas en las que es casi imposible obtener un rendimiento económico positivo, dadas sus condiciones climatológicas. En ese mismo espacio de tiempo se han construido en España alrededor de 400 campos de golf que ocupan, en conjunto, 24.000 hectáreas. Es decir, el regadío de los campos de golf significa el 1,4% del total de los nuevos regadíos puestos en explotación en España en treinta años. El turismo de golf necesita apoyos, cuidados y facilidades, porque es tan intensivo en mano de obra que es muy difícil que sea rentable.
  


  
    No recuerdo ninguna protesta ecologista contra la puesta en regadío de cualquier zona en España. No recuerdo la construcción de ningún campo de golf que no haya tenido que superar protestas de los ecologistas, al tiempo que se enfrentan a una legislación medioambiental cada vez más exigente. No recuerdo a ningún político autonómico que no apoyara el aumento de la superficie regada en su autonomía, fuera rentable o no. No recuerdo a ningún político autonómico que no haya aprobado la construcción de campos de golf en momentos en los que no estuvieran próximas unas elecciones. Es solamente un ejemplo de la incompatibilidad entre la promoción del turismo de calidad y el populismo de nuestra clase política.
  


  
    El turismo, de calidad o de masas, necesita muchos otros requisitos para mantenerse o conseguir que se convierta, otra vez, en un sector exportador que tire de la economía. Hace falta seguridad personal y seguridad jurídica. Hace falta que funcione el sistema judicial, que las leyes protejan con rotundidad de hurtos, robos, atracos y allanamientos de morada. Hace falta una policía que funcione y un sistema penitenciario en el que se puedan cumplir las penas.
  


  
    El funcionamiento de todas estas instituciones públicas es fundamental, no sólo para el turismo, sino para que los potenciales inversores en cualquier actividad no descarten España como destino, antes incluso de examinar la viabilidad de sus proyectos. Justicia, leyes, policía y sistema penitenciario son un programa que no se atreven a abordar nuestros partidos políticos. Cuando lo hacen es, nuevamente, bajo una óptica populista. Y, sin embargo, son los activos típicos de un país desarrollado, capaces de atraer a inversionistas, nacionales o extranjeros, que estarían dispuestos a sacrificar mayores rentabilidades y sueldos más bajos en otros países no tan desarrollados, si tuvieran garantías de que la seguridad personal y jurídica en España fuera mejor que la actual.
  


  
    Si España decidiera conscientemente que le interesa potenciar el turismo, de masas o de calidad, cultural o deportivo, tendría que tener en cuenta todos estos factores. Sin embargo, estoy seguro de que ningún partido se atreverá a hacer un planteamiento de este tipo. El turismo, para los políticos españoles, es una actividad con la que se convive, pero que palidece frente a otras, como la I+D, la ingeniería, las energías renovables, la ayuda social a los dependientes o el desarrollo de proyectos aeronáuticos, que emplean mano de obra cualificada para producir, muchas veces, bienes que no tienen mercado, o que tienen un precio exorbitante, o que no hay que preocuparse de vender, porque los financian las administraciones públicas. Un efecto más del sistema de financiación autonómica, que permite a los dirigentes políticos de las autonomías no tener que preocuparse de cómo se genera riqueza en el país, de cómo se recaudan impuestos y de cómo se crea empleo.
  


  
    Las competencias transferidas a las autonomías, que no han dejado de aparecer en este libro, podrían hacernos creer que la recuperación económica y el crecimiento de las exportaciones podrían lograrse con políticas económicas orientadas en esta dirección por parte de las mismas.
  


  
    En el último ciclo económico, el que comenzó en 1994 y todavía no ha terminado en su parte descendente, hemos asistido al espectáculo de dirigentes políticos de autonomías de todos los colores explicando cómo gracias a sus políticas económicas se desarrollaban sus regiones y se creaba empleo y cómo, ahora, es el gobierno de la nación, por su política económica, el único responsable de la recesión y la pérdida de empleo.
  


  
    Las autonomías podrían haber tenido alguna capacidad de impulso al crecimiento pero, con la política de gasto que han desarrollado, la han perdido. Pueden en ocasiones lanzar mensajes positivos al mercado, como hizo Esperanza Aguirre en Madrid, con la rebaja de impuestos sobre Sucesiones, Donaciones, Patrimonio e IRPF; o como ha hecho, en sentido negativo, el tripartito catalán, manteniendo todos esos impuestos, anunciando la subida del IRPF y explicando que la pérdida de peso económico de Cataluña se ha producido por el exceso de transferencias fiscales a otras autonomías y por la insuficiente inversión del Estado en infraestructuras en su región. Pero son sólo políticas que transfieren recursos, o capacidad de crecimiento, entre las autonomías españolas. A nivel nacional son señales que mejoran o empeoran marginalmente los efectos de la política monetaria que hace el Banco Central Europeo —la política más importante—, o la política fiscal o de reformas —o no reformas—que siguen siendo competencia del gobierno nacional.
  


  
    Los dirigentes autonómicos pueden convertirse en un obstáculo casi insuperable para el desarrollo económico, con políticas intervencionistas, por amedrentar a los empresarios, por permitir o impedir, según los casos, que las empresas de su autonomía se conviertan en nacionales o multinacionales. Por ejemplo, creo que todos los gobiernos catalanes, desde Pujol hasta Montilla, son culpables de querer crear un enclave empresarial catalán a espaldas del resto de España y del mundo. Una política muy visible en el sector financiero, donde sigue siendo tabú la fusión de La Caixa con otras cajas de tamaño medio o grande de fuera de Cataluña, o la de Caixa de Catalunya con entidades no catalanas, a pesar de sus problemas de solvencia. Incluso Andalucía, Extremadura, Galicia y Madrid han sufrido y sufren posicionamientos similares, por parte de sus respectivos gobiernos, en relación con las fusiones de las cajas domiciliadas en sus autonomías.
  


  
    Lo que no puede hacer ninguna autonomía es impulsar, con sus medios, un desarrollo económico propio, apoyado en políticas que animen la creación de empresas y de empleo. Quizá podrían haberlo hecho, pero han preferido el camino del gasto público, de gastar todo lo que extraen de la administración central en políticas populistas, en educación, sanidad, dependencia, servicios sociales, cooperación al desarrollo, protección del medio ambiente… y asegurando a sus votantes que todos esos servicios serían, siempre, gratis, total o parcialmente.
  


  
    Quizá, en lugar de analizar uno a uno los principales sectores que se integran en el de servicios, además del turismo y del financiero, al que hemos dedicado un capítulo completo, desde la perspectiva de que puedan exportar más servicios en un futuro, merezca la pena dedicar unos párrafos a las empresas españolas que cotizan en el IBEX, porque son un ejemplo del tipo de empresas que han sido capaces de internacionalizarse, aprovechando los beneficios de los años pasados para fundar o adquirir otras empresas con el mismo objeto social en otros países. En general, personifican la internacionalización de la economía española, pero son, por otra parte, cada vez menos representativas de lo que es hoy la economía española. Son mayoritariamente empresas de servicios bancarios y financieros, de telecomunicaciones, generadores de energía eléctrica, operadoras de concesiones públicas en infraestructuras, empresas de ingeniería, antiguas empresas constructoras transformadas en suministradoras de servicios de ingeniería, supervisión y puesta en marcha de proyectos industriales, o del sector de la construcción. Son una muestra de que España cuenta con personal cualificado, con capacidad de gestión y de análisis de riesgos con proyección internacional. Nuevamente, en general, son empresas cuyas ventas en España representan un porcentaje cada vez menor de su facturación. También representan a la economía española por su alto nivel de endeudamiento. Muchas de ellas hicieron la expansión con un capital acrecentado con los beneficios de los años de expansión y con un endeudamiento muy elevado, en un momento en el que la banca estaba ansiosa de prestar y en el que se pensaba que la empresa que no estuviera apalancada al máximo estaba mal gestionada. No son importantes, en general, por el número de españoles que trabajan en ellas, pero sí lo son por la subcontratación de suministros y servicios de otras empresas españolas, a las que facilitan la venta en el exterior de sus producciones.
  


  
    Al margen de las empresas internacionalizadas, cuyo crecimiento podría acelerarse en la medida en que lo hagan los países en los que están presentes, el resto del empleo sólo podría crecer si lo hiciera la actividad interna en España, y si crecieran, significativamente el consumo privado y la inversión. Que es, precisamente, lo que ha presupuestado el gobierno para 2012 y 2013, sin explicar cómo se logra poner en marcha ese proceso de expansión. Lo que sí hace, en cambio, el gobierno, es programar un crecimiento de las exportaciones mayor que el de las importaciones. Un proceso que ocurre en la actualidad, pero que sólo puede mantenerse en el tiempo si se hacen las reformas pendientes.
  


  
    
  


  El problema específico del tamaño del sector público y del Estado de Bienestar


  
    Dentro del sector servicios aparecen los funcionarios y los empleados de las tres administraciones públicas, que prestan los servicios fundamentales del Estado y los que se han convertido en parte esencial de los servicios públicos, lo que se denomina el Estado de Bienestar. En las estadísticas que se reproducen en el capítulo II sobre el empleo y en el III sobre los empleados de las administraciones públicas, se puede analizar cómo ha ido creciendo el número de empleados públicos y privados—con acuerdos, concesiones o consorcios, en muchos casos, con las administraciones públicas—que prestan ese tipo de servicios.
  


  
    El Estado de Bienestar en España cubre la sanidad, la educación, la dependencia, el resto de servicios sociales, el ocio, el deporte, la cultura, y la cooperación con las ONG nacionales, las que desarrollan su actividad en España y las que lo hacen en el extranjero. También son parte integrante del Estado de Bienestar las transferencias a los mayores de sesenta y cinco años, sin medios económicos, que no han pagado contribuciones a la Seguridad Social (pensiones no contributivas), y las que se hacen a los más desfavorecidos, a los que se pagan rentas mínimas de inserción. Habría que incluir en este apartado a los trabajadores eventuales que con 35 o 20 peonadas en Andalucía y Extremadura están inscritos en el PER, y a todos los que han perdido su empleo y han agotado sus prestaciones y sus subsidios, pero a los que se les mantienen por razones políticas y sociales. En concreto, ya se ha extendido dos veces consecutivas, cada una por seis meses, el subsidio de 426 euros a los trabajadores en paro que habían agotado sus derechos. De tal forma que en julio de 2010 una parte significativa de la población española desocupada, o en situación de indigencia, o mayor de sesenta y cinco años sin medios económicos, así como todos los trabajadores en paro reciben algún tipo de subsidio público, excepto, llamativamente, los trabajadores autónomos que han perdido su empleo. Una situación inédita en España y entiendo que excepcional en el mundo.
  


  
    El número de empleos encuadrados en actividades de este tipo es enorme, como hemos visto. Alrededor de 3,8 millones de personas trabajaban en el primer trimestre de 2010 prestando servicios de esa naturaleza. El número, por su parte, de los que reciben ayudas públicas no cesa de crecer. Tanto el crecimiento del número de los ocupados en estas actividades como la decisión de extender las ayudas a más colectivos se han producido por políticas del gobierno de Rodríguez Zapatero, de las autonomías y de los ayuntamientos, en los años—desde 2004—en los que sus ingresos crecían a un ritmo superior al 10% anual acumulativo.
  


  
    España es hoy, probablemente, uno de los países más generosos del mundo con los desfavorecidos, y también, seguramente, el que presta esas ayudas de la forma más indiscriminada y descontrolada. Un fiel reflejo de la falta de control que, a su vez, tiene el gasto presupuestario y no presupuestario de las autonomías.
  


  
    La economía española, aunque crezca en el mejor de los casos impulsada por las exportaciones de bienes y servicios en los próximos años, no será capaz de generar recursos impositivos suficientes para pagar esa enorme carga que nos hemos echado encima.
  


  
    Para salir de la crisis hay que hacer reformas y entre ellas se encuentran las que reducen los gastos de las autonomías en Estado de Bienestar, las transferencias sociales a los desempleados, el gasto en políticas activas de empleo, el gasto en incapacidad laboral transitoria y el gasto en pensiones públicas. Junto a una necesaria reforma tributaria para asegurar un incremento de los ingresos tributarios en el periodo 2010-2013. Será necesario, además, reducir el total de empleados en las administraciones públicas.
  


  
    Si no se toman todas esas medidas fracasará el control del gasto público y la política de reducción del déficit público. Para la Unión Europea y el FMI llegar al 3% de déficit en 2013 puede ser un objetivo imprescindible para mantener la estabilidad del sistema financiero mundial. Para los españoles, reducir el déficit público con la adopción de las políticas a las que se ha hecho referencia es mucho más: es la única vía para evitar que los gastos públicos y los impuestos necesarios para sostenerlos hundan la recuperación de la economía española.
  


  
    Creo que tanto los gastos en sanidad como en educación merecen algún comentario. En los primeros, el descontrol es absoluto y los equilibrios se logran rebajando las remuneraciones de los profesionales sanitarios y forzando reducciones en los precios de los medicamentos, en lugar de hacer análisis de costes y de introducir el copago en todo el sistema. El coste de la atención sanitaria en España es bajo en relación a las atenciones que se prestan y en términos de PIB, pero es una caldera que puede estallar, porque cada vez son mayores los servicios que se prestan y las obligaciones de pago que no se reconocen.
  


  
    En relación a los gastos en educación, las disparidades entre autonomías son enormes. Y los servicios también. La de Madrid es, quizá, la que más extrema los beneficios del Estado de Bienestar en este sector. Por abajo, pagando la educación preescolar—algo que no hace ningún país democrático—y subvencionando, vía tasas reducidas, la superior. El cambio al aumento de tasas en la educación superior, hasta que cubran totalmente el coste de sus servicios, hay que combinarlo con una política de becas que no permita que nadie que tiene cualidades, pero no medios económicos, deje de estudiar, y con una política de préstamos universitarios similar a la que existe en muchos otros países.
  


  
    Para terminar con este análisis de qué sectores productivos podrían impulsar la recuperación quiero recordar las cifras con las que terminaba el capítulo II. De los 18,4 millones de ocupados en el primer trimestre de 2010, había 13,4 millones trabajando en la economía directamente productiva; que se apoyan en un número excesivo de personas para poder desarrollar su actividad, casi 5 millones. Y entre todos mantienen a 4,6 millones de parados y a 8,2 millones de pensionistas. Para modificar sustancialmente esas cifras hay que hacer reformas. Políticas y económicas.
  


  
    
  


  Algunas diferencias entre el ciclo expansivo de 1994-2007 y el que podría comenzar en 2011 o 2012


  
    Es erróneo o mendaz proclamar, como hace el PP de Rajoy, que ellos sacaron a España de la crisis en 1996 y que ahora serían igualmente capaces de repetir aquel proceso. Sin explicar nada más. Al margen de que la moneda fuera diferente en 1996 de la que hoy utilizamos, que es, sin una sola duda, el mayor cambio que ha experimentado la economía española en ciento treinta años.
  


  
    Como consecuencia de nuestra integración en el euro, la recuperación económica sólo es posible si hacemos todas las reformas políticas y económicas de una vez, brutalmente. En otro caso, dentro de unos años descubriremos que en 2007 entramos en una situación de estancamiento y deterioro que no sabemos dónde terminará. Ni política ni económicamente.
  


  
    Para que los lectores no se dejen engañar por los partidos políticos, quiero recordarles de dónde partimos para superar la actual crisis: 

    
      
        1. En 2009 nos endeudamos en 50.000 millones de euros más con prestamistas del exterior, a pesar del 20% de paro y el -3,7% de descenso del PIB. Sin esos nuevos préstamos no habríamos podido mantener el nivel de vida de ese, para muchos, durísimo año.
      


      
        2. En 1996, ni las familias ni las empresas estaban endeudadas. La recuperación, que había comenzado en 1994, fue posible porque las oportunidades de inversión se pudieron financiar. En 2009, el endeudamiento familiar alcanzaba el 125% de la renta bruta disponible, frente al 50% de dicha renta en 1996, y el endeudamiento empresarial había subido hasta el 600% del resultado económico bruto empresarial, frente al 200% de 1996. La recuperación del ahorro privado en 2009 permitió que descendieran el endeudamiento neto de las familias y las empresas en 70.000 millones de euros aproximadamente. Esa evolución tan positiva del ahorro privado fue posible, en gran parte, porque el Estado, que tuvo un déficit de 118.000 millones de euros, transfirió recursos a las familias y a las empresas. En 2010, con una política fiscal más estricta, ese fenómeno se reducirá sustancialmente. A las familias les resultará mucho más difícil que en 2009 reducir su endeudamiento. Los sacrificios que tendrán que hacer en menor consumo y menor inversión serán mayores que en 2009.
      


      
        3. En 1996, España, como país, no estaba endeudada con el exterior. El único sector realmente endeudado era el público, que tenía una deuda del 68% del PIB. En 2012, si en ese año se celebraran las elecciones y las ganara el PP, se encontraría con un sector público que deberá más del 75% del PIB y con las familias y las empresas casi tan endeudadas como hoy. Y con España, como país, con la misma deuda neta, en el mejor de los casos, que en 2010, año en el que por primera vez se superará el 100% del PIB, frente a una deuda exterior neta del 20% del PIB en 1996.
      

    

  


  
    Las circunstancias, pues, son muy diferentes para todos. Y engañar me parece el peor de los delitos por parte de un partido que se dice conservador, o de centro, o liberal, o sindicalista, o lo que sea, según lo que convenga en cada momento. Estas críticas al PP pueden parecer excesivas, pero las hago en el convencimiento de que puede gobernar España en 2012 y ante la inutilidad de criticar al gobierno del PSOE de Rodríguez Zapatero. Su reacción ante la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el estatuto de Cataluña explica, mejor que nada, que nuestros problemas políticos, indisolublemente unidos a los económicos, no se resolverán con el gobierno del PSOE apoyado en partidos de izquierdas radicales, de oportunistas canarios y cántabros y de separatistas catalanes, vascos, navarros y gallegos. Porque no cree, realmente, en la necesidad de las reformas para que España pueda superar esta crisis. Todo lo que de positivo está haciendo tiene como referencia la amenaza de los gobiernos de los países más importantes de forzarnos a la suspensión de pagos. El futuro de España no le interesa.
  


  
    
  


  La reforma más urgente: la de las cajas de ahorro


  
    La reforma de la ley de cajas, si se aplica con valentía e inteligencia, permitiría resolver el problema de liquidez que atenaza a la economía española desde 2007 y que ha provocado la inestabilidad monetaria en el área euro en la primera parte de 2010 y, por contagio, en el resto del mundo. La nueva ley de cajas permite la recapitalización de la mitad del sistema financiero español, en el que se concentran las necesidades de recapitalización de los 78.000 millones de euros—en el peor de los escenarios posibles— a los que se hacía referencia en el capítulo dedicado al sistema financiero español, de los que cerca de 17.000 millones ya se han aportado, o comprometido, con el FROB y el Fondo de Garantía de Depósitos.
  


  
    Como se ha expuesto anteriormente, si las pérdidas del sistema financiero fueran, como cree Moody’s, de 225.000 millones de euros, la recapitalización necesaria sería de 53.000 millones, y con lo aportado por el FROB y el FGD sólo harían falta otros 36.000 millones de euros. Y si las pérdidas fueran de sólo 200.000 millones, el nuevo capital necesario sería de 11.000 millones. Estaríamos en el mejor de los mundos. El que se deduce de los test de estrés del sistema financiero español, hechos públicos en julio de 2010.
  


  
    La gran ventaja para la economía española sería que dejaría de pesar sobre todos la amenaza de la suspensión de pagos. Dada la composición del activo de nuestro sistema financiero creo que el equilibrio se lograría en poco tiempo. Un equilibrio que no significaría alegría en la oferta de nueva financiación, sino el equilibrio de cada institución, lo que permitiría a cada una adaptarse a la nueva situación, la de un país que necesita menos personal en el sector y menos servicios financieros.
  


  
    Si, simultáneamente, el gobierno recortara el gasto público y consiguiera los mayores ingresos impositivos que busca, los temores a la suspensión de pagos de España se habrían superado. Lo que no significa que se haya superado el obstáculo del mantenimiento del déficit público en una cifra exageradamente alta y la acumulación de deuda pública, que podrían provocar tanto problemas de liquidez como de solvencia. Podríamos suspender pagos, pero por el comportamiento del sector público, no por temor a la solvencia del sistema financiero.
  


  
    
  


  Los objetivos de 2010-2013, las reformas y el euro


  
    He comenzado este capítulo explicando que el objetivo de la actual política económica es reducir el déficit público al 3% en 2013 y que este objetivo nos lo han marcado la Unión Europea y el FMI.
  


  
    Si no lo hubieran hecho, cualquier gobierno español debería haberse propuesto un objetivo similar. No era ni es posible superar esta crisis gastando, y menos cuando se está integrado en otra moneda, que poco tiene que ver con nuestra realidad, condiciones y posibilidades de desarrollo.
  


  
    No hay otra salida que la restricción fiscal. Y ello porque dados nuestros niveles de endeudamiento, si permitimos que el único sector que no estaba endeudado, el público, también lo incremente hasta superar el 80% del PIB, habremos caído en una trampa de la que será imposible salir. Los intereses de las deudas de las familias, las empresas y el Estado se comerán cualquier ahorro posible, por encima de lo que cada sector necesite para seguir funcionando.
  


  
    Las proyecciones de crecimiento del gobierno para el periodo 2010-2013 son difícilmente conseguibles, precisamente por el peso del endeudamiento. Su cuadro macroeconómico es, aunque no lo parezca, más pesimista que el que yo he elaborado, porque el gobierno cree que durante todo el periodo España, como país, seguirá endeudándose y gastando más de lo que produce. Algo a lo que parece no darle mucha importancia. No se la da porque quizá toma ejemplo de otros países que siguen creciendo endeudándose. Sería el caso de Japón o Italia. Pero creo que se equivocan. Ambos países tienen un endeudamiento público más elevado que el nuestro, pero una deuda privada infinitamente menor, y gracias a eso pueden financiar sus déficits y sus deudas públicas. Ni siquiera el Reino Unido está en peores condiciones, porque su endeudamiento exterior es mucho más reducido y porque conserva una moneda nacional.
  


  
    El plan de recuperación del crecimiento de la economía española tiene que ser diferente: 

    
      
        1. La FBCF debería bajar del 20% del PIB. Tendría que ser inferior al ahorro nacional, para que nuestro endeudamiento exterior comience a reducirse.
      


      
        2. El ahorro interno debería superar el 20% del PIB, para lo cual hace falta que se reduzcan los gastos públicos, en particular las transferencias sociales, las transferencias a las autonomías y el gasto en Estado de Bienestar, y modificar el sistema tributario para recaudar más sin afectar a la inversión empresarial; es decir, mayores impuestos indirectos, menos impuestos sobre Sociedades y menores cotizaciones sociales y aumentos seleccionados en el IRPF hasta superar esta situación.
      


      
        3. Hacer todas las reformas que se han expuesto en este libro, con todos los matices, cambios o mejoras que se consideren oportunos.
      

    

  


  
    No son propuestas excepcionales ni de imposible cumplimiento. Son similares a las que tuvo que plantearse Alemania cuando absorbió a Alemania oriental y cuando se incorporó al euro con un marco sobrevalorado. Los alemanes han necesitado veinte años de esfuerzos fiscales —con recargos, incluso, sobre el IRPF—para pagar la reconstrucción de Alemania del este, y diez años para superar, con reformas que han dado flexibilidad al mercado de trabajo, su desventaja frente a los otros países miembros del euro y frente al resto del mundo.
  


  
    En el corto plazo, la reforma económica más urgente para España es la de su sector financiero. Dentro de éste lo fundamental ha sido siempre modificar la ley de cajas de ahorro. Si el decreto-ley de modificación de ley de cajas logra que se cubran las ampliaciones de capital que se propongan, vía cuotas participativas con derechos políticos o con acciones, y si el ICO, u otra institución, cubre lo que reste del capital que se solicite en el mercado, habríamos dado un paso fundamental para que el sector financiero no sea un impedimento para la recuperación. Habríamos dejado de ser una preocupación para la Unión Europea, la Unión Monetaria, los países miembros, el FMI y el gobierno de Estados Unidos. La comunidad internacional habría logrado superar un punto de inestabilidad financiera de la máxima importancia, del que todos nos beneficiaríamos, porque permitiría que el crecimiento de la economía mundial, que según el FMI alcanzará el 4,6% en 2010, se dejara sentir también en Europa.
  


  
    España dejaría de sufrir presiones agobiantes para que tomáramos decisiones. Estaríamos solos, con la posibilidad de hacer las reformas políticas y económicas necesarias para convertirnos en un país muy diferente del que ahora somos; o podríamos no hacerlas. Podríamos, como ha hecho Alemania, hacer reformas constitucionales para controlar el gasto público, modificando el sistema de financiación de las autonomías, de tal forma que se pudieran financiar con sus propios impuestos o imponer la coordinación y la disciplina que permite la Constitución. Podríamos nuevamente, como ha hecho Alemania, flexibilizar el mercado de trabajo, aunque la forma de hacerlo sería diferente, pues tendría que pasar por la descentralización de los convenios colectivos. Podríamos, en definitiva, hacer todo lo que debemos y a lo que nos obliga la pertenencia al euro y la racionalidad económica.
  


  
    Si no lo hacemos, en pocos años, en el periodo 2012-2017, es decir, diez años después del comienzo de la crisis, la economía española seguiría con crecimientos anémicos, sin creación de empleo, forzando a la emigración a muchísimas personas, mientras la deuda del conjunto de las administraciones públicas seguiría acumulándose.
  


  
    Con la deuda pública cercana o por encima del 100% del PIB, con la deuda familiar y de las empresas en niveles elevadísimos, los intereses acabarían por provocar el colapso de la economía. Los problemas de liquidez se transformarían en un problema de solvencia. Antes de que ese final fuera inevitable, los capitales españoles habrían huido, precipitando una situación de depresión y recesión. Las autoridades españolas de ese momento tendrían que negociar, como han hecho las griegas, un plan de rescate. Para entonces, si hablamos de dentro de cinco años o más, ni a Alemania ni a Francia les desestabilizaría esa situación. Habrían tenido todo ese tiempo para irse preparando, para poder ayudar a sus sistemas financieros a renegociar la deuda española. Antes de llegar a ese punto tendríamos, por otra parte, el ejemplo de Grecia. Si Grecia es capaz de hacer todas las reformas y volver a crecer, será un acicate positivo para los partidos políticos españoles. Si Grecia hace todas o casi todas las reformas y continúa en recesión y acumulando deuda, tanto el gobierno griego como la Unión Monetaria Europea tendrían que plantearse la salida de la economía griega del euro. Por el bien de todos.
  


  
    Con algunos años de retraso, al margen de accidentes políticos o económicos, creo que ésta es la situación por la que también podría pasar la economía española. Creo que si se hacen todas las reformas España, al contrario de lo que posiblemente le ocurra a Grecia, podría volver a crecer, como lo hizo Alemania. Pero si no se hacen, o no son eficaces, que también podría ocurrir, habría que plantearse la salida del euro. Por nuestro bien y por el del resto de los países miembros del euro. Si eso ocurriera, Europa tendría que replantearse la existencia de algunas de sus instituciones. Habría que preservar a cualquier precio la Unión Europea, mientras la Europa Monetaria podría transformarse en la unión monetaria de un grupo de países de la Europa central en torno a Alemania.
  


  
    En un artículo de Ralph Atkins en el Financial Times del 1 de junio de 2010, se analizaban cuatro escenarios posibles para el euro en los próximos años. El primero, el de su éxito, para lo cual «Grecia debería transformarse en Florida», con las reformas necesarias, y los alemanes deberían modificar su comportamiento, dejando de ahorrar y consumiendo mucho más. Un escenario posible, pero inconcebible, porque es más difícil que cambien sus costumbres los alemanes que los griegos. El segundo escenario era el de ir «pasando con más pena que gloria», con los países periféricos haciendo algunas reformas que calmaran a los mercados; es, quizá, el que estamos viviendo en estos momentos. El tercero, parecido al segundo, pero con un tinte más positivo, sería el confiar en los pequeños pasos, políticos y económicos, que irían consolidando las instituciones europeas, que tendrían más competencias que ahora, más capacidad de control sobre los países con déficit y más capacidad de influencia sobre los que generan excesiva competitividad, en lugar de las grandes reformas, que Bruselas siempre ha aborrecido. Sería el escenario más optimista entre los posibles, porque sería reconocer que el Tratado de Maastricht estuvo mal diseñado y que el euro necesita una mayor transferencia de poderes a las instituciones europeas y al Banco Central Europeo. El cuarto escenario sería el del reconocimiento del fracaso y el abandono del euro. El euro no les aportaría nada a los griegos o a los que se encontraran en una situación parecida, porque no serían capaces de pagar los intereses de su deuda sin una quita sustancial, que sería difícil que aceptaran el resto de países miembros. Un escenario al que la línea editorial del Financial Times no da muchas posibilidades. La novedad es que se lo han tenido que plantear.
  


  
    Integrarse en un euro mal diseñado fue un error imperdonable. Salir voluntariamente o ser expulsado del euro, en las actuales circunstancias de la economía española, sería una tragedia. Sin embargo, si se entra en suspensión de pagos la alternativa no es tan evidente.
  


  
    El euro está mal concebido. Los criterios de admisión eran incompletos. No se tomaron en consideración situaciones como el desempleo, la falta de competitividad, las consecuencias de déficit públicos excesivos, del incumplimiento, en definitiva, del pacto de estabilidad y crecimiento, de desequilibrios persistentes en la balanza de pagos por cuenta corriente y los limitados poderes del Banco Central Europeo.
  


  
    Estas carencias, junto con la ausencia de un presupuesto de los países miembros de la Unión Monetaria, de un tamaño suficientemente grande como para poder intervenir en las economías de los países que tuvieran dificultades económicas y de mecanismos para asegurar la flexibilidad de los diferentes mercados de trabajo, hacían posible una crisis del euro si ocurrieran shocks asimétricos, que afectaran de forma diferente a las economías de los países miembros.
  


  
    La formación y el estallido posterior de las burbujas inmobiliaria y crediticia españolas son el resultado de un shock asimétrico: el que representó la política monetaria del Banco Central Europeo, que mantuvo tipos de interés reales negativos para la economía española durante un larguísimo periodo, y que esos mismos tipos de interés produjeran un crecimiento del crédito del 10% en Alemania y del 20% en España. El endeudamiento exterior de España es otra de las consecuencias de ese shock asimétrico. La crisis financiera internacional ha sido un shock asimétrico, porque ha afectado de forma diferente a los sistemas financieros de los distintos países miembros del euro, en función del tipo de control y regulación de cada sistema monetario por parte de sus antiguos bancos centrales, de la calidad de sus activos y de sus necesidades y posibilidades de recapitalización.
  


  
    La crisis del euro de la primera parte de 2010 podría haberse limitado si la actuación de los gobiernos de los países miembros hubiera sido diferente. La crisis griega debería haberse abordado exclusivamente por el Fondo Monetario Internacional, que habría tenido que diseñar un plan de salvamento teniendo en cuenta exclusivamente la situación de la economía de ese país. La intervención de la Comisión Europea y de los gobiernos de Francia y Alemania lo ha impedido. La consecuencia es que el plan de ajuste griego tiene en cuenta no sólo los intereses griegos, sino los de los bancos financiadores europeos, en particular los de Francia y Alemania, los más comprometidos con Grecia.
  


  
    Con la disculpa de lograr la estabilidad del euro es posible que se esté condenando a la economía griega a una recesión permanente, de la que sólo podrá salir cuando los bancos acreedores negocien con las autoridades griegas una quita de la magnitud que sea necesaria, acorde con la responsabilidad de los que se han endeudado excesivamente y de los que han prestado irresponsablemente. La intervención de los gobiernos de Francia y Alemania no pretende asegurar la estabilidad del euro, sino la solvencia de sus bancos nacionales. De alguna manera, Alemania y Francia han demostrado que no les preocupa el mantenimiento del euro a largo plazo, sino las consecuencias electorales de tener que volver a ayudar a sus bancos con dinero público.
  


  
    La crisis griega, sin embargo, no ha sido la causa principal de la desestabilización del euro. La causa última ha sido el temor a una crisis española similar a la griega. En ésta lo fundamental ha sido el endeudamiento público, además del engaño estadístico y la ocultación de deuda. En el de España el temor se deriva del endeudamiento exterior bruto y neto, reflejo de la falta de ahorro interno y del endeudamiento de las familias y empresas para invertir en actividades que se ha demostrado que no eran rentables.
  


  
    La magnitud del endeudamiento español podría desestabilizar a muchas instituciones financieras europeas—los principales concesionarios de crédito a la economía española—si no se pagaran los intereses o no se devolviera en el momento debido el principal de los préstamos. Como se ha visto, el endeudamiento a corto plazo del sistema financiero español en su conjunto—con grandes diferencias entre instituciones—lo hace inestable, máxime si se combina con dudas sobre la solvencia del Estado Español a medio plazo.
  


  
    La irresponsabilidad del gobierno español, incapaz de comprender la situación en la que se encuentra la economía de nuestro país, incluso después de iniciada, a regañadientes, una política de reformas, provoca una inestabilidad permanente a todos los prestatarios españoles.
  


  
    La conducta de los gobiernos de Francia y Alemania—evitando ilegalmente la suspensión de pagos de la economía griega—es un incentivo a la irresponsabilidad de los gobiernos de los países periféricos, pues todos saben ahora que, por el momento, no se dejará suspender pagos a nadie, hasta que el war chest de ambos países tenga el tamaño suficiente para afrontar esas crisis.
  


  
    Como ya se ha expuesto, si el gobierno español no hace todas las reformas políticas y económicas imprescindibles para lograr que la economía española recupere el crecimiento sobre la base del aumento de las exportaciones, y lo hace rápidamente, en apenas tres o cuatro años nos encontraremos, además de con el endeudamiento excesivo de las familias y las empresas españolas, con el del sector público.
  


  
    La economía española tiene un margen muy estrecho para librarse de la suspensión de pagos: el que representa el todavía hoy reducido endeudamiento del sector público español (alrededor del 60% del PIB). El margen era muy grande en 2007, menor en 2008, limitado en 2009 y pequeño en 2010. En tres años más no habrá margen. Nadie prestará a España por temor a la insolvencia del sector público. Seríamos Grecia, con el aditamento de la deuda privada.
  


  
    Los datos del mes de julio de 2010, según los cuales el Banco Central Europeo ha incrementado la financiación directa a las entidades financieras españolas hasta alcanzar la cifra de 130.000 millones de euros, frente a un promedio de 80.000 millones de euros en todo el periodo anterior, son una manifestación más de la anticipación con que los mercados, es decir, los inversores, actúan. En esta ocasión—que refleja lo sucedido en los primeros meses del año—, los inversores extranjeros se negaron a renovar o ampliar la financiación a la banca española por el temor a que el gobierno español no fuera capaz de controlar su déficit en los próximos años. Esta situación, no provocada por la situación de solvencia del sistema financiero español, obligó al Banco Central Europeo a intervenir masivamente para proporcionarle la liquidez que no conseguía, a ningún precio, en los mercados. En el mes de mayo el gobierno español emprendió su limitado proyecto de reformas. Los inversores siguen dudando sobre si creerse o no esa postura reformista, ni si las propuestas y resoluciones serán suficientes.
  


  
    El Banco Central Europeo podría evitar la suspensión de pagos ampliando la financiación a los bancos y cajas españolas. El montante de esos créditos tendría que incrementarse hasta los 500.000 millones de euros para que la intervención fuese efectiva. Incluso esa cifra no sería una solución, sino un paréntesis para permitir reaccionar al gobierno español.
  


  
    Si España suspendiera pagos, o se asentara el temor a que se produjera, ocurrirían los siguientes fenómenos:

    
      
        1. Huida del ahorro privado español al exterior, en la búsqueda de seguridad jurídica, económica o de ambas.
      


      
        2. Congelación o disminución del volumen del crédito total a la economía española. La mayoría de las empresas se encontrarían sin posibilidad de pagar a sus acreedores y proveedores. Todo el entramado económico tendría que renegociar con sus acreedores, financieros y no financieros.
      


      
        3. Reducción de la actividad y aumento del paro. Y disminución de los ingresos públicos y aumento del gasto y del déficit público.
      

    

  


  
    Estos hechos obligarían al gobierno español a pedir la intervención del FMI y de la Unión Europea para lograr la financiación, ya prevista, del fondo de 750.000 millones de euros con el que evitar un mayor agravamiento de la situación económica. El plan del FMI obligaría a hacer, esta vez en serio, todas las reformas económicas. Un plan que conllevaría necesariamente una reducción sustancial del gasto público.
  


  
    ¿Cómo reaccionarían los partidos políticos? ¿Aceptarían ese plan o se negarían a aprobar las modificaciones legales que podrían exigir el FMI y la Unión Europea? En cualquier caso, serían inevitables unas elecciones generales en las que los partidos políticos —los actuales u otros que pudieran aparecer—tendrían que plantear sus alternativas a los votantes españoles. Políticas y económicas.
  


  
    Mi voto sería para el partido que planteara una reforma política que convirtiera a España en un Estado federal, con un gobierno central fuerte y con mayores competencias que las que tiene actualmente, y en el que cada Estado fuese responsable de la financiación de sus competencias. Un sistema en el que el poder judicial fuera independiente y en el que el Tribunal Supremo fuera el intérprete de la Constitución. Con libertad sindical y empresarial, pero sin financiación presupuestaria. Con partidos políticos sin financiación presupuestaria. Con cargos políticos elegidos, mayoritariamente, de forma directa por los electores.
  


  
    En la economía sería accesorio permanecer en el área euro o recuperar una moneda nacional, porque lo fundamental que se perseguía con la moneda única, la estabilidad monetaria, el control del déficit público, y una política de reformas económicas, no se habría conseguido, y quizá fuera más sencillo, desde la catástrofe, negociar con nuestros acreedores desde fuera que desde dentro del euro. Tampoco los gobiernos alemán y francés, por hablar sólo de los más importantes, iban a asistir impasibles a una suspensión de pagos de un país del tamaño de España. La canciller alemana ya ha expuesto públicamente su posición—que comparte la mayoría del pueblo alemán—de expulsar del euro a los países que no sean capaces de controlar su déficit público.
  


  
    Los partidos políticos de esos países tendrían que pronunciarse sobre el euro, de forma similar a como tendrían que hacerlo los españoles. Por una vez, con un objetivo unánime: evitar las suspensiones de pagos de los países miembros, aunque ello conllevara renunciar a la propia moneda común si no hubiera forma de eludirlas. Todas las instituciones europeas serían juzgadas y reformadas.
  


  
    Como decía al final del primer capítulo, la historia no ha terminado, ni en España ni en ningún otro país.
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Pagado por la empresa
Pagado por I trabajador 7.792.51 curos

UMA TOTAL
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54.648,51 euros
2. Percibido de la Seguridad Social  294.032,00 euros

quridad Social pagaria, 239.383,49 curos
en este caso, 239.838,49 curos mds
que la suma de las cotizaciones soci
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guridad Social pagarfa
en este caso, 420.140,08 euros mis
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(1) Se refiere al gasto en educacion (Presupuestos Liquidados) del conjunto de las adm

cas,incluyendo universidades. Frente: Estadistica del Gasto Pblico en

fa General Técnica, Ministerio de Educacion,

(2) PIB base afio 2000. Fuente: INE has
de

Fl

2008 y dlima prevision del Ministerio
009)

conomia y Hacienda para ¢l 2009 junio d
(3) Cifia provisional.
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Mercanties Estataes

Ganeteras 139603
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Puertos y seguridad marina 140828 141923
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pdrulicas 175372 330876
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otas. 1232 12237
TomL 1335412 220005

Nota: en el apartado «Otras se incluyen las inversiones para el desarrollo de s comar-
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Empicza a trabajar l 1 de

tiv

ero de 1976, como titwlado superior, grupo 1, co-
os de su vida a

« Sejubilaa los 65 afios, el 1 de
Contingencias comunes.
Wdoordn Al Base %  Costo suma
Cotizacién Empresa
' 1976 628500 181000 216500
2 197 635700 183100 217900
3 1978 680300 195900 232000
' 1979 759300 218700 258300
5 190 900800 250400 306800
1 1981 1013100 201800 34200
1 1982 1113900 320800 376000
3 1983 1355600 390400 455700
] 1984 1545300 445000 51200
10 1985 1653500 476200 555600
1 1985 1785700 514300 600000
12 1987 1875000 540000 628100
13 1988 1931300 556200 647000
" 1999 1985200 572900 666400
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16 1901 201800 635800 739600
17 1902 2218100 667600 776600
18 1993 2438600 74500 8291,00
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Cotizacin Empresa
2 1907 BeiIse0 253900 47 205300
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» RECURSOS PERCBIDOS INCONDICIONADOS (snicio ransteridos):
— Tasas afctas a 1 prestacén d o seviis ransterdos
— Tibutosdetaid estat,coddos total o parciamente | 7%

— Fondos desufienia loba,granta y comvergencia

» RECURSOS PERCEIDOS CONDICIONADOS actacions concietas:
— Fondos de compersacitn nrtritoral
— Comerios, subvenciones gestorads y contalos-programa | 12%

— Fondos eropens.

+ RECURSOS PROPIS (eforas o palar dfit de transferencias):
— Tibutos propis
— Ingresos patimonies | 13%
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wdor nace el 1 de enero de 1946.
el 1 de enero de 1976 como jefe adm
tizando por una base media durante los 35 aios de su vida

crativo, grupo 3, co-
tiva

+ e jubilaa los 65 aiios, el 1 de encro de 2011
Contingencias comunes.
Vdoordn Al Base %  Costo % Coste suma
Cotizacién Empresa tabajador
1976 219100 565 12400 75500
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190 34000 ° 515 18000 118500
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1086 820000  * - 30800 2.786.00
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EL PERSONAL QUE TRABAJA EN LA ADMINISTRACION DE LAS CC.AR.

Bl personal que trabajaba en la Admiristracion de as Comunidades AutGromas en
enero de 2009 ascendia a 1.332.844 empleados pibiicos, 0 aue representaba un
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El personal que trabajaba en todas las Administraciones Piblicas en enero de
2009, segin el Registro Central de Personal, ascendia a 2.636.900 personas,
‘estando distribuido por Administraciones Pablicas, teritoriaimente, oo tipo de per-
‘sonal, por éreas o sectores y por sexo de la siguiente forma:
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UNNVERSIDADES.

Tom!
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Seginaad o8 Extods
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Total
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Ocupados S, privado (educacién, . piblico S. Piblico

sanidad y sovicios + sanidad, oducacion

soclales) ¥ servicos sociales

privados

1995 12002000 6281000 2122000 1198000
1966 12396000 708,000 223000 2117000
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2006 19748000 13326000 2882000 3368000
2007 20356000 13847.000 2013000 3042000
2008 20256000 13723000 2059000 3552000
2009 18888000 12619000 3062000 3729000
20100 imestre)  18.394.000 12.165.000 3,088,000 3797000
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#io3 87635 1226891 Aio3
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TOTAL 203.927,08 901052
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